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CAPÍTULO II
FACILIDADES, PRIVILEGIOS E INMUNIDADES RELATIVOS A LAS OFICINAS CONSULARES, A LOS 
FUNCIONARIOS CONSULARES DE CARRERA Y A OTROS MIEMBROS DE LA OFICINA CONSULAR

SECCIÓN I
FACILIDADES, PRIVILEGIOS E INMUNIDADES RELATIVOS A LA OFICINA CONSULAR

Art. 28.- Facilidades concedidas a la oficina consular por su labor

El Estado receptor concederá todas las facilidades para el ejercicio de las funciones de la oficina 
consular.

Art. 29.- Uso de la bandera y del escudo nacionales

1.	 El Estado que envía tendrá derecho a usar su bandera y su escudo nacionales en el Estado 
receptor, de conformidad con las disposiciones de este artículo.

2.	 El Estado que envía podrá izar su bandera y poner su escudo en el edificio ocupado por la oficina 
consular, en su puerta de entrada, en la residencia del jefe de la oficina consular y en sus medios 
de transporte, cuando éstos se utilicen para asuntos oficiales.

3.	 Al ejercer los derechos reconocidos por este artículo, se tendrán en cuenta las leyes, los regla-
mentos y los usos del Estado receptor.

Art. 30.- Locales

1.	 El Estado receptor deberá facilitar, de conformidad con sus leyes y reglamentos la adquisición en 
su territorio, por el Estado que envía, de los locales necesarios para la oficina consular, o ayudar-
le a obtenerlos de alguna otra manera.

2.	 Cuando sea necesario, ayudará también a la oficina consular a conseguir alojamiento adecuado 
para sus miembros.

Art. 31.- Inviolabilidad de los locales consulares

1.	 Los locales consulares gozarán de la inviolabilidad que les concede este artículo.

2.	 Las autoridades del Estado receptor no podrán penetrar en la parte de los locales consulares 
que se utilice exclusivamente para el trabajo la oficina consular, salvo con el consentimiento del 
jefe de la oficina consular, o de una persona que el designe, o del jefe de la misión diplomática 
del Estado que envía. Sin embargo, el consentimiento del jefe de oficina consular se presumirá 
en caso de incendio, o de otra calamidad que requiera la adopción inmediata de medidas de 
protección.

3.	 Con sujeción a las disposiciones del párrafo 2 de este artículo, el Estado receptor tendrá la obli-
gación especial de adoptar todas las medidas apropiadas para proteger los locales consulares, 
con arreglo a las disposiciones de los párrafos anteriores, contra toda intrusión o daño y para 
evitar que se perturbe la tranquilidad de la oficina consular o se atente contra su dignidad.

4.	 Los locales consulares, sus muebles, los bienes de la oficina consular y sus medios de transpor-
te, no podrán ser objeto de ninguna requisa, por razones de defensa nacional o de utilidad pú-
blica. Si para estos fines fuera necesaria la expropiación, se tomarán las medidas posibles para 
evitar que se perturbe el ejercicio de las funciones consulares y se pagará al Estado que envía 
una compensación inmediata, adecuada y efectiva.
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Art. 32.- Exención fiscal de los locales consulares

1.	 Los locales consulares y la residencia del jefe de la oficina consular de carrera de los que sea 
propietario o inquilino el Estado que envía, o cualquiera persona que actúe en su representación, 
estarán exentos de todos los impuestos y gravámenes nacionales, regionales y municipales, 
excepto de los que constituyan el pago de determinados servicios prestados.

2.	 La excención fiscal a que se refiere el párrafo 1 de este artículo, no se aplicará a los impuestos y 
gravámenes que, conforme a la legislación del Estado receptor, deba satisfacer la persona que 
contrate con el Estado que envía o con la persona que actúe en su representación.

Art. 33.- Inviolabilidad de los archivos y documentos consulares

Los archivos y los documentos consulares son siempre inviolables dondequiera que se encuentren.

Art. 34.- Libertad de tránsito

Sin perjuicio de los dispuesto en sus leyes y reglamentos relativos a las zonas de acceso prohibido 
o limitado por razones de seguridad nacional, el Estado receptor garantizará la libertad de tránsito y de 
circulación en su territorio a todos los miembros de la oficina consular.

Art. 35.- Libertad de comunicación

El Estado receptor permitirá y protegerá la libertad de comunicación de la oficina consular para todos 
los fines oficiales. La oficina consular podrá utilizar todos los medios de comunicación apropiados entre 
ellos los correos diplomáticos o consulares, la valija diplomática o consular y los mensajes en clave o 
cifra, para comunicarse con el gobierno, con las misiones diplomáticas y con los demás consulados del 
Estado que envía, dondequiera que se encuentren. Sin embargo, solamente con el consentimiento del 
estado receptor, podrá la oficina consular instalar y utilizar una emisora de radio.

2.	 La correspondencia oficial de la oficina consular será inviolable. Por correspondencia oficial se 
entenderá toda correspondencia relativa a la oficina consular y a sus funciones.

3.	 La valija consular no podrá ser abierta ni retenida. No obstante, si las autoridades competentes 
del Estado receptor tuviesen razones fundadas para creer que la valija contiene algo que no sea 
la correspondencia, los documentos o los objetos a los que se refiere el párrafo 4 de este artícu-
lo, podrán pedir que la valija sea abierta, en su presencia, por un representante autorizado del 
Estado que envía. Si las autoridades del Estado que envía rechazasen la petición, la valija será 
devuelta a su lugar de origen.

4.	 Los bultos que constituyan la valija consular deberán ir provistos de signos exteriores visibles, 
indicadores de su carácter, y solo podrán contener correspondencia y documentos oficiales, u 
objetos destinados exclusivamente al uso oficial.

5.	 El correo consular deberá llevar consigo un documento oficial en el que se acredite su condición 
de tal y el número de bultos que constituyan la valija consular. Esa persona no podrá ser nacional 
del Estado receptor ni, a menos que sea nacional del Estado que envía, residente permanente 
en el Estado receptor, excepto si lo consiente dicho Estado. En el ejercicio de sus funciones es-
tará protegida por el Estado receptor. Gozará de inviolabilidad personal y no podrá ser objeto de 
ninguna forma su detención o arresto.

6.	 El Estado que envía, su misión diplomática y sus oficinas consulares podrán designar correos 
consulares especiales. En ese caso, serán también aplicables las disposiciones del párrafo 5 de 
este artículo, con la salvedad de que las inmunidades que en el se especifican dejarán de ser 
aplicables cuando dicho correo haya entregado la valija consular a su cargo al destinatario.
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7.	 La valija consular podrá ser confiada al comandante de un buque, o de una aeronave comercial, 
que deberá aterrizar en un aeropuerto autorizada para la entrada. Este comandante llevará con-
sigo un documento oficial en el que conste el número de bultos que constituyan la valija, pero no 
será considerado como correo consular. La oficina consular podrá enviar a uno de sus miembros 
a hacerse cargo de la valija, directa y libremente de manos del comandante del buque o de la 
aeronave , previo acuerdo con las autoridades locales competentes.

Art. 36.- Comunicación con los nacionales del Estado que envía

1.	 Con el fin de facilitar el ejercicio de las funciones consulares relacionadas con los nacionales del 
Estado que envía:

a)	 los funcionarios consulares podrán comunicarse libremente con los nacionales del Estado 
que envía y visitarlos. Los nacionales del Estado que envía deberán tener la misma libertad 
de comunicarse con los funcionarios consulares de ese Estado y visitarlos;

b)	 si el interesado lo solicita, las autoridades competentes del Estado receptor deberán informar 
sin retraso alguno a la oficina consular competente en ese Estado cuando, en su circunscrip-
ción, un nacional del Estado que envía sea arrestado de cualquier forma, detenido o puesto 
en prisión preventiva. Cualquier comunicación dirigida a la oficina consular por la persona 
arrestada, detenida o puesta en prisión preventiva, le será asimismo transmitida sin demora 
por dichas autoridades, las cuales habrán de informar sin dilación a la persona interesada 
acerca de los derechos que la reconocen en este apartado;

c)	 los funcionarios consulares tendrán derecho a visitar al nacional del Estado que envía que se 
halle arrestado, detenido o en prisión preventiva, a conversar con el y a organizar su defensa 
ante los tribunales. Asimismo, tendrán derecho a visitar a todo nacional del Estado que en-
vía que, en su circunscripción, se halle arrestado, detenido o preso en cumplimiento de una 
sentencia. Sin embargo, los funcionarios consulares se abstendrán de intervenir en favor del 
nacional detenido, cuando éste se oponga expresamente a ello.

2.	 Las prerrogativas a las que se refiere el párrafo 1 de este artículo se ejercerán con arreglo a las 
leyes y reglamentos del Estado receptor, debiendo entenderse, sin embargo, que dichas leyes y 
reglamentos no impidan que tengan pleno efecto los derechos reconocidos por este artículo.

Art. 37.- Información en casos de defunción, tutela, curatela, naufragio y accidentes aéreos

Cuando las autoridades Competentes del Estado receptor posean la información correspondiente, 
dichas autoridades estarán obligadas:

a)	 a informar sin retraso, en caso de defunción de un nacional del Estado que envía, a la oficina 
consular en cuya circunscripción ocurra el fallecimiento;

b)	 a comunicar sin retraso, a la oficina consular competente, todos los casos en que el nom-
bramiento de tutor o de curador sean de interés para un menor o un incapacitado nacional 
del Estado que envía. El hecho de que se facilita esa información, no será obstáculo para la 
debida aplicación de las leyes y reglamentos relativos a esos nombramientos;

c)	 a informar sin retraso, a la oficina consular más próxima al lugar del accidente, cuando un bu-
que, que tenga la nacionalidad del Estado que envía, naufrague o en calle en el mar territorial 
o en las aguas interiores del Estado receptor, o cuando un avión matriculado en el Estado que 
envía sufra un accidente en territorio del Estado receptor.

Art. 38.- Comunicación con las autoridades del Estado receptor
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Los funcionarios consulares podrán dirigirse en el ejercicio de sus funciones:

a)	 a las autoridades locales competentes de su circunscripción consular;

b)	 a las autoridades centrales competentes del Estado receptor, siempre que sea posible y 
en la medida que lo permitan sus leyes, reglamentos y usos y los acuerdos internacionales 
correspondientes.

Art. 39.- Derechos y Aranceles Consulares

1.	 La oficina consular podrá percibir en el territorio del Estado receptor los derechos y aranceles 
que establezcan las leyes y reglamentos del Estado que envía para las actuaciones consulares.

2.	 Las cantidades percibidas en concepto de los derechos y aranceles previstos en el párrafo 1 de 
este artículo y los recibos correspondientes, estarán exentos de todo impuesto y gravamen en el 
Estado receptor.

SECCIÓN II
FACILIDADES, PRIVILEGIOS E INMUNIDADES RELATIVOS A LOS FUNCIONARIOS 

CONSULARES DE CARRERA Y A LOS DEMÁS MIEMBROS DE LA OFICINA CONSULAR

Art. 40.- Protección de los funcionarios consulares

El Estado receptor deberá tratar a los funcionarios consulares con la debida deferencia y adoptará to-
das las medidas adecuadas para evitar cualquier atentado contra su persona, su libertad o su dignidad.

Art. 41.- Inviolabilidad personal de los funcionarios consulares

1.	 Los funcionarios consulares no podrán ser detenidos o puestos en prisión preventiva sino cuan-
do se trate de un delito grave y por decisión de la autoridad judicial competente.

2.	 Excepto en el caso previsto en el párrafo 1 de este artículo, los funcionarios consulares no po-
drán ser detenidos ni sometidos a ninguna otra forma de limitación de su libertad personal, sino 
en virtud de sentencia firme.

3. Cuando se instruya un procedimiento penal contra un funcionario consular, éste, estará obligado 
a comparecer ante las autoridades competentes. Sin embargo, las diligencias se practicarán con 
la deferencia debida al funcionario consular en razón de su posición oficial y, excepto en el caso 
previsto en el párrafo 1 de este artículo, de manera que perturbe lo menos posible el ejercicio de 
las funciones consulares. Cuando en las circunstancias previstas en el párrafo 1 de este artículo 
sea necesario detener a un funcionario consular, el correspondiente procedimiento contra el de-
berá iniciarse sin la menor dilación.

Art. 42.- Comunicación en caso de arresto, detención preventiva o instrucción de un procedimiento penal

Cuando se arreste o detenga preventivamente a un miembro del personal consular, o se le instruya 
un procedimiento penal el Estado receptor estará obligado a comunicarlo sin demora al jefe de oficina 
consular. Si esas medidas se aplicasen a este último, el Estado receptor deberá poner el hecho en 
conocimiento del Estado que envía, por vía diplomática.

Art. 43.- Inmunidad de jurisdicción

1.	 Los funcionarios consulares y los empleados consulares no estarán sometidos a la jurisdicción 
de las autoridades judiciales y administrativas del Estado receptor por los actos ejecutados en el 
ejercicio de las funciones consulares.



Convenios multilaterales

304

2.	 Las disposiciones del párrafo 1 de este artículo no se aplicarán en el caso de un procedimiento 
civil:

a)	 que resulte de un contrato que el funcionario consular, o el empleado consular, no haya con-
certado, explícita o implícitamente, como agente del Estado que envía, o

b)	 que sea entablada por un tercero como consecuencia de daños causados por un accidente 
de vehículo, buque o avión, ocurrido en el Estado receptor.

Art. 44.- Obligación de comparecer como testigo

1.	 Los miembros del consulado podrán ser llamados a comparecer como testigos en procedimien-
tos judiciales o administrativos. Un empleado consular o un miembro del personal de servicio no 
podrá negarse, excepto en el caso al que se refiere el párrafo 3 de este artículo, a deponer como 
testigo. Si un funcionario consular se negase a hacerlo, no se le podrá aplicar ninguna medida 
coactiva como sanción.

2.	 La autoridad que requiera el testimonio deberá evitar que se perturbe al funcionario consular en 
el ejercicio de sus funciones. Podrá recibir el testimonio del funcionario consular en su domicilio 
o en la oficina consular, o aceptar su declaración por escrito, siempre que sea posible.

3.	 Los miembros de una oficina consular no estarán obligados a deponer sobre hechos relaciona-
dos con el ejercicio de sus funciones, ni a exhibir la correspondencia y los documentos oficiales 
referentes a aquellos. Asimismo, podrán negarse a deponer como expertos respecto de las leyes 
del Estado que envía.

Art. 45.- Renuncia a los privilegios e inmunidades

1.	 El Estado que envía podrá renunciar, respecto de un miembro de la oficina consular, a cualquiera 
de los privilegios e inmunidades establecidos en los artículos 41, 43 y 44.

2.	 La renuncia habrá de ser siempre expresa, excepto en el caso previsto en el párrafo 3 de este 
artículo, y habrá de comunicarse por escrito al Estado receptor.

3.	 Si un funcionario consular o un empleado consular establece una acción judicial en una materia 
en que goce de inmunidad de jurisdicción conforme al artículo 43, no podrá alegar esa inmunidad 
en relación con cualquier demanda reconvencional que esté directamente ligada a la demanda 
principal.

4.	 La renuncia a la inmunidad de jurisdicción respecto de acciones civiles o administrativas no 
implicará, en principio, la renuncia a la inmunidad en cuanto a las medidas de ejecución de la 
resolución que se dicte, que requerirán una denuncia especial.

Art. 46.- Exención de la inscripción de extranjeros y del permiso de residencia

1.	 Los funcionarios y empleados consulares y los miembros de su familia que vivan en su casa, 
estarán exentos de todas las obligaciones prescritas por las leyes y reglamentos del Estado re-
ceptor relativos a la inscripción de extranjeros y al permiso de residencia.

2.	 Sin embargo, las disposiciones del párrafo 1 de este artículo no se aplicarán a los empleados 
consulares que no sean empleados permanentes del Estado que envía o que ejerzan en el Es-
tado receptor una actividad privada de carácter lucrativo, ni a los miembros de la familia de esos 
empleados.
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Art. 47.- Exención del permiso de trabajo

1.	 Los miembros de la oficina consular estarán exentos, respecto de los servicios que presten al 
Estado que envía, de cualquiera de las obligaciones relativas a permiso de trabajo que impongan 
las leyes y reglamentos del Estado receptor referentes al empleo de trabajadores extranjeros.

2.	 Los miembros del personal privado de los funcionarios y empleados consulares estarán exentos 
de las obligaciones a las que se refiere el párrafo 1 de este artículo, siempre que no ejerzan en 
el Estado receptor ninguna otra ocupación lucrativa.

Art. 48.- Exención del régimen de seguridad social

1.	 Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 3 de este artículo, los miembros de la oficina consular y 
los miembros de su familia que vivan en su casa, estarán exentos, en cuanto a los servicios que 
presten al Estado que envía, de las disposiciones sobre seguridad social que estén en vigor en 
el Estado receptor.

2.	 La exención prevista en el párrafo 1 de este artículo se aplicará también a los miembros del per-
sonal privado que estén al servicio exclusivo de los miembros de la oficina consular, siempre que:

a)	 no sean nacionales o residentes permanentes del Estado receptor; y

b)	 estén protegidos por las normas sobre seguridad social, en vigor en el Estado que envía o en 
un tercer Estado.

3.	 Los miembros de la oficina consular que empleen a personas a quienes no se aplique la exen-
ción prevista en el párrafo 2 de este artículo habrán de cumplir las obligaciones que las disposi-
ciones de seguridad social del Estado receptor impongan a los empleados.

4.	 La exención prevista en los párrafos 1 y 2 de este artículo no impedirá la participación voluntaria 
en el régimen de seguridad social del Estado receptor, siempre que sea permitida por ese Estado.

Art. 49.- Exención fiscal

1.	 Los funcionarios y empleados consulares, y los miembros de su familia que vivan en su casa, 
estarán excentos, de todos los impuestos y gravámenes personales o reales, nacionales, regio-
nales y municipales, con excepción:

a)	 de aquellos impuestos indirectos que están normalmente incluídos en el precio de las mer-
cancías y de los servicios;

b)	 de los impuestos y gravámenes sobre los bienes inmuebles privados que radiquen en el terri-
torio del Estado receptor, salvo lo dispuesto en el artículo 32;

c)	 de los impuestos sobre las sucesiones y las transmisiones exigibles por el Estado receptor, a 
reserva de lo dispuesto en el apartado b) del artículo 51;

d)	 de los impuestos y gravámenes sobre los ingresos privados, incluídas las ganancias de capital, 
que tengan su origen en el Estado receptor y de los impuestos sobre el capital correspondien-
tes a las inversiones realizadas en empresas comerciales o financieras en ese mismo Estado;

e)	 de los impuestos y gravámenes exigibles por determinados servicios prestados;

f)	 de los derechos de registro, aranceles judiciales, hipoteca y timbre, a reserva de lo dispuesto 
en el artículo 32.
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2.	 Los miembros del personal de servicio estarán exentos de los impuestos y gravámenes sobre los 
salarios que perciban por sus servicios.

3.	 Los miembros de la oficina consular, a cuyo servicio se hallen personas cuyos sueldos o salarios 
no estén exentos en el Estado receptor de los impuestos sobre los ingresos, cumplirán las obli-
gaciones que las leyes y reglamentos de ese Estado impongan a los empleados en cuanto a la 
exacción de dichos impuestos.

Art. 50.- Franquicia aduanera y exención de inspección aduanera

1.	 El Estado receptor permitirá, con arreglo a las leyes y reglamentos que promulgue, la entrada, 
con exención de todos los derechos de aduanas, impuestos y gravámenes conexos, salvo los 
gastos de almacenaje, acarreo y servicios análogos, de los objetos destinados:

a)	 al uso oficial de la oficina consular;

b)	 al uso personal del funcionario consular y de los miembros de su familia que vivan en su casa, 
incluídos los efectos destinados a su instalación. Los artículos de consumo no deberán exce-
der de las cantidades que esas personas necesiten para su consumo directo.

2.	 Los empleados consulares gozarán de los privilegios y exenciones previstos en el párrafo 1 de 
este artículo, en relación con los objetos importados al efectuar su primera instalación.

3.	 El equipaje personal que lleven consigo los funcionarios consulares y los miembros de su familia 
que vivan en su casa estará exento de inspección aduanera. Solo se lo podrá inspeccionar cuan-
do haya motivos fundados para suponer que contiene objetos diferentes de los indicados en el 
apartado b) del párrafo 1 de este artículo, o cuya importación o exportación esté prohibida por las 
leyes y reglamentos del Estado receptor, o que estén sujetos a medidas de cuarentena por parte 
del mismo Estado. Esta inspección solo podrá efectuarse en presencia del funcionario consular 
o del miembro de su familia interesado.

Art. 51.- Sucesión de un miembro del consulado o de un miembro de su familia

En caso de defunción de un miembro de la oficina consular o de un miembro de su familia que viva 
en su casa, el Estado receptor estará obligado:

a)	 a permitir la exportación de los bienes muebles propiedad del fallecido, excepto de los que 
haya adquirido en el Estado receptor y cuya exportación estuviera prohibida en el momento 
de la defunción;

b)	 a no exigir impuestos nacionales, municipales o regionales sobre la sucesión ni sobre la 
transmisión de los bienes muebles, cuando éstas se encuentren en el Estado receptor como 
consecuencia directa de haber vivido allí en causante de la sucesión, en calidad de miembro 
de la oficina consular o de la familia de un miembro de dicha oficina consular.

Art. 52.- Exención de prestación personal

El Estado receptor deberá eximir a los miembros de la oficina consular y a los miembros de su familia 
que vivan en su casa de toda prestación personal, de todo servicio de carácter público, cualquiera que 
sea su naturaleza, y de cargos militares, tales como requisas, contribuciones y alojamientos militares.

Art. 53.- Principio y fin de los privilegios e inmunidades consulares

1.	 Los miembros de la oficina consular gozarán de los privilegios e inmunidades regulados por la 
presente Convención, desde el momento en que entren en el territorio del Estado receptor para 
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tomar posesión de su cargo o, si se encuentran ya en ese territorio, desde el momento en que 
asuma sus funciones en la oficina consular.

2.	 Los miembros de la familia de un miembro de la oficina consular que vivan en su casa, y los 
miembros de su personal privado, gozarán de los privilegios e inmunidades previstos en la pre-
sente Convención, desde la fecha en que el miembro del consulado goce de privilegios e inmu-
nidades con arreglo al párrafo 1 de este artículo, o desde su entrada en el territorio del Estado 
receptor o desde el día en que lleguen a formar parte de la familia o del personal privado del 
miembro de la oficina consular. De esas fechas regirá la que sea más posterior.

3.	 Cuando terminen las funciones de un miembro de la oficina consular, cesarán sus privilegios e 
inmunidades así como los de cualquier miembro de su familia que viva en su casa y los de su 
personal privado; normalmente ello ocurrirá en el momento mismo en que la persona interesada 
abandone el territorio del Estado receptor o en cuanto expire el plazo razonable que se le con-
ceda para ello, determinándose el cese por la fecha más anterior, aunque subsistirán hasta ese 
momento incluso es caso de conflicto armado. Los privilegios e inmunidades de las personas a 
las que se refiere el párrafo 2 de este artículo terminarán en el momento en que esas personas 
dejen de pertenecer a la familia o de estar al servicio de un miembro de la oficina consular. Sin 
embargo, cuando esas personas se dispongan a salir del Estado receptor dentro de un plazo de 
tiempo razonable, sus privilegios e inmunidades subsistirán hasta el momento de su salida.

4.	 No obstante, por lo que se refiere a los actos ejecutados por un funcionario consular o un empleado 
consular en el ejercicio de sus funciones, la inmunidad de jurisdicción subsistirá indefinidamente.

5.	 En caso de fallecimiento de un miembro de la oficina consular, los miembros de su familia que 
vivan en su casa seguirán gozando de los privilegios e inmunidades que les correspondan hasta 
que salgan del Estado receptor, o hasta la expiración de un plazo prudencial que les permita 
abandonarlo. De estas fechas regirá la que sea más anterior.

Art. 54.- Obligaciones de los terceros Estados

1.	 Si un funcionario consular atraviesa el territorio o se encuentra en el territorio de un tercer Estado 
que, de ser necesario, le haya concedido un visado, para ir a asumir sus funciones o reingresarse 
a su oficina consular o regresar al Estado, que envía, dicho tercer Estado le concederá todas las 
inmunidades reguladas por los demás artículos de la presente Convención que sean necesarias 
para facilitarle el paso o el regreso. La misma disposición será aplicable a los miembros de su 
familia que vivan en su casa y gocen de esos privilegios e inmunidades, tanto si acompañan al 
funcionario consular, como si viajan separadamente para reunirse con el o regresar al Estado 
que envía.

2.	 En condiciones análogas a las previstas en el párrafo 1 de este artículo, los terceros Estados no 
deberán dificultar el paso por su territorio de los demás miembros de la oficina consular y de los 
miembros de la familia que vivan en su casa.

3.	 Los terceros Estado concederán a la correspondencia oficial y a las demás comunicaciones 
oficiales en tránsito, incluso a los despachos, en clave o en cifra, la misma libertad y protección 
que el Estado receptor está obligado a concederles con arreglo a la presente Convención. Con-
cederán a los correos consulares, a los cuales de ser necesario, se les extenderá un visado, y a 
las valijas consulares en tránsito, la misma inviolabilidad y protección que el Estado receptor está 
obligado a concederles de conformidad con la presente Convención.

4.	 Las obligaciones que prescriben los párrafos 1, 2 y 3 de este artículo para los terceros Estados, 
se aplicarán asimismo a las personas mencionadas respectivamente en dichos párrafos, y tam-
bién a las comunicaciones oficiales y valijas consulares, cuya presencia en el territorio del tercer 
Estado se deba a un caso de fuerza mayor.
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Art. 55.- Respeto de las leyes y reglamentos del Estado receptor

1.	 Sin perjuicio de sus privilegios e inmunidades, todas las personas que gocen de esos privilegios 
e inmunidades deberán respetar las leyes y reglamentos del Estado receptor. También estarán 
obligados a no inmiscuirse en los asuntos internos de dicho Estado.

2.	 Los locales consulares no serán utilizados de manera incompatible con el ejercicio de las funcio-
nes consulares.

3.	 Lo dispuesto en el párrafo 2 de este artículo no excluirá la posibilidad de instalar en parte del 
edificio en que se hallen los locales consulares las oficinas de otros organismos o dependencias, 
siempre que los locales destinados a las mismas estén separados de los que utilice la oficina 
consular. En este caso, dichas oficinas no se considerarán, a los efectos de la presente Conven-
ción, como parte integrante de los locales consulares.

Art. 56.- Seguro contra daños causados a terceros

Los miembros de la oficina consular deberán cumplir todas las obligaciones que impongan las leyes 
y reglamentos del Estado receptor relativas al seguro de responsabilidad civil por daños causados a 
terceros por la utilización de vehículos buques o aviones.

Art. 57.- Disposiciones especiales sobre las actividades privadas de carácter lucrativo

1.	 Los funcionarios consulares de carrera no ejercerán en provecho propio ninguna actividad profe-
sional o comercial en el Estado receptor.

2.	 Los privilegios e inmunidades previstos en este capítulo no se concederán:

a)	 a los empleados consulares o a los miembros del personal de servicio que ejerzan una activi-
dad privada de carácter lucrativo en el Estado receptor;

b)	 a los miembros de la familia de las personas a que se refiere el apartado a), de este párrafo, 
o a su personal privado;

c)	 a los miembros de la familia del miembro de la oficina consular que ejerzan una actividad 
privada de carácter lucrativo en el Estado receptor.

CAPÍTULO III
RÉGIMEN APLICABLE A LOS FUNCIONARIOS CONSULARES HONORARIOS

Y A LAS OFICINAS CONSULARES DIRIGIDAS POR LOS MISMOS

Art. 58.- Disposiciones generales relativas a facilidades privilegios e inmunidades

1.	 Los artículos 28, 29, 30, 34, 35, 36, 37, 38 y 39, el párrafo 3 del artículo 54 y los párrafos 2 y 3 del 
artículo 55, se aplicarán a las oficinas consulares dirigidas por un funcionario consular honorario. 
Además, las facilidades, los privilegios y las inmunidades de esas oficinas consulares se regirán 
por los artículos 59, 60, 61 y 62.

2.	 Los artículos 42 y 43, el párrafo 3 del artículo 44, los artículos 45 y 53 y el párrafo 1 del artículo 
55 se aplicarán a los funcionarios consulares honorarios. Además, las facilidades, privilegios e 
inmunidades de esos funcionarios consulares se regirán por los artículos 63, 64, 65, 66 y 67.

3.	 Los privilegios e inmunidades establecidos en la presente Convención no se concederán a los 
miembros de la familia de un funcionario consular honorario, ni a los de la familia de un empleado 
consular de una oficina consular dirigida por un funcionario consular honorario.



309

Convención de Viena sobre Relaciones Consulares

4.	 El intercambio de valijas consulares entre dos oficinas consulares situadas en diferentes Estados 
y dirigidas por funcionarios consulares honorarios no se admitirá sino con el consentimiento de 
los dos Estados receptores.

Art. 59.- Protección de los locales consulares

El Estado receptor adoptará las medidas que sean necesarias para proteger los locales consulares 
de una oficina consular, cuyo jefe sea un funcionario consular honorario, contra toda intrusión o daño y 
para evitar que se perturbe la tranquilidad de dicha oficina consular o se atente su dignidad.

Art. 60.- Exención fiscal de los locales consulares

1.	 Los locales consulares de una oficina consular, cuyo jefe sea un funcionario consular honorario 
y de los cuales sea propietario o inquilino el Estado que envía, estarán exentos de todos los im-
puestos y contribuciones nacionales regionales y municipalidades, salvo de los exigibles en pago 
de determinados servicios prestados.

2.	 La exención fiscal a que se refiere el párrafo 1 de este artículo no será aplicable a aquellos im-
puestos y contribuciones que, según las leyes y reglamentos del Estado receptor, habrán de ser 
pagados por la persona que contrate con el Estado que envía.

Art. 61.- Inviolabilidad de los archivos y documentos consulares

Los archivos y documentos consulares de una oficina consular, cuyo jefe sea un funcionario con-
sular honorario, serán siempre inviolables dondequiera que se encuentren, a condición de que estén 
separados de otros papeles y documentos y, en especial, de la correspondencia particular del jefe de 
la oficina consular y de la de toda persona que trabaje con el, y de los objetos, libros y documentos 
referentes a su profesión o a sus negocios.

Art. 62.- Franquicia Aduanera

El Estado receptor, con arreglo a las leyes y reglamentos que promulgue, permitirá la entrada con 
exención de todos los derechos de aduanas, impuestos y gravámenes conexos, salvo los gastos de 
almacenaje, acarreo y servicios análogos, de los siguientes artículos, cuando se destinen al uso oficial 
de una oficina consular dirigida por un funcionario consular honorario: escudos, banderas, letreros, tim-
bres y sellos, libros, impresos oficiales, muebles y útiles de oficina y otros objetos análogos, que sean 
suministrados a la oficina consular por el Estado que envía, o a instancia del mismo.

Art. 63.- Procedimiento Penal

Cuando se instruya un procedimiento penal contra un funcionario consular honorario, éste estará 
obligado a comparecer ante las autoridades competentes. Sin embargo, las diligencias se practicarán 
con la deferencia debida a ese funcionario por razón de su carácter oficial y, excepto en el caso de que 
esté detenido o puesto en prisión preventiva, de manera que se perturbe lo menos posible el ejercicio 
de las funciones consulares. Cuando sea necesario detener a un funcionario consular honorario, se 
iniciará el procedimiento contra el con menor retraso posible.

Art. 64.- Protección de los funcionarios consulares honorarios

El Estado receptor tendrá la obligación de conceder al funcionario consular honorario la protección 
que queda necesario por razones de su carácter oficial.

Art. 65.- Exención de la inscripción de extranjeros y del permiso de residencia

Los funcionarios consulares honorarios, salvo aquellos que ejerzan en el Estado receptor cualquier 
profesión o actividad comercial en provecho propio, estarán exentos de las obligaciones prescritas por las 
leyes y reglamentos de ese Estado referentes a la inscripción de extranjeros y a permiso de residencia.
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Art. 66.- Exención fiscal

Los funcionarios consulares honorarios estarán exentos de todos los impuestos y gravámenes so-
bre las retribuciones y los emolumentos que perciban del Estado que envía como consecuencia del 
ejercicio de funciones consulares.

Art. 67.- Exención de prestaciones personales

El Estado receptor eximirá a los funcionarios consulares honorarios de toda prestación personal y 
de todo servicio público, cualquiera que sea su naturaleza, y de las obligaciones de carácter militar, 
especialmente de las relativas a requisas, contribuciones y alojamientos militares.

Art. 68.- Carácter facultativo de la institución de los funcionarios consulares honorarios

Todo Estado podrá decidir libremente si ha de nombrar o recibir funcionarios consulares honorarios.

CAPÍTULO IV
DISPOSICIONES GENERALES

Art. 69.- Agentes consulares que no sean jefes de oficina consular

1.	 Los Estados podrán decidir libremente si establecen o aceptan agencias consulares dirigidas por 
agentes consulares que no hayan sido designados como jefes de oficina consular por el Estado 
que envía.

2.	 Las condiciones en las cuales podrán ejercer su actividad las agencias consulares a las que se 
refiere el párrafo 1 de este artículo, y los privilegios e inmunidades que podrán disfrutar los agen-
tes consulares que las dirijan, se determinarán de común acuerdo entre el Estado que envía y el 
Estado receptor.

Art. 70.- Ejercicio de funciones consulares por las misiones diplomáticas

1.	 Las disposiciones de la presente Convención se aplicarán también, en la medida que sea proce-
dente, al ejercicio de funciones consulares por una misión diplomática.

2.	 Se comunicarán al Ministerio de Relaciones Exteriores del Estado receptor o a la autoridad de-
signada por dicho Ministerio los nombres de los miembros de la misión diplomática que estén 
agregados a la sección consular, o estén encargados del ejercicio de las funciones consulares 
en dicha misión.

3.	 En el ejercicio de las funciones consulares, la misión diplomática podrá dirigirse:

a)	 a las autoridades locales de la circunscripción consular;

b)	 a las autoridades centrales del Estado receptor, siempre que lo permitan las leyes, los regla-
mentos y los usos de ese Estado o los acuerdos internacionales aplicables.

4.	 Los privilegios e inmunidades de los miembros de la misión diplomática a los que se refiere el 
párrafo 2 de este artículo, seguirán rigiéndose por las normas de derecho internacional relativas 
a las relaciones diplomáticas.

Art. 71.- Nacionales o residentes permanentes del Estado receptor

1.	 Excepto en el caso de que el Estado receptor conceda otras facilidades, privilegios e inmuni-
dades, los funcionarios consulares que sean nacionales o residentes permanentes del Estado 
receptor solo gozarán de inmunidad de jurisdicción y de inviolabilidad personal por los actos 
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oficiales realizados en el ejercicio de sus funciones, y del privilegio establecido en el párrafo 3 
del artículo 44. Por lo que se refiere a estos funcionarios consulares, el Estado receptor deberá 
también cumplir la obligación prescrita en el artículo 42. Cuando se instruya un procedimiento 
penal contra esos funcionarios consulares, las diligencias se practicarán, salvo en el caso en que 
el funcionario esté arrestado o detenido, de manera que se perturbe lo menos posible el ejercicio 
de las funciones consulares.

2.	 Los demás miembros de la oficina consular que sean nacionales o residentes permanentes del 
Estado receptor y los miembros de su familia, así como los miembros de la familia de los fun-
cionarios consulares a los que se refiere el párrafo 1 de este artículo, gozarán de facilidades, 
privilegios e inmunidades en la medida en que el Estado receptor se los conceda. Las personas 
de la familia de los miembros de la oficina consular y los miembros del personal privado que sean 
nacionales o residentes permanentes del Estado receptor, gozarán asimismo de facilidades, pri-
vilegios e inmunidades, pero solo en la medida en que este Estado se los otorgue. Sin embargo, 
el Estado receptor deberá ejercer su jurisdicción sobre esas personas, de manera que no se 
perturbe indebidamente el ejercicio de las funciones de la oficina consular.

Art. 72.- No discriminación entre los Estados

1.	 El Estado receptor no hará discriminación alguna entre los Estados al aplicar las disposiciones 
de la presente Convención.

2.	 Sin embargo, no se considerará discriminatorio;

a)	 que el Estado receptor aplique restrictivamente cualquiera de las disposiciones de la presente 
Convención, porque a sus oficinas consulares en el Estado que envía les sean aquellas apli-
cadas de manera restrictiva;

b)	 que por costumbre o acuerdo, los Estados se concedan recíprocamente un trato más favora-
ble que el establecido en la disposiciones de la presente Convención.

Art. 73.- Relación entre la presente Convención y otros acuerdos internacionales

1.	 Las disposiciones de la presente Convención no afectarán a otros acuerdos internacionales en 
vigor entre los Estados que sean parte en los mismos.

2.	 Ninguna de las disposiciones de la presente Convención impedirá que los Estados concierten 
acuerdos internacionales que confirmen, completen, extiendan o amplíen las disposiciones de 
aquella.

CAPITULO V
DISPOSICIONES FINALES

Art. 74.- Firma

La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados Miembros de las Naciones 
Unidas o de algún organismo especializado, así como de todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte 
Internacional de Justicia y de cualquier otro Estado invitado por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas a ser Parte en la Convención, de la manera siguiente: hasta el 31 de octubre de 1963, en el Mi-
nisterio Federal de Relaciones Exteriores de la República de Austria; y después, hasta el 31 de marzo 
de 1964, en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York.

Art. 75.- Ratificación

La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se depositarán 
en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.
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Art. 76.- Adhesión

La presente Convención quedará abierta a la adhesión de los Estados pertenecientes a alguna de 
las cuatro categorías mencionadas en el Art. 74. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas.

Art. 77.- Entrada en vigor

1.	 La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que haya sido 
depositado en poder del Secretario General de las Naciones Unidas el vigésimosegundo instru-
mento de ratificación o de adhesión.

2.	 Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de haber sido depo-
sitado el vigésimosegundo instrumento de ratificación o de adhesión, la Convención entrará en 
vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de 
ratificación o de adhesión.

Art. 78.- Comunicaciones por el Secretario General

El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados pertenecientes a 
cualquiera de las cuatro categorías mencionadas en el Artículo 74:

a)	 las firmas de la presente Convención y el depósito de instrumentos de ratificación o adhesión, 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 74, 75 y 76;

b)	 la fecha en que entre en vigor la presente Convención, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 77.

Art. 79.- Textos auténticos

El original de la presente Convención, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y ruso son 
igualmente auténticos, será depositado en poder del Secretario General de las Naciones Unidas, quien 
enviará copia certificada a todos los Estados pertenecientes a cualquiera de las cuatro categorías men-
cionadas en el artículo 74. 

EN TESTIMONIO DE LO CUAL los infrascritos plenipotenciarios, debidamente autorizados por sus 
respectivos Gobiernos, firman la presente Convención. 

HECHA EN VIENA, el día veinticuatro de abril de mil novecientos sesenta y tres.
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Anexo No. 14
CONVENCIÓN DE NUEVA YORK

SOBRE LA OBTENCIÓN DE ALIMENTOS EN EL EXTRANJERO

CONVENIO sobre la obtención de alimentos en el extranjero elaborado en el seno de 
los Naciones Unidas el 20 de junio de 1956, en la ciudad de Nueva York. 

Preámbulo. 

Considerando que es urgente la solución del problema humanitario originado por la situación de 
las personas sin recursos que tienen derecho a obtener alimentos de otras que se encuentran en el 
extranjero. 

Considerando que el ejercicio en el extranjero de acciones sobre prestación de alimentos o la ejecu-
ción en el extranjero de decisiones relativas a la obligación de prestar alimentos suscita graves dificul-
tades legales 5 de orden práctico. 

Dispuestas a establecer los medios conducentes a resolver ese problema y a subsanar las mencio-
nadas dificultades. 

Las Partes Contratantes han convenido lo siguiente: 

Artículo 1. Alcance de la Convención.

1.	 La finalidad de la presente Convención es facilitar a una persona, llamada en lo sucesivo deman-
dante, que se encuentra en el territorio de una de las Partes Contratantes, la obtención de los 
alimentos que pretende tener derecho a recibir de otra persona, llamada en lo sucesivo deman-
dado, que está sujeta a la jurisdicción de otra Parte Contratante. 

Esta finalidad se perseguirá mediante las servicios de Organismos llamados en lo sucesivo Autori-
dades Remitentes e Instituciones Intermediarlas. 

2.	 Los medios Jurídicos a que se refiere la presente Convención son adicionales a cualesquiera 
otros medios que puedan utilizarse conforme al Derecho interno o al Derecho internacional y no 
sustitutivos de los mismos. 

Artículo 2. Designación de Organismos.

1.	 En el momento de depositar el instrumento de ratificación o adhesión cada Parte Contratante 
designará una o más Autoridades judiciales o administrativas para que ejerzan en su territorio las 
funciones de Autoridades Remitentes. 

2.	 En el momento de depositar el Instrumento de ratificación o adhesión cada Parte Contratante 
designará un Organismo público o privado para que ejerza en su territorio las funciones de Insti-
tución Intermediaria. 

3.	 Cada Parte Contratante comunicará sin demora al Secretario general de las Naciones Unidas las 
designaciones hechas conforme a lo dispuesto en los párrafos 1 y 2 y cualquier modificación al 
respecto. 

4.	 Las Autoridades Remitentes y las Instituciones Intermediarlas podrán comunicarse directamente 
con las Autoridades remitentes y las Instituciones Intermediarias de los demás Partes Contratantes. 
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Artículo 3. Solicitud a la Autoridad Remitente.

1.	 Cuando el demandante se encuentre en el territorio de una de las Partes Contratantes, denomi-
nada en lo sucesivo Estado del demandante, y el demandado esté sujeto a la Jurisdicción de otra 
Parte Contratante, que se denominará Estado del demandado, el primero podrá presentar una 
solicitud a la Autoridad Remitente de su Estado encaminada a obtener aumentos del demandado. 

2.	 Cada Parte Contratante informará al Secretarlo general acerca ele los elementos de prueba 
normalmente exigidos por la Ley del Estado de la Institución Intermediarla para Justificar la de-
manda de prestación de alimentos, de la forma en que la prueba debe ser presentada para ser 
admisible y de cualquier otro requisito que haya de satisfacerse de conformidad con esa Ley. 

3.	 La solicitud deberá ir acompañada de todos los documentos pertinentes, inclusive, en caso nece-
sario, un poder que autorice a la Institución Intermediaria para actuar en nombre del demandante 
o para designar a un tercero con ese objeto.

Se acompañará también una fotografía del demandante y, de ser posible, una fotografía del 
demandado.

4.	 La Autoridad Remitente adoptará las medidas a su alcance para asegurar el cumplimiento de los 
requisitos exigidos por la Ley del Estado de la Institución intermediarla. Sin perjuicio de lo que 
disponga dicha Ley, la solicitud expresará: 

a)	 El nombre y apellido del demandante, su dirección, fecha de nacimiento, nacionalidad y ocu-
pación, y, en su caso, el nombre y dirección de su representante legal; 

b)	 El nombre y apellido del demandado y, en la medida en que sean conocidas por el deman-
dante, sus direcciones durante los últimos cinco años, su fecha de nacimiento, nacionalidad y 
ocupación; 

O una exposición detallada de los motivos en que se funda la pretensión del demandante y del ob-
jeto de ésta y cualesquiera otros datos pertinentes, tales como los relativos a la situación económica y 
familiar del demandante y el demandado. 

Artículo 4. Transmisión de los documentos. 

La Autoridad Remitente transmitirá los documentos a la Institución Intermediaria del Estado del de-
mandado, a menos que considero que la solicitud no ha sido formulada de buena fe. 

2.	 Antes de transmitir estos documentos la Autoridad Reclamante se cerciorará de que los mismos 
reúnen los requisitos de forma de acuerdo con la Ley del Estado del demandante. 

3.	 La Autoridad Remitente podrá hacer saber a la Institución Intermediaria su opinión sobre los 
méritos de la pretensión del demandante y recomendar que se conceda a éste asistencia jurídica 
gratuita y exención de costas. 

Artículo 5. Transmisión de sentencias y otros actos judiciales.

1.	 La Autoridad Remitente transmitirá, a solicitud del demandante y de conformidad con las disposi-
ciones del artículo 4, cualquier decisión provisional o definitiva, o cualquier otro acto judicial que 
haya intervenido en materia de alimentos en favor del demandante en un Tribunal competente 
de cualquiera de las Partes Contratantes, y si fuera necesario y posible copla de las actuaciones 
en que haya recaído esa decisión. 
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2.	 Las decisiones y actos Judiciales a que se refiere el párrafo precedente podrán ser transmitidos 
para reemplazar o completar los documentos mencionados en el artículo 3. 

3.	 El procedimiento previsto en el artículo 6 podrá incluir, conforme a la Ley del Estado del deman-
dado, el exequátur o el registro o una nueva acción basada en la decisión transmitida en virtud 
de lo dispuesto en el párrafo I. 

Artículo 6. Fundones de la Institución Intermediaria.

1.	 La Institución Intermediaria, actuando siempre dentro de las facultades que le haya conferido el 
demandante, tomará todas las medidas apropiadas para obtener el pago de alimentos, inclusive 
por transacción, y podrá, en caso necesario, iniciar y proseguir una acción de alimentos y hacer 
ejecutar cualquier sentencia, decisión u otro acto Judicial. 

2.	 La Institución Intermediaria tendrá convenientemente informada a la Autoridad Remitente. Si no 
pudiere actuar, le hará saber los motivos de ello y le devolverá la documentación. 

3.	 No obstante cualquier disposición de esta Convención, la Ley aplicable a la resolución de las ac-
ciones de alimentos y de toda cuestión que surja con ocasión de la misma será la Ley del Estado 
del demandado, inclusive el Derecho Internacional privado de ese Estado. 

Artículo 7. Exhortas.

Si las Leyes de las dos Partes Contratantes interesadas admiten exhortes, se aplicarán las disposi-
ciones siguientes; 

a)	 El Tribunal que conozca de la acción de alimentos podrá enviar exhortas para obtener más 
pruebas, documentales o de otra especie, al Tribunal competente de la otra Parte Contratante 
o a cualquier otra Autoridad o Institución designada por la Parte Contratante en cuyo territorio 
haya de diligenciarse el exhorto. 

b)	 A fin de que las partes puedan asistir a este procedimiento o estar representadas en él la Au-
toridad requerida deberá hacer saber a la Institución Intermediaria, a la Autoridad Remitente 
que corresponda y al demandado la fecha y el lugar en que hayan de practicarse las diligen-
cias solicitadas. 

c)	 Los exhortes deberán cumplimentarse con la diligencia debida, y si a los cuatro meses de re-
cibido un exhorto por la Autoridad requerida no se hubiere diligenciado deberán comunicarse 
a la Autoridad requirente las razones a que obedezca la demora o la falta de cumplimiento. 

d)	 La tramitación del exhorto no dará lugar al reembolso de derechos o costas de ninguna clase. 

e)	 Sólo podrá negarse la tramitación del exhorto: 

1)	 Si no se hubiere establecido la autenticidad del documento; 

2)	 Si la Parte Contratante en cuyo territorio ha de diligenciarse el exhorto Juzga que la trami-
tación de éste menoscabaría su soberanía o su seguridad. 

Artículo 8. Modificación de decisiones judiciales.

Las disposiciones de la presente Convención se aplicarán asimismo a las solicitudes de modifica-
ción de decisiones Judiciales dictadas en materia de prestación de alimentos. 
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Artículo 9. Exenciones y utilidades.

1.	 En los procedimientos regidos por esta Convención los demandantes gozarán del mismo trato y 
de las mismas exenciones de gastos y costas otorgadas por la Ley del Estado en que se efectúe 
el procedimiento a. sus nacionales o a sus residentes. 

2.	 No podrá imponerse a los demandantes, por su condición de extranjeros o flor carecer de resi-
dencia, caución, pago o depósito alguno para garantizar el pago de costas o cualquier otro cargo. 

3.	 Las Autoridades Remitentes y las Instituciones Intermediarias no percibirán remuneración de 
ninguna clase por los servicios prestados de conformidad con esta Convención. 

Artículo 10. Transferencias de fondos.

La Parte Contratante cuya legislación imponga restricciones a la transferencia de fondos al extran-
jero concederá la máxima prioridad a la transferencia de fondos destinados al pago de alimentos o a 
cubrir los gastos a que den lugar los procedimientos previstos en esta Convención. 

Artículo 11. Cláusula relativa a los Estados federales

Con respecto a los Estados federales o no unitarios, se aplicarán las disposiciones siguientes: 

a)	 En lo concerniente a los artículos de esta Convención cuya aplicación dependa de la acción 
legislativa del poder legislativo federal, las obligaciones del gobierno federal serán, en esta 
medida, las mismas que las de las Partes que no son Estados federales. 

b)	 En lo concerniente a los artículos de esta Convención cuya aplicación dependa de la acción 
legislativa de cada uno de los Estados, provincias o cantones constituyentes que, en virtud del 
régimen constitucional de la federación, no estén obligados a adoptar medidas legislativas, el 
gobierno federal, a la mayor brevedad posible y con recomendación favorable, comunicará el 
texto de dichos artículos a las autoridades competentes de los Estados, provincias o cantones. 

c)	 Todo Estado federal que sea Parte en la presente Convención proporcionará, a solicitud de 
cualquiera otra Parte Contratante que le haya sido transmitida por el Secretario general, un 
resumen de la legislación y de las prácticas vigentes en la federación y en sus entidades 
constitutivas con respecto a determinada disposición de la Convención, indicando hasta qué 
punto, por acción legislativa o de otra índole, se ha aplicado tal disposición. 

Artículo 12. Aplicación territorial.

Las disposiciones de la presente Convención se aplicarán igualmente a todos los territorios no 
autónomos o en fideicomiso y a todos los demás territorios de cuyas relaciones internacionales sea 
responsable una Parte Contratante, a menos que dicha Parte Contratante, al ratificar la Convención o 
adherirse a ella, haya declarado que no se aplicará a determinado territorio o territorios que estén en 
esas condiciones. Toda Parte Contratante que haya hecho esa declaración podrá en cualquier momen-
to posterior extender la aplicación de la Convención al territorio o territorios así excluidos, o a cualquiera 
do ellos, mediante notificación al Secretario general. 

Artículo 13. Firma, ratificación y adhesión.

1.	 La presente Convención quedará abierta hasta el 31 de diciembre de 1950 a la firma de todo 
Miembro de las Naciones Unidas, de todo Estado no miembro que sea parte en el Estatuto de la 
Corte Internacional de Justicia o miembro de un organismo especializado, y de todo otro Estado no 
miembro que haya sido Invitado por el Consejo Económico y Social a participar en la Convención. 
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2.	 La presente Convención será ratificada. Los instrumentos de ratificación serán depositados en 
poder del Secretario general.

3.	 Cualquiera de los Estados que se mencionan en el párrafo 1 de este artículo podrá adherirse a la 
presente Convención en cualquier momento. Los Instrumentos de adhesión serán depositados 
en poder del Secretario General.

Artículo 14. Entrada en vigor.

1.	 La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día siguiente a la fecha en que se haya 
efectuado el depósito del tercer instrumento de ratificación o de adhesión con arreglo a lo previs-
to en el artículo 13.

2.	 Con respecto a cada uno de los Estados que la ratifiquen o se adhieran a ella después del depó-
sito del tercer instrumento de ratificación o adhesión, la Convención entrara, en vigor treinta días 
después de la fecha en que dicho Estado deposite su instrumento de ratificación o de adhesión.

Artículo 15. Denuncia.

1.	 Cualquiera de las Partes Contratantes podrá denunciar la presente Convención mediante notifi-
cación al Secretario General. Dicha denuncia podrá referirse también a todos o a algunos de los 
territorios mencionados en el artículo 12.

2.	 La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que el Secretarlo general reciba la noti-
ficación, excepto para los casos que se estén sustanciando en la fecha en que entre en vigencia 
dicha denuncia.

Artículo 16. Solución de controversias.

Si surgiere entre Partes Contratantes una controversia respecto a la Interpretación o aplicación de la 
presente Convención, y si tal controversia no pudiere ser resuelta por otros medios, será sometida a la 
Corte Internacional de Justicia. La controversia será planteada ante la Corte mediante la notificación del 
compromiso concertado por las Partes en la controversia, o unilateralmente a solicitud de una de ellas.

Artículo 17. Reservas.

1.	 Si un Estado formula una reserva relativa a cualquier artículo de la presente Convención en el 
momento de depositar el instrumento de ratificación o de adhesión, el Secretario general co-
municará el texto de la reserva a las demás Partes Contratantes y a todos los demás Estados 
mencionados en el artículo 13. Toda Parte Contratante que se oponga a la reserva podrá notificar 
al Secretario general, dentro del plazo de noventa días, contados a partir de la fecha de la co-
municación, que no acepta dicha reserva, y en tal caso la Convención no entrará en vigor entre 
el Estado que haya objetado la reserva y el que la haya formulado. Todo Estado que se adhiera 
posteriormente a la Convención podrá hacer esta notificación en el momento de depositar su 
instrumento de adhesión.

2.	 Toda Parte Contratante podrá retirar en cualquier momento una reserva que haya formulado 
anteriormente y deberá notificar esa decisión al Secretario general.

Artículo 18. Reciprocidad

Una Parte Contratante no podrá Invocar las disposiciones de la presente Convención respecto de 
otra Parte Contratante sino en la medida en que ella misma esté obligada. 

Convención de Nueva York sobre la Obtención de Alimentos en el Extranjero
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Artículo 19. Notificaciones del Secretario general.

1.	 El Secretario general notificará a todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas y a los 
Estados no miembros mencionados en el artículo 13: 

a)	 Las comunicaciones previstas en el párrafo 3 del artículo 2. 

b)	 Las informaciones recibidas conforme al párrafo 2 del artículo 3. 

c)	 Las declaraciones y notificaciones hechas conforme al artículo 12. 

d)	 Las firmas, ratificaciones y adhesiones hechas conforme al artículo 13. e) La fecha en que la 
Convención haya entrado en vigor, conforme a las disposiciones del párrafo 1 del artículo 14. 

f)	 Las denuncias hechas conforme al artículo 1 del párrafo 15. 

g)	 Las reservas y notificaciones hechas conforme al artículo 17. 

2.	 El Secretario general notificará también a todas las Partes Contratantes las solicitudes de revi-
sión y las respuestas a las mismas, hechas conforme a lo dispuesto en el artículo 20. 

Artículo 20. Revisión.

1.	 Toda Parte Contratante podrá pedir en cualquier momento la revisión de la presente Convención, 
mediante notificación dirigida al Secretarlo general. 

2.	 El Secretario general transmitirá dicha notificación a cada una de las Partes Contratantes y le 
pedirá que manifieste dentro de un plazo de cuatro meses sí desea reunión de una conferencia 
para considerar la revisión propuesta. SI la mayoría de las Partes Contratantes responde en 
sentido afirmativo, dicha conferencia será convocada por el Secretario general. 

Artículo 21. Idiomas y depósito de la Convención.

El original de la presente Convención, cuyos textos español, chino, francés, inglés y ruso son igual-
mente auténticos, será depositado en poder del Secretarlo general, quien enviará coplas certificadas 
conformes a todos los Estados a que se hace referencia en el artículo 13, 

El Instrumento de Adhesión de España al presente Convenio fue depositado en la Secretaría de las 
Naciones unidas el día 6 de octubre de 1966. 

El texto que antecede es copla fiel del original depositado en este Ministerio. 

Lo que se hace público para general conocimiento. 

Madrid, 14 de noviembre de 1966. 

El Subsecretario de Política Exterior, Ramón Sedó.
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Anexo No. 15
CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA EL TRÁFICO ILÍCITO

DE ESTUPEFACIENTES Y SUSTANCIAS PSICOTRÓPICAS

Registro Oficial Suplemento 153 de 25-nov.-2005 

Estado: Vigente

Nota: APROBACIÓN.

Aprueba la CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA EL TRÁFICO ILÍCITO DE ESTU-
PEFACIENTES Y SUSTANCIAS SICOTRÓPICAS, suscrita en Viena, Austria, el 19 de diciembre de 1988.

Dada por Resolución Legislativa No. 000, publicada en Registro Oficial 378 de 15 de Febrero de 1990.

Nota: RATIFICACIÓN.-

Art. 1.- Ratifíquese la “Convención de las Naciones Unidas Contra el Tráfico Ilícito de Estupefacien-
tes y Sustancias Psicotrópicas”, aprobada por la Conferencia en su sexta sesión plenaria, celebrada el 
19 de diciembre de 1988.

Art. 2.- Procédase a efectuar el depósito del respectivo Instrumento de Ratificación en la Secretaría 
General de las Naciones Unidas en la ciudad de Nueva York.

Dada por Decreto Ejecutivo No. 1329, publicado en Registro Oficial 400 de 21 de Marzo de 1990.

TEXTO:

CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA EL TRÁFICO ILICITO DE ESTUPEFACIEN-
TES Y SUSTANCIAS PSICOTRÓPICAS

Aprobada por la Conferencia en su sexta sesión plenario, celebrada el 19 de diciembre de 1988. Las 
Partes en la presente Convención.

Profundamente preocupadas por la magnitud y la tendencia creciente de la producción, la demanda 
y el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, que representan una grave amenaza 
para la salud y el bienestar de los seres humanos y menoscaban las bases económicas, culturales y 
políticas de la sociedad;

Profundamente preocupadas asimismo por la sostenida y creciente penetración del tráfico ilícito 
de estupefacientes y sustancias sicotrópicas en los diversos grupos sociales y, particularmente, por la 
utilización de niños en muchas partes del mundo como mercado de consumo y como instrumentos para 
la producción, la distribución y el comercio ilícitos de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, lo que 
entraña un peligro de gravedad incalculable.

Reconociendo los vínculos que existen entre el tráfico ilícito y otras actividades delictivas organiza-
das relacionadas con él, que socavan las economías lícitas y amenazan la estabilidad, la seguridad y 
la soberanía de los Estados.

Reconociendo también que el tráfico ilícito es una actividad delictiva internacional cuya supresión 
exige urgente atención y la más alta prioridad.

Conscientes de que el tráfico ilícito genera considerables rendimientos financieros y grandes fortu-
nas que permitan a las organizaciones delictivas transnacionales invadir, contaminar y corromper las 
estructuras de la administración pública, las actividades comerciales y financieras lícitas y la sociedad 
a todos sus niveles.
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Decididas a privar a las personas dedicadas al tráfico ilícito del producto de sus actividades delicti-
vas y eliminar así su principal incentivo para tal actividad.

Deseosas de eliminar las causas profundas del problema del uso indebido de estupefacientes y 
sustancias psicotrópicas, comprendida la demanda ilícita de dichas drogas y sustancias y las enormes 
ganancias derivadas del tráfico ilícito.

Considerando que son necesarias medidas de control con respecto a determinadas sustancias, 
como los precursores, productos químicos y disolventes, que se utilizan en la fabricación de estupe-
facientes y sustancias psicotrópicas, y que, por la facilidad con que se consiguen, han provocado un 
aumento de la fabricación clandestina de esas drogas y sustancias.

Decididas a mejorar la cooperación internacional para la supresión del tráfico ilícito por mar.

Reconociendo que la erradicación del tráfico ilícito es responsabilidad colectiva de todos los Estados 
y que, a ese fin, es necesaria una acción coordinada en el marco de la cooperación internacional.

Reconociendo también la competencia de las Naciones Unidas en materia de fiscalización de estu-
pefacientes y sustancias psicotrópicas y deseando que los órganos internacionales relacionados con 
esa fiscalización actúen dentro del marco de las Naciones Unidas.

Reafirmando los principios rectores de los tratados vigentes sobre fiscalización de estupefacientes 
y sustancias psicotrópicas y el sistema de fiscalización que establecen.

Reconociendo la necesidad de fortalecer y complementar las medidas previstas en la Convención 
Unica de 1961 sobre Estupefacientes, en esa Convención enmendada por el Protocolo de 1972 de Mo-
dificación enmendada por el Protocolo de 1972 de Modificación de la Convención Unica de 1961 sobre 
Estupefacientes y en el Convenio sobre Sustancias Psicotrópicas de 1971, con el fin de enfrentarse a 
la magnitud y difusión del tráfico ilícito y sus graves consecuencias.

Reconociendo también la importancia de robustecer e intensificar medios jurídicos eficaces de coo-
peración internacional en asuntos penales para suprimir las actividades delictivas internacionales de 
tráfico ilícito;

Deseosas de concertar una convención internacional que sea un instrumento completo, eficaz y 
operativo, específicamente dirigido contra el tráfico ilícito, en la que se tomen en cuenta los diversos 
aspectos del problema en su conjunto, en particular los que no estén previstos en los tratados vigentes 
en la esfera de los estupefacientes y sustancias alcotrópicas.

Convienen en lo siguiente:

Art. 1.- DEFINICIONES

Salvo indicación expresa en contrario o que el contexto haga necesaria otra interpretación, las si-
guientes definiciones se aplicarán en todo el texto de la presente Convención:

a)	 Por “Junta” se entiende la Junta Internacional de Fiscalización de Estupefacientes establecida 
por la Convención Unica de 1961 sobre Estupefacientes y en esa Convención enmendada por 
el Protocolo de 1972 de Modificación de la Convención Unica de 1961 sobre Estupefacientes;

b)	 Por “planta de cannabis” se entiende toda planta del género Cannabis;

c)	 Por “arbusto de coca” se entiende la planta de cualesquiera especies del género Erythroxylon;

d)	 Por “transportista comercial” se entiende una persona o una entidad pública, privada o de otro 
tipo dedicada al transporte de personas, bienes o correo a título oneroso.
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e)	 Por “Comisión” se entiende la Comisión de Estupefacientes del Consejo Económico y Social 
de las Naciones Unidas;

f)	 Por “decomiso” se entiende la privación con carácter definitivo de algún bien por decisión de 
un tribunal o de otra autoridad competente;

g)	 Por “entrega vigilada” se entiende la técnica consistente en dejar que remesas ilícitas o sos-
pechosas de estupefacientes, sustancias psicotrópicas, sustancias que figuran en el Cuadro I 
o el Cuadro II anexos a la presente Convención o sustancias por las que se hayan sustituido 
las anteriormente mencionadas, salgan del territorio de uno o más países, lo atraviesen o en-
tren en el, con el conocimiento y bajo la supervisión de sus autoridades competentes con el fin 
de identificar a las personas involucradas en la comisión de delitos tipificados de conformidad 
con el párrafo 1 del artículo 3 de la presente Convención;

h)	 Por “Convención de 1961” se entiende la Convención Unica de 1961 sobre Estupefacientes;

i)	 Por “Convención de 1961 en su forma enmendada” se entiende la Convención Unica de 1961 
sobre Estupefacientes enmendada por el Protocolo de 1972 de Modificación de la Conven-
ción Unica de 1961 sobre Estupefacientes.

j)	 Por “Convención de 1971” se entiende el Convenio sobre Sustancias Psicotrópicas de 1971;

k)	 Por “Consejo” se entiende el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas;

l)	 Por “embargo preventivo” o “incautación” se entiende la prohibición temporal de transferir, 
convertir, enajenar o mover bienes, o la custodia o el control temporales de bienes por man-
damiento expedido por un tribunal o por una autoridad competente;

m)	Por “tráfico ilícito” se entiende los delitos señalados en los párrafos 1 y 2 del artículo 3 de la 
presente Convención;

n)	 Por “estupefaciente” se entiende cualquiera de las sustancias, naturales o sintéticas, que figu-
ran en la Lista I o la Lista II de la Convención Unica de 1961 sobre Estupefacientes y en esa 
Convención enmendada por el Protocolo de 1972 de Modificación de la Convención Unica de 
1961 sobre Estupefacientes;

o)	 Por “adormidera” se entiende la planta de la especie “Papaver somniferum L”;

p)	 Por “producto” se entiende los bienes obtenidos o derivados directa o indirectamente de la 
comisión de un delito tipificado de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3;

q)	 Por “bienes” se entiende los activos de cualquier tipo, corporales o incorporales, muebles o 
raíces, tangibles o intangibles, y los documentos o instrumentos legales que acrediten la pro-
piedad u otros derechos sobre dichos activos;

r)	 Por “sustancia sicotrópica” se entiende cualquier sustancia, natural o sintética, o cualquier 
material natural que figure en las Listas I, II, III, o IV del Convenio sobre Sustancias Psicotró-
picas de 1971;

s)	 Por “Secretario General” se entiende el Secretario General de las Naciones Unidas;

t)	 Por “Cuadro I” y “Cuadro II” se entiende la lista de sustancias que con esa numeración se ane-
xa a la presente Convención, enmendada oportunamente de conformidad con el artículo 12;
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u)	 Por “Estado de tránsito” se entiende el Estado a través de cuyo territorio se hacen pasar es-
tupefacientes, sustancias psicotrópicas y sustancias que figuran en el Cuadro I y el Cuadro 
II de carácter ilícito, y que no es el punto de procedencia ni el de destino definitivo de esas 
sustancias.

Art. 2.- ALCANCE DE LA PRESENTE CONVENCIÓN

1. El propósito de la presente Convención es promover la cooperación entre las Partes a fin de que 
puedan hacer frente con mayor eficacia a los diversos aspectos del tráfico ilícito de estupefacien-
tes y sustancias psicotrópicas que tengan una dimensión internacional. En el cumplimiento de las 
obligaciones que hayan contraído en virtud de la presente Convención, las Partes adoptarán las 
medidas necesarias, comprendidas las de orden legislativo y administrativo, de conformidad con 
las disposiciones fundamentales de sus respectivos ordenamientos jurídicos internos.

2.	 Las Partes cumplirán sus obligaciones derivadas de la presente Convención de manera que 
concuerde con los principios de la igualdad soberana y de la integridad territorial de los Estados 
y de la no intervención en los asuntos internos de otros Estados. 3. Una Parte no ejercerá en el 
territorio de otra Parte competencias ni intervenciones que hayan sido reservadas exclusivamen-
te a las autoridades de esa otra Parte por su derecho interno.

Art. 3.- DELITOS Y SANCIONES

1.	 Cada una de las Partes adoptará las medidas que sean necesarias para tipificar como delitos 
penales en su derecho interno, cuando se cometan intencionalmente:

a)  i)	 la producción, la fabricación, la extracción, la preparación, la oferta, la oferta para la venta, 
la distribución, la venta, la entrega en cualesquiera condiciones, el corretaje, el envío, el 
envío en tránsito, el transporte, la importación o la exportación de cualquier estupefaciente 
o sustancia sicotrópica en contra de lo dispuesto en la Convención de 1961, en la Conven-
ción de 1961 en su forma enmendada o en el Convenio de 1971;

ii)	 el cultivo de la adormidera, el arbusto de coca o la planta de cannabis con objeto de produ-
cir estupefacientes en contra de lo dispuesto en la Convención de 1961 y en la Convención 
de 1961 en su forma enmendada;

iii)	 la posesión o la adquisición de cualquier estupefaciente o sustancia sicotrópica con objeto 
de realizar cualquiera de las actividades enumeradas en el precedente apartado i);

iv)	 la fabricación, el transporte o la distribución de equipos, materiales o de las sustancias 
enumeradas en el Cuadro I y el Cuadro II, a sabiendas de que van a utilizarse en el cultivo, 
la producción o la fabricación ilícitos de estupefacientes o sustancias psicotrópicas o para 
dichos fines;

v)	 la organización, la gestión o la financiación de alguno de los delitos enumerados en los 
precedentes apartados i), ii), iii) o iv);

b)  i)	 la conversión o la transferencia de bienes a sabiendas de que tales bienes proceden de 
alguno o algunos de los delitos tipificados de conformidad con el inciso a) del presente 
párrafo, o de un acto de participación en tal delito o delitos, con objeto de ocultar o encubrir 
el origen ilícito de los bienes o de ayudar a cualquier persona que participe en la comisión 
de tal delito o delitos a eludir las consecuencias jurídicas de sus acciones;

ii)	 la ocultación o el encubrimiento de la naturaleza, el origen, la ubicación, el destino, el mo-
vimiento o la propiedad reales de bienes, o de derechos relativos a tales bienes, a sabien-
das de que proceden de alguno o algunos de los delitos tipificados de conformidad con el 
inciso a) del presente párrafo o de un acto de participación en tal delito o delitos;
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c)	 la reserva de sus principios constitucionales y a los conceptos fundamentales de su ordena-
miento jurídico:

i)	 la adquisición, la posesión o la utilización de bienes, a sabiendas en el momento de re-
cibirlos, de que tales bienes proceden de alguno o algunos de los delitos tipificados de 
conformidad con el inciso a) del presente párrafo o de un acto de participación en tal delito 
o delitos;

ii)	 la posesión de equipos o materiales o sustancias enumeradas en el Cuadro I y el Cuadro 
II, a sabiendas de que se utilizan o se habrán de utilizar en el cultivo, la producción o la 
fabricación ilícitos de estupefacientes o sustancias psicotrópicas o para tales fines.

iii)	 instigar o inducir públicamente a otros, por cualquier medio, a cometer alguno de los de-
litos tipificados de conformidad con el presente artículo o a utilizar ilícitamente estupefa-
cientes o sustancias psicotrópicas;

iv)	 la participación en la comisión de alguno de los delitos tipificados de conformidad con 
lo dispuesto en el presente artículo, la asociación y la confabulación para cometerlos, la 
tentativa de cometerlos y la asistencia, la incitación, la facilitación o el asesoramiento en 
relación con su comisión.

2.	 A reserva de sus principios constitucionales y a los conceptos fundamentales de su ordenamien-
to jurídico, cada una de las Partes adoptará las medidas que sean necesarias para tipificar como 
delitos penales conforme a su derecho interno, cuando se cometan intencionalmente, la pose-
sión, la adquisición o el cultivo de estupefacientes o sustancias psicotrópicas para el consumo 
personal en contra de lo dispuesto en la Convención de 1961, en la Convención de 1961 en su 
forma enmendada o el Convenio de 1971.

3.	 El conocimiento, la intención o la finalidad requeridos como elementos de cualquiera de los 
delitos enunciados en el párrafo 1 del presente artículo podrán inferirse de las circunstancias 
objetivas del caso.

4.  a)	 Cada una de las Partes dispondrá que por la comisión de los delitos tipificados de conformi-
dad con el párrafo 1 del presente artículo se apliquen sanciones proporcionadas a la grave-
dad de esos delitos, tales como la pena de prisión u otras formas de privación de libertad, las 
sanciones pecuniarias y el decomiso.

b)	 Las Partes podrán disponer, en los casos de delitos tipificados de conformidad con el párra-
fo 1 del presente artículo que, como complemento de la declaración de culpabilidad o de la 
condena, el delincuente sea sometido a medidas de tratamiento, educación, postratamiento, 
rehabilitación o reinserción social.

c)	 No obstante lo dispuesto en los incisos anteriores, en los casos apropiados de infracciones 
de carácter leve, las Partes podrán sustituir la declaración de culpabilidad o la condena por la 
aplicación de otras medidas tales como las de educación, rehabilitación o reinserción social, 
así como, cuando el delincuente sea un toxicómano, de tratamiento y postratamiento.

d)	 Las Partes podrán, ya sea a título sustitutivo de la declaración de culpabilidad o de la con-
dena por un delito tipificado de conformidad con el párrafo 2 del presente artículo o como 
complemento de dicha declaración de culpabilidad o de dicha condena, disponer medidas de 
tratamiento, educación, postratamiento, rehabilitación o reinserción social del delincuente.

5.	 Las Partes dispondrán lo necesario para que sus tribunales y demás autoridades jurisdiccionales 
competentes puedan tener en cuenta las circunstancias de hecho que den particular gravedad a 
la comisión de los delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo, tales 
como:

Convención de las Naciones Unidas Contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas



Convenios multilaterales

324

a)	 la participación en el delito de un grupo delictivo organizado del que el delincuente forme parte;

b)	 la participación del delincuente en otras actividades delictivas internacionales organizadas;

c)	 la participación del delincuente en otras actividades ilícitas cuya ejecución se vea facilitada 
por la comisión del delito;

d)	 el recurso a la violencia o el empleo de armas por parte del delincuente;

e)	 el hecho de que el delincuente ocupe un cargo público y de que el delito guarde relación con 
ese cargo;

f)	 la victimización o utilización de menores de edad;

g)	 el hecho de que el delito se haya cometido en establecimientos penitenciarios, en una institu-
ción educativa o en un centro asistencial o en sus inmediaciones o en otros lugares a los que 
escolares y estudiantes acudan para realizar actividades educativas, deportivas y sociales.

h)	 una declaración de culpabilidad anterior, en particular por delitos análogos, por tribunales ex-
tranjeros o del propio país, en la medida en que el derecho interno de cada una de las Partes 
lo permita.

6.	 Las Partes se esforzarán por asegurarse de que cualesquiera facultades legales discrecionales, 
conforme a su derecho interno, relativas al enjuiciamiento de personas por los delitos tipificados 
de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo, se ejerzan para dar la máxima eficacia a 
las medidas de detección y represión respecto de esos delitos teniendo debidamente en cuenta 
la necesidad de ejercer un efecto disuasivo en lo referente a la comisión de esos delitos.

7.	 Las Partes velarán por que sus tribunales o demás autoridades competentes tengan en cuenta 
la gravedad de los delitos enumerados en el párrafo 1 del presente artículo y las circunstancias 
enumeradas en el párrafo 5 del presente artículo al considerar la posibilidad de conceder la li-
bertad anticipada o la libertad condicional a personas que hayan sido declaradas culpables de 
alguno de esos delitos.

8.	 Cada una de las Partes establecerá, cuando proceda, en su derecho interno un plazo de pres-
cripción prolongado dentro del cual se pueda iniciar el procesamiento por cualquiera de los de-
litos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo. Dicho plazo será mayor 
cuando el presunto delincuente hubiese eludido la administración de justicia.

9.	 Cada una de las Partes adoptará medidas adecuadas, conforme a lo previsto en su propio orde-
namiento jurídico, para que la persona que haya sido acusada o declarada culpable de alguno 
de los delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo, que se encuentre 
en el territorio de dicha Parte, comparezca en el proceso penal correspondiente.

10.	 A los fines de la cooperación entre las Parte prevista en la presente Convención, en particular 
la cooperación prevista en los artículos 5, 6, 7 y 9, los delitos tipificados de conformidad con el 
presente artículo no se considerarán como delitos fiscales o como delitos políticos ni como deli-
tos políticamente motivados, sin perjuicio de las limitaciones constitucionales y de los principios 
fundamentales del derecho interno de las Partes.

11.	 Ninguna de las disposiciones del presente artículo afectará al principio de que la tipificación de 
los delitos a que se refiere o de las excepciones alegables en relación con éstos queda reserva-
da al derecho interno de las Partes y de que esos delitos han de ser enjuiciados y sancionados 
con arreglo a lo previsto en ese derecho.
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Art. 4.- COMPETENCIA

1.	 Cada una de las Partes:

a)	 adoptará las medidas que sean necesarias para declararse competente respecto de los deli-
tos que haya tipificado de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3:

i)	 cuando el delito se cometa en su territorio;

ii)	 cuando el delito se cometa a bordo de una nave que enarbole su pabellón o de una aero-
nave matriculada con arreglo a su legislación en el momento de cometerse el delito;

b)	 podrá adoptar las medidas que sean necesarias para declararse competente respecto de los 
delitos que haya tipificado de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3:

i)	 cuando el delito sea cometido por un nacional suyo o por una persona que tenga su resi-
dencia habitual en su territorio;

ii)	 cuando el delito se cometa a bordo de una nave para cuya incautación dicha Parte haya 
recibido previamente autorización con arreglo a lo previsto en el artículo 17, siempre que 
esa competencia se ejerza únicamente sobre la base de los acuerdo o arreglos a que se 
hace referencia en los párrafos 4 y 9 de dicho artículo;

iii)	 cuando el delito sea uno de los tipificados de conformidad con el apartado iv) del inciso c) 
del párrafo 1 del artículo 3 y se cometa fuera de su territorio con miras a perpetrar en el 
uno de los delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3.

2.	 Cada una de las Partes:

a)	 adoptará también las medidas que sean necesarias para declararse competente respecto de 
los delitos que haya tipificado de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3, cuando el pre-
sunto delincuente se encuentre en su territorio y dicha Parte no lo extradite a otra basándose 
en que:

i)	 el delito se ha cometido en su territorio o a bordo de una nave que enarbole su pabellón o 
de una aeronave matriculada con arreglo a su legislación en el momento de cometerse el 
delito; o

ii)	 el delito ha sido cometido por un nacional suyo;

b)	 podrá adoptar también las medidas que sean necesarias para declararse competente respec-
to de los delitos que haya tipificado de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3, cuando el 
presunto delincuente se encuentre en su territorio y dicha Parte no lo extradite a otra.

3.	 La presente Convención no excluye el ejercicio de las competencias penales establecidas por 
una Parte de conformidad con su derecho interno.

Art. 5.- DECOMISO

1.	 Cada una de las Partes adoptará las medidas que sean necesarias para autorizar el decomiso:

a)	 del producto derivado de delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3, o 
de bienes cuyo valor equivalga al de ese producto;
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b)	 de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, los materiales y equipos u otros instrumentos 
utilizados o destinados a ser utilizados en cualquier forma para cometer los delitos tipificados 
de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3.

2.	 Cada una de las Partes adoptará también las medidas que sean necesarias para permitir a sus 
autoridades competentes la identificación, la detección y el embargo preventivo o la incautación 
del producto, los bienes, los instrumentos o cualquiera otros elementos a que se refiere el párrafo 
1 del presente artículo, con miras a su eventual decomiso.

3.	 A fin de dar aplicación a las medidas mencionadas en el presente artículo, cada una de las Par-
tes facultará a sus tribunales u otras autoridades competentes a ordenar la presentación o la 
incautación de documentos bancarios, financieros o comerciales. Las Partes no podrán negarse 
a aplicar las disposiciones del presente párrafo amparándose en el secreto bancario.

4.  a)	 Al recibirse una solicitud formulada con arreglo al presente artículo por otra Parte que sea 
competente respecto de un delito tipificado de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3, la 
Parte en cuyo territorio se encuentra el producto, los bienes, los instrumentos o cualquier otro 
de los elementos a que se refiere el párrafo 1 del presente artículo:

i)	 presentará la solicitud a sus autoridades competentes con el fin de obtener un manda-
miento de decomiso al que, en caso de concederse, dará cumplimiento; o

ii)	 presentará ante sus autoridades competentes, a fin de que se le de cumplimiento en la 
medida solicitada, el mandamiento de decomiso expedido por la Parte requirente de con-
formidad con el párrafo 1 del presente artículo, en lo que se refiera al producto, los bienes, 
los instrumentos o cualesquiera otros elementos a que se refiere el párrafo 1 que se en-
cuentren en el territorio de la Parte requerida.

b)	 Al recibirse una solicitud formulada con arreglo al presente artículo por otra Parte que sea 
competente por respecto de un delito tipificado de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3, 
la Parte requerida adoptará medidas para la identificación, la detección y el embargo preven-
tivo o la incautación del producto, los bienes, los instrumentos o cualquiera otros elementos 
a que se refiere el párrafo 1 del presente artículo, con miras al eventual decomiso que se 
ordene, ya sea por la Parte requirente o, cuando se haya formulado una solicitud con arreglo 
al inciso a) del presente párrafo, por la Parte requerida.

c)	 Las decisiones o medidas previstas en los incisos a) y b) del presente párrafo serán adop-
tados por la Parte requerida de conformidad con su derecho interno y con sujeción a sus 
disposiciones, y de conformidad con sus reglas de procedimiento o los tratados, acuerdos o 
arreglos bilaterales o multilaterales que haya concertado con la Parte requirente.

d)	 Será aplicable, mutatis mutandis, lo dispuesto en los párrafos 6 a 19 del artículo 7. Además 
de información enumerada en el párrafo 10 del artículo 7, las solicitudes formuladas de con-
formidad con el presente artículo contendrán lo siguiente:

i)	 en el caso de una solicitud correspondiente, el apartado i) del inciso a) del presente párra-
fo, una descripción de los bienes por decomisar y una exposición de los hechos en que se 
funde la Parte requirente que sea suficiente para que la Parte requerida pueda tramitar el 
mandamiento con arreglo a su derecho interno;

ii)	 en el caso de una solicitud correspondiente al apartado ii) del inciso a), una copia admi-
sible en derecho de un mandamiento de decomiso expedido por la Parte requirente que 
sirva de fundamento a la solicitud, una exposición de los hechos e información sobre el 
alcance de la solicitud de ejecución del mandamiento;
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iii)	 en el caso de una solicitud correspondiente al inciso b), una exposición de los hechos en 
que se funde la Parte requirente y una descripción de las medidas solicitadas.

e)	 Cada una de las Partes proporcionará al Secretario General el texto de cualesquiera de sus 
leyes y reglamentos por los que haya dado aplicación al presente párrafo, así como el texto 
de cualquier cambio ulterior que se efectúe en dichas leyes y reglamentos.

f)	 Si una de las Partes opta por supeditar la adopción de las medidas mencionadas en los inci-
sos a) y b) del presente párrafo a la existencia de un tratado pertinente, dicha Parte conside-
rará la presente Convención como base convencional necesaria y suficiente.

g)	 Las Partes procurarán concretar tratados, acuerdos o arreglos bilaterales y multilaterales para 
mejorar la eficacia de la cooperación internacional prevista en el presente artículo.

5.  a)	 La Parte que haya decomisado el producto o los bienes conforme a los párrafos 1 o 4 del 
presente artículo dispondrá de ellos en la forma prevista por su derecho interno y sus proce-
dimientos administrativos. b) Al actuar a solicitud de otra Parte, con arreglo a lo previsto en 
el presente artículo, la Parte podrá prestar particular atención a la posibilidad de concertar 
acuerdos a fin de:

i)	 aportar la totalidad o una parte considerable del valor de dicho producto y de dichos bie-
nes, o de los fondos derivados de la venta de dicho producto o de dichos bienes, a orga-
nismos intergubernamentales especializados en la lucha contra el tráfico ilícito y el uso 
indebido de estupefacientes y sustancias psicotrópicas;

ii)	 repartirse con otras Partes, conforme a un criterio preestablecido o definido para cada 
caso, dicho producto o dichos bienes, o los fondos derivados de la venta de dicho producto 
o de dichos bienes, con arreglo a lo previsto por su derecho interno, sus procedimientos 
administrativos o los acuerdos bilaterales o multilaterales que hayan concertado a este fin.

6.  a)	 Cuando el producto se haya transformado o convertido en otros bienes, éstos podrán ser 
objeto de las medidas aplicables al producto mencionado en el presente artículo.

b)	 Cuando el producto se haya mezclado con bienes adquiridos de fuentes ilícitas, sin perjuicio 
de cualquier otra facultad de incautación o embargo previsto aplicable, se podrán decomisar 
dichos bienes hasta el valor estimado del producto mezclado.

c)	 Dichas medidas se aplicarán asimismo a los ingresos u otros beneficios derivados:

i)	 del producto;

ii)	 de los bienes en los cuales el producto haya sido transformado o convertido; o

iii)	 de los bienes con los cuales se haya mezclado el producto de la misma manera y en la 
misma medida que el producto.

7.	 Cada una de las Partes considerará la posibilidad de invertir la carga de la prueba respecto del 
origen lícito del supuesto producto u otros bienes sujetos a decomiso, en la medida en que ello 
sea compatible con los principios de su derecho interno y con la naturaleza de sus procedimien-
tos judiciales y de otros procedimientos.

8.	 Lo dispuesto en el presente artículo no podrá interpretarse en perjuicio de los derechos de terce-
ros de buena fe.
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9.	 Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará al principio de que las medidas que en el se 
preveen serán definidas y aplicadas de conformidad con el derecho interno de cada una de las 
Partes y con arreglo a lo dispuesto en el.

Art. 6.- EXTRADICIÓN

1.	 El presente artículo se aplicará a los delitos tipificados por las Partes de conformidad con el pá-
rrafo 1 del artículo 3.

2.	 Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente artículo se considerará incluido entre los 
delitos que den lugar a extradición en todo tratado de extradición vigente entre las Partes. Las 
Partes se comprometen a incluir tales delitos como casos de extradición en todo tratado de ex-
tradición que concierten entre si.

3.	 Si una Parte que supedita la extradición a la existencia de un tratado recibe de otra Parte, con la 
que no la vincula ningún tratado de extradición, una solicitud de extradición, podrá considerar la 
presente Convención como la base jurídica de la extradición respecto de los delitos a los que se 
aplica el presente artículo. Las Partes que requieran una legislación detallada para hacer valer la 
presente Convención como base jurídica de la extradición considerarán la posibilidad de promul-
gar la legislación necesaria.

4.	 Las Partes que no supediten la extradición a la existencia de un tratado reconocerán los delitos 
a los que se aplica el presente artículo como casos de extradición entre ellas.

5.	 La extradición estará sujeta a las condiciones previstas por la legislación de la Parte requerida 
o por los tratados de extradición aplicables, incluidos los motivos por los que la Parte requerida 
puede denegar la extradición.

6.	 Al examinar las solicitudes recibidas de conformidad con el presente artículo, el Estado requerido 
podrá negarse a darles cumplimiento cuando existan motivos justificados que induzcan a sus au-
toridades judiciales u otras autoridades competentes a presumir que su cumplimiento facilitaría 
el procesamiento o el castigo de una persona por razón de su raza, religión, nacionalidad u opi-
niones políticas o que se ocasionarían perjuicios por alguna de esas razones a alguna persona 
afectada por la solicitud.

7.	 Las Partes se esforzarán por agilitar los procedimientos de extradición y simplificar los requisitos 
probatorios con respecto a cualquiera de los delitos a los que se aplica el presente artículo.

8.	 A reserva de lo dispuesto en su derecho interno y en sus tratados de extradición, la Parte requeri-
da podrá, tras haberse cerciorado de que las circunstancias lo justifica y tienen carácter urgente, 
y a solicitud de la Parte requirente, proceder a la detención de la persona cuya extradición se 
solicite y que se encuentre en su territorio o adoptar otras medidas adecuadas para asegurar su 
comparecencia en los trámites de extradición.

9.	 Sin perjuicio del ejercicio de cualquier competencia penal declarada de conformidad con su de-
recho interno, la Parte en cuyo territorio se encuentre un presunto delincuente deberá:

a)	 si no lo extradita por un delito tipificado de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3 por los 
motivos enunciados en el inciso a) del párrafo 2 del artículo 4, presentar el caso ante sus 
autoridades competentes para enjuiciarlo, salvo que se haya acordado otra cosa con la Parte 
requirente;

b)	 si no lo extradita por un delito de este tipo y se ha declarado competente en relación con ese 
delito de conformidad con el inciso b) del párrafo 2 del artículo 4, presentar el caso ante sus 
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autoridades competentes para enjuiciarlo, salvo que la Parte requirente solicite otra cosa a 
efectos de salvaguardar su competencia legítima.

10.	 Si la extradición solicitada con el propósito de que se cumpla una condena se deniega basán-
dose en que la persona objeto de la solicitud es nacional de la Parte requerida, ésta, si su legis-
lación lo permite y de conformidad con los requisitos de dicha legislación, previa solicitud de la 
Parte requirente, considerará la posibilidad de hacer cumplir la condena impuesta conforme a 
la legislación de la Parte requirente o el resto de dicha condena que quede por purgar.

11.	 Las Partes procurarán concertar acuerdos bilaterales y multilaterales para llevar a cabo la ex-
tradición o aumentar su eficacia.

12.	 Las Partes podrán considerar la posibilidad de concertar acuerdos bilaterales o multilaterales, 
ya sean especiales o generales, sobre el traslado de las personas condenadas a prisión u otra 
forma de privación de libertad por los delitos a los que se aplica el presente artículo, a fin de que 
puedan terminar de cumplir sus condenas en su país.

Art. 7.- ASISTENCIA JUDICIAL RECÍPROCA

1.	 Las Partes se prestarán, a tenor de lo dispuesto en el presente artículo, la más amplia asistencia 
judicial recíproca en las investigaciones, procesos y actuaciones judiciales referentes a delitos 
tipificados de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3. 2. La asistencia judicial recíproca que 
ha de prestarse de conformidad con el presente artículo podrá ser solicitada por cualquiera de 
los siguientes fines:

a)	 recibir testimonios o tomar declaración a personas;

b)	 presentar documentos judiciales;

c)	 efectuar inspecciones e incautaciones;

d)	 examinar objetos y lugares;

e)	 facilitar información y elementos de prueba;

f)	 entregar originales o copias auténticas de documentos y expedientes relacionados con el 
caso, inclusive documentación bancaria, financiera, social y comercial;

g)	 identificar o detectar el producto, los bienes, los instrumentos u otros elementos con fines 
probatorios.

3.	 Las Partes podrán prestarse cualquier otra forma de asistencia judicial recíproca por el derecho 
interno de la Parte requerida.

4.	 Las Partes, si así se les solicita y en la medida compatible con su derecho y práctica internos, 
facilitarán o alentarán la presentación o disponibilidad de personas, incluso de detenidos, que 
consientan en colaborar en las investigaciones o en intervenir en las actuaciones.

5.	 Las Partes no invocarán el secreto bancario para negarse a prestar asistencia judicial recíproca 
con arreglo al presente artículo.

6.	 Lo dispuesto en el presente artículo no afectará a las obligaciones derivadas de otros tratados 
bilaterales o multilaterales, vigentes o futuros, que rijan, total o parcialmente, la asistencia judicial 
recíproca en asuntos penales.
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7.	 Los párrafos 8 a 19 del presente artículo se aplicarán a las solicitudes que se formulen con arre-
glo al mismo, siempre que no medie entre las Partes interesadas un tratado de asistencia judicial 
recíproca. Cuando las Partes estén vinculadas por un tratado de esta índole, se aplicarán las 
disposiciones correspondientes de dicho tratado, salvo que las Partes convengan en aplicar, en 
su lugar, los párrafos 8 a 19 del presente artículo.

8.	 Las Partes designarán una autoridad, o cuando sea necesario, varias autoridades, con faculta-
des para dar cumplimiento a las solicitudes de asistencia judicial recíproca o transmitirlas a las 
autoridades competentes para su ejecución. Se notificará al Secretario General la autoridad o 
autoridades que hayan sido designadas para este fin. Las autoridades designadas por las Partes 
serán las encargadas de transmitir las solicitudes de asistencia judicial recíproca y cualquier otra 
comunicación pertinente; la presente disposición no afectará al derecho de cualquiera de las 
Partes a exigir que estas solicitudes y comunicaciones le sean enviadas por vía diplomática y, en 
circunstancias urgentes, cuando las Partes convengan en ello, por conducto de la Organización 
Internacional de Policía Criminal, de ser ello posible.

9.	 Las solicitudes deberán presentarse por escrito en un idioma aceptable para la Parte requerida. 
Se notificará al Secretario General el idioma o idiomas que sean aceptables para cada una de 
las Partes. En situaciones de urgencia, y cuando las Partes convengan en ello se podrán hacer 
las solicitudes verbalmente, debiendo ser seguidamente confirmadas por escrito.

10.	 En las solicitudes de asistencia judicial recíproca deberá figurar lo siguiente:

a)	 la identidad de la autoridad que haga la solicitud;

b)	 el objeto y la índole de la investigación, del proceso o de las actuaciones a que se refiera la 
solicitud, y el nombre y funciones de la autoridad que esté efectuando dicha investigación, 
dicho procesamiento o dichas actuaciones.

c)	 un resumen de los datos pertinentes, salvo cuando se trate de solicitudes para la presenta-
ción de documentos judiciales;

d)	 una descripción de la asistencia solicitada y pormenores sobre cualquier procedimiento par-
ticular que la Parte requirente desee que se aplique; e) cuando sea posible, la identidad y la 
nacionalidad de toda persona involucrada y el lugar en que se encuentre; f) la finalidad para 
la que se solicita la prueba, información o actuación.

11.	 La Parte requerida podrá pedir información adicional cuando sea necesaria para dar cumpli-
miento a la solicitud de conformidad con su derecho interno o para facilitar dicho cumplimiento.

12.	 Se dará cumplimiento a toda solicitud con arreglo al derecho interno de la Parte requerida y, en 
la medida en que no se contravenga la legislación de dicha parte y siempre que ello sea posible, 
de conformidad con los procedimientos especificados en la solicitud.

13.	 La Parte requirente no comunicará ni utilizará, sin previo consentimiento de la Parte requerida, 
la información o las pruebas proporcionadas por la Parte requerida para otras investigaciones, 
procesos o actuaciones distintas de las indicadas en la solicitud.

14.	 La Parte requirente podrá exigir que la Parte requerida mantenga reserva acerca de la existencia 
y el contenido de la solicitud, salvo en la medida necesaria para darle cumplimiento. Si la Parte 
requerida no puede mantener esa reserva, lo hará saber de inmediato a la Parte requirente.

15.	 La asistencia judicial recíproca solicitada podrá ser denegada:
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a)	 cuando la solicitud no se ajuste a lo dispuesto en el presente artículo;

b)	 cuando la Parte requerida considere que el cumplimiento de lo solicitado pudiera menosca-
bar su soberanía, su seguridad, su orden público u otros intereses fundamentales;

c)	 cuando el derecho interno de la Parte requerida prohíba a sus autoridades acceder a una 
solicitud formulada en relación con un delito análogo, si éste hubiere sido objeto de investi-
gación, procesamiento o actuaciones en el ejercicio de su propia competencia;

d)	 cuando acceder a la solicitud sea contrario al ordenamiento jurídico de la Parte requerida en 
lo relativo a la asistencia judicial recíproca.

16.	 Las denegaciones de asistencia judicial recíproca serán motivadas.

17.	 La asistencia judicial recíproca podrá ser diferida por la Parte requerida si perturbase el curso 
de una investigación, un proceso o unas actuaciones. En tal caso, la Parte requerida deberá 
consultar con la Parte requirente para determinar si es aún posible prestar la asistencia en la 
forma y en las condiciones que la primera estime necesarias. 

18.	 El testigo, perito u otra persona que consienta en deponer en juicio o en colaborar en una in-
vestigación, proceso o actuación judicial en el territorio de la Parte requirente, no será objeto 
de procesamiento, detención o castigo, ni de ningún tipo de restricción de su libertad personal 
en dicho territorio por actos, omisiones o por declaraciones de culpabilidad anteriores a la fe-
cha en que abandonó el territorio de la Parte requerida. Este salvoconducto cesará cuando el 
testigo perito u otra persona haya tenido durante 15 días consecutivos, o durante el período 
acordado por las Partes, después de la fecha en que se le haya informado oficialmente de que 
las autoridades judiciales ya no requerían su presencia, la oportunidad de salir del país y, no 
obstante, permanezca voluntariamente en el territorio o regrese espontáneamente a el después 
de haberlo abandonado.

19.	 Los gastos ordinarios que ocasione la ejecución de una solicitud serán sufragados por la Parte 
requerida salvo que las Partes interesadas hayan acordado otra cosa. Cuando se requieran a 
este fin gastos cuantiosos o de carácter extraordinarios, las Partes se consultarán para deter-
minar los términos y condiciones en que se haya de dar cumplimiento a la solicitud, así como la 
manera en que se sufragarán los gastos.

20.	 Cuando sea necesario, las Partes considerarán la posibilidad de concertar acuerdos o arreglos 
bilaterales o multilaterales que sirvan para los fines del presente artículo y que, en la práctica, 
den efecto a sus disposiciones o las refuercen.

Art. 8.- REMISIÓN DE ACTUACIONES PENALES

Las Partes considerarán la posibilidad de remitirse actuaciones penales para el procesamiento por los 
delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3, cuando se estime que esa remisión 
obrará en interés de una correcta administración de justicia.

Art. 9.- OTRAS FORMAS DE COOPERACIÓN Y CAPACITACIÓN

1.	 Las Partes colaborarán estrechamente entre si, en armonía con sus respectivos ordenamientos 
jurídicos y administrativos, con miras a aumentar la eficacia de las medidas de detección y repre-
sión orientadas a suprimir la comisión de los delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del 
artículo 3. Deberán, en particular sobre la base de acuerdos y arreglos bilaterales o multilaterales:

a)	 establecer y mantener canales de comunicación entre sus organismos y servicios competen-
tes a fin de facilitar el intercambio rápido y seguro de información sobre todos los aspectos 
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de los delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3, incluso, siempre que 
las Partes interesadas lo estimen oportuno, sobre sus vinculaciones con otras actividades 
delictivas; 

b)	 cooperar en la realización de indagaciones, con respecto a delitos tipificados de conformidad 
con el párrafo 1 del artículo 3 y de carácter internacional, acerca:

i)	 de la identidad, el paradero y las actividades de personas presuntamente implicadas en 
delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3;

ii)	 del movimiento del producto o de los bienes derivados de la comisión de esos delitos; 

iii)	 del movimiento de estupefacientes, sustancias psicotrópicas, sustancias que figuran en el 
Cuadro I y el Cuadro II de la presente Convención e instrumentos utilizados o destinados 
a ser utilizados en la comisión de esos delitos;

c)	 cuando sea oportuno, y siempre que no contravenga lo dispuesto en su derecho interno, crear 
equipos conjuntos, teniendo en cuenta la necesidad de proteger la seguridad de las personas 
y de las operaciones, para dar efecto a lo dispuesto en el presente párrafo. Los funcionarios 
de cualquiera de las Partes que integren esos equipos actuarán conforme a la autorización 
de las autoridades competentes de la Parte en cuyo territorio se ha de llevar a cabo la opera-
ción. En todos esos casos las Partes de que trate velarán por que se respete plenamente la 
soberanía de la Parte en cuyo territorio se ha de realizar la operación;

d)	 proporcionar, cuando corresponda, las cantidades necesarias de sustancias para su análisis 
o investigación;

e)	 facilitar una coordinación eficaz entre sus organismos y servicios competentes y promover el 
intercambio de personal y de otros expertos, incluso destacando funcionarios de enlace.

2.	 Cada una de las Partes, en la medida necesaria, iniciará, desarrollará o perfeccionará programas 
específicos de capacitación destinados a su personal de detección y represión o de otra índole, 
incluido el personal aduanero, encargado de suprimir los delitos tipificados de conformidad con 
el párrafo 1 del artículo 

3.	 En particular, estos programas se refieran a:

a)	 los métodos utilizados en la detección y supresión de los delitos tipificados de conformidad 
con el párrafo 1 del artículo 3;

b)	 las rutas y técnicas utilizadas por personas presuntamente implicadas en delitos tipificados de 
conformidad con el párrafo 1 del artículo 3, en particular en los Estados de tránsito, y medidas 
adecuadas para contrarrestar su utilización;

c)	 la vigilancia de la importación y exportación de estupefacientes, sustancias psicotrópicas y 
sustancias que figuran en el Cuadro I y el Cuadro II;

d)	 la detección y vigilancia del movimiento del producto y los bienes derivados de la comisión de 
los delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3, y de los estupefacientes, 
sustancias psicotrópicas y sustancias que figuran en el Cuadro I y el Cuadro II, y de los ins-
trumentos que se utilicen o se pretenda utilizar en la comisión de dichos delitos;

e)	 los métodos utilizados para la transferencia, la ocultación o el encubrimiento de dicho produc-
to, y de dichos bienes e instrumentos;
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f)	 el acopio de pruebas;

g)	 las técnicas de fiscalización en zonas y puertos francos;

h)	 las técnicas modernas de detección y represión.

3.	 Las Partes se prestarán asistencia en la planificación y ejecución de programas de investigación 
y capacitación encaminados a intercambiar conocimientos en las esferas mencionadas en el 
párrafo 2 del presente artículo y, a ese fin, deberán también, cuando proceda, recurrir a confe-
rencias y seminarios regionales e internacionales a fin de promover la cooperación y estimular el 
examen de los problemas de interés común, incluidos en particular los problemas y necesidades 
especiales de los Estados en tránsito.

Art. 10.- COOPERACIÓN INTERNACIONAL Y ASISTENCIA A LOS ESTADOS EN TRÁNSITO

1.	 Las Partes cooperarán, directamente o por conducto de las organizaciones internacionales o re-
gionales competentes, para prestar asistencia y apoyo a los Estados en tránsito y, en particular, 
a los países en desarrollo que necesitan tales asistencia y apoyo, en la medida de lo posible, 
mediante programas de cooperación técnica para impedir la entrada y el tránsito ilícito, así como 
para otras actividades conexas.

2.	 Las Partes podrán convenir, directamente o por conducto de las organizaciones internacionales 
o regionales competentes, en proporcionar asistencia financiera a dichos Estados en tránsito 
con el fin de aumentar y fortalecer las infraestructuras que necesiten para una fiscalización y 
una prevención eficaces del tránsito ilícito. 3. Las Partes podrán concertar acuerdos o arreglos 
bilaterales o multilaterales para aumentar la eficacia de la cooperación internacional prevista en 
el presente artículo y podrán tomar en consideración la posibilidad de concertar arreglos finan-
cieros a ese respecto.

Art. 11.- ENTREGA VIGILADA

1.	 Si lo permiten los principios fundamentales de sus respectivos ordenamientos jurídicos internos, 
las Partes adoptarán las medidas necesarias, dentro de sus posibilidades, para que se pueda uti-
lizar de forma adecuada, en el plano internacional, la técnica de entrega vigilada, de conformidad 
con acuerdos o arreglos mutuamente convenidos, con el fin de descubrir a las personas impli-
cadas en delitos tipificados de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3 y de entablar acciones 
legales contra ellas.

2.	 Las decisiones de recurrir a la entrega vigilada se adoptarán caso por caso y podrán, cuando sea 
necesario, tener en cuenta los arreglos financieros y los relativos al ejercicio de su competencia 
por las Partes interesadas.

3.	 Las remesas ilícitas cuya entrega vigilada se haya acordado podrán, con el consentimiento de las 
Partes interesadas, ser interceptadas y autorizadas a proseguir intactas o habiéndose retirado o 
sustituido total o parcialmente los estupefacientes o sustancias psicotrópicas que contengan.

Art. 12.- SUSTANCIAS QUE SE UTILIZAN CON FRECUENCIA EN LA FABRICACIÓN ILÍCITA DE 
ESTUPEFACIENTES O SUSTANCIAS PSICOTRÓPICAS

1.	 Las Partes adoptarán las medidas que estimen adecuadas para evitar la desviación de las sus-
tancias que figuran en el Cuadro I y el Cuadro II, utilizadas en la fabricación ilícita de estupefa-
cientes o sustancias psicotrópicas, y cooperarán entre ellas con este fin.

2.	 Si una de las Partes o la Junta posee datos que, a su juicio, puedan requerir la inclusión de una 
sustancia en el Cuadro I o el Cuadro II, lo notificará al Secretario General y le facilitará los datos 
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en que se base la notificación. El procedimiento descrito en los párrafos 2 a 7 del presente artí-
culo también será aplicable cuando una de las Partes o la Junta posea información que justifique 
suprimir una sustancia del Cuadro I o del Cuadro II o trasladar una sustancia de un Cuadro a otro.

3.	 El Secretario General comunicará esa notificación y los datos que considere pertinentes a las 
Partes a la Comisión y, cuando la notificación proceda de alguna de las Partes, a la Junta. Las 
Partes comunicarán al Secretario General sus observaciones acerca de la ratificación y toda la 
información complementaria que pueda serle útil a la Junta para elaborar un dictamen y a la Co-
misión para adoptar una decisión.

4.	 Si la Junta, teniendo en cuenta la magnitud, importancia y diversidad del uso lícito de esa sustan-
cia y la posibilidad y facilidad del empleo de otras sustancias tanto para la utilización lícita como 
para la fabricación ilícita de estupefacientes o de sustancias psicotrópicas, comprueba:

a)	 que la sustancia se emplea con frecuencia en la fabricación ilícita de un estupefaciente o de 
una sustancia sicotrópica;

b)	 que el volumen y magnitud de la fabricación ilícita de un estupefaciente o de una sustancia 
sicotrópica crean graves problemas sanitarios o sociales, que justifiquen la adopción de me-
didas en el plano internacional, comunicará a la Comisión un dictamen sobre la sustancia, en 
el que se señale el efecto que tendría su incorporación al Cuadro I o al Cuadro II tanto sobre 
su uso lícito como sobre su fabricación ilícita, junto con recomendaciones de las medidas de 
vigilancia que, en su caso, sean adecuadas a la luz de ese dictamen.

5.	 La Comisión, teniendo en cuenta las observaciones presentadas por las Partes y las observacio-
nes y recomendaciones de la Junta, cuyo dictamen será determinante en cuanto a los aspectos 
científicos, y tomando también debidamente en consideración otros factores pertinentes, podrá 
decidir, por una mayoría de dos tercios de sus miembros, incorporar una sustancia al Cuadro I 
o al Cuadro II. 6. Toda decisión que tome la Comisión de conformidad con el presente artículo 
será notificada por el Secretario General a todos los Estados y otras entidades que sean Partes 
en la presente Convención o puedan llegar a serlo y a la Junta. Tal decisión surtirá pleno efecto 
respecto de cada una de las Partes a los 180 días de la fecha de la notificación.

7.  a)	 Las decisión de la Comisión adoptadas con arreglo al presente artículo estarán sujetas a 
revisión por el Consejo, cuando así lo solicite cualquiera de las Partes dentro de un plazo de 
180 días contados a partir de la fecha de la notificación de la decisión. La solicitud de revisión 
será presentada al Secretario General junto con toda la información pertinente en que se base 
dicha solicitud de revisión.

b)	 El Secretario General transmitirá copias de la solicitud de revisión y de la información perti-
nente a la comisión, a la Junta y a todas las Partes invitándoles a presentar sus observacio-
nes dentro del plazo de 90 días, todas las observaciones que se reciban se comunicarán al 
Consejo para que éste las examine.

c)	 El Consejo podrá confirmar o revocar la decisión de la Comisión. La notificación de la deci-
sión del Consejo se transmitirá a todos los Estados y otras entidades que sean Partes en la 
presente Convención o que puedan llegar a serlo, a la Comisión y a la Junta.

8.  a)	 Sin perjuicio de las disposiciones de carácter general del párrafo 1 del presente artículo y de 
lo dispuesto en la Convención de 1961, en la Convención de 1961 en su forma enmendada y 
en el Convenio de 1971, las Partes tomarán las medidas que estimen oportunas para vigilar 
la fabricación y la distribución de sustancias que figuren en los Cuadros I y II que se realicen 
dentro de su territorio. b) Con este fin las Parte podrán:
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i)	 controlar a todas las personas y empresas que se dediquen a la fabricación o la distribu-
ción de tales sustancias;

ii)	 controlar bajo licencia el establecimiento y los locales en que se realicen las mencionadas 
fabricación o distribución;

iii)	 exigir que los licenciatarios obtengan la autorización para realizar las mencionadas opera-
ciones;

iv)	 impedir la acumulación en posesión de fabricantes y distribuidores de cantidades de esas 
sustancias que excedan de las que requieran el desempeño normal de las actividades 
comerciales y las condiciones prevalecientes en el mercado.

9.	 Cada una de las Partes adoptará, con respecto a las sustancias que figuren en el Cuadro I y el 
Cuadro II, las siguientes medidas:

a)	 Establecer y mantener un sistema para vigilar el comercio internacional de sustancias que 
figuran en el Cuadro I y el Cuadro II a fin de facilitar el descubrimiento de operaciones sos-
pechosas. Estos sistemas de vigilancia deberán aplicarse en estrecha cooperación con los 
fabricantes, importadores, exportadores, mayoristas y minoristas, que deberán informar a las 
autoridades competentes sobre los pedidos y operaciones sospechosos;

b)	 disponer la incautación de cualquier sustancia que figure en el Cuadro I o el Cuadro II si hay 
pruebas suficientes de que se ha de utilizar para la fabricación ilícita de estupefacientes o 
sustancias psicotrópicas;

c)	 notificar, lo antes posible, a las autoridades y servicios competentes de las Partes interesadas 
si hay razones para presumir que la importación, la exportación o el tránsito de una sustancia 
que figura en el Cuadro I o el Cuadro II se destina a la fabricación ilícita de estupefacientes 
o sustancias psicotrópicas, facilitando, en particular, información sobre los medios de pago y 
cualesquiera otros elementos esenciales en los que se funde esa presunción.

d)	 exigir que las importaciones y exportaciones estén correctamente etiquetadas y documenta-
das. Los documentos comerciales como facturas, manifiestos de carga, documentos aduane-
ros y de transporte y otros documentos relativos al envío, deberán contener los nombres, tal 
como figuran en el Cuadro I o el Cuadro II, de las sustancias que se importen o exporten, la 
cantidad que se importe o exporte y el nombre y la dirección del importador; del exportador y, 
cuando sea posible, del consignatario;

e)	 velar por que los documentos mencionados en el inciso d) sean conservados durante dos 
años por lo menos y puedan ser inspeccionados por las autoridades competentes.

10.  a)	 Además de lo dispuesto en el párrafo 9, y a petición de la Parte interesada dirigida al Secre-
tario General, cada una de las Partes de cuyo territorio se vaya a exportar una de las sus-
tancias que figuran en el Cuadro I velará por que, antes de la exportación, sus autoridades 
competentes proporcionen la siguiente información a las autoridades competentes del país 
importador:

i)	 el nombre y la dirección del exportador y del importador y, cuando sea posible, del con-
signatario;

ii)	 el nombre de la sustancia que figura en el Cuadro I;

iii)	 la cantidad de la sustancia que se ha de exportar;
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iv)	el punto de entrada y la fecha de envío previstos;

v)	 cualquier otra información que acuerden mutuamente las Partes.

b)	 Las Partes podrán adoptar medidas de fiscalización más estrictas y rigurosas que las previs-
tas en el presente párrafo si, a su juicio, tales medidas son convenientes o necesarias.

11.	 Cuando una de las Partes facilite información a otra Parte con arreglo a lo dispuesto en los 
párrafos 9 y 10 del presente artículo, la Parte que facilita tal información podrá exigir que la 
Parte que la reciba respete el carácter confidencial de los secretos industriales, empresariales, 
comerciales o profesionales o de los procesos industriales que contenga.

12.	 Cada una de las Partes presentará anualmente a la Junta, en la forma y de la manera que ésta 
disponga y en los formularios que ésta suministre, información sobre:

a)	 las cantidades incautadas de sustancias que figuran en el Cuadro I y el Cuadro II y, cuando 
se conozca, su origen;

b)	 cualquier sustancia que no figure en el Cuadro I o el Cuadro II pero de la que se sepa que se 
emplea en la fabricación ilícita de estupefacientes o sustancias psicotrópicas y que, a juicio 
de esa Parte, sea considerada lo bastante importante para ser señalada a la atención de la 
Junta;

c)	 los métodos de desviación y de fabricación ilícita.

13.	 La Junta informará anualmente a la Comisión sobre la aplicación del presente artículo, y la Co-
misión examinará periódicamente la idoneidad y la pertinencia del Cuadro I y del Cuadro II.

14.	 Las disposiciones del presente artículo no se aplicarán a los preparados farmacéuticos, ni a 
otros preparados que contengan sustancias que figuren en el Cuadro I o el Cuadro II y que 
estén compuestos de forma tal que esas sustancias no puedan emplearse o recuperarse fácil-
mente por medios de sencilla aplicación.

Art. 13.- MATERIALES Y EQUIPOS

Las Partes adoptarán las medidas que consideren adecuadas para impedir el comercio y la des-
viación de materiales y equipos destinados a la producción o fabricación ilícitas de estupefacientes y 
sustancias psicotrópicas y cooperarán a este fin.

Art. 14.- MEDIDAS PARA ERRADICAR EL CULTIVO ILÍCITO DE PLANTAS DE LAS QUE SE EX-
TRAEN ESTUPEFACIENTES Y PARA ELIMINAR LA DEMANDA ILÍCITA DE ESTUPEFACIENTES Y 
SUSTANCIAS PSICOTRÓPICAS

1.	 Cualquier medida adoptada por las Partes para la aplicación de la presente Convención no 
será menos estricta que las normas aplicables a la erradicación del cultivo ilícito de plantas que 
contengan estupefacientes y sustancias psicotrópicas y a la eliminación de la demanda ilícita de 
estupefacientes y sustancias psicotrópicas conforme a lo dispuesto en la Convención de 1961, 
en su forma enmendada y en el Convenio de 1971.

2.	 Cada una de las Partes adoptará medidas adecuadas para evitar el cultivo ilícito de las plantas 
que contengan estupefacientes o sustancias psicotrópicas, tales como plantas de adormidera, 
los arbustos de coca y las plantas de cannabis, así como erradicar aquellas que se cultiven ilíci-
tamente en su territorio. Las medidas que se adopten deberán respetar los derechos humanos 
fundamentales y tendrán debidamente en cuenta los usos tradicionales lícitos, donde al respecto 
exista la evidencia histórica, así como la protección del medio ambiente.
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3.  a)	 Las Partes podrán cooperar para aumentar la eficacia de los esfuerzos de erradicación. Tal 
cooperación podrá comprender, entre otras cosas, el apoyo, cuando proceda, al desarrollo 
rural integrado tendiente a ofrecer soluciones sustitutivas del cultivo ilícito que sean econó-
micamente viables. Factores como el acceso a los mercados, la disponibilidad de recursos y 
las condiciones socioeconómicas imperantes deberán ser tomados en cuenta antes de que 
estos programas hayan sido puestos en marcha. Las Partes podrán llegar a acuerdos sobre 
cualesquiera otras medidas adecuadas de cooperación;

b)	 Las Partes facilitarán también el intercambio de información científica y técnica y la realiza-
ción de investigaciones relativas a la erradicación.

c)	 Cuando tengan fronteras comunes, las Partes tratarán de cooperar en programas de erradi-
cación en sus respectivas zonas situadas a lo largo de dichas fronteras.

4.	 Las Partes adoptarán medidas adecuadas tendientes a eliminar o reducir la demanda ilícita de 
estupefacientes y sustancias psicotrópicas con miras a reducir el sufrimiento humano y acabar 
con los incentivos financieros del tráfico ilícito. Estas medidas podrán basarse, entre otras cosas, 
en las recomendaciones de las Naciones Unidas los organismos especializados de las Naciones 
Unidas, tales como la Organización Mundial de la Salud, y otras organizaciones internacionales 
competentes, y en el Plan Amplio y Multidisciplinario aprobado por la Conferencia Internacional 
sobre el Uso Indebido y el Tráfico Ilícito de Drogas celebrada en 1987, en la medida en que éste 
se relacione con los esfuerzos de las organizaciones gubernamentales y no gubernamentales y 
de entidades privadas en las esferas de la prevención del tratamiento y de la rehabilitación. Las 
Partes podrán concertar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales tendientes a eliminar o 
reducir la demanda ilícita de estupefacientes y sustancias psicotrópicas.

5.	 Las Partes podrán asimismo adoptar las medidas necesarias para que los estupefacientes, sus-
tancias psicotrópicas y sustancias que figuran en el Cuadro I y el Cuadro II que se hayan Incau-
tado o decomisado sean destruidas prontamente o se disponga de ellas de acuerdo con la ley y 
para que las cantidades necesarias debidamente certificadas de esas sustancias sean admisi-
bles a efectos probatorios.

Art. 15.- TRANSPORTISTAS COMERCIALES

1.	 Las Partes adoptarán medidas adecuadas a fin de garantizar que los medios de transporte utili-
zados por los transportistas comerciales no lo sean para cometer delitos tipificados de conformi-
dad con el párrafo 1 del artículo 3; entre esas medidas podrá figurar la concertación de arreglos 
especiales con los transportistas comerciales.

2.	 Cada una de las Partes exigirá a los transportistas comerciales que tomen precauciones razo-
nables a fin de impedir que sus medios de transporte sean utilizados para cometer delitos tipifi-
cados de conformidad con el párrafo 1 del artículo 3. Entre esas precauciones podrán figurar las 
siguientes:

a)	 Cuando el establecimiento principal del transportista comercial se encuentre en el territorio de 
dicha Parte:

i)	 la capacitación del personal para descubrir personas o remesas sospechosas;

ii)	 el estímulo de la integridad moral del personal.

b)	 Cuando el transportista comercial desarrolle actividades en el territorio de dicha Parte:

i)	 la presentación por adelantado, cuando sea posible, de los manifiestos de carga;
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ii)	 la utilización en los contenedores de sellos inviolables y verificables individualmente;

iii)	 la denuncia a las autoridades competentes, en la primera ocasión, de cualquier circuns-
tancia sospechosa que pueda estar relacionada con la comisión de delitos tipificados de 
conformidad con el párrafo 1 del artículo 3.

3.	 Cada una de las Partes procurará garantizar que los transportistas comerciales y las autoridades 
competentes de los lugares de entrada y salida, y demás zonas de control aduanero, cooperen 
a fin de impedir el acceso no autorizado a los medios de transporte y a la carga, así como en la 
aplicación de las medidas de seguridad adecuadas.

Art. 16.- DOCUMENTOS COMERCIALES Y ETIQUETAS DE LAS EXPORTACIONES

1.	 Cada una de las Partes exigirá que las exportaciones lícitas de estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas estén debidamente documentadas. Además de los requisitos de documentación 
previstos en el artículo 31 de la Convención de 1961, en el artículo 31 de la Convención de 1961 
en su forma enmendada y en el artículo 12 del Convenio de 1971, en los documentos comercia-
les, tales como facturas, manifiestos de carga, documentos aduaneros y de transporte y otros do-
cumentos relativos al envío, deberán indicarse los nombres de los estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas que se exporten, tal como figuren en las Listas correspondientes de la Convención 
de 1961, de la Convención de 1961 en su forma enmendada y del Convenio de 1971, así como 
la cantidad exportada y el nombre y la dirección del exportador, del importador y, cuando sea 
posible, del consignatario.

2.	 Cada una de las Partes exigirán que las remesas de estupefacientes y sustancias psicotrópicas 
exportadas no vayan incorrectamente etiquetadas.

Art. 17.- TRÁFICO ILÍCITO POR MAR

1.	 Las Partes cooperarán en todo lo posible para eliminar el tráfico ilícito por mar, de conformidad 
con el derecho marítimo internacional.

2.	 Toda Parte que tenga motivos razonables para sospechar que una nave de su pabellón, o que no 
enarbole, ninguno o no lleve matrícula, está siendo utilizada para el tráfico ilícito, podrá solicitar 
asistencia de otras Partes a fin de poner término a esa utilización. Las Partes a las que se solicite 
dicha asistencia la prestarán con los medios de que dispongan.

3.	 Toda Parte que tenga motivos razonables para sospechar que una nave que esté haciendo uso 
de la libertad de navegación con arreglo al derecho internacional y que enarbole el pabellón o 
lleve matrícula de otra Parte, está siendo utilizada para el tráfico ilícito, podrá notificarlo al Estado 
del pabellón y pedir que confirme la matrícula; si la confirma, podrá solicitarle autorización para 
adoptar las medidas adecuadas con respecto a esa nave.

4.	 De conformidad con el párrafo 3 o con los tratados vigentes entre las Partes, o con cualquier otro 
acuerdo o arreglo que se haya podido concertar entre ellas, el Estado del pabellón podrá autori-
zar al Estado requirente, entre otras cosas, a:

a)	 abordar la nave;

b)	 inspeccionar la nave;

c)	 si se descubren pruebas de implicación en el tráfico ilícito, adoptar medidas adecuadas con 
respecto a la nave, a las personas y a la carga que se encuentren a bordo.
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5.	 Cuando se adopte una medida de conformidad con el presente artículo, las Partes interesadas 
tendrán debidamente en cuenta la necesidad de no poner en peligro la seguridad de la vida en el 
mar ni la de la nave y la carga y de no perjudicar los intereses comerciales y jurídicos del Estado 
del pabellón o de cualquier otro Estado interesado.

6.	 El Estado del pabellón podrá, en consonancia con sus obligaciones previstas en el párrafo 1 del 
presente artículo, someter su autorización a condiciones que serán convenidas entre dicho Esta-
do y la Parte requirente, sobre todo en lo que concierne a la responsabilidad.

7.	 A los efectos de los párrafos 3 y 4 del presente artículo, las Partes responderán con celeridad a 
las solicitudes de otras Partes de que se averigüe si una nave que esté enarbolando su pabellón 
está autorizada a hacerlo, así como a las solicitudes de autorización que se presenten a tenor de 
lo previsto en el párrafo 3. Cada Estado, en el momento de entrar a ser Parte en la presente Con-
vención, designará una o, en caso necesario, varias autoridades para que se encarguen de reci-
bir dichas solicitudes y de responder a ellas. Esa designación será dada a conocer, por conducto 
del Secretario General, a todas las demás Partes, dentro del mes siguiente a la designación.

8.	 La Parte que haya adoptado cualquiera de las medidas previstas en el presente artículo informa-
rá con prontitud al Estado del pabellón de los resultados de esa medida.

9.	 Las Partes considerarán la posibilidad de concertar acuerdos o arreglos bilaterales y regionales 
para llevar a la práctica las disposiciones del presente artículo o hacerlas más eficaces.

10.	 Las medidas que se adopten en cumplimiento del párrafo 4 del presente artículo serán solo 
aplicadas por buques de guerra o aeronaves militares, las otras naves o aeronaves que lleven 
signos claros y sean identificados como naves o aeronaves al servicio de un gobierno y autori-
zadas a tal fin.

11.	 Toda medida adoptada de conformidad con el presente artículo tendrá debidamente en cuenta 
la necesidad de no ingerirse en los derechos y obligaciones de los Estados ribereños o en el 
ejercicio de su competencia, que sean conformes con el derecho marítimo internacional, ni de 
menoscabar esos derechos, obligaciones o competencias.

Art. 18.- ZONAS Y PUERTOS FRANCOS

1.	 Las Partes, a fin de eliminar, en las zonas y puertos francos, el tráfico ilícito de estupefacientes, 
sustancias psicotrópicas y sustancias que figuran en los Cuadros I y II adoptarán medidas no 
menos estrictas que las que apliquen en otras partes de su territorio.

2.	 Las Partes procurarán:

a)	 vigilar el movimiento de bienes y personas en las zonas y puertos francos, a cuyo fin faculta-
rán a las autoridades competentes a inspeccionar las cargas de las naves a su llegada y par-
tida, incluidas las embarcaciones de recreo y los barcos pesqueros, así como las aeronaves 
y los vehículos y, cuando proceda, a registrar a los miembros de la tripulación y los pasajeros, 
así como los equipajes respectivos;

b)	 establecer y mantener un sistema para descubrir los envíos sospechosos de contener estupe-
facientes, sustancias psicotrópicas y sustancias que figuran en los Cuadros I y II que entren 
en dichas zonas o salgan de ellas;

c)	 establecer y mantener sistemas de vigilancia en las zonas del puerto y de los muelles, en los 
aeropuertos y en los puntos de control fronterizo de las zonas y puertos francos.
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Art. 19.- UTILIZACIÓN DE LOS SERVICIOS POSTALES

1.	 Las Partes, de conformidad con las obligaciones que les incumben en virtud de las Convencio-
nes de la Unión Postal Universal, y de acuerdo con los principios fundamentales de sus respec-
tivos ordenamientos jurídicos internos, adoptarán medidas a fin de suprimir la utilización de los 
servicios postales para el tráfico ilícito y cooperarán con ese propósito.

2.	 Las medidas a que se refiere el párrafo 1 del presente artículo comprenderán, en particular:

a)	 medidas coordinadas y orientadas a prevenir y reprimir la utilización de los servicios postales 
para el tráfico ilícito;

b)	 la introducción y el mantenimiento, por el personal de detención y represión competente, 
de técnicas de investigación y de control encaminadas a detectar los envíos postales con 
remesas ilícitas de estupefacientes, sustancias psicotrópicas y sustancias que figuran en los 
Cuadros I y II;

c)	 medidas legislativas que permitan utilizar los medios adecuados a fin de allegar las pruebas 
necesarias para iniciar actuaciones judiciales.

Art. 20.- INFORMACIÓN QUE DEBEN SUMINISTRAR LAS PARTES

1.	 Las Partes suministrarán, por mediación del Secretario General, información a la Comisión sobre 
el funcionamiento de la presente Convención en sus territorios, y en particular:

a)	 el texto de las leyes y reglamentos que promulguen para dar efecto a la Convención; 

b)	 los pormenores de casos de tráfico ilícito dentro de su jurisdicción que estimen importantes 
por las nuevas tendencias que revelen, las cantidades de que se trate, las fuentes de proce-
dencia de las sustancias o los métodos utilizados por las personas que se dedican al tráfico 
ilícito.

2.	 Las Partes facilitarán dicha información del modo y en la fecha que solicite la Comisión.

Art. 21.- FUNCIONES DE LA COMISIÓN

La comisión tendrá autoridad para estudiar todas las cuestiones relacionadas con los objetivos de la 
presente Convención, y en particular:

a)	 la Comisión examinará el funcionamiento de la presente Convención, sobre la base de la 
información presentada por las Partes de conformidad con el artículo 20;

b)	 la Comisión podrá hacer sugerencias y recomendaciones de carácter general basadas en el 
examen de la información recibida de las Partes;

c)	 la Comisión podrá señalar a la atención de la Junta cualquier cuestión que tenga relación con 
las funciones de la misma;

d)	 la Comisión tomará las medidas que estime adecuadas sobre cualquier cuestión que le haya 
remitido la Junta de conformidad con el inciso b) del párrafo 1 del artículo 22;

e)	 la Comisión, con arreglo al procedimiento establecido en el artículo 12, podrá enmendar el 
Cuadro I y el Cuadro II;

f)	 la Comisión podrá señalar a la atención de los Estados no Partes las decisiones y recomen-
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daciones que adopte en cumplimiento de la presente Convención, a fin de que dichos Estados 
examinen la posibilidad de tomar medidas de acuerdo con tales decisiones y recomendaciones.

Art. 22.- FUNCIONES DE LA JUNTA

1.	 Sin perjuicio de las funciones de la Comisión previstas en el artículo 21 y sin perjuicio de las 
funciones de la Junta y de la Comisión previstas en la Convención de 1961, en la Convención de 
1961 en su forma enmendada y en el Convenio de 1971:

a)	 Si, sobre la base de su examen de la información a disposición de ella, del Secretario General 
o de la Comisión, o de la información comunicada por órganos de las Naciones Unidas, la 
Junta tiene motivos para creer que no se cumplen los objetivos de la presente Convención 
en asuntos de su competencia, la Junta podrá invitar a una o más Partes a suministrar toda 
información pertinente;

b)	 Con respecto a los artículos 12, 13 y 16 (sic):

i)	 una vez cumplido el trámite señalado en el inciso a) del presente artículo, la Junta podrá, si 
lo juzga necesario, pedir a la Parte interesada que adopte las medidas correctivas que las 
circunstancias aconsejen para el cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 12, 13 y 16;

ii)	 antes de tomar ninguna medida conforme al apartado 

iii)	 infra, la Junta tratará confidencialmente sus comunicaciones con la Parte interesada a los 
incisos anteriores;

iii)	 si la Junta considera que la Parte interesada no ha adoptado las medidas correctivas que 
se le han pedido conforme a este inciso, podrá señalar el asunto a la atención de las Partes, 
del Consejo y de la Comisión. Cualquier informe que publique la Junta de conformidad con 
este inciso incluirá asimismo las opiniones de la Parte interesada si ésta así lo solicitare.

2.	 Se invitará a toda Parte interesada a que esté representada en las reuniones de la Junta, en las 
que se haya de examinar de conformidad con el presente artículo una cuestión que le afecte 
directamente.

3.	 Si, en algún caso, una decisión de la Junta que se adopte de conformidad con el presente artícu-
lo no fuese unánime, se dejará constancia de las opiniones de la minoría.

4.	 Las decisiones de la Junta de conformidad con el presente artículo se tomarán por mayoría de 
dos tercios del número total de miembros de la Junta.

5.	 En el desempeño de sus funciones de conformidad con el inciso a) del párrafo 1 del presente 
artículo, la Junta protegerá el carácter confidencial de toda información que llegue a su poder.

6.	 La responsabilidad de la Junta en virtud del presente artículo no se aplicará al cumplimiento de 
tratados o acuerdos celebrados entre las Partes de conformidad con lo dispuesto en la presente 
Convención.

7.	 Lo dispuesto en el presente artículo no será aplicable a las controversias entre las Partes a las 
que se refieren las disposiciones del artículo 32.

Art. 23.- INFORMES DE LA JUNTA

1.	 La Junta preparará un informe anual sobre su labor en el que figure un análisis de la información 
de que disponga y, en los casos adecuados, una relación de las explicaciones si las hubo, dadas 
por las Partes o solicitadas de ellas, junto con cualesquiera observaciones y recomendaciones 
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que la Junta desee formular. La Junta podrá preparar los informes adicionales que considere ne-
cesarios. Los informes serán presentados al Consejo por conducto de la Comisión, la cual podrá 
hacer las observaciones que juzgue convenientes.

2.	 Los informes de la Junta serán comunicados a las Partes y posteriormente publicados por el 
Secretario General. Las Partes permitirán la distribución sin restricciones de dichos informes.

Art. 24.- APLICACIÓN DE MEDIDAS MAS ESTRICTAS QUE LAS ESTABLECIDAS POR LA PRESEN-
TE CONVENCIÓN

Las Partes podrán adoptar medidas más estrictas o rigurosas que las previstas en la presente Con-
vención si, a su juicio, tales medidas son convenientes o necesarias para prevenir o eliminar el tráfico 
ilícito.

Art. 25.- EFECTO NO DEROGATORIO RESPECTO DE ANTERIORES DERECHOS Y OBLIGACIO-
NES CONVENCIONALES

Las disposiciones de la presente Convención serán sin perjuicio de los derechos y obligaciones que 
incumben a las Partes en la presente Convención en virtud de la Convención de 1961, de la Conven-
ción de 1961 en su forma enmendada y del Convenio de 1971.

Art. 26.- FIRMA

La presente Convención estará abierta desde el 20 de diciembre de 1988 hasta el 23 de febrero de 
1989 en la Oficina de las Naciones Unidas en Viena y, después, hasta el 20 de diciembre de 1989 en 
la Sede de las Naciones Unidad en Nueva York, a la firma:

a)	 de todos los Estados;

b)	 de Namibia, representada por el Consejo de las Naciones Unidas para Namibia;

c)	 de las organizaciones regionales de integración económica que sean competentes para ne-
gociar, concertar y aplicar acuerdos internacionales sobre cuestiones reguladas por la pre-
sente Convención, siendo aplicables a dichas organizaciones dentro de los límites de su com-
petencia las referencias que en la presente Convención se hagan a las Partes, los Estados o 
los servicios nacionales.

Art. 27.- RATIFICACIÓN, ACEPTACIÓN, APROBACIÓN O ACTO DE CONFIRMACIÓN FORMAL

1.	 La presente Convención estará sujeta a ratificación, aceptación o aprobación por los Estados y 
por Namibia, representada por el Consejo de las Naciones Unidas para Namibia, y a los actos 
de confirmación formal por las organizaciones regionales de integración económica a las que 
se hace referencia en el inciso c) del artículo 26. Los instrumentos de ratificación, aceptación 
o aprobación y los instrumentos relativos a los actos de confirmación formal serán depositados 
ante el Secretario General.

2.	 En sus instrumentos de confirmación formal, las organizaciones regionales de integración eco-
nómica declararán el alcance de su competencia con respecto a las cuestiones regidas por la 
presente Convención. Esas organizaciones comunicarán también al Secretario General cual-
quier modificación del alcance de su competencia con respecto a las cuestiones regidas por la 
presente Convención.

Art. 28.- ADHESIÓN

1.	 La presente Convención quedará abierta a la adhesión de todo Estado, de Namibia, representa-
da por el Consejo de las Naciones Unidas para Namibia, y de las organizaciones regionales de 
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integración económica a las que se hace referencia en el inciso c) del artículo 26. La adhesión se 
efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión ante el Secretario General.

2.	 En sus instrumentos de adhesión, las organizaciones regionales de integración económica de-
clararán el alcance de su competencia con respecto a las cuestiones regidas por la presente 
Convención. Estas organizaciones comunicarán también al Secretario General cualquier modi-
ficación del alcance de su competencia con respecto a las cuestiones regidas por la presente 
Convención.

Art. 29.- ENTRADA EN VIGOR

1.	 La presente Convención entrará en vigor el nonagésimo día siguiente a la fecha en que haya sido 
depositado ante el Secretario General el vigésimo instrumento de ratificación, aceptación, apro-
bación o adhesión por los Estados o por Namibia, representada por el Consejo de las Naciones 
Unidas para Namibia.

2.	 Para cada Estado o para Namibia, representada por el Consejo de las Naciones Unidas para 
Namibia, que ratifique, acepte o apruebe la presente Convención o se adhiera a ella después 
de haberse depositado el vigésimo instrumento de ratificación, de aceptación, de aprobación o 
de adhesión, la presente Convención entrará en vigor el nonagésimo día siguiente a la fecha en 
que tal Estado o Namibia haya depositado dicho instrumento de ratificación, de aceptación, de 
aprobación o de adhesión.

3.	 Para cada organización regional de integración económica a la que se hace referencia en el inci-
so c) del artículo 26, que deposite un instrumento relativo a un acto de confirmación formal o un 
instrumento de adhesión, la presente Convención entrará en vigor el nonagésimo día siguiente 
a la fecha en que se haya efectuado ese depósito, o en la fecha en que la presente Convención 
entre en vigor conforme al párrafo 1 del presente artículo, si esta última es posterior.

Art. 30.- DENUNCIA

1.	 Cada una de las Partes podrá en cualquier momento denunciar la presente Convención median-
te notificación escrita dirigida al Secretario General.

2.	 La denuncia surtirá efecto para la Parte interesada un año después de la fecha en que la notifi-
cación haya sido recibida por el Secretario General.

Art. 31.- ENMIENDAS

1.	 Cualesquiera de las Partes podrá proponer una enmienda a la presente Convención. Dicha Parte 
comunicará el texto de cualquier enmienda así propuesta y los motivos de la misma al Secretario 
General quien, a su vez, comunicará la enmienda propuesta a las demás Partes y les preguntará 
si la aceptan. En el caso de que la propuesta de enmienda así distribuida no haya sido recha-
zada por ninguna de las Partes dentro de los veinticuatro meses siguientes a su distribución, se 
considerará que la enmienda ha sido aceptada y entrará en vigor respecto de cada una de las 
Partes noventa días después de que esa Parte haya depositado ante el Secretario General un 
instrumento en el que exprese su consentimiento a quedar obligada por esa enmienda.

2.	 Cuando una propuesta de enmienda haya sido rechazada por alguna de las Partes, el Secretario 
General consultará por las Partes y, si la mayoría de ellas lo solicita, someterá la cuestión, junto 
con cualquier observación que haya sido formulada por las Partes, a la consideración del Con-
sejo, el cual podrá decidir convocar una conferencia de conformidad con el párrafo 4 del Artículo 
62 de la Carta de las Naciones Unidas. Las enmiendas que resulten de esa Conferencia serán 
incorporadas en un Protocolo de Modificación. El consentimiento en quedar vinculada por dicho 
Protocolo deberá ser notificado expresamente al Secretario General.
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Art. 32.- SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS

1.	 En caso de controversia acerca de la interpretación o de la aplicación de la presente Convención 
entre dos o más Partes, éstas se consultarán con el fin de resolverla por vía de negociación, in-
vestigación, mediación, conciliación, arbitraje, recurso a organismos regionales, procedimientos 
judicial u otros medios pacíficos de su elección.

2.	 Toda controversia de esta índole que no haya sido resuelta en la forma prescrita en el párrafo 1 
del presente artículo será sometida, a petición de cualquiera de los Estados Partes en la contro-
versia, a la decisión de la Corte Internacional de Justicia.

3.	 Si una de las organizaciones regionales de integración económica, a las que se hace referencia 
en el inciso c) del párrafo 26, es Parte en una controversia que no haya sido resuelta en la forma 
prescrita en el párrafo 1 del presente artículo, podrá, por conducto de un Estado Miembro de las 
Naciones Unidas, pedir al Consejo que solicite una opinión consultiva a la Corte Internacional de 
Justicia de conformidad con el artículo 65 del Estatuto de la Corte, opinión que se considerará 
decisiva.

4.	 Todo Estado, en el momento de la firma o la ratificación, la aceptación o la aprobación de la 
presente Convención o de su adhesión a la misma, o toda organización regional de integración 
económica en el momento de la firma o el depósito de un acto de confirmación formal o de la ad-
hesión, podrá declarar que no se considera obligado por los párrafos 1 y 3 del presente artículo. 
Las demás Partes no estarán obligadas por los párrafos 2 y 3 del presente artículo ante ninguna 
Parte que haya hecho dicha declaración.

5.	 Toda Parte que haya hecho la declaración prevista en el párrafo 4 del presente artículo podrá 
retirarla en cualquier momento notificándolo al Secretario General.

Art. 33.- TEXTOS AUTÉNTICOS

Los textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso de la presente Convención son igualmen-
te auténticos.

Art. 34.- DEPOSITARIO

El Secretario General será el depositario de la presente Convención.

EN TESTIMONIO DE LO CUAL los abajo firmantes, debidamente autorizados para ello, han firmado 
la presente Convención.

ANEXO
Cuadro I

Acido lisérgico Efedrina Ergometrina Ergotamina 1-fenil-2-propanona Seudoefedrina

Las sales de las sustancias enumeradas en el presente Cuadro siempre que la existencia de dichas 
sales sea posible.

Cuadro II

Acetona Acido antranílico Acido fenilacético Anhídrido acético Eter etílico Piperidina

Las sales de las sustancias enumeradas en el presente Cuadro, siempre que la existencia de dichas 
sales sea posible.
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Anexo No. 16
CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS

CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANSNACIONAL

Registro Oficial Suplemento 153 de 25-nov.-2005 

Estado: Vigente

RATIFICACIÓN:

“Convención de las Naciones Unidas Contra la Delincuencia Organizada Transnacional”; el Proto-
colo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente de mujeres y niños, que 
complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional; 
y el Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire que complementa la Conven-
ción de las Naciones Unidas contra la delincuencia organizada transnacional, cuyos textos los declara 
Ley de la República y compromete para su observación al Honor Nacional.

Dada por Decreto Ejecutivo No. 2521, publicado en Registro Oficial 561 de 23 de Abril del 2002.

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES

CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANS-
NACIONAL

Art. 1.- Finalidad.- El propósito de la presente Convención es promover la cooperación para prevenir y 
combatir más eficazmente la delincuencia organizada transnacional.

Art. 2.- Definiciones.- Para los fines de la presente Convención:

a)	 Por “grupo delictivo organizado” se entenderá un grupo estructurado de tres o más personas 
que exista durante cierto tiempo y que actúe concertadamente con el propósito de cometer 
uno o más delitos graves o delitos tipificados con arreglo a la presente Convención con miras 
a obtener, directa o indirectamente, un beneficio económico u otro beneficio de orden material;

b)	 Por “delito grave” se entenderá la conducta que constituya un delito punible con una privación 
de libertad máxima de al menos cuatro años o con una pena más grave;

c)	 Por “grupo estructurado” se entenderá un grupo no formado fortuitamente para la comisión 
inmediata de un delito y en el que no necesariamente se haya asignado a sus miembros fun-
ciones formalmente definidas ni haya continuidad en la condición de miembro o exista una 
estructura desarrollada;

d)	 Por “bienes” se entenderá los activos de cualquier tipo, corporales o incorporales, muebles o 
inmuebles, tangibles o intangibles, y los documentos o instrumentos legales que acrediten la 
propiedad u otros derechos sobre dichos activos;

e)	 Por “producto del delito” se entenderá los bienes de cualquier índole derivados u obtenidos 
directa, o indirectamente de la comisión de un delito;

f)	 Por “embargo preventivo” o “incautación” se entenderá la prohibición temporal de transferir, 
convertir, enajenar o mover bienes, o la custodia o el control temporales de bienes por man-
damiento expedido por un Tribunal u otra autoridad competente;

g)	 Por “decomiso” se entenderá la privación con carácter definitivo de bienes por decisión de un 
Tribunal o de otra autoridad competente;
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h)	 Por “delito determinante” se entenderá todo delito del que se derive un producto que pueda 
pasar a constituir materia de un delito definido en el artículo 6 de la presente Convención;

i)	 Por “entrega vigilada” se entenderá la técnica consistente en dejar que remesas ilícitas o 
sospechosas salgan del territorio de uno o más Estados, lo atraviesen o entren en él, con el 
conocimiento y bajo la supervisión de sus autoridades competentes, con el fin de investigar 
delitos e identificar a las personas involucradas en la comisión de éstos; y,

j)	 Por “organización regional de integración económica” se entenderá una organización consti-
tuida por Estados soberanos de una región determinada, a la que sus Estados miembros han 
transferido competencia en las cuestiones regidas por la presente Convención y que ha sido 
debidamente facultada, de conformidad con sus procedimientos internos, para firmar, ratificar, 
aceptar o aprobar la Convención o adherirse a ella; las referencias a los “Estados Parte” con 
arreglo a la presente Convención se aplicarán a esas organizaciones dentro de los límites de 
su competencia.

Art. 3.- Ámbito de aplicación

1.	 A menos que contenga una disposición en contrario, la presente Convención se aplicará a la 
prevención, la investigación y el enjuiciamiento de:

a)	 Los delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención; y,

b)	 Los delitos graves que se definen en el artículo 2 de la presente Convención, cuando esos 
delitos sean de carácter transnacional y entrañen la participación de un grupo delictivo orga-
nizado.

2.	 A los efectos del párrafo 1 del presente artículo, el delito será de carácter transnacional si:

a)	 Se comete en más de un Estado;

b)	 Se comete dentro de un solo Estado pero una parte sustancial de su preparación, planifica-
ción, dirección o control se realiza en otro Estado;

c)	 Se comete dentro de un solo Estado pero entraña la participación de un grupo delictivo orga-
nizado que realiza actividades delictivas en más de un Estado; o;

d)	 Se comete en un solo Estado pero tiene efectos sustanciales en otro Estado.

Art. 4.- Protección de la soberanía

1.	 Los Estados Parte cumplirán sus obligaciones con arreglo a la presente Convención en conso-
nancia con los principios de igualdad soberana e integridad territorial de los Estados, así como de 
no intervención en los asuntos internos de otros Estados. 2. Nada de lo dispuesto en la presente 
Convención facultará a un Estado Parte para ejercer, en el territorio de otro Estado, jurisdicción 
o funciones que el derecho interno de ese Estado reserve exclusivamente a sus autoridades.

Art. 5.- Penalización de la participación en un grupo delictivo organizado

1.	 Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para 
tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente:

a)	 Una de las conductas siguientes, o ambas, como delitos distintos de los que entrañen el in-
tento o la consumación de la actividad delictiva:



347

Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional

i)	 El acuerdo con una o más personas de cometer un delito grave con un propósito que 
guarde relación directa o indirecta con la obtención de un beneficio económico u otro be-
neficio de orden material y, cuando así lo prescriba el derecho interno, que entrañe un acto 
perpetrado por uno de los participantes para llevar adelante ese acuerdo o que entrañe la 
participación de un grupo delictivo organizado.

ii)	 La conducta de toda persona que, a sabiendas de la finalidad y actividad delictiva general 
de un grupo delictivo organizado o de su intención de cometer los delitos en cuestión, par-
ticipe activamente en:

a.	 Actividades ilícitas del grupo delictivo organizado; y,

b.	 Otras actividades del grupo delictivo organizado, a sabiendas de que su participación 
contribuirá al logro de la finalidad delictiva antes descrita; y,

b)	 La organización, dirección, ayuda, incitación, facilitación o asesoramiento en aras de la comi-
sión de un delito grave que entrañe la participación de un grupo delictivo organizado.

2.	 El conocimiento, la intención, la finalidad, el propósito o el acuerdo a que se refiere el párrafo 1 
del presente artículo podrán inferirse de circunstancias fácticas objetivas.

3.	 “Los Estados Parte cuyo derecho” interno requiera. La participación de un grupo delictivo orga-
nizado para la penalización de los delitos tipificados con arreglo al inciso i) del apartado a) del 
párrafo 1 del presente artículo velarán por que su derecho interno comprenda todos los delitos 
graves que entrañen la participación de grupos delictivos organizados. Esos Estados Parte, así 
como los Estados Parte cuyo derecho interno requiera la comisión de un acto que tenga por ob-
jeto llevar adelante el acuerdo concertado con el propósito de cometer los delitos tipificados con 
arreglo al inciso i) del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo, lo notificarán al Secretario 
General de las Naciones Unidas en el momento de la firma o del depósito de su instrumento de 
ratificación, aceptación o aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella.

Art. 6.- Penalización del blanqueo del producto del delito

1.	 Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho 
interno, las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito, 
cuando se cometan intencionalmente:

a)  i)	 La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que esos bienes son producto 
del delito, con el propósito de ocultar o disimular el origen ilícito de los bienes o ayudar a 
cualquier persona involucrada en la comisión del delito determinante a eludir las conse-
cuencias jurídicas de sus actos.

ii)	 La ocultación o disimulación de la verdadera naturaleza, origen, ubicación, disposición, 
movimiento o propiedad de bienes o del legítimo derecho a éstos, a sabiendas de que 
dichos bienes son producto del delito; y,

b)	 Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico:

i)	 La adquisición, posesión o utilización de bienes, a sabiendas, en el momento de su recep-
ción, de que son producto del delito.

ii)	 La participación en la comisión de cualesquiera de los delitos tipificados con arreglo al pre-
sente artículo, así como la asociación y la confabulación para cometerlos, el intento de co-
meterlos, y la ayuda, la incitación, la facilitación y el asesoramiento en aras de su comisión.
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2.	 Para los fines de la aplicación o puesta en práctica del párrafo 1 del presente artículo:

a)	 Cada Estado Parte velará por aplicar el párrafo 1 del presente artículo a la gama más amplia 
posible de delitos determinantes;

b)	 Cada Estado Parte incluirá como delitos determinantes todos los delitos graves definidos en 
el artículo 2 de la presente Convención y los delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 8 
y 23 de la presente Convención. Los Estados Parte cuya legislación establezca una lista de 
delitos determinantes incluirán entre éstos, como mínimo, una amplia gama de delitos relacio-
nados con grupos delictivos organizados;

c)	 A los efectos del apartado b), los delitos determinantes incluirán los delitos cometidos tanto 
dentro como fuera de la jurisdicción del Estado Parte interesado. No obstante, los delitos co-
metidos fuera de la jurisdicción de un Estado Parte constituirán delito determinante siempre y 
cuando el acto correspondiente sea delito con arreglo al derecho interno del Estado en que se 
haya cometido y, constituyese asimismo delito con arreglo al derecho interno del Estado Parte 
que aplique o ponga en práctica el presente artículo si el delito se hubiese cometido allí;

d)	 Cada Estado Parte proporcionará al Secretario General de las Naciones Unidas una copia de 
sus leyes destinadas a dar aplicación al presente artículo y de cualquier enmienda ulterior que 
se haga a tales leyes o una descripción de ésta;

e)	 Si así lo requieren los principios fundamentales del derecho interno de un Estado Parte, podrá 
disponerse que los delitos tipificados en el párrafo 1 del presente artículo no se aplicarán a las 
personas que hayan cometido el delito determinante; y, f) El conocimiento, la intención o la 
finalidad que se requieren como elemento de un delito tipificado en el párrafo 1 del presente 
artículo podrán inferirse de circunstancias fácticas objetivas.

Art. 7.- Medidas para combatir el blanqueo de dinero

1.	 Cada Estado Parte:

a) Establecerá un amplio régimen interno de reglamentación y supervisión de los bancos y las 
instituciones financieras no bancarias y, cuando proceda, de otros órganos situados dentro 
de su jurisdicción que sean particularmente susceptibles de utilizarse para el blanqueo de 
dinero a fin de prevenir y detectar todas las formas de blanqueo de dinero, y en ese régimen 
se hará hincapié en los requisitos relativos a la identificación del cliente, el establecimiento de 
registros y la denuncia de las transacciones sospechosas; y,

b)	 Garantizará, sin perjuicio de la aplicación de los artículos 18 y 27 de la presente Convención, 
que las autoridades de administración, reglamentación y cumplimiento de la ley y demás auto-
ridades encargadas de combatir el blanqueo de dinero (incluidas, cuando sea pertinente con 
arreglo al derecho interno, las autoridades judiciales), sean capaces de cooperar e intercam-
biar información a nivel nacional e internacional de conformidad con las condiciones prescri-
tas en el derecho interno y, a tal fin, considerará la posibilidad de establecer una dependencia 
de inteligencia financiera que sirva de centro nacional de recopilación, análisis y difusión de 
información sobre posibles actividades de blanqueo de dinero.

2.	 Los Estados Parte considerarán la posibilidad de aplicar medidas viables para detectar y vigilar el 
movimiento transfronterizo de efectivo y de títulos negociables pertinentes, con sujeción a salva-
guardias que garanticen la debida utilización de la información y sin restringir en modo alguno la 
circulación de capitales lícitos. Esas medidas podrán incluir la exigencia de que los particulares y 
las entidades comerciales notifiquen las transferencias transfronterizas de cantidades elevadas 
de efectivo y de títulos negociables pertinentes.
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3.	 Al establecer un régimen interno de reglamentación y supervisión con arreglo al presente artículo 
y sin perjuicio de lo dispuesto en cualquier otro artículo de la presente Convención, se insta a los 
Estados Parte a que utilicen como guía las iniciativas pertinentes de las organizaciones regiona-
les, interregionales y multilaterales de lucha contra el blanqueo de dinero.

4.	 Los Estados Parte se esforzarán por establecer y promover la cooperación a escala mundial, 
regional, subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de 
reglamentación financiera a fin de combatir el blanqueo de dinero.

Art. 8.- Penalización de la corrupción

1.	 Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para 
tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente:

a)	 La promesa, el ofrecimiento o la concesión a un funcionario público, directa o indirectamente, 
de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o enti-
dad, con el fin de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el cumplimiento de 
sus funciones oficiales; y,

b)	 La solicitud o aceptación por un funcionario público, directa o indirectamente, de un beneficio 
indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad, con el fin de 
que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones 
oficiales.

2.	 Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole 
que sean necesarias para tipificar como delito los actos a que se refiere el párrafo 1 del presente 
artículo cuando esté involucrado en ellos un funcionario público extranjero o un funcionario inter-
nacional. Del mismo modo, cada Estado Parte considerará la posibilidad de tipificar como delito 
otras formas de corrupción.

3.	 Cada Estado Parte adoptará también las medidas que sean necesarias para tipificar como delito 
la participación como cómplice en un delito tipificado con arreglo al presente artículo. 

4.	 A los efectos del párrafo 1 del presente artículo y del artículo 9 de la presente Convención, por 
“funcionario público” se entenderá todo funcionario público o persona que preste un servicio 
público conforme a la definición prevista en el derecho interno y a su aplicación con arreglo al 
derecho penal del Estado Parte en el que dicha persona desempeñe esa función.

Art. 9.- Medidas contra la corrupción

1.	 Además de las medidas previstas en el artículo 8 de la presente Convención, cada Estado Parte, 
en la medida en que proceda y sea compatible con su ordenamiento jurídico, adoptará medidas 
eficaces de carácter legislativo, administrativo o de otra índole para promover la integridad y para 
prevenir, detectar y castigar la corrupción de funcionarios públicos. 

2.	 Cada Estado Parte adoptará medidas encaminadas a garantizar la intervención eficaz de sus au-
toridades con miras a prevenir, detectar y castigar la corrupción de funcionarios públicos, incluso 
dotando a dichas autoridades de suficiente independencia para disuadir del ejercicio de cualquier 
influencia indebida en su actuación.

Art. 10.- Responsabilidad de las personas jurídicas

1.	 Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de conformidad con sus princi-
pios jurídicos, a fin de establecer la responsabilidad de personas jurídicas por participación en 

Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional



Convenios multilaterales

350

delitos graves en que esté involucrado un grupo delictivo organizado, así como por los delitos 
tipificados con arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención. 

2.	 Con sujeción a los principios jurídicos del Estado Parte, la responsabilidad de las personas jurí-
dicas podrá ser de índole penal, civil o administrativa. 

3.	 Dicha responsabilidad existirá sin perjuicio de la responsabilidad penal que incumba a las perso-
nas naturales que hayan perpetrado los delitos.

4.	 Cada Estado Parte velará en particular por que se impongan sanciones penales o no penales 
eficaces, proporcionadas y disuasivas, incluidas sanciones monetarias, a las personas jurídicas 
consideradas responsables con arreglo al presente artículo.

Art. 11.- Proceso, fallo y sanciones

1.	 Cada Estado Parte penalizará la comisión de los delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 
6, 8 y 23 de la presente Convención con sanciones que tengan en cuenta la gravedad de esos 
delitos.

2.	 Cada Estado Parte velará por que se ejerzan cualesquiera facultades legales discrecionales de 
que disponga conforme a su derecho interno en relación con el enjuiciamiento de personas por 
los delitos comprendidos en la presente Convención a fin de dar máxima eficacia a las medidas 
adoptadas para hacer cumplir la ley respecto de esos delitos, teniendo debidamente en cuenta 
la necesidad de prevenir su comisión.

3.	 Cuando se trate de delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Con-
vención, cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas de conformidad con su derecho inter-
no y tomando debidamente en consideración los derechos de la defensa, con miras a procurar 
que al imponer condiciones en relación con la decisión de conceder la libertad en espera de juicio 
o la apelación se tenga presente la necesidad de garantizar la comparecencia del acusado en 
todo procedimiento penal ulterior.

4.	 Cada Estado Parte velará por que sus tribunales u otras autoridades competentes tengan pre-
sente la naturaleza grave de los delitos comprendidos en la presente Convención al considerar 
la eventualidad de conceder la libertad anticipada o la libertad condicional a personas que hayan 
sido declaradas culpables de tales delitos.

5.	 Cada Estado Parte establecerá, cuando proceda, con arreglo a su derecho interno, un plazo de 
prescripción prolongado dentro del cual pueda iniciarse el proceso por cualquiera de los delitos 
comprendidos en la presente Convención y un plazo mayor cuando el presunto delincuente haya 
eludido la administración de justicia.

6.	 Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará al principio de que la descripción de los 
delitos tipificados con arreglo a ella y de los medios jurídicos de defensa aplicables o demás prin-
cipios jurídicos que informan la legalidad de una conducta queda reservada al derecho interno de 
los Estados Parte y de que esos delitos han de ser perseguidos y sancionados de conformidad 
con ese derecho.

Art. 12.- Decomiso e incautación

1.	 Los Estados Parte adoptarán, en la medida en que lo permita su ordenamiento jurídico interno, 
las medidas que sean necesarias para autorizar el decomiso:

a)	 Del producto de los delitos comprendidos en la presente Convención o de bienes cuyo valor 
corresponda al de dicho producto; y,
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b)	 De los bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o destinados a ser utilizados en la comi-
sión de los delitos comprendidos en la presente Convención.

2.	 Los Estados Parte adoptarán las medidas que sean necesarias para permitir la identificación, la 
localización, el embargo preventivo o la incautación de cualquier bien a que se refiera el párrafo 
1 del presente artículo con miras a su eventual decomiso.

3.	 Cuando el producto del delito se haya transformado o convertido parcial o totalmente en otros 
bienes, esos bienes podrán ser objeto de las medidas aplicables a dicho producto a tenor del 
presente artículo. 

4.	 Cuando el producto del delito se haya mezclado con bienes adquiridos de fuentes lícitas, esos 
bienes podrán, sin menoscabo de cualquier otra facultad de embargo preventivo o incautación, 
ser objeto de decomiso hasta el valor estimado del producto entremezclado.

5.	 Los ingresos u otros beneficios derivados del producto del delito, de bienes en los que se haya 
transformado o convertido el producto del delito o de bienes con los que se haya entremezclado 
el producto del delito también podrán ser objeto de las medidas previstas en el presente artículo, 
de la misma manera y en el mismo grado que el producto del delito.

6.	 Para los fines del presente artículo y del artículo 13 de la presente Convención, cada Estado Par-
te facultará a sus tribunales u otras autoridades competentes para ordenar la presentación o la 
incautación de documentos bancarios, financieros o comerciales. Los Estados Parte no podrán 
negarse a aplicar las disposiciones del presente párrafo amparándose en el secreto bancario.

7.	 Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de exigir a un delincuente que demuestre el 
origen lícito del presunto producto del delito o de otros bienes expuestos a decomiso, en la medi-
da en que ello sea conforme con los principios de su derecho interno y con la índole del proceso 
judicial u otras actuaciones conexas.

8.	 Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de los derechos de terce-
ros de buena fe.

9.	 Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará al principio de que las medidas en él pre-
vistas se definirán y aplicarán de conformidad con el derecho interno de los Estados Parte y con 
sujeción a éste.

Art. 13.- Cooperación internacional para fines de decomiso

1.	 Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro Estado Parte que tenga jurisdicción para 
conocer de un delito comprendido en la presente Convención con miras al decomiso del producto 
del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 12 
de la presente Convención que se encuentren en su territorio deberán, en la mayor medida en 
que lo permita su ordenamiento jurídico interno:

a)	 Remitir la solicitud a sus autoridades competentes para obtener una orden de decomiso a la 
que, en caso de concederse, darán cumplimiento; o,

b)	 Presentar a sus autoridades competentes, a fin de que se le dé cumplimiento en el grado 
solicitado, la orden de decomiso expedida por un Tribunal situado en el territorio del Estado 
Parte requirente de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 12 de la presente 
Convención en la medida en que guarde relación con el producto del delito, los bienes, el 
equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del artículo 12 que se encuentren 
en el territorio del Estado Parte requerida
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2.	 A raíz de una solicitud presentada por otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer 
de un delito comprendido en la presente Convención, el Estado Parte requerido adoptará me-
didas encaminadas a la identificación, la localización y el embargo preventivo o la incautación 
del producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 
1 del artículo 12 de la presente Convención con miras a su eventual decomiso, que habrá 
de ordenar el Estado Parte requirente o, en caso de que medie una solicitud presentada con 
arreglo al párrafo 1 del presente artículo, el Estado Parte requerido.

3.	 Las disposiciones del artículo 18 de la presente Convención serán aplicables mutatis mutandis 
al presente artículo. Además de la información indicada en el párrafo 15 del artículo 18, las soli-
citudes presentadas de conformidad con el presente artículo contendrán lo siguiente:

a)	 Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado a) del párrafo 1 del presente artículo, una 
descripción de los bienes susceptibles de decomiso y una exposición de los hechos en que se 
basa la solicitud del Estado Parte requirente que sean lo suficientemente explícitas para que 
el Estado Parte requerido pueda tramitar la orden con arreglo a su derecho interno;

b)	 Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado b) del párrafo 1 del presente artículo, una 
copia admisible en derecho de la orden de decomiso expedida por el Estado Parte requirente 
en la que se basa la solicitud, una exposición de los hechos y la información que proceda 
sobre el grado de ejecución que se solicita dar a la orden; y,

c)	 Cuando se trate de una solicitud relativa al párrafo 2 del presente artículo, una exposición 
de los hechos en que se basa el Estado Parte requirente y una descripción de las medidas 
solicitadas.

4.	 El Estado Parte requerido adoptará las decisiones o medidas previstas en los párrafos 1 y 2 del 
presente artículo conforme y con sujeción a lo dispuesto en su derecho interno y en sus reglas 
de procedimiento o en los tratados, acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales por los que 
pudiera estar vinculado al Estado Parte requirente.

5.	 Cada Estado Parte proporcionará al Secretario General de las Naciones Unidas una copia de 
sus leyes y reglamentos destinados a dar aplicación al presente artículo y de cualquier enmienda 
ulterior que se haga a tales leyes y reglamentos o una descripción de ésta.

6.	 Si un Estado Parte opta por supeditar la adopción de las medidas mencionadas en los párrafos 1 
y 2 del presente artículo a la existencia de un tratado pertinente, ese Estado Parte considerará la 
presente Convención como la base de derecho necesaria y suficiente para cumplir ese requisito.

7.	 Los Estados Parte podrán denegar la cooperación solicitada con arreglo al presente artículo si el 
delito al que se refiere la solicitud no es un delito comprendido en la presente Convención.

8.	 Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de los derechos de terce-
ros de buena fe.

9.	 Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar tratados, acuerdos o arreglos bilate-
rales o multilaterales con miras a aumentar la eficacia de la cooperación internacional prestada 
con arreglo al presente artículo.

Art. 14.- Disposición del producto del delito o de los bienes decomisados

1.	 Los Estados Parte dispondrán del producto del delito o de los bienes que hayan decomisado con 
arreglo al artículo 12 o al párrafo 1 del artículo 13 de la presente Convención de conformidad con 
su derecho interno y sus procedimientos administrativos.
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2.	 Al dar curso a una solicitud presentada por otro Estado Parte con arreglo al artículo 13 de la 
presente Convención, los Estados Parte, en la medida en que lo permita su derecho interno y de 
ser requeridos a hacerlo, darán consideración prioritaria a la devolución del producto del delito o 
de los bienes decomisados al Estado Parte requirente a fin de que éste pueda indemnizar a las 
víctimas del delito o devolver ese producto del delito o esos bienes a sus propietarios legítimos.

3.	 Al dar curso a una solicitud presentada por otro Estado Parte con arreglo a los artículos 12 y 13 
de la presente Convención, los Estados Parte podrán considerar en particular la posibilidad de 
celebrar acuerdos o arreglos en el sentido de:

a)	 Aportar el valor de dicho producto del delito o de dichos bienes, o los fondos derivados de la 
venta de dicho producto o de dichos bienes o una parte de esos fondos, a la cuenta designada 
de conformidad con lo dispuesto en el apartado c) del párrafo 2 del artículo 30 de la presente 
Convención y a organismos intergubernamentales especializados en la lucha contra la delin-
cuencia organizada; y,

b)	 Repartirse con otros Estados Parte, sobre la base de un criterio general o definido para cada 
caso, ese producto del delito o esos bienes, o los fondos derivados de la venta de ese pro-
ducto o de esos bienes, de conformidad con su derecho interno o sus procedimientos admi-
nistrativos.

Art. 15.- Jurisdicción

1.	 Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para establecer su jurisdicción 
respecto de los delitos tipificados con arreglo a los artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Conven-
ción cuando:

a)	 El delito se cometa en su territorio; o,

b)	 El delito se cometa a bordo de un buque que enarbole su pabellón o de una aeronave regis-
trada conforme a sus leyes en el momento de la comisión del delito.

2.	 Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 4 de la presente Convención, un Estado Parte también 
podrá establecer su jurisdicción para conocer de tales delitos cuando:

a)	 El delito se cometa contra uno de sus nacionales;

b)	 El delito sea cometido por uno de sus nacionales o por una persona apátrida que tenga resi-
dencia habitual en su territorio; o,

c)	 El delito:

i)	 Sea uno de los delitos tipificados con arreglo al párrafo 1 del artículo 5 de la presente Con-
vención y se cometa fuera de su territorio con miras a la comisión de un delito grave dentro 
de su territorio.

ii)	 Sea uno de los delitos tipificados con arreglo al inciso ii) del apartado b) del párrafo 1 del 
artículo 6 de la presente Convención y se cometa fuera de su territorio con miras a la comi-
sión, dentro de su territorio, de un delito tipificado con arreglo a los incisos i) o ii) del apar-
tado a) o al inciso i) del apartado b) del párrafo 1 del artículo 6 de la presente Convención.

3.	 A los efectos del párrafo 10 del artículo 16 de la presente Convención, cada Estado Parte adop-
tará las medidas que sean necesarias para establecer su jurisdicción respecto de los delitos 
comprendidos en la presente Convención cuando el presunto delincuente se encuentre en su 
territorio y el Estado Parte no lo extradite por el solo hecho de ser uno de sus nacionales.
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4.	 Cada Estado Parte podrá también adoptar las medidas que sean necesarias para establecer su 
jurisdicción respecto de los delitos comprendidos en la presente Convención cuando el presunto 
delincuente se encuentre en su territorio y el Estado Parte no lo extradite.

5.	 Si un Estado Parte que ejerce su jurisdicción con arreglo a los párrafos 1 ó 2 del presente artículo 
ha recibido notificación, o tomado, conocimiento por otro conducto, de que otro u otros Estados 
Parte están realizando una investigación, un proceso o una actuación judicial respecto de los 
mismos hechos; las autoridades competentes de esos Estados Parte se consultarán, según pro-
ceda, a fin de coordinar sus medidas.

6.	 Sin perjuicio de las normas del derecho internacional general, la presente Convención no exclui-
rá el ejercicio de las competencias penales establecidas por los Estados Parte de conformidad 
con su derecho interno.

Art. 16.- Extradición

1.	 El presente artículo se aplicará a los delitos comprendidos en la presente Convención o a los 
casos en que un delito al que se hace referencia en los apartados a) o b) del párrafo 1 del artí-
culo 3 entrañe la participación de un grupo delictivo organizado y la persona que es objeto de la 
solicitud de extradición se encuentre en el territorio del Estado Parte requerido, siempre y cuando 
el delito por el que se pide la extradición sea punible con arreglo al derecho interno del Estado 
Parte requirente y del Estado Parte requerido.

2.	 Cuando la solicitud de extradición se base en varios delitos graves distintos, algunos de los cua-
les no estén comprendidos en el ámbito del presente artículo, el Estado Parte requerido podrá 
aplicar el presente artículo también respecto de estos últimos delitos.

3.	 Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente artículo se considerará incluido entre los 
delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de extradición vigente entre los Estados Par-
te, Los Estados Parte se comprometen a incluir tales delitos como casos de extradición en todo 
tratado de extradición que celebren entre sí.

4.	 Si un Estado Parte que supedita la extradición a la existencia de un tratado recibe una solicitud 
de extradición de otro Estado Parte con el que no lo vincula ningún tratado de extradición, podrá 
considerar la presente Convención como la base jurídica de la extradición respecto de los delitos 
a los que se aplica el presente artículo.

5.	 Los Estados Parte que supediten la extradición a la existencia de un tratado deberán:

a)	 En el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la 
presente Convención o de adhesión a ella, informar al Secretario General de las Naciones 
Unidas de si considerarán o no la presente Convención como la base jurídica de la coope-
ración en materia de extradición en sus relaciones con otros Estados Parte en la presente 
Convención; y, 

b)	 Si no consideran la presente Convención como la base jurídica de la cooperación en materia 
de extradición, esforzarse, cuando proceda, por celebrar tratados de extradición con otros 
Estados Parte en la presente Convención a fin de aplicar el presente artículo.

6.	 Los Estados Parte que no supediten la extradición a la existencia de un tratado reconocerán los 
delitos a los que se aplica el presente artículo como casos de extradición entre ellos.

7.	 La extradición estará sujeta a las condiciones previstas en el derecho interno del Estado Parte 
requerido o en los tratados de extradición aplicables, incluidas, entre otras, las relativas al requi-
sito de una pena mínima para la extradición y a los motivos por los que el Estado Parte requerido 
puede denegar la extradición.
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8.	 Los Estados Parte, de conformidad con su derecho interno, procurarán agilizar los procedimien-
tos de extradición y simplificar los requisitos probatorios correspondientes con respecto a cual-
quiera de los delitos a los que se aplica el presente artículo.

9.	 A reserva de lo dispuesto en su derecho interno y en sus tratados de extradición, el Estado Parte 
requerido podrá, tras haberse cerciorado de que las circunstancias lo justifican y tienen carácter 
urgente, y a solicitud del Estado Parte requirente, proceder a la detención de la persona presente 
en su territorio cuya extradición se pide o adoptar otras medidas adecuadas para garantizar la 
comparecencia de esa persona en los procedimientos de extradición.

10.	 El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre un presunto delincuente, si no lo extradita res-
pecto de un delito al que se aplica el presente artículo por el solo hecho de ser uno de sus 
nacionales, estará obligado, previa solicitud del Estado Parte que pide la extradición, a someter 
el caso sin demora injustificada a sus autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento. 
Dichas autoridades adoptarán su decisión y llevarán a cabo sus actuaciones judiciales de la 
misma manera en que lo harían respecto de cualquier otro delito de carácter grave con arreglo 
al derecho interno de ese Estado Parte. Los Estados Parte interesados cooperarán entre sí, en 
particular en lo que respecta a los aspectos procesales y probatorios, con miras a garantizar la 
eficiencia de dichas actuaciones.

11.	 Cuando el derecho interno de un Estado Parte le permita conceder la extradición o, de algún 
otro modo, la entrega de uno de sus nacionales sólo a condición de que esa persona sea de-
vuelta a ese Estado Parte para cumplir la condena que le haya sido impuesta como resultado 
del juicio o proceso por el que se haya solicitado la extradición o la entrega, y cuando ese 
Estado Parte y el Estado Parte que solicite la extradición acepten esa opción, así como otras 
condiciones que estimen apropiadas, esa extradición o entrega condicional será suficiente para 
que quede cumplida la obligación enunciada en el párrafo 10 del presente artículo.

12.	 Si la extradición solicitada con el propósito de que se cumpla una condena es denegada por el 
hecho de que la persona buscada es nacional del Estado Parte requerido, éste, si su derecho 
interno lo permite y de conformidad con los requisitos de dicho derecho, considerará, previa 
solicitud del Estado Parte requirente, la posibilidad de hacer cumplir la condena impuesta o el 
resto pendiente de dicha condena con arreglo al derecho interno del Estado Parte requirente.

13.	 En todas las etapas de las actuaciones se garantizará un trato justo a toda persona contra la 
que se haya iniciado una instrucción en relación con cualquiera de los delitos a los que se aplica 
el presente artículo, incluido el goce de todos los derechos y garantías previstos por el derecho 
interno del Estado Parte en cuyo territorio se encuentre esa persona.

14.	 Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá interpretarse como la imposición de una 
obligación de extraditar si el Estado Parte requerido tiene motivos justificados para presumir 
que la solicitud se ha presentado con el fin de perseguir o castigar a una persona por razón de 
su sexo, raza, religión, nacionalidad, origen étnico u opiniones políticas o que su cumplimiento 
ocasionaría perjuicios a la posición de esa persona por cualquiera de estas razones.

15.	 Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de extradición únicamente porque se con-
sidere que el delito también entraña cuestiones tributarias.

16.	 Antes de denegar la extradición, el Estado Parte requerido, cuando proceda, consultará al Esta-
do Parte requirente para darle amplia oportunidad de presentar sus opiniones y de proporcionar 
información pertinente a su alegato.

17.	 Los Estados Parte procurarán celebrar acuerdos o arreglos bilaterales y multilaterales para 
llevar a cabo la extradición o aumentar su eficacia.
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Art. 17.- Traslado de personas condenadas a cumplir una pena

Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o 
multilaterales sobre el traslado a su territorio de toda persona que haya sido condenada a pena de 
prisión o a otra pena de privación de libertad por algún delito comprendido en la presente Convención 
a fin de que complete allí su condena.

Art. 18.- Asistencia judicial recíproca

1.	 Los Estados Parte se prestarán la más amplia asistencia judicial recíproca respecto de investiga-
ciones, procesos y actuaciones judiciales relacionados con los delitos comprendidos en la pre-
sente Convención con arreglo a lo dispuesto en el artículo 3 y se prestarán también asistencia de 
esa índole cuando el Estado Parte requirente tenga motivos razonables para sospechar que el 
delito a que se hace referencia en los apartados a) o b) del párrafo 1 del artículo 3 es de carácter 
transnacional, así como que las víctimas, los testigos, el producto, los instrumentos o las pruebas 
de esos delitos se encuentran en el Estado Parte requerido y que el delito entraña la participación 
de un grupo delictivo organizado.

2.	 Se prestará asistencia judicial recíproca en la mayor medida posible conforme a las leyes, trata-
dos, acuerdos y arreglos pertinentes del Estado Parte requerido con respecto a investigaciones, 
procesos y actuaciones judiciales relacionados con los delitos de los que una persona jurídica 
pueda ser considerada responsable de conformidad con el artículo 10 de la presente Convención 
en el Estado Parte requirente.

3.	 La asistencia judicial recíproca que se preste de conformidad con el presente artículo podrá so-
licitarse para cualquiera de los fines siguientes:

a)	 Recibir testimonios o tomar declaración a personas;

b)	 Presentar documentos judiciales;

c)	 Efectuar inspecciones e incautaciones y embargos preventivos;

d)	 Examinar objetos y lugares;

e)	 Facilitar información, elementos de prueba y evaluaciones de peritos;

f)	 Entregar originales o copias certificadas de los documentos y expedientes pertinentes, in-
cluida la documentación pública, bancaria y financiera, así como la documentación social o 
comercial de sociedades mercantiles;

g)	 Identificar o localizar el producto del delito, los bienes, los instrumentos u otros elementos con 
fines probatorios;

h)	 Facilitar la comparecencia voluntaria de personas en el Estado Parte requirente; e,

i)	 Cualquier otro tipo de asistencia autorizada por el derecho interno del Estado Parte requerido.

4.	 Sin menoscabo del derecho interno, las autoridades competentes de un Estado Parte podrán, 
sin que se les solicite previamente, transmitir información relativa a cuestiones penales a una 
autoridad competente de otro Estado Parte si creen que esa información podría ayudar a la au-
toridad a emprender o concluir con éxito indagaciones y procesos penales o podría dar lugar a 
una petición formulada por este último Estado Parte con arreglo a la presente Convención.
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5.	 La transmisión de información con arreglo al párrafo 4 del presente artículo se hará sin perjuicio 
de las indagaciones y procesos penales que tengan lugar en el Estado de las autoridades com-
petentes que facilitan la información. Las autoridades competentes que reciben la información 
deberán acceder a toda solicitud de que se respete su carácter confidencial, incluso temporal-
mente, o de que se impongan restricciones a su utilización. Sin embargo, ello no obstará para 
que el Estado Parte receptor revele, en sus actuaciones, información que sea exculpatoria de 
una persona acusada. En tal caso, el Estado Parte receptor notificará al Estado Parte transmisor 
antes de revelar dicha información y, si así se le solicita, consultará al Estado Parte transmisor. 
Si, en un caso excepcional, no es posible notificar con antelación, el Estado Parte receptor infor-
mará sin demora al Estado Parte transmisor de dicha revelación.

6.	 Lo dispuesto en el presente artículo no afectará a las obligaciones dimanantes de otros tratados 
bilaterales o multilaterales vigentes o futuros que rijan, total o parcialmente, la asistencia judicial 
recíproca.

7.	 Los párrafos 9 a 29 del presente artículo se aplicarán a las solicitudes que se formulen con arre-
glo al presente artículo siempre que no medie entre los Estados Parte interesados un tratado de 
asistencia judicial recíproca. Cuando esos Estados Parte estén vinculados por un tratado de esa 
índole se aplicarán las disposiciones correspondientes de dicho tratado, salvo que los Estados 
Parte convengan en aplicar, en su lugar, los párrafos 9 a 29 del presente artículo. Se insta enca-
recidamente a los Estados Parte a que apliquen estos párrafos si facilitan la cooperación.

8.	 Los Estados Parte no invocarán el secreto bancario para denegar la asistencia judicial recíproca 
con arreglo al presente artículo.

9.	 Los Estados Parte podrán negarse a prestar la asistencia judicial recíproca con arreglo al presen-
te artículo invocando la ausencia de doble incriminación. Sin embargo, de estimarlo necesario, el 
Estado Parte requerido podrá prestar asistencia, en la medida en que decida hacerlo a discreción 
propia, independientemente de que la conducta esté o no tipificada como delito en el derecho 
interno del Estado Parte requerido.

10.	 La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en el territorio de un Estado 
Parte y cuya presencia se solicite en otro Estado Parte para fines de identificación, para prestar 
testimonio o para que ayude de alguna otra forma a obtener pruebas necesarias para investi-
gaciones, procesos o actuaciones judiciales respecto de delitos comprendidos en la presente 
Convención podrá ser trasladada si se cumplen las condiciones siguientes:

a)	 La persona, debidamente informada, da su libre consentimiento; y,

b)	 Las autoridades competentes de ambos Estados Parte están de acuerdo, con sujeción a las 
condiciones que éstos consideren apropiadas.

11.	 A los efectos del párrafo 10 del presente artículo:

a) El Estado Parte al que se traslade a la persona tendrá la competencia y la obligación de 
mantenerla detenida, salvo que el Estado Parte del que ha sido trasladada solicite o autorice 
otra cosa;

b)	 El Estado Parte al que se traslade a la persona cumplirá sin dilación su obligación de de-
volverla a la custodia del Estado Parte del que ha sido trasladada, según convengan de 
antemano o de otro modo las autoridades competentes de ambos Estados Parte;

c)	 El Estado Parte al que se traslade a la persona no podrá exigir al Estado Parte del que ha 
sido trasladada que inicie procedimientos de extradición para su devolución; y,
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d)	 El tiempo que la persona haya permanecido detenida en el Estado Parte al que ha sido tras-
ladada se computará como parte de la pena que ha de cumplir en el Estado del que ha sido 
trasladada.

12.	 A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar a una persona de conformidad 
con los párrafos 10 y 11, del presente artículo esté de acuerdo, dicha persona, cualquiera que 
sea su nacionalidad, no podrá ser enjuiciada, detenida, condenada ni sometida a ninguna otra 
restricción de su libertad personal en el territorio del Estado al que sea trasladada en relación 
con actos, omisiones o condenas anteriores a su salida del territorio del Estado del que ha sido 
trasladada.

13.	 Cada Estado Parte designará a una autoridad central encargada de recibir solicitudes de asis-
tencia judicial recíproca y facultada para darles cumplimiento o para transmitirlas a las autori-
dades competentes para su ejecución. Cuando alguna región o algún territorio especial de un 
Estado Parte disponga de un régimen distinto de asistencia judicial recíproca, el Estado Parte 
podrá designar a otra autoridad central que desempeñará la misma función para dicha región 
o dicho territorio. Las autoridades centrales velarán por el rápido y adecuado cumplimiento o 
transmisión de las solicitudes recibidas. Cuando la autoridad central transmita la solicitud a 
una autoridad competente para su ejecución, alentará la rápida y adecuada ejecución de la 
solicitud por parte de dicha autoridad. Cada Estado Parte notificará al Secretario General de 
las Naciones Unidas, en el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o 
aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella, el nombre de la autoridad central 
que haya sido designada a tal fin. Las solicitudes de asistencia judicial recíproca y cualquier 
otra comunicación pertinente serán transmitidas a las autoridades centrales designadas por los 
Estados Parte. La presente disposición no afectará al derecho de cualquiera de los Estados 
Parte a exigir que estas solicitudes y comunicaciones le sean enviadas por vía diplomática y, 
en circunstancias urgentes, cuando los Estados Parte convengan en ello, por conducto de la 
Organización Internacional de Policía Criminal, de ser posible.

14.	 Las solicitudes se presentarán por escrito o, cuando sea posible, por cualquier medio capaz de 
registrar un texto escrito, en un idioma aceptable para el Estado Parte requerido, en condicio-
nes que permitan a dicho Estado Parte determinar la autenticidad. Cada Estado Parte notificará 
al Secretario General de las Naciones Unidas, en el momento de depositar su instrumento de 
ratificación, aceptación o aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella, el idioma 
o idiomas que sean aceptables para cada Estado Parte.

En situaciones de urgencia, y cuando los Estados Parte convengan en ello, las solicitudes podrán 
hacerse oralmente, debiendo ser confirmadas sin demora por escrito.

15.	 Toda solicitud de asistencia judicial recíproca contendrá lo siguiente:

a)	 La identidad de la autoridad que hace la solicitud;

b)	 El objeto y la índole de las investigaciones, los procesos o las actuaciones judiciales a que 
se refiere la solicitud y el nombre y las funciones de la autoridad encargada de efectuar di-
chas investigaciones, procesos o actuaciones;

c)	 Un resumen de los hechos pertinentes, salvo cuando se trate de solicitudes de presentación 
de documentos judiciales;

d)	 Una descripción de la asistencia solicitada y pormenores sobre cualquier procedimiento par-
ticular que el Estado Parte requirente desee que se aplique;

e)	 De ser posible, la identidad, ubicación y nacionalidad de toda persona interesada; y,

f)	 La finalidad para la que se solicita la prueba, información o actuación.
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16.	 El Estado Parte requerido podrá pedir información complementaria cuando sea necesaria para 
dar cumplimiento a la solicitud de conformidad con su derecho interno o para facilitar dicho 
cumplimiento. 

17.	 Se dará cumplimiento a toda solicitud con arreglo al derecho interno del Estado Parte requerido 
y en la medida en que ello no lo contravenga y sea factible, de conformidad con los procedi-
mientos especificados en la solicitud.

18.	 Siempre que sea posible y compatible con los principios fundamentales del derecho interno, 
cuando una persona se encuentre en el territorio de un Estado Parte y tenga que prestar decla-
ración como testigo o perito ante autoridades judiciales de otro Estado Parte, el primer Estado 
Parte, a solicitud del otro, podrá permitir que la audiencia se celebre por videoconferencia si no 
es posible o conveniente que la persona en cuestión comparezca personalmente en el territorio 
del Estado Parte requirente. Los Estados Parte podrán convenir en que la audiencia esté a 
cargo de una autoridad judicial del Estado Parte requirente y en que asista a ella una autoridad 
judicial del Estado Parte requerido.

19.	 El Estado Parte requirente no transmitirá ni utilizará, sin previo consentimiento del Estado Parte 
requerido, la información o las pruebas proporcionadas por el Estado Parte requerido para in-
vestigaciones, procesos o actuaciones judiciales distintos de los indicados en la solicitud. Nada 
de lo dispuesto en el presente párrafo impedirá que el Estado Parte requirente revele, en sus 
actuaciones, información o pruebas que sean exculpatorias de una persona acusada. En este 
último caso, el Estado Parte requirente notificará al Estado Parte requerido antes de revelar la 
información o las pruebas y, si así se le solicita, consultará al Estado Parte requerido. Si, en un 
caso excepcional, no es posible notificar con antelación, el Estado Parte requirente informará 
sin demora al Estado Parte requerido de dicha revelación.

20.	 El Estado Parte requirente podrá exigir que el Estado Parte requerido mantenga reserva acerca 
de la existencia y el contenido de la solicitud, salvo en la medida necesaria para darle cumpli-
miento. Si el Estado Parte requerido no puede mantener esa reserva, lo hará saber de inmedia-
to al Estado Parte requirente.

21.	 La asistencia judicial recíproca podrá ser denegada:

a)	 Cuando la solicitud no se haga de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo:

b)	 Cuando el Estado Parte requerido considere que el cumplimiento de lo solicitado podría 
menoscabar su soberanía, su seguridad, su orden público u otros intereses fundamentales;

c)	 Cuando el derecho interno del Estado Parte requerido prohíba a sus autoridades actuar en 
la forma solicitada con respecto a un delito análogo, si éste hubiera sido objeto de investiga-
ciones, procesos o actuaciones judiciales en el ejercicio de su propia competencia; y,

d)	 Cuando acceder a la solicitud sea contrario al ordenamiento jurídico del Estado Parte reque-
rido en lo relativo a la asistencia judicial recíproca.

22.	 Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de asistencia judicial recíproca únicamente 
porque se considere que el delito también entraña asuntos fiscales.

23.	 Toda denegación de asistencia judicial recíproca deberá fundamentarse debidamente. 

24.	 El Estado Parte requerido cumplirá la solicitud de asistencia judicial recíproca lo antes posible 
y tendrá plenamente en cuenta, en la medida de sus posibilidades, los plazos que sugiera el 
Estado Parte requirente y que estén debidamente fundamentados, de preferencia en la solici-
tud. El Estado Parte requerido responderá a las solicitudes razonables que formule el Estado 
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Parte requirente respecto de la evolución del trámite de la solicitud. El Estado Parte requirente 
informará con prontitud cuando ya no necesite la asistencia solicitada.

25.	 La asistencia judicial recíproca podrá ser diferida por el Estado Parte requerido si perturbase 
investigaciones, procesos o actuaciones judiciales en curso.

26.	 Antes de denegar una solicitud presentada con arreglo al párrafo 21 del presente artículo o de 
diferir su cumplimiento con arreglo al párrafo 25 del presente artículo, el Estado Parte requerido 
consultará al Estado Parte requirente para considerar si es posible prestar la asistencia solicita-
da supeditándola a las condiciones que estime necesarias. Si el Estado Parte requirente acepta 
la asistencia con arreglo a esas condiciones, ese Estado Parte deberá observar las condiciones 
impuestas.

27.	 Sin perjuicio de la aplicación del párrafo 12 del presente artículo, el testigo, perito u otra persona 
que, a instancias del Estado Parte requirente, consienta en prestar testimonio en un juicio o en 
colaborar en una investigación, proceso o actuación judicial en el territorio del Estado Parte re-
quirente no podrá ser enjuiciado, detenido, condenado ni sometido a ninguna otra restricción de 
su libertad personal en ese territorio por actos, omisiones o declaraciones de culpabilidad an-
teriores a la fecha en que abandonó el territorio del Estado Parte requerido. Ese salvoconducto 
cesará cuando el testigo, perito u otra persona haya tenido, durante quince días consecutivos 
o durante el período acordado por los Estados Parte después de la fecha en que se le haya 
informado oficialmente de que las autoridades judiciales ya no requerían su presencia, la opor-
tunidad de salir del país y no obstante permanezca voluntariamente en ese territorio o regrese 
libremente a él después de haberlo abandonado.

28.	 Los gastos ordinarios que ocasione el cumplimiento de una solicitud serán sufragados por el 
Estado Parte requerido, a menos que los Estados Parte interesados hayan acordado otra cosa. 
Cuando se requieran a este fin gastos cuantiosos o de carácter extraordinario, los Estados Par-
te se consultarán para determinar las condiciones en que se dará cumplimiento a la solicitud, 
así como la manera en que se sufragarán los gastos.

29.	 El Estado Parte requerido:

a)	 Facilitará al Estado Parte requirente una copia de los documentos oficiales y otros documen-
tos o datos que obren en su poder y a los que conforme a su derecho interno, tenga acceso 
el público en general; y,

b)	 Podrá, a su arbitrio y con sujeción a las condiciones que juzgue apropiadas, proporcionar 
al Estado Parte requirente una copia total o parcial de los documentos oficiales o de otros 
documentos o datos que obren en su poder y que, conforme a su derecho interno, no estén 
al alcance del público en general.

30.	 Cuando sea necesario, los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o 
arreglos bilaterales o multilaterales que sirvan a los fines del presente artículo y que, en la prác-
tica, hagan efectivas sus disposiciones o las refuercen.

Art. 19.- Investigaciones conjuntas.- Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuer-
dos o arreglos bilaterales o multilaterales en virtud de los cuales, en relación con cuestiones que son 
objeto de investigaciones, procesos o actuaciones judiciales en uno o más Estados, las autoridades 
competentes puedan establecer órganos mixtos de investigación. A falta de acuerdos o arreglos de esa 
índole, las investigaciones conjuntas podrán llevarse a cabo mediante acuerdos concertados caso por 
caso. Los Estados Parte participantes velarán por que la soberanía del Estado Parte en cuyo territorio 
haya de efectuarse la investigación sea plenamente respetada.
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Art. 20.- Técnicas especiales de investigación

1.	 Siempre que lo permitan los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico interno, cada 
Estado Parte adoptará, dentro de sus posibilidades y en las condiciones prescritas por su derecho 
interno, las medidas que sean necesarias para permitir el adecuado recurso a la entrega vigilada 
y, cuando lo considere apropiado, la utilización de otras técnicas especiales de investigación, 
como la vigilancia electrónica o de otra índole y las operaciones encubiertas, por sus autoridades 
competentes en su territorio con objeto de combatir eficazmente la delincuencia organizada.

2.	 A los efectos de investigar los delitos comprendidos en la presente Convención, se alienta a los 
Estados Parte a que celebren, cuando proceda, acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales 
apropiados para utilizar esas técnicas especiales de investigación en, el contexto de la coopera-
ción en el plano internacional. Esos acuerdos o arreglos se concertarán y ejecutarán respetando 
plenamente el principio de la igualdad soberana de los Estados y al ponerlos en práctica se cum-
plirán estrictamente las condiciones en ellos contenidas.

3.	 De no existir los acuerdos o arreglos mencionados en el párrafo 2 del presente artículo, toda 
decisión de recurrir a esas técnicas especiales de investigación en el plano internacional se 
adoptará sobre la base de cada caso particular y podrá, cuando sea necesario, tener en cuenta 
los arreglos financieros y los entendimientos relativos al ejercicio de jurisdicción por los Estados 
Parte interesados.

4.	 Toda decisión de recurrir a la entrega vigilada en el plano internacional podrá, con el consenti-
miento de los Estados Parte interesados, incluir la aplicación de métodos tales como interceptar 
los bienes, autorizarlos a proseguir intactos o retirarlos o sustituirlos total o parcialmente.

Art. 21.- Remisión de actuaciones penales.- Los Estados Parte considerarán la posibilidad de remitirse 
actuaciones penales para el enjuiciamiento por un delito comprendido en la presente Convención cuan-
do se estime que esa remisión obrará en beneficio de la debida administración de justicia, en particular 
en casos en que intervengan varias jurisdicciones, con miras a concentrar las actuaciones del proceso.

Art. 22.- Establecimiento de antecedentes penales.- Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas 
legislativas o de otra índole que sean necesarias para tener en cuenta, en las condiciones y para los 
fines que estime apropiados, toda previa declaración de culpabilidad, en otro Estado, de un presunto 
delincuente a fin de utilizar esa información en actuaciones penales relativas a un delito comprendido 
en la presente Convención.

Art. 23.- Penalización de la obstrucción de la justicia.- Cada Estado Parte adoptará las medidas legislati-
vas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente:

a)	 El uso de fuerza física, amenazas o intimidación, o la promesa, el ofrecimiento o la concesión 
de un beneficio indebido para inducir a falso testimonio u obstaculizar la prestación de tes-
timonio o la aportación de pruebas en un proceso en relación con la comisión de uno de los 
delitos comprendidos en la presente Convención; y,

b)	 El uso de fuerza física, amenazas o intimidación para obstaculizar el cumplimiento de las fun-
ciones oficiales de un funcionario de la justicia o de los servicios encargados de hacer cumplir 
la ley en relación con la comisión de los delitos comprendidos en la presente Convención. 
Nada de lo previsto en el presente apartado menoscabará el derecho de los Estados Parte a 
disponer de legislación que proteja a otras categorías de funcionarios públicos.

Art. 24.- Protección de los testigos

1.	 Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas dentro de sus posibilidades para proteger de 
manera eficaz contra eventuales actos de represalia o intimidación a los testigos que participen 
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en actuaciones penales y que presten testimonio sobre delitos comprendidos en la presente 
Convención, así como, cuando proceda, a sus familiares y demás personas cercanas.

2.	 Las medidas previstas en el párrafo 1 del presente artículo podrán consistir, entre otras, sin per-
juicio de los derechos del acusado, incluido el derecho a las garantías procesales, en:

a)	 Establecer procedimientos para la protección física de esas personas, incluida, en la medida 
de lo necesario y lo posible, su reubicación, y permitir, cuando proceda, la prohibición total o 
parcial de revelar información relativa a su identidad y paradero; y,

b)	 Establecer normas probatorias que permitan que el testimonio de los testigos se preste de 
modo que no se ponga en peligro su seguridad, por ejemplo aceptando el testimonio por con-
ducto de tecnologías de comunicación como videoconferencias u otros medios adecuados.

3.	 Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos con otros Estados 
para la reubicación de las personas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo.

4.	 Las disposiciones del presente artículo también serán aplicables a las víctimas en el caso de que 
actúen como testigos.

Art. 25.- Asistencia y protección a las víctimas

1.	 Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas dentro de sus posibilidades para prestar asis-
tencia y protección a las víctimas de los delitos comprendidos en la presente Convención, en 
particular en casos de amenaza de represalia o intimidación.

2.	 Cada Estado Parte establecerá procedimientos adecuados que permitan a las víctimas de los 
delitos comprendidos en la presente Convención obtener indemnización y restitución. 

3.	 Cada Estado Parte permitirá, con sujeción a su derecho interno, que se presenten y examinen 
las opiniones y preocupaciones de las víctimas en las etapas apropiadas de las actuaciones pe-
nales contra los delincuentes sin que ello menoscabe los derechos de la defensa.

Art. 26.- Medidas para intensificar la cooperación con las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley.

1.	 Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas para alentar a las personas que participen o 
hayan participado en grupos delictivos organizados a:

a)	 Proporcionar información útil a las autoridades competentes con fines investigativos y proba-
torios sobre cuestiones como:

i)	 La identidad, la naturaleza, la composición, la estructura, la ubicación o las actividades de 
los grupos delictivos organizados.

ii)	 Los vínculos, incluidos los vínculos internacionales, con otros grupos delictivos organizados.

iii)	 Los delitos que los grupos delictivos organizados hayan cometido o puedan cometer; y,

b)	 Prestar ayuda efectiva y concreta a las autoridades competentes que pueda contribuir a privar 
a los grupos delictivos organizados de sus recursos o del producto del delito.

2.	 Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, en los casos apropiados, la mitigación 
de la pena de las personas acusadas que presten una cooperación sustancial en la investigación 
o el enjuiciamiento respecto de los delitos comprendidos en la presente Convención.
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3.	 Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, de conformidad con los principios funda-
mentales de su derecho interno, la concesión de inmunidad judicial a las personas que presten 
una cooperación sustancial en la investigación del enjuiciamiento respecto de los delitos com-
prendidos en la presente Convención.

4.	 La protección de esas personas será la prevista en el artículo 24 de la presente Convención.

5.	 Cuando una de las personas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo que se encuentre 
en un Estado Parte pueda prestar una cooperación sustancial a las autoridades competentes de 
otro Estado Parte, los Estados Parte interesados podrán considerar la posibilidad de celebrar 
acuerdos o arreglos, de conformidad con su derecho interno, con respecto a la eventual conce-
sión, por el otro Estado Parte, del trato enunciado en los párrafos 2 y 3 del presente artículo.

Art. 27.- Cooperación en materia de cumplimiento de la ley

1.	 Los Estados Parte colaborarán estrechamente, en consonancia con sus respectivos ordena-
mientos jurídicos y administrativos, con miras a aumentar la eficacia de las medidas de cumpli-
miento de la ley orientadas a combatir los delitos comprendidos en la presente Convención. En 
particular, cada Estado Parte adoptará medidas eficaces para:

a)	 Mejorar los canales de comunicación entre sus autoridades, organismos y servicios compe-
tentes y, de ser necesario, establecerlos, a fin de facilitar el intercambio seguro y rápido de 
información sobre todos los aspectos de los delitos comprendidos en la presente Convención, 
así como, si los Estados Parte interesados lo estiman oportuno, sobre sus vinculaciones con 
otras actividades delictivas;

b)	 Cooperar con otros Estados Parte en la realización de indagaciones con respecto a delitos 
comprendidos en la presente Convención acerca de:

i)	 La identidad, el paradero y las actividades de personas presuntamente implicadas en tales 
delitos o la ubicación de otras personas interesadas.

ii)	 El movimiento del producto del delito o de bienes derivados de la comisión de esos delitos.

iii)	 El movimiento de bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o destinados a utilizarse 
en la comisión de esos delitos;

c)	 Proporcionar, cuando proceda, los elementos o las cantidades de sustancias que se requie-
ran para fines de análisis o investigación;

d)	 Facilitar una coordinación eficaz entre sus organismos, autoridades y servicios competentes y 
promover el intercambio de personal y otros expertos, incluida la designación de oficiales de 
enlace, con sujeción a acuerdos o arreglos bilaterales entre los Estados Parte interesados;

e)	 Intercambiar información con otros Estados Parte sobre los medios y métodos concretos em-
pleados por los grupos delictivos organizados, así como, cuando proceda, sobre las rutas y 
los medios de transporte y el uso de identidades falsas, documentos alterados o falsificados 
u otros medios de encubrir sus actividades; y,

f)	 Intercambiar información y coordinar las medidas administrativas y de otra índole adoptadas 
con miras a la pronta detección de los delitos comprendidos en la presente Convención.

2.	 Los Estados Parte, con miras a dar efecto a la presente Convención, considerarán la posibilidad 
de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales en materia de cooperación directa 
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entre sus respectivos organismos encargados de hacer cumplir la ley y, cuando tales acuerdos 
o arreglos ya existan, de enmendarlos. A falta de tales acuerdos o arreglos entre los Estados 
Parte interesados, las Partes podrán considerar la presente Convención como la base para la 
cooperación en materia de cumplimiento de la ley respecto de los delitos comprendidos en la 
presente Convención. Cuando proceda, los Estados Parte recurrirán plenamente a la celebra-
ción de acuerdos y arreglos, incluso con organizaciones internacionales o regionales, con miras 
a aumentar la cooperación entre sus respectivos organismos encargados de hacer cumplir la ley.

3.	 Los Estados Parte se esforzarán por colaborar en la medida de sus posibilidades para hacer 
frente a la delincuencia organizada transnacional cometida mediante el recurso a la tecnología 
moderna.

Art. 28.- Recopilación, intercambio y análisis de información sobre la naturaleza de la delincuencia 
organizada

1.	 Los Estados Parte considerarán la posibilidad de analizar, en consulta con los círculos científicos 
y académicos, las tendencias de la delincuencia organizada en su territorio, las circunstancias 
en que actúa la delincuencia organizada, así como los grupos profesionales y las tecnologías 
involucrados.

2. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de desarrollar y compartir experiencia analítica 
acerca de las actividades de la delincuencia organizada, tanto a nivel bilateral como por conduc-
to de organizaciones internacionales y regionales. A tal fin, se establecerán y aplicarán, según 
proceda, definiciones, normas y metodologías comunes.

3.	 Los Estados Parte considerarán la posibilidad de vigilar sus políticas y las medidas en vigor en-
caminadas a combatir la delincuencia organizada y evaluarán su eficacia y eficiencia.

Art. 29.- Capacitación y asistencia técnica

1.	 Cada Estado Parte, en la medida necesaria, formulará, desarrollará o perfeccionará programas 
de capacitación específicamente concebidos para el personal de sus servicios encargados de 
hacer cumplir la ley, incluidos fiscales, jueces de instrucción y personal de aduanas, así como 
para el personal de otra índole encargado de la prevención, la detección y el control de los de-
litos comprendidos en la presente Convención. Esos programas podrán incluir adscripciones 
e intercambios de personal. En particular y en la medida en que lo permita el derecho interno, 
guardarán relación con:

a)	 Los métodos empleados en la prevención, la detección y el control de los delitos comprendi-
dos en la presente Convención;

b)	 Las rutas y técnicas utilizadas por personas presuntamente implicadas en delitos compren-
didos en la presente Convención, incluso en los Estados de tránsito, y las medidas de lucha 
pertinentes;

c)	 La vigilancia del movimiento de bienes de contrabando;

d)	 La detección y vigilancia de los movimientos del producto del delito o de los bienes, el equi-
po u otros instrumentos utilizados para cometer tales delitos y los métodos empleados para 
la transferencia, ocultación o disimulación de dicho producto, bienes, equipo u otros instru-
mentos, así como los métodos utilizados para combatir el blanqueo de dinero y otros delitos 
financieros;

e)	 El acopio de pruebas;
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f)	 Las técnicas de control en zonas y puertos francos;

g)	 El equipo y las técnicas modernos utilizados para hacer cumplir la ley, incluidas la vigilancia 
electrónica, la entrega vigilada y las operaciones encubiertas;

h)	 Los métodos utilizados para combatir la delincuencia organizada transnacional mediante 
computadoras, redes de telecomunicaciones u otras formas de la tecnología moderna; e,

i)	 Los métodos utilizados para proteger a las víctimas y los testigos.

2.	 Los Estados Parte se prestarán asistencia en la planificación y ejecución de programas de inves-
tigación y capacitación encaminados a intercambiar conocimientos especializados en las esferas 
mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo y, a tal fin, también recurrirán, cuando proce-
da, a conferencias y seminarios regionales e internacionales para promover la cooperación y 
fomentar el examen de los problemas de interés común, incluidos los problemas y necesidades 
especiales de los Estados de tránsito.

3.	 Los Estados Parte promoverán actividades de capacitación y asistencia técnica que faciliten 
la extradición y la asistencia judicial recíproca. Dicha capacitación y asistencia técnica podrán 
incluir la enseñanza de idiomas, adscripciones e intercambios de personal entre autoridades 
centrales u organismos con responsabilidades pertinentes.

4.	 Cuando haya acuerdos o arreglos bilaterales y multilaterales vigentes, los Estados Parte intensi-
ficarán, en la medida necesaria, sus esfuerzos por optimizar las actividades operacionales y de 
capacitación en las organizaciones internacionales y regionales, así como en el marco de otros 
acuerdos o arreglos bilaterales y multilaterales pertinentes.

Art. 30.- Otras medidas: aplicación de la Convención mediante el desarrollo económico y la asistencia 
técnica

1.	 Los Estados Parte adoptarán disposiciones conducentes a la aplicación óptima de la presente 
Convención en la medida de lo posible, mediante la cooperación internacional, teniendo en cuen-
ta los efectos adversos de la delincuencia organizada en la sociedad en general y en el desarrollo 
sostenible en particular.

2.	 Los Estados Parte harán esfuerzos concretos, en la medida de lo posible y en forma coordinada 
entre sí, así como con organizaciones internacionales y regionales por:

a)	 Intensificar su cooperación en los diversos niveles con los países en desarrollo con miras a 
fortalecer las capacidades de esos países para prevenir y combatir la delincuencia organiza-
da transnacional;

b)	 Aumentar la asistencia financiera y material a fin de apoyar los esfuerzos de los países en 
desarrollo para combatir con eficacia la delincuencia organizada transnacional y ayudarles a 
aplicar satisfactoriamente la presente Convención;

c)	 Prestar asistencia técnica a los países en desarrollo y a los países con economías en transi-
ción para ayudarles a satisfacer sus necesidades, relacionadas con la aplicación de la pre-
sente Convención. A tal fin, los Estados Parte procurarán hacer contribuciones voluntarias 
adecuadas y periódicas a una cuenta específicamente designada a esos efectos en un meca-
nismo de financiación de las Naciones Unidas. Los Estados Parte también podrán considerar 
en particular la posibilidad, conforme a su derecho interno y a las disposiciones de la presente 
Convención, de aportar a la cuenta antes mencionada un porcentaje del dinero o del valor 
correspondiente del producto del delito o de los bienes ilícitos decomisados con arreglo a lo 
dispuesto en la presente Convención; y,
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d)	 Alentar y persuadir a otros Estados e instituciones financieras, según proceda, para que se 
sumen a los esfuerzos desplegados con arreglo al presente artículo, en particular proporcio-
nando un mayor número de programas de capacitación y equipo moderno a los países en 
desarrollo a fin de ayudarles a lograr los objetivos de la presente Convención.

3.	 En lo posible, estas medidas no menoscabarán los compromisos existentes en materia de asis-
tencia externa ni otros arreglos de cooperación financiera en los planos bilateral, regional o inter-
nacional.

4.	 Los Estados Parte podrán celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales sobre asisten-
cia material y logística, teniendo en cuenta los arreglos financieros necesarios para hacer, efec-
tiva la cooperación internacional prevista en la presente Convención y para prevenir, detectar y 
combatir la delincuencia organizada transnacional.

Art. 31.- Prevención

1.	 Los Estados Parte procurarán formular y evaluar proyectos nacionales y establecer y promover 
prácticas y políticas óptimas para la prevención de la delincuencia organizada transnacional.

2.	 Los Estados Parte procurarán, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho 
interno, reducir las oportunidades actuales o futuras de que dispongan los grupos delictivos orga-
nizados para participar en mercados lícitos con el producto del delito adoptando oportunamente 
medidas legislativas, administrativas o de otra índole. Estas medidas deberían centrarse en:

a)	 El fortalecimiento de la cooperación entre los organismos encargados de hacer cumplir la ley 
o el ministerio público y las entidades privadas pertinentes, incluida la industria; 

b)	 La promoción de la elaboración de normas y procedimientos concebidos para salvaguardar 
la integridad de las entidades públicas y de las entidades privadas interesadas, así como 
códigos de conducta para profesiones pertinentes, en particular para los abogados, notarios 
públicos, asesores fiscales y contadores;

c)	 La prevención de la utilización indebida por parte de grupos delictivos organizados de licita-
ciones públicas y de subsidios y licencias concedidos por autoridades públicas para realizar 
actividades comerciales; y,

d)	 La prevención de la utilización indebida de personas jurídicas por parte de grupos delictivos 
organizados; a este respecto, dichas medidas podrían incluir las siguientes:

i)	 El establecimiento de registros públicos de personas jurídicas y naturales involucradas en 
la constitución, la gestión y la financiación de personas jurídicas;

ii)	 La posibilidad de inhabilitar por mandato judicial o cualquier medio apropiado durante un 
período razonable a las personas condenadas por delitos comprendidos en la presente 
Convención para actuar como directores de personas jurídicas constituidas en sus respec-
tivas jurisdicciones;

iii)	 El establecimiento de registros nacionales de personas inhabilitadas para actuar como 
directores de personas jurídicas; y,

iv)	El intercambio de información contenida en los registros mencionados en los incisos i) y iii) 
del presente apartado con las autoridades competentes de otros Estados Parte.

3.	 Los Estados Parte procurarán promover la reintegración social de las personas condenadas por 
delitos comprendidos en la presente Convención.
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4.	 Los Estados Parte procurarán evaluar periódicamente los instrumentos jurídicos y las prácticas 
administrativas pertinentes vigentes a fin de detectar si existe el peligro de que sean utilizados 
indebidamente por grupos delictivos organizados.

5.	 Los Estados Parte procurarán sensibilizar a la opinión pública con respecto a la existencia, las 
causas y la gravedad de la delincuencia organizada transnacional y la amenaza que representa. 
Cuando proceda, podrá difundirse información a través de los medios de comunicación y se 
adoptarán medidas para fomentar la participación pública en los esfuerzos por prevenir y comba-
tir dicha delincuencia.

6.	 Cada Estado Parte comunicará al Secretario General de las Naciones Unidas el nombre y la 
dirección de la autoridad o las autoridades que pueden ayudar a otros Estados Parte a formular 
medidas para prevenir la delincuencia organizada transnacional.

7.	 Los Estados Parte colaborarán entre sí y con las organizaciones internacionales y regionales 
pertinentes, según proceda, con miras a promover y formular las medidas mencionadas en el 
presente artículo. Ello incluye la participación en proyectos internacionales para la prevención de 
la delincuencia organizada transnacional, por ejemplo mediante la mitigación de las circunstan-
cias que hacen vulnerables a los grupos socialmente marginados a las actividades de la delin-
cuencia organizada transnacional.

Art. 32.- Conferencia de las Partes en la Convención

1.	 Se establecerá una Conferencia de las Partes en la Convención con objeto de mejorar la capaci-
dad de los Estados Parte para combatir la delincuencia organizada transnacional y para promo-
ver y examinar la aplicación de la presente Convención.

2.	 El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la Conferencia de las Partes a más 
tardar un año después de la entrada en vigor de la presente Convención. La Conferencia de las 
Partes aprobará reglas de procedimiento y normas que rijan las actividades enunciadas en los 
párrafos 3 y 4 del presente artículo (incluidas normas relativas al pago de los gastos resultantes 
de la puesta en marcha de esas actividades).

3.	 La Conferencia de las Partes concertará mecanismos con miras a lograr los objetivos menciona-
dos en el párrafo 1 del presente artículo, en particular a:

a)	 Facilitar las actividades que realicen los Estados Parte con arreglo a los artículos 29, 30 y 31 
de la presente Convención, alentando inclusive la movilización de contribuciones voluntarias; 

b)	 Facilitar el intercambio de información entre Estados Parte sobre las modalidades y tenden-
cias de la delincuencia organizada transnacional y sobre prácticas eficaces para combatirla;

c)	 Cooperar con las organizaciones internacionales y regionales y las organizaciones no guber-
namentales pertinentes;

d)	 Examinar periódicamente la aplicación de la presente Convención; y,

e)	 Formular recomendaciones para mejorar la presente Convención y su aplicación.

4.	 A los efectos de los apartados d) y e) del párrafo 3 del presente artículo, la Conferencia de 
las Partes obtendrá el necesario conocimiento de las medidas adoptadas y de las dificultades 
encontradas por los Estados Parte en aplicación de la presente Convención mediante la infor-
mación que ellos le faciliten y mediante los demás mecanismos de examen que establezca la 
Conferencia de las Partes.
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5.	 Cada Estado Parte facilitará a la Conferencia de las Partes información sobre sus programas, 
planes y prácticas, así como sobre las medidas legislativas y administrativas adoptadas para 
aplicar la presente Convención, según lo requiera la Conferencia de las Partes.

Art. 33.- Secretaría

1.	 El Secretario General de las Naciones Unidas prestará los servicios de secretaría necesarios a 
la Conferencia de las Partes en la Convención.

2.	 La Secretaría:

a)	 Prestará asistencia a la Conferencia de las Partes en la realización de las actividades enun-
ciadas en el artículo 32 de la presente Convención y organizará los períodos de sesiones de 
la Conferencia de las Partes y les prestará los servicios necesarios;

b)	 Prestará asistencia a los Estados Parte que la soliciten en el suministro de información a 
la Conferencia de las Partes según lo previsto en el párrafo 5 del artículo 32 de la presente 
Convención; y,

c)	 Velará por la coordinación necesaria con la Secretaría de otras organizaciones internaciona-
les y regionales pertinentes.

Art. 34.- Aplicación de la Convención

1.	 Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho 
interno, las medidas que sean necesarias, incluidas medidas legislativas y administrativas, para 
garantizar el cumplimiento de sus obligaciones con arreglo a la presente Convención.

2.	 Los Estados Parte tipificarán en su derecho interno los delitos tipificados de conformidad con los 
artículos 5, 6, 8 y 23 de la presente Convención independientemente del carácter transnacional 
o la participación de un grupo delictivo organizado según la definición contenida en el párrafo 1 
del artículo 3 de la presente Convención, salvo en la medida en que el artículo 5 de la presente 
Convención exija la participación de un grupo delictivo organizado.

3.	 Cada Estado Parte podrá adoptar medidas más estrictas o severas que las previstas en la pre-
sente Convención a fin de prevenir y combatir la delincuencia organizada transnacional.

Art. 35.- Solución de controversias

1.	 Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relacionada con la interpretación o 
aplicación de la presente Convención mediante la negociación.

2.	 Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la interpretación o la aplicación de 
la presente Convención que no pueda resolverse mediante la negociación dentro de un plazo 
razonable deberá, a solicitud de uno de esos Estados Parte, someterse a arbitraje. Si, seis me-
ses después de la fecha de la solicitud de arbitraje, esos Estados Parte no han podido ponerse 
de acuerdo sobre la organización del arbitraje, cualquiera de esos Estados Parte podrá remitir 
la controversia a la Corte Internacional de Justicia mediante solicitud conforme al Estatuto de la 
Corte.

3.	 Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, ratificación, aceptación o aprobación de 
la presente Convención o adhesión a ella, declarar que no se considera vinculado por el párrafo 
2 del presente artículo. Los demás Estados Parte no quedarán vinculados por el párrafo 2 del 
presente artículo respecto de todo Estado Parte que haya hecho esa reserva.
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4.	 El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el párrafo 3 del presente artí-
culo podrá en cualquier momento retirar esa reserva notificándolo al Secretario General de las 
Naciones Unidas.

Art. 36.- Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión

1.	 La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados del 12 al 15 de diciembre 
de 2000 en Palermo (Italia) y después de esa fecha en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva 
York hasta el 12 de diciembre de 2002.

2.	 La presente Convención también estará abierta a la firma de las organizaciones regionales de 
integración económica siempre que al menos uno de los Estados miembros de tales organiza-
ciones haya firmado la presente Convención de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del 
presente artículo.

3.	 La presente Convención estará sujeta a ratificación, aceptación o aprobación. Los instrumentos 
de ratificación, aceptación o aprobación se depositarán en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas. Las organizaciones regionales de integración económica podrán depositar su 
instrumento de ratificación, aceptación o aprobación si por lo menos uno de sus Estados miem-
bros ha procedido de igual manera. En ese instrumento de ratificación, aceptación o aprobación, 
esas organizaciones declararán el alcance de su competencia con respecto a las cuestiones 
regidas por la presente Convención. Dichas organizaciones comunicarán también al depositario 
cualquier modificación pertinente del alcance de su competencia.

4.	 La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados u organizaciones 
regionales de integración económica que cuenten por lo menos con un Estado miembro que sea 
Parte en la presente Convención. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. En el momento de su adhesión, las organizaciones 
regionales de integración económica declararán el alcance de su competencia con respecto a las 
cuestiones regidas por la presente Convención. Dichas organizaciones comunicarán también al 
depositario cualquier modificación pertinente del alcance de su competencia.

Art. 37.- Relación con los protocolos

1.	 La presente Convención podrá complementarse con uno o más protocolos.

2.	 Para pasar a ser parte en un protocolo, los Estados o las organizaciones regionales de integra-
ción económica también deberán ser parte en la presente Convención.

3.	 Los Estados Parte en la presente Convención no quedarán vinculados por un protocolo a menos 
que pasen a ser parte en el protocolo de conformidad con sus disposiciones.

4.	 Los protocolos de la presente Convención se interpretarán juntamente con ésta, teniendo en 
cuenta la finalidad de esos protocolos.

Art. 38.- Entrada en vigor

1.	 La presente Convención entrará en vigor el nonagésimo día después de la fecha en que se haya 
depositado el cuadragésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión. A 
los efectos del presente párrafo, los instrumentos depositados por una organización regional de 
integración económica no se considerarán adicionales a los depositados por los Estados miem-
bros de tal organización.

2.	 Para cada Estado u organización regional de integración económica que ratifique, acepte o aprue-
be la presente Convención o se adhiera a ella después de haberse depositado el cuadragésimo 
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instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, la presente Convención entrará 
en vigor el trigésimo día después de la fecha en que ese Estado u organización haya depositado 
el instrumento pertinente.

Art. 39.- Enmienda

1.	 Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor de la presente Convención, los 
Estados Parte podrán proponer enmiendas por escrito al Secretario General de las Naciones 
Unidas, quien a continuación comunicará toda enmienda propuesta a los Estados Parte y a la 
Conferencia de las Partes en la Convención para que la examinen y decidan al respecto. La 
Conferencia de las Partes hará todo lo posible por lograr un consenso sobre cada enmienda. Si 
se han agotado todas las posibilidades de lograr un consenso y no se ha llegado a un acuerdo, 
la aprobación de la enmienda exigirá, en última instancia, una mayoría de dos tercios de los Es-
tados Parte presentes y votantes en la sesión de la Conferencia de las Partes.

2.	 Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos de su competencia, ejerce-
rán su derecho de voto con arreglo al presente artículo con un número de votos igual al número 
de sus Estados miembros que sean Partes en la presente Convención. Dichas organizaciones 
no ejercerán su derecho de voto si sus Estados miembros ejercen el suyo, y viceversa.

3.	 Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo estará sujeta a 
ratificación, aceptación o aprobación por los Estados Parte.

4.	 Toda enmienda refrendada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor 
respecto de un Estado Parte noventa días después de la fecha en que éste deposite en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas un instrumento de ratificación, aceptación o apro-
bación de esa enmienda.

5.	 Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados Parte que hayan expre-
sado su consentimiento al respecto. Los demás Estados Parte quedarán sujetos a las disposi-
ciones de la presente Convención, así como a cualquier otra enmienda anterior que hubiesen 
ratificado, aceptado o aprobado.

Art. 40.- Denuncia

1.	 Los Estados Parte podrán denunciar la presente Convención mediante notificación escrita al Se-
cretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha 
en que el Secretario General haya recibido la notificación.

2.	 Las organizaciones regionales de integración económica dejarán de ser Partes en la presente 
Convención cuando la hayan denunciado todos sus Estados miembros.

3.	 La denuncia de la presente Convención con arreglo al párrafo 1 del presente artículo entrañará 
la denuncia de sus protocolos.

Art. 41.- Depositario e idiomas

1.	 El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario de la presente Convención.

2.	 El original de la presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y 
ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas.

EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus respectivos 
gobiernos, han firmado la presente Convención.
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Anexo No. 17
CONVENIO INTERNACIONAL PARA LA REPRESIÓN

DE LA FINANCIACIÓN DEL TERRORISMO

Registro Oficial No. 257, de 22 de enero de 2004

Estado: Vigente

La Asamblea General,

Recordando todas sus resoluciones pertinentes, incluida la resolución 46/51, de 9 de diciembre de 
1991, la resolución 49/60, de 9 de diciembre de 1994, por la cual aprobó la Declaración sobre medi-
das para eliminar el terrorismo internacional, y las resoluciones 51/210, de 17 de diciembre de 1996, y 
53/108, de 8 de diciembre de 1998, 

Habiendo examinado el texto del proyecto de convenio internacional para la represión de la finan-
ciación del terrorismo preparado por el Comité Especial establecido en virtud de la resolución 51/210 
de la Asamblea General, de 17 de diciembre de 1996, y el Grupo de Trabajo de la Sexta Comisión1,

1.	 Aprueba el Convenio Internacional para la represión de la financiación del terrorismo que figura 
en el anexo de la presente resolución, y pide al Secretario General que lo abra a la firma en la 
Sede de las Naciones Unidas, en Nueva York, desde el 10 de enero de 2000 hasta el 31 de di-
ciembre de 2001;

2.	 Insta a todos los Estados a que firmen y ratifiquen, acepten o aprueben el Convenio o se adhie-
ran a él.

76a. sesión plenaria 9 de diciembre de 1999

ANEXO

Convenio Internacional para la represión de la financiación del terrorismo

Preámbulo

Los Estados Partes en el presente Convenio,

Teniendo presentes los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas relativos al man-
tenimiento de la paz y la seguridad internacionales y al fomento de las relaciones de amistad y buena 
vecindad y la cooperación entre los Estados,

Profundamente preocupados por el hecho de que se intensifican en todo el mundo los atentados 
terroristas en todas sus formas y manifestaciones, 

Recordando la Declaración con motivo del cincuentenario de las Naciones Unidas contenida en la 
resolución 50/6 de la Asamblea General, de 24 de octubre de 1995,

Recordando también todas las resoluciones pertinentes de la Asamblea General sobre la cuestión, 
incluida la resolución 49/60, de 9 de diciembre de 1994, y su anexo sobre la Declaración sobre medi-
das para eliminar el terrorismo internacional, en la que los Estados Miembros de las Naciones Unidas 
reafirmaron solemnemente que condenaban en términos inequívocos todos los actos, métodos y prác-
ticas terroristas por considerarlos criminales e injustificables, dondequiera y quienquiera los cometiera, 
incluidos los que pusieran en peligro las relaciones de amistad entre los Estados y los pueblos y ame-
nazaran la integridad territorial y la seguridad de los Estados, 

Observando que en la Declaración sobre medidas para eliminar el terrorismo internacional se alen-
taba además a los Estados a que examinaran con urgencia el alcance de las disposiciones jurídicas 
internacionales vigentes sobre prevención, represión y eliminación del terrorismo en todas sus formas 
y manifestaciones, a fin de asegurar la existencia de un marco jurídico global que abarcara todos los 
aspectos de la cuestión, 
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Recordando la resolución 51/210 de la Asamblea General, de 17 de diciembre de 1996, en cuyo 
párrafo 3, inciso f), la Asamblea exhortó a todos los Estados a que adoptaran medidas para prevenir y 
contrarrestar, mediante medidas internas apropiadas, la financiación de terroristas y de organizaciones 
terroristas, ya sea que se hiciera en forma directa o indirecta, por conducto de organizaciones que 
tuvieran además o que proclamaran tener objetivos caritativos, sociales o culturales, o que realizaran 
también actividades ilícitas, como el tráfico ilegal de armas, la venta de estupefacientes y las asociacio-
nes ilícitas, incluida la explotación de personas a fin de financiar actividades terroristas, y en particular 
a que consideraran, en su caso, la adopción de medidas reguladoras para prevenir y contrarrestar los 
movimientos de fondos que se sospechara se hicieran con fines terroristas, sin impedir en modo alguno 
la libertad de los movimientos legítimos de capitales, y que intensificaran el intercambio de información 
acerca de los movimientos internacionales de ese tipo de fondos, 

Recordando también la resolución 52/165 de la Asamblea General, de 15 de diciembre de 1997, en 
la que la Asamblea invitó a los Estados a que consideraran, en particular, la posibilidad de aplicar las 
medidas que figuraban en los incisos a) a f) del párrafo 3 de su resolución 51/210 de 17 de diciembre de 
1996, Recordando además la resolución 53/108 de la Asamblea General, de 8 de diciembre de 1998, 
en la que la Asamblea decidió que el Comité Especial establecido en virtud de su resolución 51/210, 
de 17 de diciembre de 1996, elaborara un proyecto de convenio internacional para la represión de la 
financiación del terrorismo que complementara los instrumentos internacionales conexos existentes.

Considerando que la financiación del terrorismo es motivo de profunda preocupación para toda la 
comunidad internacional.

Observando que el número y la gravedad de los actos de terrorismo internacional dependen de la 
financiación que pueden obtener los terroristas.

Observando también que los instrumentos jurídicos multilaterales vigentes no se refieren explícita-
mente a la financiación del terrorismo.

Convencidos de la necesidad urgente de que se intensifique la cooperación internacional entre los 
Estados con miras a elaborar y adoptar medidas eficaces y prácticas para prevenir la financiación del 
terrorismo, así como para reprimirlo mediante el enjuiciamiento y el castigo de sus autores, 

Han acordado lo siguiente:

Artículo 1

A los efectos del presente Convenio:

1.	 Por “fondos” se entenderá los bienes de cualquier tipo, tangibles o intangibles, muebles o in-
muebles, con independencia de cómo se hubieran obtenido, y los documentos o instrumentos 
legales, sea cual fuere su forma, incluida la forma electrónica o digital, que acrediten la propiedad 
u otros derechos sobre dichos bienes, incluidos, sin que la enumeración sea exhaustiva, créditos 
bancarios, cheques de viajero, cheques bancarios, giros, acciones, títulos, obligaciones, letras 
de cambio y cartas de crédito.

2.	 Por “instalación gubernamental o pública” se entenderá toda instalación o vehículo de carácter 
permanente o temporario utilizado u ocupado por representantes de un Estado, funcionarios del 
poder ejecutivo, el poder legislativo o la administración de justicia, empleados o funcionarios de 
un Estado u otra autoridad o entidad pública o funcionarios o empleados de una organización 
intergubernamental, en el desempeño de sus funciones oficiales.

3.	 Por “producto” se entenderá cualesquiera fondos procedentes u obtenidos, directa o indirecta-
mente, de la comisión de un delito enunciado en el artículo 2.

Artículo 2

1.	 Comete delito en el sentido del presente Convenio quien por el medio que fuere, directa o indirec-
tamente, ilícita y deliberadamente, provea o recolecte fondos con la intención de que se utilicen, 
o a sabiendas de que serán utilizados, en todo o en parte, para cometer:
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a)	 Un acto que constituya un delito comprendido en el ámbito de uno de los tratados enumera-
dos en el anexo y tal como esté definido en ese tratado; o

b)	 Cualquier otro acto destinado a causar la muerte o lesiones corporales graves a un civil o a 
cualquier otra persona que no participe directamente en las hostilidades en una situación de 
conflicto armado, cuando, el propósito de dicho acto, por su naturaleza o contexto, sea intimi-
dar a una población u obligar a un gobierno o a una organización internacional a realizar un 
acto o a abstenerse de hacerlo.

2.  a)	 Al depositar su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión al presente 
Convenio, un Estado que no sea parte en alguno de los tratados enumerados en el anexo 
podrá declarar que, en la aplicación del presente Convenio a ese Estado Parte, el tratado no 
se considerará incluido en el anexo mencionado en el apartado a) del párrafo 1. La declara-
ción quedará sin efecto tan pronto como el tratado entre en vigor para el Estado Parte, que 
notificará este hecho al depositario;

b) Cuando un Estado Parte deje de serlo en alguno de los tratados enumerados en el anexo, po-
drá efectuar una declaración respecto de ese tratado con arreglo a lo previsto en el presente 
artículo.

3.	 Para que un acto constituya un delito enunciado en el párrafo 1, no será necesario que los fondos 
se hayan usado efectivamente para cometer un delito mencionado en los apartados a) o b) del 
párrafo 1.

4.	 Comete igualmente un delito quien trate de cometer un delito enunciado en el párrafo 1 del pre-
sente artículo.

5. Comete igualmente un delito quien:

a) Participe como cómplice en la comisión de un delito enunciado en los párrafos 1 ó 4 del pre-
sente artículo;

b) Organice la comisión de un delito enunciado en los párrafos 1 ó 4 del presente artículo o dé 
órdenes a otros de cometerlo;

c) Contribuya a la comisión de uno o más de los delitos enunciados en los párrafos 1 ó 4 del pre-
sente artículo por un grupo de personas que actúe con un propósito común. La contribución 
deberá ser intencionada y hacerse:

i)	 Ya sea con el propósito de facilitar la actividad delictiva o los fines delictivos del grupo, 
cuando esa actividad o esos fines impliquen la comisión de un delito enunciado en el pá-
rrafo 1 del presente artículo; o

ii)	 Ya sea con conocimiento de la intención del grupo de cometer un delito enunciado en el 
párrafo 1del presente artículo.

Artículo 3

El presente Convenio no será aplicable cuando el delito se haya cometido en un solo Estado, el 
presunto delincuente sea nacional de ese Estado y se encuentre en el territorio de ese Estado y ningún 
otro Estado esté facultado para ejercer la jurisdicción con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 1 ó 2 del 
artículo 7, con la excepción de que serán aplicables a esos casos, cuando corresponda, las disposicio-
nes de los artículos 12 a 18.

Artículo 4

Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para:

a)	 Tipificar como infracción penal, con arreglo a su legislación interna, los delitos enunciados en 
el artículo 2;
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b)	 Sancionar esos delitos con penas adecuadas en las que se tenga en cuenta su carácter grave.

Artículo 5
1.	 Cada Estado Parte, de conformidad con sus principios jurídicos internos, adoptará las medidas 

necesarias para que pueda establecerse la responsabilidad de una entidad jurídica ubicada en 
su territorio o constituida con arreglo a su legislación, cuando una persona responsable de su 
dirección o control cometa, en esa calidad, un delito enunciado en el artículo 2. Esa responsabi-
lidad podrá ser penal, civil o administrativa.

2.	 Se incurrirá en esa responsabilidad sin perjuicio de la responsabilidad penal de las personas 
físicas que hayan cometido los delitos.

3.	 Cada Estado Parte velará en particular por que las entidades jurídicas responsables de confor-
midad con lo dispuesto en el párrafo 1 supra estén sujetas a sanciones penales, civiles o admi-
nistrativas eficaces, proporcionadas y disuasorias. Tales sanciones podrán incluir sanciones de 
carácter monetario.

Artículo 6
Cada Estado Parte adoptará las medidas que resulten necesarias, incluida, cuando proceda, la 

adopción de legislación interna, para asegurar que los actos criminales comprendidos en el ámbito del 
presente Convenio no puedan justificarse en circunstancia alguna por consideraciones de índole políti-
ca, filosófica, ideológica, racial, étnica, religiosa u otra similar.

Artículo 7
1.	 Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para establecer su jurisdicción 

respecto de los delitos enunciados en el artículo 2 cuando éstos sean cometidos:

a)	 En el territorio de ese Estado;

b)	 A bordo de un buque que enarbole el pabellón de ese Estado o de una aeronave matriculada 
de conformidad con la legislación de ese Estado en el momento de la comisión del delito;

c)	 Por un nacional de ese Estado.

2.	 Cada Estado Parte podrá también establecer su jurisdicción respecto de cualquiera de tales de-
litos cuando sean cometidos:

a)	 Con el propósito de perpetrar un delito de los mencionados en los apartados a) o b) del párra-
fo 1 del artículo 2 en el territorio de ese Estado o contra uno de sus nacionales o haya tenido 
ese resultado; 

b)	 Con el propósito de perpetrar un delito de los mencionados en los apartados a) o b) del 
párrafo 1 del artículo 2 contra una instalación gubernamental o pública de ese Estado en el 
extranjero, incluso un local diplomático o consular de ese Estado, o haya tenido ese resultado; 

c)	 Con el propósito o el resultado de cometer un delito de los indicados en los apartados a) o b) 
del párrafo 1 del artículo 2, en un intento de obligar a ese Estado a realizar o abstenerse de 
realizar un determinado acto;

d)	 Por un apátrida que tenga residencia habitual en el territorio de ese Estado; 

e)	 A bordo de una aeronave que sea explotada por el gobierno de ese Estado.

3.	 Cada Estado Parte, al ratificar, aceptar o aprobar el presente Convenio o adherirse a él, notificará 
al Secretario General de las Naciones Unidas que ha establecido su jurisdicción de conformidad 
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con su legislación nacional con arreglo al párrafo 2. El Estado Parte de que se trate notificará 
inmediatamente al Secretario General los cambios que se produzcan.

4.	 Cada Estado Parte tomará asimismo las medidas que resulten necesarias para establecer su 
jurisdicción respecto de los delitos enunciados en el artículo 2 en los casos en que el presunto 
autor del delito se halle en su territorio y dicho Estado no conceda la extradición a ninguno de los 
Estados Partes que hayan establecido su jurisdicción de conformidad con los párrafos 1 ó 2.

5.	 Cuando más de un Estado Parte reclame jurisdicción respecto de uno de los delitos menciona-
dos en el artículo 2, los Estados Partes interesados procurarán coordinar sus acciones de mane-
ra apropiada, en particular respecto de las condiciones para enjuiciar y de las modalidades de la 
asistencia judicial recíproca.

6.	 Sin perjuicio de las normas generales de derecho internacional, el presente Convenio no excluye 
el ejercicio de ninguna jurisdicción penal establecida por un Estado Parte de conformidad con su 
legislación nacional.

Artículo 8
1.	 Cada Estado Parte adoptará las medidas que resulten necesarias, de conformidad con sus prin-

cipios jurídicos internos, para la identificación, la detección y el aseguramiento o la incautación 
de todos los fondos utilizados o asignados para cometer los delitos indicados en el artículo 2, así 
como el producto obtenido de esos delitos, a los efectos de su posible decomiso.

2.	 Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con sus principios jurídicos internos, las medidas 
que resulten necesarias para el decomiso de los fondos utilizados o asignados para cometer los 
delitos indicados en el artículo 2 y del producto obtenido de esos delitos.

3.	 Cada Estado Parte interesado podrá considerar la posibilidad de concertar acuerdos para com-
partir con otros Estados Partes, por norma general o en cada caso, los fondos procedentes de 
los decomisos previstos en el presente artículo.

4.	 Cada Estado Parte considerará el establecimiento de mecanismos mediante los cuales los fon-
dos procedentes de los decomisos previstos en el presente artículo se utilicen para indemnizar a 
las víctimas de los delitos mencionados en los apartados a) o b) del párrafo 1 del artículo 2, o de 
sus familiares.

5.	 La aplicación de las disposiciones del presente artículo se efectuará sin perjuicio de los derechos 
de los terceros de buena fe.

Artículo 9
1.	 El Estado Parte que reciba información que indique que en su territorio puede encontrarse el 

culpable o presunto culpable de un delito enunciado en el artículo 2 tomará inmediatamente las 
medidas que sean necesarias de conformidad con su legislación nacional para investigar los 
hechos comprendidos en esa información.

2.	 El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre el delincuente o presunto delincuente, si estima 
que las circunstancias lo justifican, tomará las medidas que correspondan conforme a su legis-
lación nacional a fin de asegurar la presencia de esa persona a efectos de su enjuiciamiento o 
extradición.

3.	 Toda persona respecto de la cual se adopten las medidas mencionadas en el párrafo 2 tendrá 
derecho a:

a)	 Ponerse sin demora en comunicación con el representante más próximo que corresponda del 
Estado del que sea nacional o al que competa por otras razones proteger los derechos de esa 
persona o, si se trata de un apátrida, del Estado en cuyo territorio resida habitualmente;
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b)	 Ser visitada por un representante de dicho Estado;

c)	 Ser informada de los derechos previstos en los apartados a) y b) del presente párrafo.

4.	 Los derechos a que se hace referencia en el párrafo 3 se ejercitarán de conformidad con las 
leyes y los reglamentos del Estado en cuyo territorio se halle el delincuente o presunto delin-
cuente, a condición de que esas leyes y esos reglamentos permitan que se cumpla plenamente 
el propósito de los derechos indicados en el párrafo 3 del presente artículo.

5.	 Lo dispuesto en los párrafos 3 y 4 se entenderá sin perjuicio del derecho de todo Estado Parte 
que, con arreglo al apartado b) del párrafo 1 o al apartado b) del párrafo 2 del artículo 7, pueda 
hacer valer su jurisdicción a invitar al Comité Internacional de la Cruz Roja a ponerse en comu-
nicación con el presunto delincuente y visitarlo.

6.	 El Estado Parte que, en virtud del presente artículo, detenga a una persona notificará inmedia-
tamente la detención y las circunstancias que la justifiquen, a los Estados Partes que hayan 
establecido su jurisdicción de conformidad con los párrafos 1 ó 2 del artículo 7 y, si lo considera 
oportuno, a los demás Estados Partes interesados, directamente o por intermedio del Secretario 
General de las Naciones Unidas. El Estado que proceda a la investigación prevista en el párrafo 
1 del presente artículo informará sin dilación de los resultados de ésta a los Estados Partes men-
cionados e indicará si se propone ejercer su jurisdicción.

Artículo 10
1.	 En los casos en que sea aplicable el artículo 7, el Estado Parte en cuyo territorio se encuentre 

el presunto delincuente, si no procede a su extradición, estará obligado a someter sin demora 
indebida el caso a sus autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento, según el procedi-
miento previsto en la legislación de ese Estado, sin excepción alguna y con independencia de 
que el delito haya sido o no cometido en su territorio. Dichas autoridades tomarán su decisión en 
las mismas condiciones que las aplicables a cualquier otro delito de naturaleza grave de acuerdo 
con el derecho de tal Estado.

2.	 Cuando la legislación de un Estado Parte le permita proceder a la extradición de uno de sus 
nacionales o entregarlo de otro modo sólo a condición de que sea devuelto a ese Estado para 
cumplir la condena que le sea impuesta de resultas del juicio o procedimiento para el cual se 
pidió su extradición o su entrega, y ese Estado y el que solicita la extradición están de acuerdo 
con esa opción y las demás condiciones que consideren apropiadas, dicha extradición o entrega 
condicional será suficiente para cumplir la obligación enunciada en el párrafo 1.

Artículo 11
1.	 Los delitos enunciados en el artículo 2 se considerarán incluidos entre los que dan lugar a extradi-

ción en todo tratado de extradición concertado entre Estados Partes con anterioridad a la entrada 
en vigor del presente Convenio. Los Estados Partes se comprometen a incluir tales delitos como 
casos de extradición en todo tratado sobre la materia que concierten posteriormente entre sí.

2.	 Cuando un Estado Parte que subordine la extradición a la existencia de un tratado reciba de otro 
Estado Parte, con el que no tenga concertado un tratado, una solicitud de extradición, podrá, a 
su elección, considerar el presente Convenio como la base jurídica necesaria para la extradición 
con respecto a los delitos previstos en el artículo 2. La extradición estará sujeta a las demás 
condiciones exigidas por la legislación del Estado requerido.

3.	 Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia de un tratado reconocerán 
los delitos enunciados en el artículo 2 como casos de extradición entre ellos, con sujeción a las 
condiciones exigidas por la legislación del Estado al que se haga la solicitud.

4.	 De ser necesario, a los fines de la extradición entre Estados Partes se considerará que los deli-
tos enunciados en el artículo 2 se han cometido no sólo en el lugar en que se perpetraron sino 
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también en el territorio de los Estados que hayan establecido su jurisdicción de conformidad con 
los párrafos 1 y 2 del artículo 7.

5.	 Las disposiciones de todos los tratados de extradición vigentes entre Estados Partes con res-
pecto a los delitos enumerados en el artículo 2 se considerarán modificadas entre esos Estados 
Partes en la medida en que sean incompatibles con el presente Convenio.

Artículo 12
1.	 Los Estados Partes se prestarán la mayor asistencia posible en relación con cualquier inves-

tigación, proceso penal o procedimiento de extradición que se inicie con respecto a los delitos 
enunciados en el artículo 2, incluso respecto de la obtención de todas las pruebas necesarias 
para el proceso que obren en su poder.

2.	 Los Estados Partes no podrán rechazar una petición de asistencia judicial recíproca al amparo 
del secreto bancario.

3.	 El Estado Parte requirente no utilizará ni comunicará la información o prueba que reciba del Es-
tado Parte requerido para investigaciones, enjuiciamientos o causas distintos de los consignados 
en la petición, sin la previa autorización del Estado Parte requerido.

4.	 Cada Estado Parte podrá estudiar la posibilidad de establecer mecanismos para compartir con 
otros Estados Partes la información o las pruebas necesarias a fin de establecer la responsabili-
dad penal, civil o administrativa en aplicación del artículo 5.

5.	 Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les incumban en virtud de los párrafos 1 y 
2 de conformidad con los tratados u otros acuerdos de asistencia judicial recíproca que existan 
entre ellos. En ausencia de esos tratados o acuerdos, los Estados Partes se prestarán dicha 
asistencia de conformidad con su legislación nacional.

Artículo 13
Ninguno de los delitos enunciados en el artículo 2 se podrá considerar, a los fines de la extradición 

o de la asistencia judicial recíproca, como delito fiscal. En consecuencia, los Estados Partes no podrán 
invocar como único motivo el carácter fiscal del delito para rechazar una solicitud de asistencia judicial 
recíproca o de extradición.

Artículo 14
A los fines de la extradición o de la asistencia judicial recíproca, ninguno de los delitos enunciados 

en el artículo 2 se considerará delito político, delito conexo a un delito político ni delito inspirado en moti-
vos políticos. En consecuencia, no podrá rechazarse una solicitud de extradición o de asistencia judicial 
recíproca formulada en relación con un delito de ese carácter por la única razón de que se refiere a un 
delito político, un delito conexo a un delito político o un delito inspirado en motivos políticos.

Artículo 15
Nada de lo dispuesto en el presente Convenio se interpretará en el sentido de que imponga una 

obligación de extraditar o de prestar asistencia judicial recíproca si el Estado Parte al que se presenta 
la solicitud tiene motivos fundados para creer que la solicitud de extradición por los delitos enunciados 
en el artículo 2 o de asistencia judicial recíproca en relación con esos delitos se ha formulado con el 
fin de enjuiciar o castigar a una persona por motivos de raza, religión, nacionalidad, origen étnico u 
opinión política, o que el cumplimiento de lo solicitado podría perjudicar la situación de esa persona por 
cualquiera de esos motivos.

Artículo 16
1.	 La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en el territorio de un Estado 

Parte y cuya presencia se solicite en otro Estado Parte para fines de prestar testimonio o de 

Convenio Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo



Convenios multilaterales

378

identificación para que ayude a obtener pruebas necesarias para la investigación o el enjuicia-
miento de delitos enunciados en el artículo 2 podrá ser trasladada si se cumplen las condiciones 
siguientes:

a)	 Da, una vez informada, su consentimiento de manera libre;

b)	 Las autoridades competentes de ambos Estados están de acuerdo, con sujeción a las condi-
ciones que consideren apropiadas.

2.	 A los efectos del presente artículo:

a)	 El Estado al que sea trasladada la persona estará autorizado y obligado a mantenerla deteni-
da, salvo que el Estado desde el que fue trasladada solicite o autorice otra cosa;

b)	 El Estado al que sea trasladada la persona cumplirá sin dilación su obligación de devolverla a 
la custodia del Estado desde el que fue trasladada según convengan de antemano o de otro 
modo las autoridades competentes de ambos Estados;

c)	 El Estado al que sea trasladada la persona no podrá exigir al Estado desde el que fue trasla-
dada que inicie procedimientos de extradición para su devolución;

d)	 Se tendrá en cuenta el tiempo que haya permanecido detenida la persona en el Estado al que 
ha sido trasladada a los efectos de descontarlo de la pena que ha de cumplir en el Estado 
desde el que haya sido trasladada.

3.	 A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar una persona de conformidad con 
el presente artículo esté de acuerdo, dicha persona, cualquiera sea su nacionalidad, no podrá ser 
procesada, detenida ni sometida a ninguna otra restricción de su libertad personal en el territorio 
del Estado al que sea trasladada en relación con actos o condenas anteriores a su salida del 
territorio del Estado desde el que fue trasladada.

Artículo 17
Toda persona que se encuentre detenida o respecto de la cual se adopte cualquier medida o sea 

encausada con arreglo al presente Convenio gozará de un trato equitativo, incluido el goce de todos los 
derechos y garantías de conformidad con la legislación del Estado en cuyo territorio se encuentre y con 
las disposiciones pertinentes del derecho internacional, incluido el derecho internacional en materia de 
derechos humanos.

Artículo 18
1.	 Los Estados Partes cooperarán en la prevención de los delitos enunciados en el artículo 2, to-

mando todas las medidas practicables, entre otras, adaptando, de ser necesario, su legislación 
nacional para impedir que se prepare en sus respectivos territorios la comisión de esos delitos 
tanto dentro como fuera de ellos, incluidas:

a)	 Medidas para prohibir en sus territorios las actividades ilegales de personas y organizaciones 
que promuevan, instiguen, organicen o cometan a sabiendas los delitos enunciados en el 
artículo 2;

b)	 Medidas que exijan que las instituciones financieras y otras profesiones que intervengan en 
las transacciones financieras utilicen las medidas más eficientes de que dispongan para la 
identificación de sus clientes habituales u ocasionales, así como de los clientes en cuyo inte-
rés se abran cuentas, y presten atención especial a transacciones inusuales o sospechosas y 
reporten transacciones que se sospeche provengan de una actividad delictiva. A tales efectos, 
los Estados Partes considerarán:

i)	 Adoptar reglamentaciones que prohíban la apertura de cuentas cuyos titulares o benefi-
ciarios no estén ni puedan ser identificados, así como medidas para velar por que esas 
instituciones verifiquen la identidad de los titulares reales de esas transacciones;
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ii)	 Con respecto a la identificación de personas jurídicas, exigir a las instituciones financieras 
que, cuando sea necesario, adopten medidas para verificar la existencia jurídica y la es-
tructura del cliente mediante la obtención, de un registro público, del cliente o de ambos, 
de prueba de la constitución de la sociedad, incluida información sobre el nombre del clien-
te, su forma jurídica, su domicilio, sus directores y las disposiciones relativas a la facultad 
de la persona jurídica para contraer obligaciones;

iii)	 Adoptar reglamentaciones que impongan a las instituciones financieras la obligación de 
reportar con prontitud a las autoridades competentes toda transacción compleja, de mag-
nitud inusual y todas las pautas inusuales de transacciones que no tengan, al parecer, una 
finalidad económica u obviamente lícita, sin temor de asumir responsabilidad penal o civil 
por quebrantar alguna restricción en materia de divulgación de información, si reportan sus 
sospechas de buena fe;

iv)	Exigir a las instituciones financieras que conserven, por lo menos durante cinco años, 
todos los documentos necesarios sobre las transacciones efectuadas, tanto nacionales 
como internacionales.

2.	 Los Estados Partes cooperarán además en la prevención de los delitos enunciados en el artículo 
2 considerando:

a)	 Adoptar medidas de supervisión para todas las agencias de transferencia de dinero, que in-
cluyan, por ejemplo, el establecimiento de un sistema de licencias;

b)	 Aplicar medidas viables a fin de descubrir o vigilar el transporte transfronterizo físico de dinero 
en efectivo e instrumentos negociables al portador, sujetas a salvaguardias estrictas que ga-
ranticen una utilización adecuada de la información y sin que ello obstaculice en modo alguno 
la libre circulación de capitales.

3.	 Los Estados Partes reforzarán su cooperación en la prevención de los delitos enunciados en el 
artículo 2 mediante el intercambio de información precisa y corroborada, de conformidad con las 
disposiciones de su legislación nacional, y la coordinación de medidas administrativas y de otra 
índole adoptadas, según proceda, para impedir que se cometan los delitos enunciados en el 
artículo 2, especialmente mediante:

a)	 El establecimiento y mantenimiento de vías de comunicación entre sus organismos y servi-
cios competentes a fin de facilitar el intercambio seguro y rápido de información sobre todos 
los aspectos de los delitos enunciados en el artículo 2; 

b)	 La cooperación en la investigación de los delitos enunciados en el artículo 2 en lo que respecta a:

i)	 La identidad, el paradero y las actividades de las personas con respecto a las cuales exis-
ten sospechas razonables de que participan en dichos delitos;

ii)	 El movimiento de fondos relacionados con la comisión de tales delitos.

4.	 Los Estados Partes podrán intercambiar información por intermedio de la Organización Interna-
cional de Policía Criminal (Interpol).

Artículo 19
El Estado Parte en el que se entable una acción penal contra el presunto delincuente comunicará, 

de conformidad con su legislación nacional o sus procedimientos aplicables, el resultado final de esa 
acción al Secretario General de las Naciones Unidas, quien transmitirá la información a otros Estados 
Partes.
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Artículo 20
Los Estados Partes cumplirán las obligaciones que les incumben en virtud del presente Convenio de 
manera compatible con los principios de la igualdad soberana, la integridad territorial de los Estados y 
la no injerencia en los asuntos internos de otros Estados.

Artículo 21
Nada de lo dispuesto en el presente Convenio menoscabará los derechos, las obligaciones y las 

responsabilidades de los Estados y de las personas con arreglo al derecho internacional, en particular 
los propósitos de la Carta de las Naciones Unidas, el derecho internacional humanitario y otros conve-
nios pertinentes.

Artículo 22
Nada de lo dispuesto en el presente Convenio facultará a un Estado Parte para ejercer su juris-

dicción en el territorio de otro Estado Parte ni para realizar en él funciones que estén exclusivamente 
reservadas a las autoridades de ese otro Estado Parte por su derecho interno.

Artículo 23
1.	 El anexo podrá enmendarse con la adición de tratados pertinentes que:

a)	 Estén abiertos a la participación de todos los Estados;

b)	 Hayan entrado en vigor;

c)	 Hayan sido objeto de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión de por lo menos 22 Es-
tados Partes en el presente Convenio.

2.	 Una vez que el presente Convenio haya entrado en vigor, un Estado Parte podrá proponer tal 
enmienda.

Toda propuesta de enmienda se comunicará al depositario por escrito. El depositario notificará a to-
dos los Estados Partes las propuestas que reúnan las condiciones indicadas en el párrafo 1 y solicitará 
sus opiniones respecto de si la enmienda propuesta debe aprobarse.

3.	 La enmienda propuesta se considerará aprobada a menos que un tercio de los Estados Partes 
objeten a ella mediante notificación escrita a más tardar 180 días después de su distribución.

4.	 La enmienda al anexo, una vez aprobada, entrará en vigor 30 días después de que se haya 
depositado el vigésimo segundo instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de esa 
enmienda para todos los Estados Partes que hayan depositado ese instrumento. Para cada Es-
tado Parte que ratifique, acepte o apruebe la enmienda después de que se haya depositado el 
vigésimo segundo instrumento, la enmienda entrará en vigor a los 30 días después de que ese 
Estado Parte haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación.

Artículo 24
1.	 Las controversias que surjan entre dos o más Estados Partes con respecto a la interpretación o 

aplicación del presente Convenio y que no puedan resolverse mediante negociaciones dentro 
de un plazo razonable serán sometidas a arbitraje a petición de uno de ellos. Si en el plazo de 
seis meses contados a partir de la fecha de presentación de la solicitud de arbitraje las partes no 
consiguen ponerse de acuerdo sobre la forma de organizarlo, cualquiera de ellas podrá someter 
la controversia a la Corte Internacional de Justicia, mediante solicitud presentada de conformidad 
con el Estatuto de la Corte.

2.	 Cada Estado, al momento de firmar, ratificar, aceptar o aprobar el presente Convenio o adherir-
se a él, podrá declarar que no se considera obligado por el párrafo 1 del presente artículo. Los 
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demás Estados Partes no estarán obligados por lo dispuesto en el párrafo 1 respecto de ningún 
Estado Parte que haya formulado esa reserva.

3.	 El Estado que haya formulado la reserva conforme a las disposiciones del párrafo 2 podrá retirar-
la en cualquier momento mediante notificación al Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 25
1.	 El presente Convenio estará abierto a la firma de todos los Estados desde el 10 de enero de 2000 

hasta el 31 de diciembre de 2001 en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York.

2.	 El presente Convenio está sujeto a ratificación, aceptación o aprobación. Los instrumentos de 
ratificación, aceptación o aprobación serán depositados en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas.

3.	 El presente Convenio estará abierto a la adhesión de cualquier Estado. Los instrumentos de 
adhesión serán depositados en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 26
1.	 El presente Convenio entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que se deposite en 

poder del Secretario General de las Naciones Unidas el vigésimo segundo instrumento de ratifi-
cación, aceptación, aprobación o adhesión.

2.	 Respecto de cada uno de los Estados que ratifiquen, acepten o aprueben el Convenio o se 
adhieran a él después de que sea depositado el vigésimo segundo instrumento de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión, el Convenio entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fe-
cha en que dicho Estado haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación 
o adhesión.

1.	 Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Convenio mediante notificación por escrito dirigi-
da al Secretario General de las Naciones Unidas.

2.	 La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que el Secretario General de las Na-
ciones Unidas reciba la notificación.

Artículo 28
El original del presente Convenio, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son 

igualmente auténticos, será depositado en poder del Secretario General de las Naciones Unidas, que 
enviará copias certificadas de él a todos los Estados.

EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los infrascritos, debidamente autorizados por sus respectivos go-
biernos, han firmado el presente Convenio, abierto a la firma en la Sede de las Naciones Unidas en 
Nueva York el 10 de enero de 2000.

Nota: Ratificación

Artículo 1.- Ratifícase el “Convenio Internacional para la Represión de la Financiación del Terroris-
mo” suscrito el 10 de enero de 2000, cuyo texto lo declara Ley de la República, comprometiendo para 
su observancia el honor nacional.

Artículo 2.- Procédase a efectuar el depósito del respectivo instrumento de ratificación ante el Secre-
tario General de la Organización de las Naciones Unidas en Nueva York de acuerdo a lo que estipula 
el artículo 26 del citado convenio.

Nota: Dada por Decreto Ejecutivo No. 172 publicado en el Registro Oficial 43 de 19 de marzo del 2003
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Anexo No. 18
CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA CORRUPCIÓN

Registro Oficial Suplemento 166 de 15-dic.-2005 

Estado: Vigente

RATIFICACIÓN.-

Art. 1.- Ratificase la “Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción”, suscrita por el 
Ecuador en la ciudad de Mérida, Yucatán, Estados Unidos Mexicanos, en la Conferencia Política de 
Alto Nivel de las Naciones Unidas, realizada del 9 al 11 de diciembre del 2003.

Art. 2.- Publíquese en el Registro Oficial el texto del mencionado instrumento internacional, al cual 
declara Ley de la República, comprometiendo para su observancia el Honor Nacional.

Art. 3.- El presente decreto de ratificación entrará en vigencia a partir de la fecha de su publicación 
en el Registro Oficial y de su ejecución encárgase al Ministerio de Relaciones Exteriores.

Nota: Dado por Decreto Ejecutivo No. 340, publicado en Registro Oficial 76 de 5 de Agosto del 2005.

CONVENCIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS CONTRA LA CORRUPCIÓN

Preámbulo

Los Estados Parte en la presente Convención,

Preocupados por la gravedad de los problemas y las amenazas que plantea la corrupción para la 
estabilidad y seguridad de las sociedades al socavar las instituciones y los valores de la democracia, la 
ética y la justicia y al comprometer el desarrollo sostenible y el imperio de la ley,

Preocupados también por los vínculos entre la corrupción y otras formas de delincuencia, en parti-
cular la delincuencia organizada y la delincuencia económica, incluido el blanqueo de dinero,

Preocupados asimismo por los casos de corrupción que entrañan vastas cantidades de activos, los 
cuales pueden constituir una proporción importante de los recursos de los Estados, y que amenazan la 
estabilidad política y el desarrollo sostenible de esos Estados,

Convencidos de que la corrupción ha dejado de ser un problema local para convertirse en un fenó-
meno transnacional que afecta a todas las sociedades y economías, lo que hace esencial la coopera-
ción internacional para prevenirla y luchar contra ella,

Convencidos también de que se requiere un enfoque amplio y multidisciplinario para prevenir y 
combatir eficazmente la corrupción,

Convencidos asimismo de que la disponibilidad de asistencia técnica puede desempeñar un papel 
importante para que los Estados estén en mejores condiciones de poder prevenir y combatir eficazmen-
te la corrupción, entre otras cosas fortaleciendo sus capacidades y creando instituciones,

Convencidos de que el enriquecimiento personal ilícito puede ser particularmente nocivo para las 
instituciones democráticas, las economías nacionales y el imperio de la ley,
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Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción

Decididos a prevenir, detectar y disuadir con mayor eficacia las transferencias internacionales de ac-
tivos adquiridos ilícitamente y a fortalecer la cooperación internacional para la recuperación de activos,

Reconociendo los principios fundamentales del debido proceso en los procesos penales y en los 
procedimientos civiles o administrativos sobre derechos de propiedad,

Teniendo presente que la prevención y la erradicación de la corrupción son responsabilidad de todos 
los Estados y que éstos deben cooperar entre sí, con el apoyo y la participación de personas y grupos 
que no pertenecen al sector público, como la sociedad civil, las organizaciones no gubernamentales y 
las organizaciones de base comunitaria, para que sus esfuerzos en este ámbito sean eficaces,

Teniendo presentes también los principios de debida gestión de los asuntos y los bienes públicos, 
equidad, responsabilidad e igualdad ante la ley, así como la necesidad de salvaguardar la integridad y 
fomentar una cultura de rechazo de la corrupción,

Encomiando la labor de la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal y la Oficina de las 
Naciones Unidas contra la Droga y el Delito en la prevención y la lucha contra la corrupción,

Recordando la labor realizada por otras organizaciones internacionales y regionales en esta esfera, 
incluidas las actividades del Consejo de Cooperación Aduanera (también denominado Organización 
Mundial de Aduanas), el Consejo de Europa, la Liga de los Estados Arabes, la Organización de Coo-
peración y Desarrollo Económicos, la Organización de los Estados Americanos, la Unión Africana y la 
Unión Europea,

Tomando nota con reconocimiento de los instrumentos multilaterales encaminados a prevenir y 
combatir la corrupción, incluidos, entre otros la Convención Interamericana contra la Corrupción, apro-
bada por la Organización de los Estados Americanos el 29 de marzo de 1996 (1), el Convenio relativo 
a la lucha contra los actos de corrupción en los que estén implicados funcionarios de las Comunida-
des Europeas o de los Estados Miembros de la Unión Europea, aprobado por el Consejo de la Unión 
Europea el 26 de mayo de 1997 (2), el Convenio sobre la lucha contra el soborno de los funcionarios 
públicos extranjeros en las transacciones comerciales internacionales, aprobado por la Organización 
de Cooperación y Desarrollo Económicos el 21 de noviembre de 1997 (3), el Convenio de derecho 
penal sobre la corrupción, aprobado por el Comité de Ministros del Consejo de Europa el 27 de enero 
de 1999 (4), el Convenio de derecho civil sobre la corrupción, aprobado por el Comité de Ministros del 
Consejo de Europa el 4 de noviembre de 1999 (5) y la Convención de la Unión Africana para prevenir 
y combatir la corrupción, aprobada por los Jefes de Estado y de Gobierno de la Unión Africana el 12 de 
julio de 2003,

Acogiendo con satisfacción la entrada en vigor, el 29 de septiembre de 2003, de la Convención de 
las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (6),

Han convenido en lo siguiente.

Capítulo I Disposiciones generales

Art. 1.- Finalidad.- La finalidad de la presente Convención es:

a)	 Promover y fortalecer las medidas para prevenir y combatir más eficaz y eficientemente la 
corrupción;

b)	 Promover, facilitar y apoyar la cooperación internacional y la asistencia técnica en la preven-
ción y la lucha contra la corrupción, incluida la recuperación de activos;

c)	 Promover la integridad, la obligación de rendir cuentas y la debida gestión de los asuntos y los 
bienes públicos.
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Art. 2.- Definiciones.- A los efectos de la presente Convención:

a)	 Por “funcionario público” se entenderá:

i)	 toda persona que ocupe un cargo legislativo, ejecutivo, administrativo o judicial de un Es-
tado Parte, ya sea designado o elegido, permanente o temporal, remunerado u honorario, 
sea cual sea la antigüedad de esa persona en el cargo;

ii)	 toda otra persona que desempeñe una función pública, incluso para un organismo público 
o una empresa pública, o que preste un servicio público, según se defina en el derecho 
interno del Estado Parte y se aplique en la esfera pertinente del ordenamiento jurídico de 
ese Estado Parte;

iii)	 toda otra persona definida como “funcionario público” en el derecho interno de un Estado 
Parte. No obstante, a los efectos de algunas medidas específicas incluidas en el capítulo II 
de la presente Convención, podrá entenderse por “funcionario público” toda persona que 
desempeñe una función pública o preste un servicio público según se defina en el derecho 
interno del Estado Parte y se aplique en la esfera pertinente del ordenamiento jurídico de 
ese Estado Parte;

(1) Véase E/1996/99. (2) Diario Oficial de las Comunidades Europeas, C 195, 25 de junio de 1997. 
(3) Véase Corruption and Integrity Improvement Initiatives in Developing Countries (publicación de las 
Naciones Unidas, Nro. de venta E.98.III.B.18). (4) Consejo de Europa, European Treaty Series, Nro. 
173. (5) Ibíd., Nro. 174. (6) Resolución 55/25 de la Asamblea General, Anexo I.

b)	 Por “funcionario público extranjero” se entenderá toda persona que ocupe un cargo legisla-
tivo, ejecutivo, administrativo o judicial de un país extranjero, ya sea designado o elegido; y 
toda persona que ejerza una función pública para un país extranjero, incluso para un organis-
mo público o una empresa pública;

c)	 Por “funcionario de una organización internacional pública” se entenderá un empleado público 
internacional o toda persona que tal organización haya autorizado a actuar en su nombre;

d)	 Por “bienes” se entenderá los activos de cualquier tipo, corporales o incorporales, muebles o 
inmuebles, tangibles o intangibles y los documentos o instrumentos legales que acrediten la 
propiedad u otros derechos sobre dichos activos;

e)	 Por “producto del delito” se entenderá los bienes de cualquier índole derivados u obtenidos 
directa o indirectamente de la comisión de un delito;

f)	 Por “embargo preventivo” o “incautación” se entenderá la prohibición temporal de transferir, 
convertir, enajenar o trasladar bienes, o de asumir la custodia o el control temporales de bie-
nes sobre la base de una orden de un tribunal u otra autoridad competente;

g)	 Por “decomiso” se entenderá la privación con carácter definitivo de bienes por orden de un 
tribunal u otra autoridad competente;

h)	 Por “delito determinante” se entenderá todo delito del que se derive un producto que pueda 
pasar a constituir materia de un delito definido en el artículo 23 de la presente Convención;

i)	 Por “entrega vigilada” se entenderá la técnica consistente en permitir que remesas ilícitas o 
sospechosas salgan del territorio de uno o más Estados, lo atraviesen o entren en él, con el 
conocimiento y bajo la supervisión de sus autoridades competentes, con el fin de investigar 
un delito e identificar a las personas involucradas en su comisión.
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Art. 3.- Ambito de aplicación

1.	 La presente Convención se aplicará, de conformidad con sus disposiciones, a la prevención, la 
investigación y el enjuiciamiento de la corrupción y al embargo preventivo, la incautación, el de-
comiso y la restitución del producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención.

2.	 Para la aplicación de la presente Convención, a menos que contenga una disposición en contra-
rio, no será necesario que los delitos enunciados en ella produzcan daño o perjuicio patrimonial 
al Estado.

Art. 4.- Protección de la soberanía

1.	 Los Estados Parte cumplirán sus obligaciones con arreglo a la presente Convención en conso-
nancia con los principios de igualdad soberana e integridad territorial de los Estados, así como 
de no intervención en los asuntos internos de otros Estados.

2.	 Nada de lo dispuesto en la presente Convención facultará a un Estado Parte para ejercer, en el 
territorio de otro Estado, jurisdicción o funciones que el derecho interno de ese Estado reserve 
exclusivamente a sus autoridades.

Capítulo II Medidas preventivas

Art. 5.- Políticas y prácticas de prevención de la corrupción

1.	 Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídi-
co, formulará y aplicará o mantendrá en vigor políticas coordinadas y eficaces contra la corrup-
ción que promuevan la participación de la sociedad y reflejen los principios del imperio de la ley, 
la debida gestión de los asuntos públicos y los bienes públicos, la integridad, la transparencia y 
la obligación de rendir cuentas.

2.	 Cada Estado Parte procurará establecer y fomentar prácticas eficaces encaminadas a prevenir 
la corrupción.

3.	 Cada Estado Parte procurará evaluar periódicamente los instrumentos jurídicos y las medidas 
administrativas pertinentes a fin de determinar si son adecuados para combatir la corrupción.

4.	 Los Estados Parte, según proceda y de conformidad con los principios fundamentales de su or-
denamiento jurídico, colaborarán entre sí y con las organizaciones internacionales y regionales 
pertinentes en la promoción y formulación de las medidas mencionadas en el presente artículo. 
Esa colaboración podrá comprender la participación en programas y proyectos internacionales 
destinados a prevenir la corrupción.

Art. 6.- Organo u órganos de prevención de la corrupción

1.	 Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídi-
co, garantizará la existencia de un órgano u órganos, según proceda, encargados de prevenir la 
corrupción con medidas tales como:

a)	 La aplicación de las políticas a que se hace alusión en el artículo 5 de la presente Convención 
y, cuando proceda, la supervisión y coordinación de la puesta en práctica de esas políticas; y, 

b)	 El aumento y la difusión de los conocimientos en materia de prevención de la corrupción.

2.	 Cada Estado Parte otorgará al órgano o a los órganos mencionados en el párrafo 1 del presen-
te artículo la independencia necesaria, de conformidad con los principios fundamentales de su 
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ordenamiento jurídico, para que puedan desempeñar sus funciones de manera eficaz y sin nin-
guna influencia indebida. Deben proporcionárseles los recursos materiales y el personal espe-
cializado que sean necesarios, así como la capacitación que dicho personal pueda requerir para 
el desempeño de sus funciones. 3. Cada Estado Parte comunicará al Secretario General de las 
Naciones Unidas el nombre y la dirección de la autoridad o las autoridades que puedan ayudar a 
otros Estados Parte a formular y aplicar medidas concretas de prevención de la corrupción.

Art. 7.- Sector público

1. Cada Estado Parte, cuando sea apropiado y de conformidad con los principios fundamentales de 
su ordenamiento jurídico, procurará adoptar sistemas de convocatoria, contratación, retención, 
promoción y jubilación de empleados públicos y, cuando proceda, de otros funcionarios públicos 
no elegidos, o mantener y fortalecer dichos sistemas, éstos:

a)	 Estarán basados en principios de eficiencia y transparencia y en criterios objetivos como el 
mérito, la equidad y la aptitud;

b)	 Incluirán procedimientos adecuados de selección y formación de los titulares de cargos públi-
cos que se consideren especialmente vulnerables a la corrupción, así como, cuando proceda, 
la rotación de esas personas a otros cargos;

c)	 Fomentarán una remuneración adecuada y escalas de sueldo equitativas, teniendo en cuenta 
el nivel de desarrollo económico del Estado Parte; y,

d)	 Promoverán programas de formación y capacitación que les permitan cumplir los requisitos 
de desempeño correcto, honorable y debido de sus funciones y les proporcionen capacitación 
especializada y apropiada para que sean más conscientes de los riesgos de corrupción inhe-
rentes al desempeño de sus funciones. Tales programas podrán hacer referencia a códigos o 
normas de conducta en las esferas pertinentes.

2.	 Cada Estado Parte considerará también la posibilidad de adoptar medidas legislativas y adminis-
trativas apropiadas, en consonancia con los objetivos de la presente Convención y de conformi-
dad con los principios fundamentales de su derecho interno, a fin de establecer criterios para la 
candidatura y elección a cargos públicos.

3.	 Cada Estado Parte considerará asimismo la posibilidad de adoptar medidas legislativas y admi-
nistrativas apropiadas, en consonancia con los objetivos de la presente Convención y de confor-
midad con los principios fundamentales de su derecho interno, para aumentar la transparencia 
respecto de la financiación de candidaturas a cargos públicos electivos y, cuando proceda, res-
pecto de la financiación de los partidos políticos. 

4.	 Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, 
procurará adoptar sistemas destinados a promover la transparencia y a prevenir conflictos de 
intereses, o a mantener y fortalecer dichos sistemas.

Art. 8.- Códigos de conducta para funcionarios públicos

1.	 Con objeto de combatir la corrupción, cada Estado Parte, de conformidad con los principios fun-
damentales de su ordenamiento jurídico, promoverá, entre otras cosas, la integridad, la honesti-
dad y la responsabilidad entre sus funcionarios públicos.

2.	 En particular, cada Estado Parte procurará aplicar, en sus propios ordenamientos institucionales 
y jurídicos, códigos o normas de conducta para el correcto, honorable y debido cumplimiento de 
las funciones públicas.
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3.	 Con miras a aplicar las disposiciones del presente artículo, cada Estado Parte, cuando proceda 
y de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, tomará nota de 
las iniciativas pertinentes de las organizaciones regionales, interregionales y multilaterales, tales 
como el Código Internacional de Conducta para los titulares de cargos públicos, que figura en el 
anexo de la resolución 51/59 de la Asamblea General de 12 de diciembre de 1996.

4.	 Cada Estado Parte también considerará, de conformidad con los principios fundamentales de su 
derecho interno, la posibilidad de establecer medidas y sistemas para facilitar que los funciona-
rios públicos denuncien todo acto de corrupción a las autoridades competentes cuando tengan 
conocimiento de ellos en el ejercicio de sus funciones.

5.	 Cada Estado Parte procurará, cuando proceda y de conformidad con los principios fundamentales 
de su derecho interno, establecer medidas y sistemas para exigir a los funcionarios públicos que 
hagan declaraciones a las autoridades competentes en relación, entre otras cosas, con sus activi-
dades externas y con empleos, inversiones, activos y regalos o beneficios importantes que puedan 
dar lugar a un conflicto de intereses respecto de sus atribuciones como funcionarios públicos.

6.	 Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar, de conformidad con los principios fun-
damentales de su derecho interno, medidas disciplinarias o de otra índole contra todo funcionario 
público que transgreda los códigos o normas establecidos de conformidad con el presente artículo.

Art. 9.- Contratación pública y gestión de la hacienda pública

1.	 Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, 
adoptará las medidas necesarias para establecer sistemas apropiados de contratación pública, 
basados en la transparencia, la competencia y criterios objetivos de adopción de decisiones, que 
sean eficaces, entre otras cosas, para prevenir la corrupción. Esos sistemas, en cuya aplicación 
se podrán tener en cuenta valores mínimos apropiados, deberán abordar, entre otras cosas:

a)	 La difusión pública de información relativa a procedimientos de contratación pública y contra-
tos, incluida información sobre licitaciones e información pertinente u oportuna sobre la adju-
dicación de contratos, a fin de que los licitadores potenciales dispongan de tiempo suficiente 
para preparar y presentar sus ofertas;

b)	 La formulación previa de las condiciones de participación, incluidos criterios de selección y 
adjudicación y reglas de licitación, así como su publicación;

c)	 La aplicación de criterios objetivos y predeterminados para la adopción de decisiones sobre 
contratación pública a fin de facilitar la ulterior verificación de la aplicación correcta de las 
reglas o procedimientos;

d)	 Un mecanismo eficaz de examen interno, incluido un sistema eficaz de apelación, para garan-
tizar recursos y soluciones legales en el caso de que no se respeten las reglas o los procedi-
mientos establecidos conforme al presente párrafo; y,

e)	 Cuando proceda, la adopción de medidas para reglamentar las cuestiones relativas al personal 
encargado de la contratación pública, en particular declaraciones de interés respecto de deter-
minadas contrataciones públicas, procedimientos de preselección y requisitos de capacitación.

2. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento ju-
rídico, adoptará medidas apropiadas para promover la transparencia y la obligación de rendir 
cuentas en la gestión de la hacienda pública.

Esas medidas abarcarán, entre otras cosas:
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a)	 Procedimientos para la aprobación del presupuesto nacional;

b)	 La presentación oportuna de información sobre gastos e ingresos;

c)	 Un sistema de normas de contabilidad y auditoría, así como la supervisión correspondiente;

d)	 Sistemas eficaces y eficientes de gestión de riesgos y control interno; y,

e)	 Cuando proceda, la adopción de medidas correctivas en caso de incumplimiento de los requi-
sitos establecidos en el presente párrafo.

3. Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, 
adoptará las medidas que sean necesarias en los ámbitos civil y administrativo para preservar 
la integridad de los libros y registros contables, estados financieros u otros documentos relacio-
nados con los gastos e ingresos públicos y para prevenir la falsificación de esos documentos.

Art. 10.- Información pública

Habida cuenta de la necesidad de combatir la corrupción, cada Estado Parte, de conformidad con 
los principios fundamentales de su derecho interno, adoptará las medidas que sean necesarias para 
aumentar la transparencia en su administración pública, incluso en lo relativo a su organización, funcio-
namiento y procesos de adopción de decisiones, cuando proceda. Esas medidas podrán incluir, entre 
otras cosas:

a)	 La instauración de procedimientos o reglamentaciones que permitan al público en general 
obtener, cuando proceda, información sobre la organización, el funcionamiento y los procesos 
de adopción de decisiones de su administración pública y, con el debido respeto a la pro-
tección de la intimidad y de los datos personales, sobre las decisiones y actos jurídicos que 
incumban al público;

b)	 La simplificación de los procedimientos administrativos, cuando proceda, a fin de facilitar el 
acceso del público a las autoridades encargadas de la adopción de decisiones; y,

c)	 La publicación de información, lo que podrá incluir informes periódicos sobre los riesgos de 
corrupción en su administración pública.

Art. 11.- Medidas relativas al poder judicial y al Ministerio Público

1.	 Teniendo presentes la independencia del poder judicial y su papel decisivo en la lucha contra la 
corrupción, cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordena-
miento jurídico y sin menoscabo de la independencia del poder judicial, adoptará medidas para 
reforzar la integridad y evitar toda oportunidad de corrupción entre los miembros del poder judicial. 
Tales medidas podrán incluir normas que regulen la conducta de los miembros del poder judicial.

2.	 Podrán formularse y aplicarse en el Ministerio Público medidas con idéntico fin a las adoptadas 
conforme al párrafo 1 del presente artículo en los Estados Parte en que esa institución no forme 
parte del poder judicial pero goce de independencia análoga.

Art. 12.- Sector privado

1.	 Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, 
adoptará medidas para prevenir la corrupción y mejorar las normas contables y de auditoría en 
el sector privado, así como, cuando proceda, prever sanciones civiles, administrativas o penales 
eficaces, proporcionadas y disuasivas en caso de incumplimiento de esas medidas.
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2.	 Las medidas que se adopten para alcanzar esos fines podrán consistir, entre otras cosas, en:

a)	 Promover la cooperación entre los organismos encargados de hacer cumplir la ley y las enti-
dades privadas pertinentes;

b)	 Promover la formulación de normas y procedimientos encaminados a salvaguardar la inte-
gridad de las entidades privadas pertinentes, incluidos códigos de conducta para el correcto, 
honorable y debido ejercicio de las actividades comerciales y de todas las profesiones perti-
nentes y para la prevención de conflictos de intereses, así como para la promoción del uso 
de buenas prácticas comerciales entre las empresas y en las relaciones contractuales de las 
empresas con el Estado;

c)	 Promover la transparencia entre entidades privadas, incluidas, cuando proceda, medidas re-
lativas a la identidad de las personas jurídicas y naturales involucradas en el establecimiento 
y la gestión de empresas;

d)	 Prevenir la utilización indebida de los procedimientos que regulan a las entidades privadas, 
incluidos los procedimientos relativos a la concesión de subsidios y licencias por las autorida-
des públicas para actividades comerciales;

e)	 Prevenir los conflictos de intereses imponiendo restricciones apropiadas, durante un período 
razonable, a las actividades profesionales de ex funcionarios públicos o a la contratación de 
funcionarios públicos en el sector privado tras su renuncia o jubilación cuando esas activida-
des o esa contratación estén directamente relacionadas con las funciones desempeñadas o 
supervisadas por esos funcionarios públicos durante su permanencia en el cargo; y,

f)	 Velar por que las empresas privadas, teniendo en cuenta su estructura y tamaño, dispongan 
de suficientes controles contables internos para ayudar a prevenir y detectar los actos de 
corrupción y por que las cuentas y los estados financieros requeridos de esas empresas pri-
vadas estén sujetos a procedimientos apropiados de auditoría y certificación.

3.	 A fin de prevenir la corrupción, cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de 
conformidad con sus leyes y reglamentos internos relativos al mantenimiento de libros y regis-
tros, la divulgación de estados financieros y las normas de contabilidad y auditoría, para prohibir 
los siguientes actos realizados con el fin de cometer cualesquiera de los delitos tipificados con 
arreglo a la presente Convención:

a)	 El establecimiento de cuentas no registradas en libros;

b)	 La realización de operaciones no registradas en libros o mal consignadas;

c)	 El registro de gastos inexistentes;

d)	 El asiento de gastos en los libros de contabilidad con indicación incorrecta de su objeto;

e)	 La utilización de documentos falsos; y,

f)	 La destrucción deliberada de documentos de contabilidad antes del plazo previsto en la ley.

4.	 Cada Estado Parte denegará la deducción tributaria respecto de gastos que constituyan sobor-
no, que es uno de los elementos constitutivos de los delitos tipificados con arreglo a los artículos 
15 y 16 de la presente Convención y, cuando proceda, respecto de otros gastos que hayan tenido 
por objeto promover un comportamiento corrupto.
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Art. 13.- Participación de la sociedad

1.	 Cada Estado Parte adoptará medidas adecuadas, dentro de los medios de que disponga y de 
conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, para fomentar la participa-
ción activa de personas y grupos que no pertenezcan al sector público, como la sociedad civil, 
las organizaciones no gubernamentales y las organizaciones con base en la comunidad, en la 
prevención y la lucha contra la corrupción, y para sensibilizar a la opinión pública con respecto a 
la existencia, las causas y la gravedad de la corrupción, así como a la amenaza que ésta repre-
senta. Esa participación debería reforzarse con medidas como las siguientes:

a)	 Aumentar la transparencia y promover la contribución de la ciudadanía a los procesos de 
adopción de decisiones;

b)	 Garantizar el acceso eficaz del público a la información;

c)	 Realizar actividades de información pública para fomentar la intransigencia con la corrupción, 
así como programas de educación pública, incluidos programas escolares y universitarios; y, 

d)	 Respetar, promover y proteger la libertad de buscar, recibir, publicar y difundir información 
relativa a la corrupción. Esa libertad podrá estar sujeta a ciertas restricciones, que deberán 
estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para:

i)	 Garantizar el respeto de los derechos o la reputación de terceros.

ii)	 Salvaguardar la seguridad nacional, el orden público, o la salud o la moral pública.

2.	 Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas para garantizar que el público tenga conoci-
miento de los órganos pertinentes de lucha contra la corrupción mencionados en la presente 
Convención y facilitará el acceso a dichos órganos, cuando proceda, para la denuncia, incluso 
anónima, de cualesquiera incidentes que puedan considerarse constitutivos de un delito tipifica-
do con arreglo a la presente Convención.

Art. 14.- Medidas para prevenir el blanqueo de dinero

1.	 Cada Estado Parte:

a)	 Establecerá un amplio régimen interno de reglamentación y supervisión de los bancos y las 
instituciones financieras no bancarias, incluidas las personas naturales o jurídicas que pres-
ten servicios oficiales u oficiosos de transferencia de dinero o valores y, cuando proceda, de 
otros órganos situados dentro de su jurisdicción que sean particularmente susceptibles de uti-
lización para el blanqueo de dinero, a fin de prevenir y detectar todas las formas de blanqueo 
de dinero, y en dicho régimen se hará hincapié en los requisitos relativos a la identificación del 
cliente y, cuando proceda, del beneficiario final, al establecimiento de registros y a la denuncia 
de las transacciones sospechosas; y,

b)	 Garantizará, sin perjuicio de la aplicación del artículo 46 de la presente Convención, que las 
autoridades de administración, reglamentación y cumplimiento de la ley y demás autoridades 
encargadas de combatir el blanqueo de dinero (incluidas, cuando sea pertinente con arreglo 
al derecho interno, las autoridades judiciales) sean capaces de cooperar e intercambiar infor-
mación en los ámbitos nacional e internacional, de conformidad con las condiciones prescri-
tas en el derecho interno y, a tal fin, considerará la posibilidad de establecer una dependencia 
de inteligencia financiera que sirva de centro nacional de recopilación, análisis y difusión de 
información sobre posibles actividades de blanqueo de dinero.
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2.	 Los Estados Parte considerarán la posibilidad de aplicar medidas viables para detectar y vigilar el 
movimiento transfronterizo de efectivo y de títulos negociables pertinentes, con sujeción a salva-
guardias que garanticen la debida utilización de la información y sin restringir en modo alguno la 
circulación de capitales lícitos. Esas medidas podrán incluir la exigencia de que los particulares y 
las entidades comerciales notifiquen las transferencias transfronterizas de cantidades elevadas 
de efectivo y de títulos negociables pertinentes.

3.	 Los Estados Parte considerarán la posibilidad de aplicar medidas apropiadas y viables para exi-
gir a las instituciones financieras, incluidas las que remiten dinero, que:

a)	 Incluyan en los formularios de transferencia electrónica de fondos y mensajes conexos infor-
mación exacta y válida sobre el remitente;

b)	 Mantengan esa información durante todo el ciclo de pagos; y,

c)	 Examinen de manera más minuciosa las transferencias de fondos que no contengan informa-
ción completa sobre el remitente.

4.	 Al establecer un régimen interno de reglamentación y supervisión con arreglo al presente artícu-
lo, y sin perjuicio de lo dispuesto en cualquier otro artículo de la presente Convención, se insta 
a los Estados Parte a que utilicen como guía las iniciativas pertinentes de las organizaciones 
regionales, interregionales y multilaterales de lucha contra el blanqueo de dinero.

5.	 Los Estados Parte se esforzarán por establecer y promover la cooperación a escala mundial, 
regional, subregional y bilateral entre las autoridades judiciales, de cumplimiento de la ley y de 
reglamentación financiera a fin de combatir el blanqueo de dinero.

Capítulo III Penalización y aplicación de la ley

Art. 15.- Soborno de funcionarios públicos nacionales

Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para 
tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente:

a)	 La promesa, el ofrecimiento o la concesión a un funcionario público, en forma directa o indi-
recta, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o 
entidad con el fin de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el cumplimiento 
de sus funciones oficiales; y,

b)	 La solicitud o aceptación por un funcionario público, en forma directa o indirecta, de un bene-
ficio indebido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona o entidad con el fin 
de que dicho funcionario actúe o se abstenga de actuar en el cumplimiento de sus funciones 
oficiales.

Art. 16.- Soborno de funcionarios públicos extranjeros y de funcionarios de organizaciones internacio-
nales públicas

1.	 Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para 
tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente, la promesa, el ofrecimiento o la con-
cesión, en forma directa o indirecta, a un funcionario público extranjero o a un funcionario de una 
organización internacional pública, de un beneficio indebido que redunde en su propio provecho 
o en el de otra persona o entidad con el fin de que dicho funcionario actúe o se abstenga de 
actuar en el ejercicio de sus funciones oficiales para obtener o mantener alguna transacción 
comercial u otro beneficio indebido en relación con la realización de actividades comerciales 
internacionales.
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2.	 Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra ín-
dole que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente, la 
solicitud o aceptación por un funcionario público extranjero o un funcionario de una organización 
internacional pública, en forma directa o indirecta, de un beneficio indebido que redunde en su 
propio provecho o en el de otra persona o entidad, con el fin de que dicho funcionario actúe o se 
abstenga de actuar en el ejercicio de sus funciones oficiales.

Art. 17.- Malversación o peculado, apropiación indebida u otras formas de desviación de bienes por un 
funcionario público

Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para ti-
pificar como delito, cuando se cometan intencionalmente, la malversación o el peculado, la apropiación 
indebida u otras formas de desviación por un funcionario público, en beneficio propio o de terceros u 
otras entidades, de bienes, fondos o títulos públicos o privados o cualquier otra cosa de valor que se 
hayan confiado al funcionario en virtud de su cargo.

Art. 18.- Tráfico de influencias

Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole 
que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente:

a)	 La promesa, el ofrecimiento o la concesión a un funcionario público o a cualquier otra perso-
na, en forma directa o indirecta, de un beneficio indebido con el fin de que el funcionario pú-
blico o la persona abuse de su influencia real o supuesta para obtener de una administración 
o autoridad del Estado Parte un beneficio indebido que redunde en provecho del instigador 
original del acto o de cualquier otra persona; y,

b)	 La solicitud o aceptación por un funcionario público o cualquier otra persona, en forma directa 
o indirecta, de un beneficio indebido que redunde en su provecho o el de otra persona con 
el fin de que el funcionario público o la persona abuse de su influencia real o supuesta para 
obtener de una administración o autoridad del Estado Parte un beneficio indebido.

Art. 19.- Abuso de funciones

Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole 
que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometa intencionalmente, el abuso de fun-
ciones o del cargo, es decir, la realización u omisión de un acto, en violación de la ley, por parte de un 
funcionario público en el ejercicio de sus funciones, con el fin de obtener un beneficio indebido para sí 
mismo o para otra persona o entidad.

Art. 20.- Enriquecimiento ilícito

Con sujeción a su constitución y a los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, cada 
Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean 
necesarias para tipificar como delito, cuando se cometa intencionalmente, el enriquecimiento ilícito, 
es decir, el incremento significativo del patrimonio de un funcionario público respecto de sus ingresos 
legítimos que no pueda ser razonablemente justificado por él.

Art. 21.- Soborno en el sector privado

Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole 
que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente en el curso de 
actividades económicas, financieras o comerciales:
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a)	 La promesa, el ofrecimiento o la concesión, en forma directa o indirecta, a una persona que 
dirija una entidad del sector privado o cumpla cualquier función en ella, de un beneficio inde-
bido que redunde en su propio provecho o en el de otra persona, con el fin de que, faltando al 
deber inherente a sus funciones, actúe o se abstenga de actuar; y,

b)	 La solicitud o aceptación, en forma directa o indirecta, por una persona que dirija una entidad 
del sector privado o cumpla cualquier función en ella, de un beneficio indebido que redunde 
en su propio provecho o en el de otra persona, con el fin de que, faltando al deber inherente 
a sus funciones, actúe o se abstenga de actuar.

Art. 22.- Malversación o peculado de bienes en el sector privado

Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole 
que sean necesarias para tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente en el curso de 
actividades económicas, financieras o comerciales, la malversación o el peculado, por una persona que 
dirija una entidad del sector privado o cumpla cualquier función en ella, de cualesquiera de los bienes, 
fondos o títulos privados o de cualquier otra cosa de valor que se hayan confiado a esa persona por 
razón de su cargo.

Art. 23.- Blanqueo del producto del delito

1.	 Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho 
interno, las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipificar como delito, 
cuando se cometan intencionalmente:

a)  i)	 La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que esos bienes son producto 
del delito, con el propósito de ocultar o disimular el origen ilícito de los bienes o ayudar a 
cualquier persona involucrada en la comisión del delito determinante a eludir las conse-
cuencias jurídicas de sus actos;

ii)	 La ocultación o disimulación de la verdadera naturaleza, el origen, la ubicación, la disposi-
ción, el movimiento o la propiedad de bienes o del legítimo derecho a éstos, a sabiendas 
de que dichos bienes son producto del delito; y,

b)	 Con sujeción a los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico:

i)	 La adquisición, posesión o utilización de bienes, a sabiendas, en el momento de su recep-
ción, de que son producto del delito.

ii)	 La participación en la comisión de cualesquiera de los delitos tipificados con arreglo al 
presente artículo, así como la asociación y la confabulación para cometerlos, la tentativa 
de cometerlos y la ayuda, la incitación, la facilitación y el asesoramiento en aras de su 
comisión.

2. Para los fines de la aplicación o puesta en práctica del párrafo 1 del presente artículo:

a)	 Cada Estado Parte velará por aplicar el párrafo 1 del presente artículo a la gama más amplia 
posible de delitos determinantes;

b)	 Cada Estado Parte incluirá como delitos determinantes, como mínimo, una amplia gama de 
delitos tipificados con arreglo a la presente Convención; 

c)	 A los efectos del apartado b) supra, entre los delitos determinantes se incluirán los delitos 
cometidos tanto dentro como fuera de la jurisdicción del Estado Parte interesado. No obs-
tante, los delitos cometidos fuera de la jurisdicción de un Estado Parte constituirán delito 
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determinante siempre y cuando el acto correspondiente sea delito con arreglo al derecho 
interno del Estado en que se haya cometido y constituyese asimismo delito con arreglo al de-
recho interno del Estado Parte que aplique o ponga en práctica el presente artículo si el delito 
se hubiese cometido allí;

d)	 Cada Estado Parte proporcionará al Secretario General de las Naciones Unidas una copia de 
sus leyes destinadas a dar aplicación al presente artículo y de cualquier enmienda ulterior que 
se haga a tales leyes o una descripción de ésta; y,

e)	 Si así lo requieren los principios fundamentales del derecho interno de un Estado Parte, podrá 
disponerse que los delitos enunciados en el párrafo 1 del presente artículo no se aplican a las 
personas que hayan cometido el delito determinante.

Art. 24.- Encubrimiento

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 23 de la presente Convención, cada Estado Parte consi-
derará la posibilidad de adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para tipi-
ficar como delito, cuando se cometan intencionalmente tras la comisión de cualesquiera de los delitos 
tipificados con arreglo a la presente Convención pero sin haber participado en ellos, el encubrimiento o 
la retención continua de bienes a sabiendas de que dichos bienes son producto de cualesquiera de los 
delitos tipificados con arreglo a la presente Convención.

Art. 25.- Obstrucción de la justicia

Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para 
tipificar como delito, cuando se cometan intencionalmente:

a)	 El uso de fuerza física, amenazas o intimidación, o la promesa, el ofrecimiento o la concesión 
de un beneficio indebido para inducir a una persona a prestar falso testimonio o a obstaculizar 
la prestación de testimonio o la aportación de pruebas en procesos en relación con la comi-
sión de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención; y,

b)	 El uso de fuerza física, amenazas o intimidación para obstaculizar el cumplimiento de las 
funciones oficiales de un funcionario de la justicia o de los servicios encargados de hacer 
cumplir la ley en relación con la comisión de los delitos tipificados con arreglo a la presente 
Convención. Nada de lo previsto en el presente artículo menoscabará el derecho de los Esta-
dos Parte a disponer de legislación que proteja a otras categorías de funcionarios públicos.

Art. 26.- Responsabilidad de las personas jurídicas

1.	 Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, en consonancia con sus princi-
pios jurídicos, a fin de establecer la responsabilidad de personas jurídicas por su participación en 
delitos tipificados con arreglo a la presente Convención.

2.	 Con sujeción a los principios jurídicos del Estado Parte, la responsabilidad de las personas jurí-
dicas podrá ser de índole penal, civil o administrativa.

3.	 Dicha responsabilidad existirá sin perjuicio de la responsabilidad penal que incumba a las perso-
nas naturales que hayan cometido los delitos.

4.	 Cada Estado Parte velará en particular por que se impongan sanciones penales o no penales 
eficaces, proporcionadas y disuasivas, incluidas sanciones monetarias, a las personas jurídicas 
consideradas responsables con arreglo al presente artículo.
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Art. 27.- Participación y tentativa

1.	 Cada Estado Parte adoptará las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para 
tipificar como delito, de conformidad con su derecho interno, cualquier forma de participación, 
ya sea como cómplice, colaborador o instigador, en un delito tipificado con arreglo a la presente 
Convención.

2.	 Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias 
para tipificar como delito, de conformidad con su derecho interno, toda tentativa de cometer un 
delito tipificado con arreglo a la presente Convención.

3.	 Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias 
para tipificar como delito, de conformidad con su derecho interno, la preparación con miras a 
cometer un delito tipificado con arreglo a la presente Convención.

Art. 28.- Conocimiento, intención y propósito como elementos de un delito

El conocimiento, la intención o el propósito que se requieren como elemento de un delito tipificado 
con arreglo a la presente Convención podrán inferirse de circunstancias fácticas objetivas.

Art. 29.- Prescripción

Cada Estado Parte establecerá, cuando proceda, con arreglo a su derecho interno, un plazo de 
prescripción amplio para iniciar procesos por cualesquiera de los delitos tipificados con arreglo a la 
presente Convención y establecerá un plazo mayor o interrumpirá la prescripción cuando el presunto 
delincuente haya eludido la administración de justicia.

Art. 30.- Proceso, fallo y sanciones

1.	 Cada Estado Parte penalizará la comisión de los delitos tipificados con arreglo a la presente 
Convención con sanciones que tengan en cuenta la gravedad de esos delitos.

2.	 Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para establecer o mantener, de 
conformidad con su ordenamiento jurídico y sus principios constitucionales, un equilibrio apropia-
do entre cualesquiera inmunidades o prerrogativas jurisdiccionales otorgadas a sus funcionarios 
públicos para el cumplimiento de sus funciones y la posibilidad, de ser preciso, de proceder efec-
tivamente a la investigación, el enjuiciamiento y el fallo de los delitos tipificados con arreglo a la 
presente Convención.

3.	 Cada Estado Parte velará por que se ejerzan cualesquiera facultades legales discrecionales de 
que disponga conforme a su derecho interno en relación con el enjuiciamiento de personas por 
los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención a fin de dar máxima eficacia a las 
medidas adoptadas para hacer cumplir la ley respecto de esos delitos, teniendo debidamente en 
cuenta la necesidad de prevenirlos.

4.	 Cuando se trate de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención, cada Estado Parte 
adoptará medidas apropiadas, de conformidad con su derecho interno y tomando debidamente 
en consideración los derechos de la defensa, con miras a procurar que, al imponer condiciones 
en relación con la decisión de conceder la libertad en espera de juicio o la apelación, se tenga 
presente la necesidad de garantizar la comparecencia del acusado en todo procedimiento penal 
ulterior.

5.	 Cada Estado Parte tendrá en cuenta la gravedad de los delitos pertinentes al considerar la even-
tualidad de conceder la libertad anticipada o la libertad condicional a personas que hayan sido 
declaradas culpables de esos delitos.
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6.	 Cada Estado Parte considerará la posibilidad de establecer, en la medida en que ello sea concor-
dante con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, procedimientos en virtud de 
los cuales un funcionario público que sea acusado de un delito tipificado con arreglo a la presente 
Convención pueda, cuando proceda, ser destituido, suspendido o reasignado por la autoridad 
correspondiente, teniendo presente el respeto al principio de presunción de inocencia.

7.	 Cuando la gravedad de la falta lo justifique y en la medida en que ello sea concordante con los 
principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, cada Estado Parte considerará la po-
sibilidad de establecer procedimientos para inhabilitar, por mandamiento judicial u otro medio 
apropiado y por un período determinado por su derecho interno, a las personas condenadas por 
delitos tipificados con arreglo a la presente Convención para:

a)	 Ejercer cargos públicos; y,

b)	 Ejercer cargos en una empresa de propiedad total o parcial del Estado.

8.	 El párrafo 1 del presente artículo no menoscabará el ejercicio de facultades disciplinarias por los 
organismos competentes contra empleados públicos.

9.	 Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará al principio de que la descripción de 
los delitos tipificados con arreglo a ella y de los medios jurídicos de defensa aplicables o demás 
principios jurídicos que regulan la legalidad de una conducta queda reservada al derecho interno 
de los Estados Parte y de que esos delitos habrán de ser perseguidos y sancionados de confor-
midad con ese derecho.

10.	 Los Estados Parte procurarán promover la reinserción social de las personas condenadas por 
delitos tipificados con arreglo a la presente Convención.

Art. 31.- Embargo preventivo, incautación y decomiso

1.	 Cada Estado Parte adoptará, en el mayor grado en que lo permita su ordenamiento jurídico inter-
no, las medidas que sean necesarias para autorizar el decomiso:

a)	 Del producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención o de bienes cuyo 
valor corresponda al de dicho producto; y,

b)	 De los bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o destinados a utilizarse en la comisión 
de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención.

2.	 Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para permitir la identificación, la 
localización, el embargo preventivo o la incautación de cualquier bien a que se haga referencia 
en el párrafo 1 del presente artículo con miras a su eventual decomiso.

3.	 Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con su derecho interno, las medidas legislativas y 
de otra índole que sean necesarias para regular la administración, por parte de las autoridades 
competentes, de los bienes embargados, incautados o decomisados comprendidos en los párra-
fos 1 y 2 del presente artículo.

4.	 Cuando ese producto del delito se haya transformado o convertido parcial o totalmente en otros 
bienes, éstos serán objeto de las medidas aplicables a dicho producto a tenor del presente artículo.

5.	 Cuando ese producto del delito se haya mezclado con bienes adquiridos de fuentes lícitas, esos 
bienes serán objeto de decomiso hasta el valor estimado del producto entremezclado, sin me-
noscabo de cualquier otra facultad de embargo preventivo o incautación.
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6.	 Los ingresos u otros beneficios derivados de ese producto del delito, de bienes en los que se 
haya transformado o convertido dicho producto o de bienes con los que se haya entremezclado 
ese producto del delito también serán objeto de las medidas previstas en el presente artículo, de 
la misma manera y en el mismo grado que el producto del delito.

7.	 A los efectos del presente artículo y del artículo 55 de la presente Convención, cada Estado Par-
te facultará a sus tribunales u otras autoridades competentes para ordenar la presentación o la 
incautación de documentos bancarios, financieros o comerciales. Los Estados Parte no podrán 
negarse a aplicar las disposiciones del presente párrafo amparándose en el secreto bancario. 

8.	 Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de exigir a un delincuente que demuestre el 
origen lícito del presunto producto del delito o de otros bienes expuestos a decomiso, en la me-
dida en que ello sea conforme con los principios fundamentales de su derecho interno y con la 
índole del proceso judicial u otros procesos.

9.	 Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de los derechos de terce-
ros de buena fe.

10.	 Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará al principio de que las medidas en él pre-
vistas se definirán y aplicarán de conformidad con el derecho interno de los Estados Parte y con 
sujeción a éste.

Art. 32.- Protección de testigos, peritos y víctimas

1.	 Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas, de conformidad con su ordenamiento jurídico 
interno y dentro de sus posibilidades, para proteger de manera eficaz contra eventuales actos de 
represalia o intimidación a los testigos y peritos que presten testimonio sobre delitos tipificados 
con arreglo a la presente Convención, así como, cuando proceda, a sus familiares y demás per-
sonas cercanas.

2.	 Las medidas previstas en el párrafo 1 del presente artículo podrán consistir, entre otras, sin per-
juicio de los derechos del acusado e incluido el derecho a las garantías procesales, en:

a)	 Establecer procedimientos para la protección física de esas personas, incluida, en la medida 
de lo necesario y posible, su reubicación, y permitir, cuando proceda, la prohibición total o 
parcial de revelar información sobre su identidad y paradero; y,

b)	 Establecer normas probatorias que permitan que los testigos y peritos presten testimonio sin 
poner en peligro la seguridad de esas personas, por ejemplo aceptando el testimonio median-
te tecnologías de comunicación como la videoconferencia u otros medios adecuados.

3.	 Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos con otros Estados 
para la reubicación de las personas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo.

4.	 Las disposiciones del presente artículo se aplicarán también a las víctimas en la medida en que 
sean testigos.

5.	 Cada Estado Parte permitirá, con sujeción a su derecho interno, que se presenten y consideren 
las opiniones y preocupaciones de las víctimas en etapas apropiadas de las actuaciones penales 
contra los delincuentes sin que ello menoscabe los derechos de la defensa.

Art. 33.- Protección de los denunciantes

Cada Estado Parte considerará la posibilidad de incorporar en su ordenamiento jurídico interno 
medidas apropiadas para proporcionar protección contra todo trato injustificado a las personas que de-
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nuncien ante las autoridades competentes, de buena fe y con motivos razonables, cualesquiera hechos 
relacionados con delitos tipificados con arreglo a la presente Convención.

Art. 34.- Consecuencias de los actos de corrupción

Con la debida consideración de los derechos adquiridos de buena fe por terceros, cada Estado 
Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho interno, adoptará medidas para 
eliminar las consecuencias de los actos de corrupción. En este contexto, los Estados Parte podrán 
considerar la corrupción un factor pertinente en procedimientos jurídicos encaminados a anular o dejar 
sin efecto un contrato o a revocar una concesión u otro instrumento semejante, o adoptar cualquier otra 
medida correctiva.

Art. 35.- Indemnización por daños y perjuicios

Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de conformidad con los principios de 
su derecho interno, para garantizar que las entidades o personas perjudicadas como consecuencia de 
un acto de corrupción tengan derecho a iniciar una acción legal contra los responsables de esos daños 
y perjuicios a fin de obtener indemnización.

Art. 36.- Autoridades especializadas

Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, 
se cerciorará de que dispone de uno o más órganos o personas especializadas en la lucha contra la 
corrupción mediante la aplicación coercitiva de la ley. Ese órgano u órganos o esas personas gozarán 
de la independencia necesaria, conforme a los principios fundamentales del ordenamiento jurídico del 
Estado Parte, para que puedan desempeñar sus funciones con eficacia y sin presiones indebidas. 
Deberá proporcionarse a esas personas o al personal de ese órgano u órganos formación adecuada y 
recursos suficientes para el desempeño de sus funciones.

Art. 37.- Cooperación con las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley

1.	 Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas para alentar a las personas que participen o 
hayan participado en la comisión de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención a 
que proporcionen a las autoridades competentes información útil con fines investigativos y pro-
batorios y a que les presten ayuda efectiva y concreta que pueda contribuir a privar a los delin-
cuentes del producto del delito, así como a recuperar ese producto.

2.	 Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, en casos apropiados, la mitigación de la 
pena de toda persona acusada que preste cooperación sustancial en la investigación o el enjui-
ciamiento de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención.

3.	 Cada Estado Parte considerará la posibilidad de prever, de conformidad con los principios fun-
damentales de su derecho interno, la concesión de inmunidad judicial a toda persona que preste 
cooperación sustancial en la investigación o el enjuiciamiento de los delitos tipificados con arre-
glo a la presente Convención.

4.	 La protección de esas personas será, mutatis mutandis, la prevista en el artículo 32 de la presen-
te Convención.

5.	 Cuando las personas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo se encuentren en un 
Estado Parte y puedan prestar cooperación sustancial a las autoridades competentes de otro Es-
tado Parte, los Estados Parte interesados podrán considerar la posibilidad de celebrar acuerdos 
o arreglos, de conformidad con su derecho interno, con respecto a la eventual concesión, por el 
otro Estado Parte, del trato previsto en los párrafos 2 y 3 del presente artículo.
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Art. 38.- Cooperación entre organismos nacionales

Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de conformidad con su derecho 
interno, para alentar la cooperación entre, por un lado, sus organismos públicos, así como sus fun-
cionarios públicos, y, por otro, sus organismos encargados de investigar y enjuiciar los delitos. Esa 
cooperación podrá incluir:

a)	 Informar a esos últimos organismos, por iniciativa del Estado Parte, cuando haya motivos 
razonables para sospechar que se ha cometido alguno de los delitos tipificados con arreglo a 
los artículos 15, 21 y 23 de la presente Convención; o,

b)	 Proporcionar a esos organismos toda la información necesaria, previa solicitud.

Art. 39.- Cooperación entre los organismos nacionales y el sector privado

1.	 Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de conformidad con su dere-
cho interno, para alentar la cooperación entre los organismos nacionales de investigación y el 
Ministerio Público, por un lado, y las entidades del sector privado, en particular las instituciones 
financieras, por otro, en cuestiones relativas a la comisión de los delitos tipificados con arreglo a 
la presente Convención.

2.	 Cada Estado Parte considerará la posibilidad de alentar a sus nacionales y demás personas 
que tengan residencia habitual en su territorio a denunciar ante los organismos nacionales de 
investigación y el Ministerio Público la comisión de todo delito tipificado con arreglo a la presente 
Convención.

Art. 40.- Secreto bancario

Cada Estado Parte velará por que, en el caso de investigaciones penales nacionales de delitos 
tipificados con arreglo a la presente Convención, existan en su ordenamiento jurídico interno mecanis-
mos apropiados para salvar todo obstáculo que pueda surgir como consecuencia de la aplicación de la 
legislación relativa al secreto bancario.

Art. 41.- Antecedentes penales

Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas legislativas o de otra índole que sean necesarias para 
tener en cuenta, en las condiciones y para los fines que estime apropiados, toda previa declaración de 
culpabilidad de un presunto delincuente en otro Estado a fin de utilizar esa información en actuaciones 
penales relativas a delitos tipificados con arreglo a la presente Convención.

Art. 42.- Jurisdicción

1.	 Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias para establecer su jurisdicción 
respecto de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención cuando:

a)	 El delito se cometa en su territorio; o,

b)	 El delito se cometa a bordo de un buque que enarbole su pabellón o de una aeronave regis-
trada conforme a sus leyes en el momento de la comisión.

2.	 Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 4 de la presente Convención, un Estado Parte también 
podrá establecer su jurisdicción para conocer de tales delitos cuando:

a)	 El delito se cometa contra uno de sus nacionales;
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b)	 El delito sea cometido por uno de sus nacionales o por una persona apátrida que tenga resi-
dencia habitual en su territorio; o,

c)	 El delito sea uno de los delitos tipificados con arreglo al inciso ii) del apartado b) del párrafo 
1 del artículo 23 de la presente Convención y se cometa fuera de su territorio con miras a la 
comisión, dentro de su territorio, de un delito tipificado con arreglo a los incisos i) o ii) del apar-
tado a) o al inciso i) del apartado b) del párrafo 1 del artículo 23 de la presente Convención; 
o, d) El delito se cometa contra el Estado Parte.

3.	 A los efectos del artículo 44 de la presente Convención, cada Estado Parte adoptará las medidas 
que sean necesarias para establecer su jurisdicción respecto de los delitos tipificados con arre-
glo a la presente Convención cuando el presunto delincuente se encuentre en su territorio y el 
Estado Parte no lo extradite por el solo hecho de ser uno de sus nacionales.

4.	 Cada Estado Parte podrá también adoptar las medidas que sean necesarias para establecer su 
jurisdicción respecto de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención cuando el 
presunto delincuente se encuentre en su territorio y el Estado Parte no lo extradite.

5.	 Si un Estado Parte que ejerce su jurisdicción con arreglo a los párrafos 1 ó 2 del presente artículo 
ha recibido notificación, o tomado conocimiento por otro conducto, de que otros Estados Parte 
están realizando una investigación, un proceso o una actuación judicial respecto de los mismos 
hechos, las autoridades competentes de esos Estados Parte se consultarán, según proceda, a 
fin de coordinar sus medidas.

6.	 Sin perjuicio de las normas del derecho internacional general, la presente Convención no exclui-
rá el ejercicio de las competencias penales establecidas por los Estados Parte de conformidad 
con su derecho interno.

Capítulo IV Cooperación internacional

Art. 43.- Cooperación internacional

1.	 Los Estados Parte cooperarán en asuntos penales conforme a lo dispuesto en los artículos 44 a 
50 de la presente Convención. Cuando proceda y esté en consonancia con su ordenamiento ju-
rídico interno, los Estados Parte considerarán la posibilidad de prestarse asistencia en las inves-
tigaciones y procedimientos correspondientes a cuestiones civiles y administrativas relacionadas 
con la corrupción.

2.	 En cuestiones de cooperación internacional, cuando la doble incriminación sea un requisito, éste 
se considerará cumplido si la conducta constitutiva del delito respecto del cual se solicita asisten-
cia es delito con arreglo a la legislación de ambos Estados Parte, independientemente de si las 
leyes del Estado Parte requerido incluyen el delito en la misma categoría o lo denominan con la 
misma terminología que el Estado Parte requirente.

Art. 44.- Extradición

1.	 El presente artículo se aplicará a los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención en 
el caso de que la persona que es objeto de la solicitud de extradición se encuentre en el territorio 
del Estado Parte requerido, siempre y cuando el delito por el que se pide la extradición sea puni-
ble con arreglo al derecho interno del Estado Parte requirente y del Estado Parte requerido. 

2.	 Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo, los Estados Parte cuya legis-
lación lo permita podrán conceder la extradición de una persona por cualesquiera de los delitos 
comprendidos en la presente Convención que no sean punibles con arreglo a su propio derecho 
interno.
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3.	 Cuando la solicitud de extradición incluya varios delitos, de los cuales al menos uno dé lugar a 
extradición conforme a lo dispuesto en el presente artículo y algunos no den lugar a extradición 
debido al período de privación de libertad que conllevan pero guarden relación con los delitos 
tipificados con arreglo a la presente Convención, el Estado Parte requerido podrá aplicar el pre-
sente artículo también respecto de esos delitos.

4.	 Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente artículo se considerará incluido entre los 
delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de extradición vigente entre los Estados Parte. 
Estos se comprometen a incluir tales delitos como causa de extradición en todo tratado de ex-
tradición que celebren entre sí. Los Estados Parte cuya legislación lo permita, en el caso de que 
la presente Convención sirva de base para la extradición, no considerarán de carácter político 
ninguno de los delitos tipificados con arreglo a la presente Convención.

5.	 Si un Estado Parte que supedita la extradición a la existencia de un tratado recibe una solicitud 
de extradición de otro Estado Parte con el que no lo vincula ningún tratado de extradición, podrá 
considerar la presente Convención como la base jurídica de la extradición respecto de los delitos 
a los que se aplica el presente artículo.

6.	 Todo Estado Parte que supedite la extradición a la existencia de un tratado deberá:

a)	 En el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o aprobación de la pre-
sente Convención o de adhesión a ella, informará al Secretario General de las Naciones Unidas 
de si considerará o no la presente Convención como la base jurídica de la cooperación en ma-
teria de extradición en sus relaciones con otros Estados Parte en la presente Convención; y,

b)	 Si no considera la presente Convención como la base jurídica de la cooperación en materia 
de extradición, procurar, cuando proceda, celebrar tratados de extradición con otros Estados 
Parte en la presente Convención a fin de aplicar el presente artículo.

7.	 Los Estados Parte que no supediten la extradición a la existencia de un tratado reconocerán los 
delitos a los que se aplica el presente artículo como causa de extradición entre ellos.

8.	 La extradición estará sujeta a las condiciones previstas en el derecho interno del Estado Parte 
requerido o en los tratados de extradición aplicables, incluidas, entre otras cosas, las relativas 
al requisito de una pena mínima para la extradición y a los motivos por los que el Estado Parte 
requerido puede denegar la extradición.

9.	 Los Estados Parte, de conformidad con su derecho interno, procurarán agilizar los procedimien-
tos de extradición y simplificar los requisitos probatorios correspondientes con respecto a cual-
quiera de los delitos a los que se aplica el presente artículo.

10.	 A reserva de lo dispuesto en su derecho interno y en sus tratados de extradición, el Estado 
Parte requerido podrá, tras haberse cerciorado de que las circunstancias lo justifican y tienen 
carácter urgente, y a solicitud del Estado Parte requirente, proceder a la detención de la perso-
na presente en su territorio cuya extradición se pide o adoptar otras medidas adecuadas para 
garantizar la comparecencia de esa persona en los procedimientos de extradición.

11.	 El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre un presunto delincuente, si no lo extradita res-
pecto de un delito al que se aplica el presente artículo por el solo hecho de ser uno de sus 
nacionales, estará obligado, previa solicitud del Estado Parte que pide la extradición, a someter 
el caso sin demora injustificada a sus autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento. 
Dichas autoridades adoptarán su decisión y llevarán a cabo sus actuaciones judiciales de la 
misma manera en que lo harían respecto de cualquier otro delito de carácter grave con arreglo 
al derecho interno de ese Estado Parte. Los Estados Parte interesados cooperarán entre sí, en 
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particular en lo que respecta a los aspectos procesales y probatorios, con miras a garantizar la 
eficiencia de dichas actuaciones.

12.	 Cuando el derecho interno de un Estado Parte sólo le permita extraditar o entregar de algún otro 
modo a uno de sus nacionales a condición de que esa persona sea devuelta a ese Estado Parte 
para cumplir la condena impuesta como resultado del juicio o proceso por el que se solicitó la 
extradición o la entrega y ese Estado Parte y el Estado Parte que solicita la extradición acepten 
esa opción, así como toda otra condición que estimen apropiada, tal extradición o entrega con-
dicional será suficiente para que quede cumplida la obligación enunciada en el párrafo 11 del 
presente artículo.

13.	 Si la extradición solicitada con el propósito de que se cumpla una condena es denegada por el 
hecho de que la persona buscada es nacional del Estado Parte requerido, éste, si su derecho 
interno lo permite y de conformidad con los requisitos de dicho derecho, considerará, previa 
solicitud del Estado Parte requirente, la posibilidad de hacer cumplir la condena impuesta o el 
resto pendiente de dicha condena con arreglo al derecho interno del Estado Parte requirente.

14.	 En todas las etapas de las actuaciones se garantizará un trato justo a toda persona contra la 
que se haya iniciado una instrucción en relación con cualquiera de los delitos a los que se aplica 
el presente artículo, incluido el goce de todos los derechos y garantías previstos por el derecho 
interno del Estado Parte en cuyo territorio se encuentre esa persona.

15.	 Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá interpretarse como la imposición de una 
obligación de extraditar si el Estado Parte requerido tiene motivos justificados para presumir 
que la solicitud se ha presentado con el fin de perseguir o castigar a una persona en razón de 
su sexo, raza, religión, nacionalidad, origen étnico u opiniones políticas o que su cumplimiento 
ocasionaría perjuicios a la posición de esa persona por cualquiera de estas razones.

16.	 Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de extradición únicamente porque se con-
sidere que el delito también entraña cuestiones tributarias.

17.	 Antes de denegar la extradición, el Estado Parte requerido, cuando proceda, consultará al Esta-
do Parte requirente para darle amplia oportunidad de presentar sus opiniones y de proporcionar 
información pertinente a su alegato. 18. Los Estados Parte procurarán celebrar acuerdos o 
arreglos bilaterales y multilaterales para llevar a cabo la extradición o aumentar su eficacia.

Art. 45.- Traslado de personas condenadas a cumplir una pena

Los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o 
multilaterales sobre el traslado a su territorio de toda persona que haya sido condenada a pena de 
prisión u otra forma de privación de libertad por algún delito tipificado con arreglo a la presente Conven-
ción a fin de que cumpla allí su condena.

Art. 46.- Asistencia judicial recíproca

1.	 Los Estados Parte se prestarán la más amplia asistencia judicial recíproca respecto de inves-
tigaciones, procesos y actuaciones judiciales relacionados con los delitos comprendidos en la 
presente Convención.

2.	 Se prestará asistencia judicial recíproca en la mayor medida posible conforme a las leyes, trata-
dos, acuerdos y arreglos pertinentes del Estado Parte requerido con respecto a investigaciones, 
procesos y actuaciones judiciales relacionados con los delitos de los que una persona jurídica 
pueda ser considerada responsable de conformidad con el artículo 26 de la presente Convención 
en el Estado Parte requirente.
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3.	 La asistencia judicial recíproca que se preste de conformidad con el presente artículo podrá so-
licitarse para cualquiera de los fines siguientes:

a)	 Recibir testimonios o tomar declaración a personas;

b)	 Presentar documentos judiciales;

c)	 Efectuar inspecciones e incautaciones y embargos preventivos;

d)	 Examinar objetos y lugares;

e)	 Proporcionar información, elementos de prueba y evaluaciones de peritos;

f)	 Entregar originales o copias certificadas de los documentos y expedientes pertinentes, in-
cluida la documentación pública, bancaria y financiera, así como la documentación social o 
comercial de sociedades mercantiles;

g)	 Identificar o localizar el producto del delito, los bienes, los instrumentos u otros elementos con 
fines probatorios;

h)	 Facilitar la comparecencia voluntaria de personas en el Estado Parte requirente;

i)	 Prestar cualquier otro tipo de asistencia autorizada por el derecho interno del Estado Parte 
requerido; 

j)	 Identificar, embargar con carácter preventivo y localizar el producto del delito, de conformidad 
con las disposiciones del Capítulo V de la presente Convención; y,

k)	 Recuperar activos de conformidad con las disposiciones del Capítulo V de la presente Con-
vención.

4.	 Sin menoscabo del derecho interno, las autoridades competentes de un Estado Parte podrán, 
sin que se les solicite previamente, transmitir información relativa a cuestiones penales a una 
autoridad competente de otro Estado Parte si creen que esa información podría ayudar a la au-
toridad a emprender o concluir con éxito indagaciones y procesos penales o podría dar lugar a 
una petición formulada por este último Estado Parte con arreglo a la presente Convención.

5.	 La transmisión de información con arreglo al párrafo 4 del presente artículo se hará sin perjuicio 
de las indagaciones y procesos penales que tengan lugar en el Estado de las autoridades com-
petentes que facilitan la información. Las autoridades competentes que reciben la información 
deberán acceder a toda solicitud de que se respete su carácter confidencial, incluso temporal-
mente, o de que se impongan restricciones a su utilización. Sin embargo, ello no obstará para 
que el Estado Parte receptor revele, en sus actuaciones, información que sea exculpatoria de 
una persona acusada. En tal caso, el Estado Parte receptor notificará al Estado Parte transmisor 
antes de revelar dicha información y, si así se le solicita, consultará al Estado Parte transmisor. 
Si, en un caso excepcional, no es posible notificar con antelación, el Estado Parte receptor infor-
mará sin demora al Estado Parte transmisor de dicha revelación.

6.	 Lo dispuesto en el presente artículo no afectará a las obligaciones dimanantes de otros tratados 
bilaterales o multilaterales vigentes o futuros que rijan, total o parcialmente, la asistencia judicial 
recíproca.

7.	 Los párrafos 9 a 29 del presente artículo se aplicarán a las solicitudes que se formulen con arre-
glo al presente artículo siempre que no medie entre los Estados Parte interesados un tratado de 
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asistencia judicial recíproca. Cuando esos Estados Parte estén vinculados por un tratado de esa 
índole se aplicarán las disposiciones correspondientes de dicho tratado, salvo que los Estados 
Parte convengan en aplicar, en su lugar, los párrafos 9 a 29 del presente artículo. Se insta enca-
recidamente a los Estados Parte a que apliquen esos párrafos si facilitan la cooperación. 

8.	 Los Estados Parte no invocarán el secreto bancario para denegar la asistencia judicial recíproca 
con arreglo al presente artículo.

9.  a)	 Al atender a una solicitud de asistencia con arreglo al presente artículo, en ausencia de doble 
incriminación, el Estado Parte requerido tendrá en cuenta la finalidad de la presente Conven-
ción, enunciada en el artículo 1;

b)	 Los Estados Parte podrán negarse a prestar asistencia con arreglo al presente artículo invo-
cando la ausencia de doble incriminación. No obstante, el Estado Parte requerido, cuando ello 
esté en consonancia con los conceptos básicos de su ordenamiento jurídico, prestará asis-
tencia que no entrañe medidas coercitivas. Esa asistencia se podrá negar cuando la solicitud 
entrañe asuntos de minimis o cuestiones respecto de las cuales la cooperación o asistencia 
solicitada esté prevista en virtud de otras disposiciones de la presente Convención; y,

c)	 En ausencia de doble incriminación, cada Estado Parte podrá considerar la posibilidad de 
adoptar las medidas necesarias que le permitan prestar una asistencia más amplia con arre-
glo al presente artículo.

10.	 La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una condena en el territorio de un Estado 
Parte y cuya presencia se solicite en otro Estado Parte para fines de identificación, para prestar 
testimonio o para que ayude de alguna otra forma a obtener pruebas necesarias para investi-
gaciones, procesos o actuaciones judiciales respecto de delitos comprendidos en la presente 
Convención podrá ser trasladada si se cumplen las condiciones siguientes:

a)	 La persona, debidamente informada, da su libre consentimiento; y,

b)	 Las autoridades competentes de ambos Estados Parte están de acuerdo, con sujeción a las 
condiciones que éstos consideren apropiadas.

11.	 A los efectos del párrafo 10 del presente artículo:

a)	 El Estado Parte al que se traslade a la persona tendrá la competencia y la obligación de 
mantenerla detenida, salvo que el Estado Parte del que ha sido trasladada solicite o autorice 
otra cosa;

b)	 El Estado Parte al que se traslade a la persona cumplirá sin dilación su obligación de de-
volverla a la custodia del Estado Parte del que ha sido trasladada, según convengan de 
antemano o de otro modo las autoridades competentes de ambos Estados Parte;

c)	 El Estado Parte al que se traslade a la persona no podrá exigir al Estado Parte del que ha 
sido trasladada que inicie procedimientos de extradición para su devolución; y,

d)	 El tiempo que la persona haya permanecido detenida en el Estado Parte al que ha sido tras-
ladada se computará como parte de la pena que ha de cumplir en el Estado del que ha sido 
trasladada.

12.	 A menos que el Estado Parte desde el cual se ha de trasladar a una persona de conformidad 
con los párrafos 10 y 11 del presente artículo esté de acuerdo, dicha persona, cualquiera que 
sea su nacionalidad, no podrá ser enjuiciada, detenida, condenada ni sometida a ninguna otra 
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restricción de su libertad personal en el territorio del Estado al que sea trasladada en relación 
con actos, omisiones o condenas anteriores a su salida del territorio del Estado del que ha sido 
trasladada.

13.	 Cada Estado Parte designará a una autoridad central encargada de recibir solicitudes de asis-
tencia judicial recíproca y facultada para darles cumplimiento o para transmitirlas a las autori-
dades competentes para su ejecución. Cuando alguna región o algún territorio especial de un 
Estado Parte disponga de un régimen distinto de asistencia judicial recíproca, el Estado Parte 
podrá designar a otra autoridad central que desempeñará la misma función para dicha región 
o dicho territorio. Las autoridades centrales velarán por el rápido y adecuado cumplimiento o 
transmisión de las solicitudes recibidas. Cuando la autoridad central transmita la solicitud a 
una autoridad competente para su ejecución, alentará la rápida y adecuada ejecución de la 
solicitud por parte de dicha autoridad. Cada Estado Parte notificará al Secretario General de 
las Naciones Unidas, en el momento de depositar su instrumento de ratificación, aceptación o 
aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella, el nombre de la autoridad central 
que haya sido designada a tal fin. Las solicitudes de asistencia judicial recíproca y cualquier 
otra comunicación pertinente serán transmitidas a las autoridades centrales designadas por los 
Estados Parte. La presente disposición no afectará al derecho de cualquiera de los Estados 
Parte a exigir que estas solicitudes y comunicaciones le sean enviadas por vía diplomática y, 
en circunstancias urgentes, cuando los Estados Parte convengan en ello, por conducto de la 
Organización Internacional de Policía Criminal, de ser posible.

14.	 Las solicitudes se presentarán por escrito o, cuando sea posible, por cualquier medio capaz de 
registrar un texto escrito, en un idioma aceptable para el Estado Parte requerido, en condicio-
nes que permitan a dicho Estado Parte determinar la autenticidad. Cada Estado Parte notificará 
al Secretario General de las Naciones Unidas, en el momento de depositar su instrumento de 
ratificación, aceptación o aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella, el idioma 
o idiomas que le son aceptables. En situaciones de urgencia, y cuando los Estados Parte con-
vengan en ello, las solicitudes podrán hacerse oralmente, debiendo ser confirmadas sin demora 
por escrito.

15.	 Toda solicitud de asistencia judicial recíproca contendrá lo siguiente:

a)	 La identidad de la autoridad que hace la solicitud;

b)	 El objeto y la índole de las investigaciones, los procesos o las actuaciones judiciales a que 
se refiere la solicitud y el nombre y las funciones de la autoridad encargada de efectuar di-
chas investigaciones, procesos o actuaciones;

c)	 Un resumen de los hechos pertinentes, salvo cuando se trate de solicitudes de presentación 
de documentos judiciales;

d)	 Una descripción de la asistencia solicitada y pormenores sobre cualquier procedimiento par-
ticular que el Estado Parte requirente desee que se aplique;

e)	 De ser posible, la identidad, ubicación y nacionalidad de toda persona interesada; y,

f)	 La finalidad para la que se solicita la prueba, información o actuación.

16.	 El Estado Parte requerido podrá pedir información adicional cuando sea necesaria para dar cum-
plimiento a la solicitud de conformidad con su derecho interno o para facilitar dicho cumplimiento.

17.	 Se dará cumplimiento a toda solicitud con arreglo al derecho interno del Estado Parte requerido 
y, en la medida en que ello no lo contravenga y sea factible, de conformidad con los procedi-
mientos especificados en la solicitud.
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18.	 Siempre que sea posible y compatible con los principios fundamentales del derecho interno, 
cuando una persona se encuentre en el territorio de un Estado Parte y tenga que prestar decla-
ración como testigo o perito ante autoridades judiciales de otro Estado Parte, el primer Estado 
Parte, a solicitud del otro, podrá permitir que la audiencia se celebre por videoconferencia si no 
es posible o conveniente que la persona en cuestión comparezca personalmente en el territorio 
del Estado Parte requirente. Los Estados Parte podrán convenir en que la audiencia esté a 
cargo de una autoridad judicial del Estado Parte requirente y en que asista a ella una autoridad 
judicial del Estado Parte requerido.

19.	 El Estado Parte requirente no transmitirá ni utilizará, sin previo consentimiento del Estado Parte 
requerido, la información o las pruebas proporcionadas por el Estado Parte requerido para in-
vestigaciones, procesos o actuaciones judiciales distintos de los indicados en la solicitud. Nada 
de lo dispuesto en el presente párrafo impedirá que el Estado Parte requirente revele, en sus 
actuaciones, información o pruebas que sean exculpatorias de una persona acusada. En este 
último caso, el Estado Parte requirente notificará al Estado Parte requerido antes de revelar la 
información o las pruebas y, si así se le solicita, consultará al Estado Parte requerido. Si, en un 
caso excepcional, no es posible notificar con antelación, el Estado Parte requirente informará 
sin demora al Estado Parte requerido de dicha revelación.

20.	 El Estado Parte requirente podrá exigir que el Estado Parte requerido mantenga reserva acerca 
de la existencia y el contenido de la solicitud, salvo en la medida necesaria para darle cumpli-
miento. Si el Estado Parte requerido no puede mantener esa reserva, lo hará saber de inmedia-
to al Estado Parte requirente.

21.	 La asistencia judicial recíproca podrá ser denegada:

a)	 Cuando la solicitud no se haga de conformidad con lo dispuesto en el presente artículo;

b)	 Cuando el Estado Parte requerido considere que el cumplimiento de lo solicitado podría 
menoscabar su soberanía, su seguridad, su orden público u otros intereses fundamentales; 

c)	 Cuando el derecho interno del Estado Parte requerido prohíba a sus autoridades actuar en 
la forma solicitada con respecto a un delito análogo, si éste hubiera sido objeto de investiga-
ciones, procesos o actuaciones judiciales en el ejercicio de su propia competencia; y,

d)	 Cuando acceder a la solicitud sea contrario al ordenamiento jurídico del Estado Parte reque-
rido en lo relativo a la asistencia judicial recíproca.

22.	 Los Estados Parte no podrán denegar una solicitud de asistencia judicial recíproca únicamente 
porque se considere que el delito también entraña cuestiones tributarias.

23.	 Toda denegación de asistencia judicial recíproca deberá fundamentarse debidamente.

24.	 El Estado Parte requerido cumplirá la solicitud de asistencia judicial recíproca lo antes posible y 
tendrá plenamente en cuenta, en la medida de sus posibilidades, los plazos que sugiera el Es-
tado Parte requirente y que estén debidamente fundamentados, de preferencia en la solicitud. 
El Estado Parte requirente podrá pedir información razonable sobre el estado y la evolución de 
las gestiones realizadas por el Estado Parte requerido para satisfacer dicha petición. El Estado 
Parte requerido responderá a las solicitudes razonables que formule el Estado Parte requirente 
respecto del estado y la evolución del trámite de la solicitud. El Estado Parte requirente informa-
rá con prontitud al Estado Parte requerido cuando ya no necesite la asistencia solicitada. 

25.	 La asistencia judicial recíproca podrá ser diferida por el Estado Parte requerido si perturba in-
vestigaciones, procesos o actuaciones judiciales en curso.



407

26.	 Antes de denegar una solicitud presentada con arreglo al párrafo 21 del presente artículo o de 
diferir su cumplimiento con arreglo al párrafo 25 del presente artículo, el Estado Parte requerido 
consultará al Estado Parte requirente para considerar si es posible prestar la asistencia solicita-
da supeditándola a las condiciones que estime necesarias. Si el Estado Parte requirente acepta 
la asistencia con arreglo a esas condiciones, ese Estado Parte deberá cumplir las condiciones 
impuestas.

27.	 Sin perjuicio de la aplicación del párrafo 12 del presente artículo, el testigo, perito u otra persona 
que, a instancias del Estado Parte requirente, consienta en prestar testimonio en un juicio o en 
colaborar en una investigación, proceso o actuación judicial en el territorio del Estado Parte re-
quirente no podrá ser enjuiciado, detenido, condenado ni sometido a ninguna otra restricción de 
su libertad personal en ese territorio por actos, omisiones o declaraciones de culpabilidad an-
teriores a la fecha en que abandonó el territorio del Estado Parte requerido. Ese salvoconducto 
cesará cuando el testigo, perito u otra persona haya tenido, durante quince días consecutivos 
o durante el período acordado por los Estados Parte después de la fecha en que se le haya 
informado oficialmente de que las autoridades judiciales ya no requerían su presencia, la opor-
tunidad de salir del país y no obstante permanezca voluntariamente en ese territorio o regrese 
libremente a él después de haberlo abandonado.

28.	 Los gastos ordinarios que ocasione el cumplimiento de una solicitud serán sufragados por el 
Estado Parte requerido, a menos que los Estados Parte interesados hayan acordado otra cosa. 
Cuando se requieran a este fin gastos cuantiosos o de carácter extraordinario, los Estados Par-
te se consultarán para determinar las condiciones en que se dará cumplimiento a la solicitud, 
así como la manera en que se sufragarán los gastos.

29.	 El Estado Parte requerido:

a)	 Facilitará al Estado Parte requirente una copia de los documentos oficiales y otros documen-
tos o datos que obren en su poder y a los que, conforme a su derecho interno, tenga acceso 
el público en general; y,

b)	 Podrá, a su arbitrio y con sujeción a las condiciones que juzgue apropiadas, proporcionar 
al Estado Parte requirente una copia total o parcial de los documentos oficiales o de otros 
documentos o datos que obren en su poder y que, conforme a su derecho interno, no estén 
al alcance del público en general.

30.	 Cuando sea necesario, los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o 
arreglos bilaterales o multilaterales que contribuyan a lograr los fines del presente artículo y que 
lleven a la práctica o refuercen sus disposiciones.

Art. 47.- Remisión de actuaciones penales

Los Estados Parte considerarán la posibilidad de remitirse a actuaciones penales para el enjuicia-
miento por un delito tipificado con arreglo a la presente Convención cuando se estime que esa remisión 
redundará en beneficio de la debida administración de justicia, en particular en casos en que interven-
gan varias jurisdicciones, con miras a concentrar las actuaciones del proceso.

Art. 48.- Cooperación en materia de cumplimiento de la ley

1.	 Los Estados Parte colaborarán estrechamente, en consonancia con sus respectivos ordena-
mientos jurídicos y administrativos, con miras a aumentar la eficacia de las medidas de cumpli-
miento de la ley orientadas a combatir los delitos comprendidos en la presente Convención. En 
particular, los Estados Parte adoptarán medidas eficaces para:
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a)	 Mejorar los canales de comunicación entre sus autoridades, organismos y servicios compe-
tentes y de ser necesario, establecerlos, a fin de facilitar el intercambio seguro y rápido de 
información sobre todos los aspectos de los delitos comprendidos en la presente Convención, 
así como, si los Estados Parte interesados lo estiman oportuno, sobre sus vinculaciones con 
otras actividades delictivas;

b)	 Cooperar con otros Estados Parte en la realización de indagaciones con respecto a delitos 
comprendidos en la presente Convención acerca de:

i)	 La identidad, el paradero y las actividades de personas presuntamente implicadas en tales 
delitos o la ubicación de otras personas interesadas.

ii)	 El movimiento del producto del delito o de bienes derivados de la comisión de esos delitos. 

iii)	 El movimiento de bienes, equipo u otros instrumentos utilizados o destinados a utilizarse 
en la comisión de esos delitos;

c)	 Proporcionar, cuando proceda, los elementos o las cantidades de sustancias que se requie-
ran para fines de análisis o investigación;

d)	 Intercambiar, cuando proceda, información con otros Estados Parte sobre los medios y méto-
dos concretos empleados para la comisión de los delitos comprendidos en la presente Con-
vención, entre ellos el uso de identidad falsa, documentos falsificados, alterados o falsos u 
otros medios de encubrir actividades vinculadas a esos delitos;

e)	 Facilitar una coordinación eficaz entre sus organismos, autoridades y servicios competentes y 
promover el intercambio de personal y otros expertos, incluida la designación de oficiales de 
enlace con sujeción a acuerdos o arreglos bilaterales entre los Estados Parte interesados; y,

f)	 Intercambiar información y coordinar las medidas administrativas y de otra índole adoptadas 
para la pronta detección de los delitos comprendidos en la presente Convención.

2.	 Los Estados Parte, con miras a dar efecto a la presente Convención, considerarán la posibilidad 
de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales en materia de cooperación directa 
entre sus respectivos organismos encargados de hacer cumplir la ley y, cuando tales acuerdos o 
arreglos ya existan, de enmendarlos. A falta de tales acuerdos o arreglos entre los Estados Parte 
interesados, los Estados Parte podrán considerar que la presente Convención constituye la base 
para la cooperación recíproca en materia de cumplimiento de la ley respecto de los delitos com-
prendidos en la presente Convención. Cuando proceda, los Estados Parte aprovecharán plena-
mente los acuerdos y arreglos, incluidas las organizaciones internacionales o regionales, a fin de 
aumentar la cooperación entre sus respectivos organismos encargados de hacer cumplir la ley.

3.	 Los Estados Parte se esforzarán por colaborar en la medida de sus posibilidades para hacer 
frente a los delitos comprendidos en la presente Convención que se cometan mediante el recur-
so a la tecnología moderna.

Art. 49.- Investigaciones conjuntas

Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multila-
terales en virtud de los cuales, en relación con cuestiones que son objeto de investigaciones, procesos 
o actuaciones judiciales en uno o más Estados, las autoridades competentes puedan establecer órga-
nos mixtos de investigación. A falta de tales acuerdos o arreglos, las investigaciones conjuntas podrán 
llevarse a cabo mediante acuerdos concertados caso por caso. Los Estados Parte participantes velarán 
por que la soberanía del Estado Parte en cuyo territorio haya de efectuarse la investigación sea plena-
mente respetada.
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Art. 50.- Técnicas especiales de investigación

1.	 A fin de combatir eficazmente la corrupción, cada Estado Parte, en la medida en que lo permitan 
los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico interno y conforme a las condiciones 
prescritas por su derecho interno, adoptará las medidas que sean necesarias, dentro de sus po-
sibilidades, para prever el adecuado recurso, por sus autoridades competentes en su territorio, a 
la entrega vigilada y, cuando lo considere apropiado, a otras técnicas especiales de investigación 
como la vigilancia electrónica o de otra índole y las operaciones encubiertas, así como para per-
mitir la admisibilidad de las pruebas derivadas de esas técnicas en sus tribunales.

2.	 A los efectos de investigar los delitos comprendidos en la presente Convención, se alienta a los 
Estados Parte a que celebren, cuando proceda, acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales 
apropiados para utilizar esas técnicas especiales de investigación en el contexto de la coopera-
ción en el plano internacional. Esos acuerdos o arreglos se concertarán y ejecutarán respetando 
plenamente el principio de la igualdad soberana de los Estados y al ponerlos en práctica se cum-
plirán estrictamente las condiciones en ellos contenidas.

3.	 De no existir los acuerdos o arreglos mencionados en el párrafo 2 del presente artículo, toda 
decisión de recurrir a esas técnicas especiales de investigación en el plano internacional se 
adoptará sobre la base de cada caso particular y podrá, cuando sea necesario, tener en cuenta 
los arreglos financieros y los entendimientos relativos al ejercicio de jurisdicción por los Estados 
Parte interesados.

4.	 Toda decisión de recurrir a la entrega vigilada en el plano internacional podrá, con el consenti-
miento de los Estados Parte interesados, incluir la aplicación de métodos tales como interceptar 
los bienes o los fondos, autorizarlos a proseguir intactos o retirarlos o sustituirlos total o parcial-
mente.

Capítulo V Recuperación de activos

Art. 51.- Disposición general

La restitución de activos con arreglo al presente capítulo es un principio fundamental de la presente 
Convención y los Estados Parte se prestarán la más amplia cooperación y asistencia entre sí a este 
respecto.

Art. 52.- Prevención y detección de transferencias del producto del delito

1.	 Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 14 de la presente Convención, cada Estado Parte 
adoptará las medidas que sean necesarias, de conformidad con su derecho interno, para exigir 
a las instituciones financieras que funcionan en su territorio que verifiquen la identidad de los 
clientes, adopten medidas razonables para determinar la identidad de los beneficiarios finales de 
los fondos depositados en cuentas de valor elevado, e intensifiquen su escrutinio de toda cuenta 
solicitada o mantenida por o a nombre de personas que desempeñen o hayan desempeñado 
funciones públicas prominentes y de sus familiares y estrechos colaboradores. Ese escrutinio 
intensificado deberá estructurarse razonablemente de modo que permita descubrir transaccio-
nes sospechosas con objeto de informar al respecto a las autoridades competentes y no deberá 
ser concebido de forma que desaliente o impida el curso normal del negocio de las instituciones 
financieras con su legítima clientela.

2.	 A fin de facilitar la aplicación de las medidas previstas en el párrafo 1 del presente artículo, cada 
Estado Parte, de conformidad con su derecho interno e inspirándose en las iniciativas pertinen-
tes de las organizaciones regionales, interregionales y multilaterales de lucha contra el blanqueo 
de dinero, deberá:
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a)	 Impartir directrices sobre el tipo de personas naturales o jurídicas cuyas cuentas las institu-
ciones financieras que funcionan en su territorio deberán someter a un mayor escrutinio, los 
tipos de cuentas y transacciones a las que deberán prestar particular atención y la manera 
apropiada de abrir cuentas y de llevar registros o expedientes respecto de ellas; y,

b)	 Notificar, cuando proceda, a las instituciones financieras que funcionan en su territorio, a 
solicitud de otro Estado Parte o por propia iniciativa, la identidad de determinadas personas 
naturales o jurídicas cuyas cuentas esas instituciones deberán someter a un mayor escrutinio, 
además de las que las instituciones financieras puedan identificar de otra forma.

3.	 En el contexto del apartado a) del párrafo 2 del presente artículo, cada Estado Parte aplicará me-
didas para velar por que sus instituciones financieras mantengan, durante un plazo conveniente, 
registros adecuados de las cuentas y transacciones relacionadas con las personas mencionadas 
en el párrafo 1 del presente artículo, los cuales deberán contener, como mínimo, información 
relativa a la identidad del cliente y, en la medida de lo posible, del beneficiario final.

4.	 Con objeto de prevenir y detectar las transferencias del producto de delitos tipificados con arre-
glo a la presente Convención, cada Estado Parte aplicará medidas apropiadas y eficaces para 
impedir, con la ayuda de sus órganos reguladores y de supervisión, el establecimiento de bancos 
que no tengan presencia real y que no estén afiliados a un grupo financiero sujeto a regulación. 
Además, los Estados Parte podrán considerar la posibilidad de exigir a sus instituciones financie-
ras que se nieguen a entablar relaciones con esas instituciones en calidad de bancos correspon-
sales, o a continuar las relaciones existentes, y que se abstengan de establecer relaciones con 
instituciones financieras extranjeras que permitan utilizar sus cuentas a bancos que no tengan 
presencia real y que no estén afiliados a un grupo financiero sujeto a regulación.

5.	 Cada Estado Parte considerará la posibilidad de establecer, de conformidad con su derecho in-
terno, sistemas eficaces de divulgación de información financiera para los funcionarios públicos 
pertinentes y dispondrá sanciones adecuadas para todo incumplimiento del deber de declarar. 
Cada Estado Parte considerará asimismo la posibilidad de adoptar las medidas que sean ne-
cesarias para permitir que sus autoridades competentes compartan esa información con las 
autoridades competentes de otros Estados Parte, si ello es necesario para investigar, reclamar o 
recuperar el producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención.

6.	 Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar las medidas que sean necesarias, con 
arreglo a su derecho interno, para exigir a los funcionarios públicos pertinentes que tengan algún 
derecho o poder de firma o de otra índole sobre alguna cuenta financiera en algún país extranjero 
que declaren su relación con esa cuenta a las autoridades competentes y que lleven el debido 
registro de dicha cuenta. Esas medidas deberán incluir sanciones adecuadas para todo caso de 
incumplimiento.

Art. 53.- Medidas para la recuperación directa de bienes

Cada Estado Parte, de conformidad con su derecho interno:

a)	 Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a otros Estados Parte para en-
tablar ante sus tribunales una acción civil con objeto de determinar la titularidad o propiedad 
de bienes adquiridos mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente 
Convención;

b)	 Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribunales para ordenar a 
aquellos que hayan cometido delitos tipificados con arreglo a la presente Convención que 
indemnicen o resarzan por daños y perjuicios a otro Estado Parte que haya resultado perjudi-
cado por esos delitos; y,
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c)	 Adoptará las medidas que sean necesarias a fin de facultar a sus tribunales o a sus au-
toridades competentes, cuando deban adoptar decisiones con respecto al decomiso, para 
reconocer el legítimo derecho de propiedad de otro Estado Parte sobre los bienes adquiridos 
mediante la comisión de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención.

Art. 54.- Mecanismos de recuperación de bienes mediante la cooperación internacional para fines de 
decomiso

1.	 Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca conforme a lo dispuesto en el 
artículo 55 de la presente Convención con respecto a bienes adquiridos mediante la comisión 
de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención o relacionados con ese delito, de 
conformidad con su derecho interno:

a)	 Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan 
dar efecto a toda orden de decomiso dictada por un tribunal de otro Estado Parte;

b)	 Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes, cuando 
tengan jurisdicción, puedan ordenar el decomiso de esos bienes de origen extranjero en una 
sentencia relativa a un delito de blanqueo de dinero o a cualquier otro delito sobre el que pue-
da tener jurisdicción, o mediante otros procedimientos autorizados en su derecho interno; y,

c)	 Considerará la posibilidad de adoptar las medidas que sean necesarias para permitir el deco-
miso de esos bienes sin que medie una condena, en casos en que el delincuente no pueda 
ser enjuiciado por motivo de fallecimiento, fuga o ausencia, o en otros casos apropiados.

2.	 Cada Estado Parte, a fin de prestar asistencia judicial recíproca solicitada con arreglo a lo dis-
puesto en el párrafo 2 del artículo 55 de la presente Convención, de conformidad con su derecho 
interno:

a)	 Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan 
efectuar el embargo preventivo o la incautación de bienes en cumplimiento de una orden de 
embargo preventivo o incautación dictada por un tribunal o autoridad competente de un Esta-
do Parte requirente que constituya un fundamento razonable para que el Estado Parte reque-
rido considere que existen razones suficientes para adoptar esas medidas y que ulteriormente 
los bienes serían objeto de una orden de decomiso a efectos del apartado a) del párrafo 1 del 
presente artículo;

b)	 Adoptará las medidas que sean necesarias para que sus autoridades competentes puedan 
efectuar el embargo preventivo o la incautación de bienes en cumplimiento de una solicitud que 
constituya un fundamento razonable para que el Estado Parte requerido considere que existen 
razones suficientes para adoptar esas medidas y que ulteriormente los bienes serían objeto de 
una orden de decomiso a efectos del apartado a) del párrafo 1 del presente artículo; y,

c)	 Considerará la posibilidad de adoptar otras medidas para que sus autoridades competentes 
puedan preservar los bienes a efectos de decomiso, por ejemplo sobre la base de una orden 
extranjera de detención o inculpación penal relacionada con la adquisición de esos bienes.

Art. 55.- Cooperación internacional para fines de decomiso

1.	 Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro Estado Parte que tenga jurisdicción para 
conocer de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención con miras al decomiso del 
producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 del 
artículo 31 de la presente Convención que se encuentren en su territorio deberán, en la mayor 
medida en que lo permita su ordenamiento jurídico interno:
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a)	 Remitir la solicitud a sus autoridades competentes para obtener una orden de decomiso a la 
que, en caso de concederse, darán cumplimiento; o,

b)	 Presentar a sus autoridades competentes, a fin de que se le dé cumplimiento en el grado soli-
citado, la orden de decomiso expedida por un tribunal situado en el territorio del Estado Parte 
requirente de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 31 y en el apartado a) 
del párrafo 1 del artículo 54 de la presente Convención en la medida en que guarde relación 
con el producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el pá-
rrafo 1 del artículo 31 que se encuentren en el territorio del Estado Parte requerido.

2.	 A raíz de una solicitud presentada por otro Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de 
un delito tipificado con arreglo a la presente Convención, el Estado Parte requerido adoptará 
medidas encaminadas a la identificación, la localización y el embargo preventivo o la incautación 
del producto del delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1 
del artículo 31 de la presente Convención con miras a su eventual decomiso, que habrá de orde-
nar el Estado Parte requirente o, en caso de que medie una solicitud presentada con arreglo al 
párrafo 1 del presente artículo, el Estado Parte requerido.

3.	 Las disposiciones del artículo 46 de la presente Convención serán aplicables, mutatis mutandis, 
al presente artículo. Además de la información indicada en el párrafo 15 del artículo 46, las soli-
citudes presentadas de conformidad con el presente artículo contendrán lo siguiente:

a)	 Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado a) del párrafo 1 del presente artículo, una 
descripción de los bienes susceptibles de decomiso, así como, en la medida de lo posible, la 
ubicación y, cuando proceda, el valor estimado de los bienes y una exposición de los hechos 
en que se basa la solicitud del Estado Parte requirente que sean lo suficientemente explícitas 
para que el Estado Parte requerido pueda tramitar la orden con arreglo a su derecho interno; 

b)	 Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado b) del párrafo 1 del presente artículo, una 
copia admisible en derecho de la orden de decomiso expedida por el Estado Parte requirente 
en la que se basa la solicitud, una exposición de los hechos y la información que proceda 
sobre el grado de ejecución que se solicita dar a la orden, una declaración en la que se indi-
quen las medidas adoptadas por el Estado Parte requirente para dar notificación adecuada a 
terceros de buena fe y para garantizar el debido proceso y un certificado de que la orden de 
decomiso es definitiva; y,

c)	 Cuando se trate de una solicitud relativa al párrafo 2 del presente artículo, una exposición de 
los hechos en que se basa el Estado Parte requirente y una descripción de las medidas solici-
tadas, así como, cuando se disponga de ella, una copia admisible en derecho de la orden de 
decomiso en la que se basa la solicitud.

4.	 El Estado Parte requerido adoptará las decisiones o medidas previstas en los párrafos 1 y 2 del 
presente artículo conforme y con sujeción a lo dispuesto en su derecho interno y en sus reglas de 
procedimiento o en los acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales por los que pudiera estar 
vinculado al Estado Parte requirente.

5.	 Cada Estado Parte proporcionará al Secretario General de las Naciones Unidas una copia de 
sus leyes y reglamentos destinados a dar aplicación al presente artículo y de cualquier enmienda 
ulterior que se haga de tales leyes y reglamentos o una descripción de ésta.

6.	 Si un Estado Parte opta por supeditar la adopción de las medidas mencionadas en los párrafos 1 
y 2 del presente artículo a la existencia de un tratado pertinente, ese Estado Parte considerará la 
presente Convención como la base de derecho necesaria y suficiente para cumplir ese requisito.
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7.	 La cooperación prevista en el presente artículo también se podrá denegar, o se podrán levantar 
las medidas cautelares, si el Estado Parte requerido no recibe pruebas suficientes u oportunas o 
si los bienes son de escaso valor.

8.	 Antes de levantar toda medida cautelar adoptada de conformidad con el presente artículo, el 
Estado Parte requerido deberá, siempre que sea posible, dar al Estado Parte requirente la opor-
tunidad de presentar sus razones a favor de mantener en vigor la medida.

9.	 Las disposiciones del presente artículo no se interpretarán en perjuicio de los derechos de terce-
ros de buena fe.

Art. 56.- Cooperación especial

Sin perjuicio de lo dispuesto en su derecho interno, cada Estado Parte procurará adoptar medidas 
que le faculten para remitir a otro Estado Parte que no la haya solicitado, sin perjuicio de sus propias 
investigaciones o actuaciones judiciales, información sobre el producto de delitos tipificados con arreglo 
a la presente Convención si considera que la divulgación de esa información puede ayudar al Estado 
Parte destinatario a poner en marcha o llevar a cabo sus investigaciones o actuaciones judiciales, o 
que la información así facilitada podría dar lugar a que ese Estado Parte presentara una solicitud con 
arreglo al presente capítulo de la Convención.

Art. 57.- Restitución y disposición de activos

1.	 Cada Estado Parte dispondrá de los bienes que haya decomisado conforme a lo dispuesto en los 
artículos 31 ó 55 de la presente Convención, incluida la restitución a sus legítimos propietarios 
anteriores, con arreglo al párrafo 3 del presente artículo, de conformidad con las disposiciones 
de la presente Convención y con su derecho interno.

2.	 Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho 
interno, las medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para permitir que sus au-
toridades competentes procedan a la restitución de los bienes decomisados, al dar curso a una 
solicitud presentada por otro Estado Parte, de conformidad con la presente Convención, tenien-
do en cuenta los derechos de terceros de buena fe.

3.	 De conformidad con los artículos 46 y 55 de la presente Convención y con los párrafos 1 y 2 del 
presente artículo, el Estado Parte requerido:

a)	 En caso de malversación o peculado de fondos públicos o de blanqueo de fondos públicos 
malversados a que se hace referencia en los artículos 17 y 23 de la presente Convención, 
restituirá al Estado Parte requirente los bienes decomisados cuando se haya procedido al de-
comiso con arreglo a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención y sobre la base 
de una sentencia firme dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que podrá renunciar 
el Estado Parte requerido;

b)	 En caso de que se trate del producto de cualquier otro delito comprendido en la presente 
Convención, restituirá al Estado Parte requirente los bienes decomisados cuando se haya 
procedido al decomiso con arreglo a lo dispuesto en el artículo 55 de la presente Convención 
y sobre la base de una sentencia firme dictada en el Estado Parte requirente, requisito al que 
podrá renunciar el Estado Parte requerido, y cuando el Estado Parte requirente acredite razo-
nablemente ante el Estado Parte requerido su propiedad anterior de los bienes decomisados 
o el Estado Parte requerido reconozca los daños causados al Estado Parte requirente como 
base para la restitución de los bienes decomisados; y,

c)	 En todos los demás casos, dará consideración prioritaria a la restitución al Estado Parte requi-
rente de los bienes decomisados, a la restitución de esos bienes a sus propietarios legítimos 
anteriores o a la indemnización de las víctimas del delito.
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4.	 Cuando proceda, a menos que los Estados Parte decidan otra cosa, el Estado Parte requerido 
podrá deducir los gastos razonables que haya efectuado en el curso de las investigaciones o 
actuaciones judiciales que hayan posibilitado la restitución o disposición de los bienes decomisa-
dos conforme a lo dispuesto en el presente artículo.

5.	 Cuando proceda, los Estados Parte podrán también dar consideración especial a la posibilidad 
de celebrar acuerdos o arreglos mutuamente aceptables, sobre la base de cada caso particular, 
con miras a la disposición definitiva de los bienes decomisados.

Art. 58.- Dependencia de inteligencia financiera

Los Estados Parte cooperarán entre sí a fin de impedir y combatir la transferencia del producto de 
delitos tipificados con arreglo a la presente Convención y de promover medios y arbitrios para recuperar 
dicho producto y, a tal fin, considerarán la posibilidad de establecer una dependencia de inteligencia 
financiera que se encargará de recibir, analizar y dar a conocer a las autoridades competentes todo 
informe relacionado con las transacciones financieras sospechosas.

Art. 59.- Acuerdos y arreglos bilaterales y multilaterales

Los Estados Parte considerarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multila-
terales con miras a aumentar la eficacia de la cooperación internacional prestada de conformidad con 
el presente capítulo de la Convención.

Capítulo VI Asistencia técnica e intercambio de información

Art. 60.- Capacitación y asistencia técnica

1.	 Cada Estado Parte, en la medida necesaria, formulará, desarrollará o perfeccionará programas 
de capacitación específicamente concebidos para el personal de sus servicios encargados de 
prevenir y combatir la corrupción. Esos programas de capacitación podrán versar, entre otras 
cosas, sobre:

a)	 Medidas eficaces para prevenir, detectar, investigar, sancionar y combatir la corrupción, inclu-
so el uso de métodos de reunión de pruebas e investigación;

b)	 Fomento de la capacidad de formulación y planificación de una política estratégica contra la 
corrupción;

c)	 Capacitación de las autoridades competentes en la preparación de solicitudes de asistencia 
judicial recíproca que satisfagan los requisitos de la presente Convención;

d)	 Evaluación y fortalecimiento de las instituciones, de la gestión de la función pública y la ges-
tión de las finanzas públicas, incluida la contratación pública, así como del sector privado;

e)	 Prevención y lucha contra las transferencias del producto de delitos tipificados con arreglo a 
la presente Convención y recuperación de dicho producto;

f)	 Detección y embargo preventivo de las transferencias del producto de delitos tipificados con 
arreglo a la presente Convención; 

g)	 Vigilancia del movimiento del producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Conven-
ción, así como de los métodos empleados para la transferencia, ocultación o disimulación de 
dicho producto;

h)	 Mecanismos y métodos legales y administrativos apropiados y eficientes para facilitar la res-
titución del producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Convención;
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i)	 Métodos utilizados para proteger a las víctimas y los testigos que cooperen con las autorida-
des judiciales; y,

j)	 Capacitación en materia de reglamentos nacionales e internacionales y en idiomas.

2.	 En la medida de sus posibilidades, los Estados Parte considerarán la posibilidad de prestarse la 
más amplia asistencia técnica, especialmente en favor de los países en desarrollo, en sus res-
pectivos planes y programas para combatir la corrupción, incluido apoyo material y capacitación 
en las esferas mencionadas en el párrafo 1 del presente artículo, así como capacitación y asis-
tencia e intercambio mutuo de experiencias y conocimientos especializados, lo que facilitará la 
cooperación internacional entre los Estados Parte en las esferas de la extradición y la asistencia 
judicial recíproca.

3.	 Los Estados Parte intensificarán, en la medida necesaria, los esfuerzos para optimizar las activi-
dades operacionales y de capacitación en las organizaciones internacionales y regionales y en 
el marco de los acuerdos o arreglos bilaterales y multilaterales pertinentes. 

4.	 Los Estados Parte considerarán, previa solicitud, la posibilidad de ayudarse entre sí en la reali-
zación de evaluaciones, estudios e investigaciones sobre los tipos, causas, efectos y costos de 
la corrupción en sus respectivos países con miras a elaborar, con la participación de las autori-
dades competentes y de la sociedad, estrategias y planes de acción contra la corrupción. 

5.	 A fin de facilitar la recuperación del producto de delitos tipificados con arreglo a la presente Con-
vención, los Estados Parte podrán cooperar facilitándose los nombres de peritos que puedan ser 
útiles para lograr ese objetivo.

6.	 Los Estados Parte considerarán la posibilidad de recurrir a la organización de conferencias y se-
minarios subregionales, regionales e internacionales para promover la cooperación y la asistencia 
técnica y para fomentar los debates sobre problemas de interés mutuo, incluidos los problemas y 
necesidades especiales de los países en desarrollo y los países con economías en transición.

7.	 Los Estados Parte considerarán la posibilidad de establecer mecanismos voluntarios con miras 
a contribuir financieramente a los esfuerzos de los países en desarrollo y los países con eco-
nomías en transición para aplicar la presente Convención mediante programas y proyectos de 
asistencia técnica.

8.	 Cada Estado Parte considerará la posibilidad de hacer contribuciones voluntarias a la Oficina de 
las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito con el propósito de impulsar, a través de dicha 
Oficina, programas y proyectos en los países en desarrollo con miras a aplicar la presente Con-
vención.

Art. 61.- Recopilación, intercambio y análisis de información sobre la corrupción

1.	 Cada Estado Parte considerará la posibilidad de analizar, en consulta con expertos, las tenden-
cias de la corrupción en su territorio, así como las circunstancias en que se cometen los delitos 
de corrupción.

2.	 Los Estados Parte considerarán la posibilidad de desarrollar y compartir, entre sí y por conducto 
de organizaciones internacionales y regionales, estadísticas, experiencia analítica acerca de la 
corrupción e información con miras a establecer, en la medida de lo posible, definiciones, normas 
y metodologías comunes, así como información sobre las prácticas óptimas para prevenir y com-
batir la corrupción.

3.	 Cada Estado Parte considerará la posibilidad de vigilar sus políticas y medidas en vigor encami-
nadas a combatir la corrupción y de evaluar su eficacia y eficiencia.
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Art. 62.- Otras medidas: aplicación de la Convención mediante el desarrollo económico y la asistencia 
técnica

1.	 Los Estados Parte adoptarán disposiciones conducentes a la aplicación óptima de la presente 
Convención en la medida de lo posible, mediante la cooperación internacional, teniendo en cuen-
ta los efectos adversos de la corrupción en la sociedad en general y en el desarrollo sostenible 
en particular.

2.	 Los Estados Parte harán esfuerzos concretos, en la medida de lo posible y en forma coordinada 
entre sí, así como con organizaciones internacionales y regionales, por:

a)	 Intensificar su cooperación en los diversos planos con los países en desarrollo con miras a 
fortalecer la capacidad de esos países para prevenir y combatir la corrupción;

b)	 Aumentar la asistencia financiera y material a fin de apoyar los esfuerzos de los países en 
desarrollo para prevenir y combatir la corrupción con eficacia y ayudarles a aplicar satisfacto-
riamente la presente Convención;

c)	 Prestar asistencia técnica a los países en desarrollo y a los países con economías en transi-
ción para ayudarles a satisfacer sus necesidades relacionadas con la aplicación de la presen-
te Convención.

	 A tal fin, los Estados Parte procurarán hacer contribuciones voluntarias adecuadas y perió-
dicas a una cuenta específicamente designada a esos efectos en un mecanismo de finan-
ciación de las Naciones Unidas. Con arreglo a su derecho interno y a las disposiciones de la 
Convención, los Estados Parte podrán también dar consideración especial a la posibilidad de 
ingresar en esa cuenta un porcentaje del dinero decomisado o de la suma equivalente a los 
bienes o al producto del delito decomisados conforme a lo dispuesto en la Convención; y,

d)	 Alentar y persuadir a otros Estados e instituciones financieras, según proceda, para que se 
sumen a los esfuerzos desplegados con arreglo al presente artículo, en particular proporcio-
nando un mayor número de programas de capacitación y equipo moderno a los países en 
desarrollo a fin de ayudarles a lograr los objetivos de la presente Convención.

3.	 En lo posible, estas medidas no menoscabarán los compromisos existentes en materia de asis-
tencia externa ni otros arreglos de cooperación financiera en los ámbitos bilateral, regional o 
internacional.

4.	 Los Estados Parte podrán celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales sobre asisten-
cia material y logística, teniendo en cuenta los arreglos financieros necesarios para hacer efec-
tiva la cooperación internacional prevista en la presente Convención y para prevenir, detectar y 
combatir la corrupción.

Capítulo VII Mecanismos de aplicación

Art. 63.- Conferencia de los Estados Parte en la Convención

1.	 Se establecerá una Conferencia de los Estados Parte en la Convención a fin de mejorar la capa-
cidad de los Estados Parte y la cooperación entre ellos para alcanzar los objetivos enunciados 
en la presente Convención y promover y examinar su aplicación.

2.	 El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la Conferencia de los Estados Parte a 
más tardar un año después de la entrada en vigor de la presente Convención. Posteriormente se 
celebrarán reuniones periódicas de la Conferencia de los Estados Parte de conformidad con lo 
dispuesto en las reglas de procedimiento aprobadas por la Conferencia.
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3.	 La Conferencia de los Estados Parte aprobará el reglamento y las normas que rijan la ejecución 
de las actividades enunciadas en el presente artículo, incluidas las normas relativas a la admi-
sión y la participación de observadores y el pago de los gastos que ocasione la realización de 
esas actividades.

4.	 La Conferencia de los Estados Parte concertará actividades, procedimientos y métodos de traba-
jo con miras a lograr los objetivos enunciados en el párrafo 1 del presente artículo, y en particular:

a)	 Facilitará las actividades que realicen los Estados Parte con arreglo a los artículos 60 y 62 y 
a los capítulos II a V de la presente Convención, incluso promoviendo la aportación de contri-
buciones voluntarias;

b)	 Facilitará el intercambio de información entre los Estados Parte sobre las modalidades y 
tendencias de la corrupción y sobre prácticas eficaces para prevenirla y combatirla, así como 
para la restitución del producto del delito, mediante, entre otras cosas, la publicación de la 
información pertinente mencionada en el presente artículo;

c)	 Cooperará con organizaciones y mecanismos internacionales y regionales y organizaciones 
no gubernamentales pertinentes;

d)	 Aprovechará adecuadamente la información pertinente elaborada por otros mecanismos in-
ternacionales y regionales encargados de combatir y prevenir la corrupción a fin de evitar una 
duplicación innecesaria de actividades;

e)	 Examinará periódicamente la aplicación de la presente Convención por sus Estados Parte;

f)	 Formulará recomendaciones para mejorar la presente Convención y su aplicación; y,

g)	 Tomará nota de las necesidades de asistencia técnica de los Estados Parte con respecto a la 
aplicación de la presente Convención y recomendará las medidas que considere necesarias 
al respecto.

5.	 A los efectos del párrafo 4 del presente artículo, la Conferencia de los Estados Parte obtendrá el 
necesario conocimiento de las medidas adoptadas y de las dificultades encontradas por los Es-
tados Parte en la aplicación de la presente Convención por conducto de la información que ellos 
le faciliten y de los demás mecanismos de examen que establezca la Conferencia de los Estados 
Parte.

6.	 Cada Estado Parte proporcionará a la Conferencia de los Estados Parte información sobre sus 
programas, planes y prácticas, así como sobre las medidas legislativas y administrativas adopta-
das para aplicar la presente Convención, según lo requiera la Conferencia de los Estados Parte. 
La Conferencia de los Estados Parte tratará de determinar la manera más eficaz de recibir y 
procesar la información, incluida la que reciba de los Estados Parte y de organizaciones interna-
cionales competentes. También se podrán considerar las aportaciones recibidas de organizacio-
nes no gubernamentales pertinentes debidamente acreditadas conforme a los procedimientos 
acordados por la Conferencia de los Estados Parte.

7.	 En cumplimiento de los párrafos 4 a 6 del presente artículo, la Conferencia de los Estados Parte 
establecerá, si lo considera necesario, un mecanismo u órgano apropiado para apoyar la aplica-
ción efectiva de la presente Convención.

Art. 64.- Secretaría

1.	 El Secretario General de las Naciones Unidas prestará los servicios de secretaría necesarios a 
la Conferencia de los Estados Parte en la Convención.
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2.	 La secretaría:

a)	 Prestará asistencia a la Conferencia de los Estados Parte en la realización de las actividades 
enunciadas en el artículo 63 de la presente Convención y organizará los períodos de sesiones 
de la Conferencia de los Estados Parte y les proporcionará los servicios necesarios;

b)	 Prestará asistencia a los Estados Parte que la soliciten en el suministro de información a la 
Conferencia de los Estados Parte según lo previsto en los párrafos 5 y 6 del artículo 63 de la 
presente Convención; y,

c)	 Velará por la coordinación necesaria con las secretarías de otras organizaciones internacio-
nales y regionales pertinentes.

Capítulo VIII Disposiciones finales

Art. 65.- Aplicación de la Convención

1.	 Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con los principios fundamentales de su derecho 
interno, las medidas que sean necesarias, incluidas medidas legislativas y administrativas, para 
garantizar el cumplimiento de sus obligaciones con arreglo a la presente Convención.

2.	 Cada Estado Parte podrá adoptar medidas más estrictas o severas que las previstas en la pre-
sente Convención a fin de prevenir y combatir la corrupción.

Art. 66.- Solución de controversias

1.	 Los Estados Parte procurarán solucionar toda controversia relacionada con la interpretación o 
aplicación de la presente Convención mediante la negociación.

2.	 Toda controversia entre dos o más Estados Parte acerca de la interpretación o la aplicación de 
la presente Convención que no pueda resolverse mediante la negociación dentro de un plazo 
razonable deberá, a solicitud de uno de esos Estados Parte, someterse a arbitraje. Si, seis meses 
después de la fecha de la solicitud de arbitraje, esos Estados Parte no han podido ponerse de 
acuerdo sobre la organización del arbitraje, cualquiera de esos Estados Parte podrá remitir la con-
troversia a la Corte Internacional de Justicia mediante solicitud conforme al Estatuto de la Corte.

3.	 Cada Estado Parte podrá, en el momento de la firma, ratificación, aceptación o aprobación de 
la presente Convención o de la adhesión a ella, declarar que no se considera vinculado por el 
párrafo 2 del presente artículo. Los demás Estados Parte no quedarán vinculados por el párrafo 
2 del presente artículo respecto de todo Estado Parte que haya hecho esa reserva.

4.	 El Estado Parte que haya hecho una reserva de conformidad con el párrafo 3 del presente artí-
culo podrá en cualquier momento retirar esa reserva notificándolo al Secretario General de las 
Naciones Unidas.

Art. 67.- Firma, ratificación, aceptación, aprobación y adhesión

1.	 La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados del 9 al 11 de diciembre 
del 2003 en Mérida, México, y después de esa fecha en la Sede de las Naciones Unidas en Nue-
va York hasta el 9 de diciembre del 2005.

2.	 La presente Convención también estará abierta a la firma de las organizaciones regionales de 
integración económica siempre que al menos uno de los Estados miembros de tales organiza-
ciones haya firmado la presente Convención de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del 
presente artículo.
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3.	 La presente Convención estará sujeta a ratificación, aceptación o aprobación. Los instrumentos 
de ratificación, aceptación o aprobación se depositarán en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas. Las organizaciones regionales de integración económica podrán depositar su 
instrumento de ratificación, aceptación o aprobación si por lo menos uno de sus Estados miem-
bros ha procedido de igual manera. En ese instrumento de ratificación, aceptación o aprobación, 
esas organizaciones declararán el alcance de su competencia con respecto a las cuestiones 
regidas por la presente Convención. Dichas organizaciones comunicarán también al depositario 
cualquier modificación pertinente del alcance de su competencia.

4.	 La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados u organizaciones 
regionales de integración económica que cuenten por lo menos con un Estado miembro que sea 
Parte en la presente Convención. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. En el momento de su adhesión, las organizaciones 
regionales de integración económica declararán el alcance de su competencia con respecto a las 
cuestiones regidas por la presente Convención. Dichas organizaciones comunicarán también al 
depositario cualquier modificación pertinente del alcance de su competencia.

Art. 68.- Entrada en vigor

1.	 La presente Convención entrará en vigor el nonagésimo día después de la fecha en que se haya 
depositado el trigésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión. A los 
efectos del presente párrafo, los instrumentos depositados por una organización regional de inte-
gración económica no se considerarán adicionales a los depositados por los Estados miembros 
de tal organización.

2.	 Para cada Estado u organización regional de integración económica que ratifique, acepte o 
apruebe la presente Convención o se adhiera a ella después de haberse depositado el trigésimo 
instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, la presente Convención entrará 
en vigor el trigésimo día después de la fecha en que ese Estado u organización haya depositado 
el instrumento pertinente o en la fecha de su entrada en vigor con arreglo al párrafo 1 del presen-
te artículo, si ésta es posterior.

Art. 69.- Enmienda

1.	 Cuando hayan transcurrido cinco años desde la entrada en vigor de la presente Convención, los 
Estados Parte podrán proponer enmiendas y transmitirlas al Secretario General de las Naciones 
Unidas, quien a continuación comunicará toda enmienda propuesta a los Estados Parte y a la 
Conferencia de los Estados Parte en la Convención para que la examinen y adopten una deci-
sión al respecto. La Conferencia de los Estados Parte hará todo lo posible por lograr un consenso 
sobre cada enmienda. Si se han agotado todas las posibilidades de lograr un consenso y no se 
ha llegado a un acuerdo, la aprobación de la enmienda exigirá, en última instancia, una mayoría 
de dos tercios de los Estados Parte presentes y votantes en la reunión de la Conferencia de los 
Estados Parte.

2.	 Las organizaciones regionales de integración económica, en asuntos de su competencia, ejerce-
rán su derecho de voto con arreglo al presente artículo con un número de votos igual al número 
de sus Estados miembros que sean Partes en la presente Convención. Dichas organizaciones 
no ejercerán su derecho de voto si sus Estados miembros ejercen el suyo y viceversa.

3.	 Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo estará sujeta a 
ratificación, aceptación o aprobación por los Estados Parte.

4.	 Toda enmienda aprobada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará en vigor 
respecto de un Estado Parte noventa días después de la fecha en que éste deposite en poder 
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del Secretario General de las Naciones Unidas un instrumento de ratificación, aceptación o apro-
bación de esa enmienda.

5.	 Cuando una enmienda entre en vigor, será vinculante para los Estados Parte que hayan expre-
sado su consentimiento al respecto. Los demás Estados Parte quedarán sujetos a las disposi-
ciones de la presente Convención, así como a cualquier otra enmienda anterior que hubiesen 
ratificado, aceptado o aprobado.

Art. 70.- Denuncia

1.	 Los Estados Parte podrán denunciar la presente Convención mediante notificación escrita al Se-
cretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha 
en que el Secretario General haya recibido la notificación.

2.	 Las organizaciones regionales de integración económica dejarán de ser Partes en la presente 
Convención cuando la hayan denunciado todos sus Estados miembros.

Art. 71.- Depositario e idiomas

1.	 El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario de la presente Convención. 2. 
El original de la presente Convención, cuyo texto en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso 
es igualmente auténtico, se depositará en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados por sus respectivos 
gobiernos, han firmado la presente Convención.

Certifico que es fiel copia del documento que se encuentra en los archivos de la Dirección General 
de Tratados del Ministerio de Relaciones Exteriores.- Quito, a 28 de noviembre del 2005.
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Anexo No. 19
TRATADO DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO ENTRE ECUADOR Y PERÚ

(Tratado de Lima para establecer reglas uniformes en materia de derecho internacional privado)

Lugar: Lima.

Fecha de suscripción: 09/11/1878.

Fecha de publicación: Registro Oficial No. 189, de fecha 19 de julio de 1933.

De la ley que rige el estado y la capacidad jurídica de las personas, los bienes situados en la 
República y los contratos celebrados en el país extranjero.

Artículo 1°. Los extranjeros gozan en la República de los mismos derechos civiles que los nacionales.

Artículo 2°. El estado y la capacidad jurídica de las personas se juzgarán por su ley nacional, aun-
que se trate de actos ejecutados o de bienes existentes en otro país.

Artículo 3°. Los bienes inmuebles existentes en la República y los muebles que tengan en ella una 
situación permanente, serán regidos por las leyes nacionales aunque sus dueños sean extranjeros o 
no residan en el Estado, salvo lo dispuesto en el título de las sucesiones.

Artículo 4°. Los contratos celebrados fuera de la República serán juzgados, en cuanto a su validez 
intrínseca y efectos jurídicos de sus estipulaciones, por la ley del lugar de su celebración; pero si esos 
contratos por su naturaleza o por convenio de partes tuviesen que cumplirse precisamente en la Repú-
blica se sujetarán a las leyes de ésta, en uno y otro caso el modo de ejecutarlos se regirá por la leyes 
de la República.

Artículo 5°. Las formas o solemnidades externas de los contratos o cualesquiera otros actos jurídi-
cos, se egirán por la ley del lugar en que han sido celebrados.

Artículo 6°. L.a prueba de la autenticidad de los instrumentos otorgados en otro país estará sujeta 
a las leyes de la República.

TÍTULO SEGUNDO

De los matrimonios celebrados en país extranjero y de los celebrados por extranjeros en la 
República.

Artículo 7°. La validez del matrimonio para los efectos civiles se juzgará por la ley del lugar en que 
se ha celebrado. 

Artículo 8°. Se reputará también válido para los mismos efectos el matrimonio contraído por un 
nacional en el extranjero ante el Agente Diplomático o Consular de la República con arreglo a sus leyes.

Artículo 9°. El matrimonio celebrado según los Cánones de la Iglesia Católica producirá efectos 
civiles en la República aunque no lo produzca en el lugar en que se contrajo.

Artículo 10°. La capacidad jurídica para contraer matrimonio, se juzgará por la ley nacional de los 
contrayentes.

Artículo 11°. Los extranjeros que pretendan casarse en la República estarán obligados a probar su 
capacidad jurídica ante la autoridad que la ley local designe. 

Convenios bilaterales entre Ecuador y otros Estados



Convenios bilaterales

422

TÍTULO PRIMERO

Artículo 12°. También estarán sujetos a las leyes de la República en lo relativo a impedimentos 
dirimentes.

Artículo 13°. Los derechos y deberes personales que el matrimonio produce entre los cónyuges y 
entre éstos y sus hijos serán regidos por la ley del domicilio matrimonial, pero si éste variase se regirán 
por las leyes del nuevo domicilio.

Artículo 14°. Las capitulaciones matrimoniales celebradas fuera de la República estarán sujetas a 
las mismas disposiciones que reglan los contratos.

Artículo 15°. No habiendo capitulaciones matrimoniales, la ley del domicilio conyugal regirá los 
bienes muebles de los cónyuges, sea cual fuere el lugar en que aquellos se hallen o en que hayan sido 
adquiridos.

Artículo 16°. Los bienes inmuebles y los muebles de situación permanente se regirán, en todo caso, 
por la ley del lugar en que estén situados, conforme el artículo 3°.

Artículo 17°. El matrimonio disuelto en otro país con arreglo a sus propias leyes, y que no hubiera 
podido disolverse en la República, no habilitará a los cónyuges para contraer nuevas nupcias.

TÍTULO TERCERO 
De la sucesión.

Artículo 18°. La capacidad para testar se regirá por la ley nacional del testador. 

Artículo 19°. Los extranjeros podrán testar en la República con arreglo a las leyes del país de su 
nacimiento o naturalización, o según las de su domicilio.

Artículo 20°. La capacidad para suceder y la sucesión se regirán por la ley a que se haya sujetado 
el testador, con las restricciones siguientes:

1°-	 No tendrán efecto las disposiciones testamentarias sobre bienes existentes en la República si 
se oponen a lo que se establece en el artículo 54.

2°-	 En la sucesión de un extranjero tendrán los nacionales, a título de herencia, porción conyugal o 
de alimentos, los mismos derechos que según las leyes del Estado les correspondería sobre la 
sucesión de otro nacional; y los harán efectivos en los bienes existentes en el país.

Artículo 21°. Los testamentos otorgados fuera de la República y que deban cumplirse en ella, esta-
rán sujetos a las limitaciones establecidas en el artículo anterior.

Artículo 22°. Las solemnidades externas del testamento se regirán por la ley del lugar en que ha 
sido otorgado.

Artículo 23°. Las donaciones inter-vivos se sujetarán a las disposiciones contenidas en los artículos 
anteriores.

Artículo 24°. La sucesión intestada se regirá por la ley nacional del difunto, con las limitaciones 
contenidas en el artículo 20. A falta de parientes con derecho a la herencia, los bienes existentes en la 
República quedarán sujetos a las leyes de ésta.
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TÍTULO CUARTO
De la competencia de los Tribunales nacionales sobre actos jurídicos realizados 

fuera de la República y sobre los celebrados por extranjeros que no residan en ella.

Artículo 25°. Los que tengan domicilio establecido en la República sean nacionales o extranjeros 
y estén presentes o ausentes, pueden ser demandados ante los tribunales territoriales para el cumpli-
miento de contratos celebrados en otro país.

Artículo 26°. También pueden serlo los extranjeros que se hallen en el país, aunque no sean domici-
liados, si esos contratos se hubiesen celebrado con los nacionales, o con otros extranjeros domiciliados 
en la República.

Artículo 27°. Los extranjeros aunque se hallen ausentes, pueden ser demandados ante los Tribu-
nales de la Nación. 

1°	 Para que cumplan las obligaciones contraídas o que deban ejecutarse en la República;

2°	 Cuando se intente contra ellos una acción real concerniente a bienes que tengan en la Repúbli-
ca; y,

3°	 Si se hubiese estipulado que el poder Judicial de la República decida las controversias relativas 
a obligaciones contraídas en otro país.

Artículo 28°. Los extranjeros no domiciliados en la República que entablen alguna demanda contra 
los naturales o contra los extranjeros naturalizados o domiciliados, afianzarán las resultas del juicio, si 
así lo exigiere el demandado.

Artículo 29°. No se exigirá sin embargo tal fianza en los casos siguientes:

1°	 Si el extranjero apoyare su demanda en un documento fehaciente;

2°	 Si tuviese en la República bienes suficientes;

3°	 Si la parte líquida y reconocida del crédito cuyo pago solicita fuese bastante para responder de 
las resultas de su demanda;

4°	 Si la demanda versase sobre actos comerciales; y,

5°	 Si el extranjero hubiese sido compelido judicialmente a interponer la demanda.

Artículo 30°. En los juicios que se promuevan sobre el cumplimiento de obligaciones contraídas en 
país extranjero, el modo de proceder se arreglará a las leyes de la República.

Artículo 31°. Se juzgarán también por las mismas leyes, las excepciones provenientes de hechos 
que se hayan realizado en la República, así como las acciones rescisorias, resolutorias o revocatorias 
que se funden en ellos; pero cuando se trate de probar la existencia de un acto jurídico ocurrido fuera 
del país la prueba se arreglará a la ley del lugar donde ese acto se realizó.

Artículo 32°. La prescripción considerada como medio de adquirir bienes, se juzgará por la ley de 
la situación de éstos.

Artículo 33°. La prescripción considerada como medio de extinguir las obligaciones, se juzgará por 
la ley del lugar en que éstas hayan tenido origen.
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TÍTULO QUINTO
De la jurisdicción nacional sobre delitos cometidos en país 

extranjero y sobre los de falsificación en perjuicio de otros Estados.

Artículo 34°. Los que delinquieren fuera del país falsificando la moneda nacional, billetes de banco 
de circulación legal, títulos de efectos públicos u otros documentos nacionales, serán juzgados por 
los Tribunales de la República, conforme a sus leyes cuando sean aprehendidos en su territorio, o se 
obtenga su extradición.

También son competentes los Tribunales nacionales para juzgar:

1°	 A los ciudadanos de la República que hubiesen cometido en país extranjero un delito de incen-
dio, asesinato, robo, o cualquier otro que esté sujeto a la extradición, siempre que haya acusa-
ción de parte o requerimiento del Gobierno del país en que el delito se hubiese cometido;

2°	 A los extranjeros que, habiendo cometido los mismos delitos contra los ciudadanos de la Repú-
blica, vengan a residir en ella, siempre que proceda acusación de parte interesada; y,

3°	 A los piratas.

Artículo 35°. El procedimiento en esos juicios se sujetará a las leyes del país.

Artículo 36°. Cuando en el lugar de la perpetración y en el del juicio sea diferente la pena que co-
rresponda al delito, se aplicará la menos severa.

Artículo 37°. Las disposiciones que preceden no tendrán efecto:

1°	 Si el delincuente ha sido juzgado y castigado en el lugar de la perpetración del delito;

2°	 Si ha sido juzgado y absuelto u obtenido remisión de la pena; y,

3°	 Si el delito o la pena se hubiesen prescrito, con arreglo a la ley del país en que se delinquió.

Artículo 38°. La responsabilidad civil proveniente de delitos o cuasi-delitos se regirá por la ley del 
lugar en que se hayan verificado los hechos que los constituyen. 

Artículo 39°. Serán castigados en la República conforme a sus leyes, los delitos consistentes en 
falsificar para la circulación:

1°	 Moneda que tenga curso legal en cualquier país;

2°	 Obligaciones o cupones de la deuda pública, o billetes de banco de cualquiera Nación, con tal 
que su emisión esté autorizada por una ley de la misma;

3°	 Obligaciones u otros títulos emitidos en cualquier país por sus Municipalidades o establecimien-
tos públicos de toda especie, o cupones de intereses o de dividendos correspondientes a tales 
títulos;

4°	 Acciones de Sociedades Anónimas legalmente constituidas en otro país.

TÍTULO SEXTO
De la ejecución de las sentencias y otros actos jurisdiccionales.

Artículo 40°. Las sentencias y cualesquiera otras resoluciones judiciales en materia civil expedidas 
en las Repúblicas signatarias, se cumplirán por las autoridades nacionales con sujeción a lo prevenido 
en este título.
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Artículo 41°. La ejecución de dichas sentencias o resoluciones se pedirá al juez o Tribunal de 1°- 
Instancia del lugar en que han de cumplirse, para lo que se le dirigirá un exhorto con inserción de todas 
las piezas necesarias.

Artículo 42°. El Juez exhortado le dará cumplimiento, con sujeción a lo dispuesto en el artículo 54:

1°	 Si no se opone a la jurisdicción nacional;

2°	 Si la parte hubiese sido legalmente citada;

3°	 Si la sentencia o resolución estuviese ejecutoriada con arreglo a la ley del país en que se haya 
expedido.

Artículo 43°. La parte que se considere perjudicada por el auto del Juez exhortado, puede interpo-
ner los recursos que la ley permite en el país de la ejecución; pero será prohibida toda controversia que 
no se refiera a alguno de los casos puntualizados en el artículo 42.

Artículo 44°. Los exhortos que se expidan en las Repúblicas signatarias para la ejecución de los 
laudos o fallos arbitrales, se cumplirán también con arreglo a las disposiciones precedentes, si están 
homologados.

Artículo 45º. Los laudos que estén homologados se sujetarán a las mismas reglas que los contratos.

Artículo 46°. Los actos de jurisdicción voluntaria surtirán sus efectos bajo las mismas condiciones 
establecidas en el artículo 42.

Artículo 47°. Los exhortos que tengan por objeto hacer una simple notificación, recibir declaracio-
nes, o cualesquiera otras diligencias de esta naturaleza, se cumplirán siempre que estuviesen debida-
mente legalizados.

Artículo 48°. Lo dispuesto en los artículos 41, 42, 43 y 44 se observará también, respecto de las 
sentencias y otros actos judiciales, así como sobre los arbitrales, expedidos en países extraños a las 
Repúblicas signatarias:

1°	 Si favorecen el derecho de los ciudadanos de dichas Repúblicas;

2°	 Si aunque sean expedidos a favor de otras personas, se acredite que en el Estado donde tuvo 
lugar el juicio o el arbitraje se observa la reciprocidad.

Artículo 49°. No se exigirá la reciprocidad para ejecutar los exhortos relativos a actos de jurisdicción 
voluntaria o a simples diligencias judiciales.

Artículo 50°. Los medios de ejecución para el cumplimiento de los exhortos a que se refieren los 
artículos anteriores, serán los establecidos en la República.

TÍTULO SÉPTIMO
De las legalizaciones.

Artículo 51°. Para que los exhortos y otros instrumentos públicos procedentes de un país, extranje-
ro produzcan efectos legales en la República, su autenticidad será comprobada conforme a las reglas 
siguientes:

Los exhortos en que se solicita la ejecución de sentencias y laudos, serán legalizados en la Nación 
de su procedencia  conforme a la ley o práctica establecida en ella.

Tratado de Derecho Internacional Privado entre Ecuador y Perú
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Si la última firma de esa legalización fuere la del Agente Diplomático o Consular del país de la eje-
cución, será autenticada por el Ministro de Relaciones Exteriores del mismo.

Si la última firma fuere la del Agente Diplomático o Consular de una Nación amiga. el Representante 
o Agente de ésta en el país de la ejecución, la autenticará y pasará el exhorto al Ministro de Relaciones 
Exteriores para los efectos indicados en el inciso anterior. 

Si la Nación de que procede el exhorto tuviese en el país en que ha de cumplirse Agente Diplomático 
o Consular, podrá el Ministro de Relaciones Exteriores de aquella Nación remitirle los exhortos, para 
que, previa la autenticación de su firma, pase al de igual clase de la Nación en que ha de ejecutarse a 
fin de que le dé el curso respectivo. 

Artículo 52°. Los demás documentos surtirán sus efectos, si son legalizados por el Agente Diplo-
mático o Consular de la República, o de manera que la comprobación pueda hacerse por el Ministro de 
Relaciones Exteriores del país de la ejecución.

TÍTULO OCTAVO
Disposiciones comunes a los títulos precedentes.

Artículo 53°. Las disposiciones de los títulos anteriores no alteran las establecidas en los tratados 
vigentes con otras Naciones.

Artículo 54°. Las leyes. sentencias, contratos y demás actos jurídicos que hayan tenido origen en 
país extranjero, sólo se observarán en la República, en cuanto no sean incompatibles con su Constitu-
ción Política, con las leyes de orden público o con las buenas costumbres.

Artículo 55°. Corresponde al que invoca una ley extranjera y pide su aplicación, conforme a los 
títulos precedentes, probar la existencia de dicha ley.

Artículo 56°. El presente Tratado. aprobado que sea por los Congresos y ratificado por los Gobier-
nos de las Repúblicas signatarias, será canjeado en Lima en el menor tiempo posible.

Artículo 57°. No es indispensable para la vigencia de este Tratado la aprobación de todas y cada 
una de sus estipulaciones por todas las Naciones signatarias. La que lo apruebe en todo o en parte lo 
comunicará al Gobierno del Perú para que lo transmita a las demás Naciones contratantes.

Artículo 58°. Hecho el canje en la forma indicada en el artículo anterior, el Tratado quedará en vigor 
desde ese acto, y por tiempo indefinido entre las Naciones que lo hubieren efectuado.

Artículo 59°. Si en el transcurso del tiempo alguna de las Naciones contratantes creyere necesario 
introducir modificaciones en este Tratado, notificará a las demás su voluntad de hacer cesar sus efectos 
en la parte correspondiente; pero no quedará desligada sino tres años después de ese acto, término en 
que se procurará llegar a un nuevo acuerdo, por la vía y en la forma que se juzgue más conveniente.

Artículo 60°. El artículo 57 es extensivo a las Repúblicas que, no habiendo concurrido a este Con-
greso, quisiesen adherirse al presente Tratado.

En fe de lo cual los Plenipotenciarios de las Repúblicas mencionadas, lo hemos firmado en el nú-
mero de siete ejemplares, en Lima a los nueve días del mes de noviembre del año de mil ochocientos 
setenta y ocho.
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Anexo No. 20
TRATADO DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO

ENTRE ECUADOR Y COLOMBIA

Registro Oficial Suplemento 153 de 25-nov.-2005

Estado: Vigente

Nota: APROBACION.- 

Art. Único.- Apruébase el Tratado sobre Derecho Internacional Privado, que, en esta Capital y con 
fecha 18 de junio del año anterior, han celebrado los señores don Miguel Valverde, Ministro de Rela-
ciones Exteriores, y el Excmo. Sr. Dr. Dn. Emiliano Isaza, Enviado Extraordinario y Ministro Plenipoten-
ciario de Colombia.

Dada por Decreto Legislativo No. 000, publicado en Registro Oficial 189 de 19 de Julio de 1933C:\
Users\jovanna.garzon\AppData\Local\_ImageVisualizer\imageSearchRes.aspx?tpx=RO&spx=0&n-
mx=189&fcx=19-07-1933&pgx=1.

TEXTO:

TRATADO SOBRE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO ENTRE LA REPUBLICA DEL ECUA-
DOR Y LA REPUBLICA DE COLOMBIA.

Datos Generales.
Lugar: Quito.
Tipo: Multilateral.
Fecha de suscripción: 18/06/1903.
Fecha de publicación: Registro Oficial No. 189 de fecha 19 de julio de 1933.

Reunidos en el Ministerio de Relaciones Exteriores del Ecuador los excelentísimos Señores Don Mi-
guel Valverde, Ministro Secretario de Estado en el Despacho de Relaciones Exteriores y Don Emiliano 
Isaza, Enviado Extraordinario y Ministro Plenipotenciario de Colombia, y deseando hacer efectivos a un 
tiempo en las dos Repúblicas los derechos civiles de sus ciudadanos y estrechar más las buenas rela-
ciones existentes entre ambos países, han convenido en celebrar el siguiente Tratado sobre Derecho 
Internacional Privado.

TÍTULO PRIMERO

De la Ley que rige el Estado y la capacidad jurídica de las personas, los bienes situados en la Re-
pública y los contratos celebrados en país extranjero.

Art. 1.- Los naturales de los dos países contratantes gozarán, respectivamente, de los mismos de-
rechos civiles que los nacionales.

Art. 2.- El estado y capacidad jurídica de las personas se juzgarán por su ley nacional, aunque se 
trate de actos ejecutados o de bienes existentes en el otro país.

Art. 3.- Los bienes existentes en la República se regirán por las leyes nacionales, aunque sus due-
ños sean extranjeros y no residan en ella, salvo lo dispuesto en el título de las sucesiones. Esta dispo-
sición no limita la facultad que tiene el dueño de tales bienes para celebrar, acerca de ellos, contratos 
válidos en el otro país; pero los efectos de estos contratos, cuando hayan de cumplirse en la República, 
se arreglarán a sus leyes.
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Art. 4.- Los contratos celebrados en el otro país contratante serán juzgados en cuanto a su validez y 
efectos jurídicos de sus estipulaciones, por la ley del lugar de su celebración; pero si esos contratos por 
su naturaleza o por convenio de partes tuvieren que cumplirse precisamente en la República, se suje-
tarán a las leyes de ésta. En uno y otro caso, el modo de ejecutarlos se regirá por las leyes nacionales.

Art. 5.- Las formas o solemnidades externas de los contratos o de cualesquiera otros actos jurídicos 
se regirán por la ley del lugar en que han sido celebrados.

Art. 6.- La legalización de los instrumentos otorgados en el otro país contratante, estará sujeto a las 
leyes de la República.

TÍTULO SEGUNDO

De los matrimonios celebrados en el país extranjero y de los celebrados por los extranjeros en la 
República.

Art. 7.- El matrimonio celebrado en el país extranjero en conformidad a sus leyes, o a las leyes de 
la otra Nación signataria, surtirá en la República los mismos efectos civiles que si se hubiese celebrado 
en ella. Sin embargo, si un nacional contrajere matrimonio en la otra nación, contraviniendo de algún 
modo a las leyes de su país, la contravención surtirá en éste, los mismos efectos que si se hubiese 
cometido en él.

Art. 8.- Se reputará también válido para los mismos efectos, el matrimonio contraído por un nacional 
en el extranjero ante el agente diplomático o consular de la República, con arreglo a sus leyes.

Art. 9.- La capacidad jurídica para contraer matrimonio se juzgará por la ley nacional de los contra-
yentes.

Art. 10.- Los extranjeros que pretendan casarse en la República estarán obligados a probar su ca-
pacidad jurídica ante la autoridad que la ley local designe.

Art. 11.- También estarán sujetos a las leyes de la República en lo relativo a los impedimentos diri-
mentes.

Art. 12.- Los derechos y deberes personales que el matrimonio produce entre los cónyuges, y entre 
éstos y sus hijos, serán regidos por la ley del domicilio matrimonial; pero si éste variare se regirán por las 
leyes del nuevo domicilio.

Art. 13.- Las capitulaciones matrimoniales celebradas fuera de la República estarán sujetas a las 
mismas disposiciones que reglan los contratos.

Art. 14.- No habiendo capitulaciones matrimoniales, la ley del domicilio conyugal regirá los bienes 
muebles de los cónyuges, sea cual fuere el lugar en que aquellos se hallen o en que hayan sido adqui-
ridos.

Art. 15.- Los bienes se regirán, en todo caso, por la ley del lugar en que estén situados, conforme 
el artículo 3.

Art. 16.- El matrimonio disuelto en otro país con arreglo a sus propias leyes y que no hubiera podido 
disolverse en la República, no habilitará a los cónyuges para contraer nuevas nupcias.

TÍTULO TERCERO

De la Sucesión.

Art. 17.- La capacidad para testar se regirá por la ley nacional del testador.

Art. 18.- Los extranjeros podrán testar en la República con arreglo a las leyes del país de su naci-
miento o naturalización, o según las de su domicilio.
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Art. 19.- La capacidad para suceder y la sucesión se regirán por la ley a que se haya sujetado el 
testador, con las restricciones siguientes: 

1. No tendrán efecto las disposiciones testamentarias sobre bienes existentes en la República, si se 
oponen a lo que se establece en el artículo 53; y, 

2. En la sucesión de un extranjero tendrán los nacionales a título de herencia, de porción conyugal 
o de alimentos los mismos derechos que según las leyes del Estado les corresponderían sobre la su-
cesión de otro nocional; y los harán efectivos en los bienes existentes en el país.

Art. 20.- Los testamentos otorgados fuera de la República y que deban cumplirse en ella, estarán 
sujetos a las limitaciones establecidas en el artículo anterior.

Art. 21.- Las solemnidades externas del testamento se regirán por la ley del lugar en que ha sido 
otorgado.

Art. 22.- Las donaciones entre vivos se sujetarán a las disposiciones contenidas en los artículos 
anteriores.

Art. 23.- La sucesión intestada se regirá por la ley nacional del difunto, con las limitaciones conteni-
das en el artículo 19. A falta de parientes con derecho a la herencia, los bienes existentes en la Repú-
blica quedarán sujetos a las leyes de ésta.

TÍTULO CUARTO

De la competencia de los Tribunales Nacionales sobre actos jurídicos realizados fuera de la Repú-
blica y sobre los celebrados por los extranjeros que no residen en ella.

Art. 24.- Los que tengan domicilio establecido en la República, sean nacionales o extranjeros y 
estén presentes o ausentes, pueden ser demandados ante los Tribunales territoriales para el cumpli-
miento de contratos celebrados en el otro país.

Art. 25.- También pueden serlo los extranjeros que se hallan en el país, aunque no sean domicilia-
dos, si esos contratos se hubieren celebrado con los nacionales, o con otros extranjeros domiciliados 
en la República.

Art. 26.- Los extranjeros aunque se hallen ausentes, pueden ser demandados ante los Tribunales 
de la Nación: 

1. Para que cumplan las obligaciones contraídas o que deben ejecutarse en la República;

2. Cuando se intente contra ellos una acción real, concerniente a bienes que tengan en la República; y,

3. Si se hubiere estipulado que el Poder Judicial de la República decida las controversias relativas 
a obligaciones contraídas en el otro país.

Art. 27.- Los extranjeros no domiciliados en la República que entablen alguna demanda contra los 
naturales o contra los extranjeros naturalizados o domiciliados, afianzarán las resultas del juicio si así 
lo exigiere el demandado.

Art. 28.- No se exigirá sin embargo tal fianza en los casos siguientes:

1. Si el extranjero apoyare su demanda en un documento fehaciente;

2. Si tuviere en la República bienes suficientes;

3. Si la parte líquida y reconocida del crédito cuyo pago solicita fuere bastante para responder de los 
resultados de su demanda;
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4. Si la demanda versare sobre actos comerciales; y,

5. Si el extranjero hubiere sido compelido judicialmente a interponer la demanda.

Art. 29.- En los juicios que se promueven sobre el cumplimiento de obligaciones contraídas en el 
país extranjero, el modo de proceder se arreglará a las leyes de la República.

Art. 30.- Se juzgarán también por las mismos leyes las excepciones provenientes de hechos que se 
hayan realizado en la República, así como las acciones rescisorias, resolutorias o revocatorias que se 
funden en ellos; pero cuando se trate de probar la existencia de un acto jurídico ocurrido fuera del país, 
la prueba se arreglará a la ley del lugar donde ese acto se realizó.

Art. 31.- La prescripción considerada como medio de adquirir bienes. Se juzgará por la ley de la 
situación de éstos.

Art. 32.- La prescripción considerada como medio de extinguir las obligaciones, se juzgará por la ley 
del lugar en que éstas hayan tenido origen.

TÍTULO QUINTO

De la jurisdicción nacional sobre delitos cometidos en el otro País y sobre los de falsificaciones en 
perjuicio de él.

Art. 33.- Los que delinquieren fuera del país, falsificando la moneda nacional, billetes de banco de 
circulación legal, títulos de efectos públicos y otros documentos nacionales, serán juzgados por los Tri-
bunales de la República conforme a sus leyes, cuando sean aprehendidos en su territorio o se obtenga 
su extradición. 

También son competentes los Tribunales nacionales para juzgar:

1. A los ciudadanos de la República que hubieren cometido en el país extranjero un delito de incen-
dio, homicidio (comprendiéndose en él el asesinato, el parricidio, el infanticidio y el envenenamiento), 
castración, estupro, robo, o cualquier otro que esté sujeto a extradición, siempre que haya acusación 
de parte o requerimiento del Gobierno del país en que el delito se hubiere cometido;

2. A los extranjeros que habiendo cometido los mismos delitos contra ciudadanos de la República, 
vengan a residir en ella, siempre que preceda acusación de parte interesada; y,

3. A los piratas.

Art. 34.- El procedimiento en esos juicios se sujetará a las leyes del país.

Art. 35.- Cuando en el lugar de la perpetración y en el del juicio sea diferente la pena que correspon-
da al delito, se aplicará la menos severa.

Art. 36.- Las disposiciones que preceden no tendrán efecto:

1. Si el delincuente ha sido juzgado y castigado en el lugar de la perpetración del delito;

2. Si ha sido juzgado y absuelto u obtenido remisión de la pena; y,

3. Si el delito o la pena hubieren prescrito con arreglo a la ley del país en que se delinquió.

Art. 37.- La responsabilidad civil proveniente de delitos o cuasidelitos se regirán por la ley del lugar 
en que se hayan verificado los hechos que los constituyen.

Art. 38.- Serán castigados en la República, conforme a sus leyes los delitos consistentes en falsifi-
car para la circulación:

1. Moneda que tenga curso legal en el otro país;
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2. Obligaciones o cupones de la deuda pública o billetes de banco de la otra Nación, con tal que su 
emisión, esté autorizada por una ley de la misma;

3. Obligaciones y demás títulos emitidos en el otro país por sus municipalidades o establecimientos 
públicos de toda especie, o cupones de intereses o de dividendos correspondientes a tales títulos; y,

4. Acciones de sociedades anónimas, legalmente constituidas en el otro país.

TÍTULO SEXTO

De la ejecución de las sentencias y otros actos jurisdiccionales

Art. 39.- Las sentencias y cualesquiera otras resoluciones judiciales en materia civil, expedidas en 
las Repúblicas signatarias, se cumplirán por las autoridades nacionales, con sujeción a lo prevenido 
en este título.

Art. 40.- La ejecución de dichas sentencias o resoluciones se pedirá al Juez o Tribunal de primera 
instancia del lugar en que han de cumplirse, para lo que se le dirigirá un exhorto con inserción de todas 
las piezas necesarias.

Art. 41.- El juez exhortado le dará cumplimiento con sujeción a lo dispuesto en el artículo 53:

1. Si no se opone a la jurisdicción nacional;

2. Si la parte hubiere sido legalmente citada; y,

3. Si la sentencia o resolución estuviere ejecutoriada, con arreglo a la ley del país en donde haya 
sido expedida.

Art. 42.- La parte que se considere perjudicada por el auto del Juez exhortado, puede interponer los 
recursos que la Ley permita en el país de la ejecución; pero será prohibida toda controversia que no se 
refiera a alguno de los casos puntualizados en el artículo anterior.

Art. 43.- Los exhortos que se expidan en las Repúblicas signatarias para la ejecución de los laudos o 
fallos arbitrales, se cumplirán también con arreglo a las disposiciones precedentes, si están homologados.

Art. 44.- Los laudos que no estén homologados se sujetarán a las mismas reglas que los contratos.

Art. 45.- Los actos de jurisdicción voluntaria surtirán sus efectos con las mismas condiciones esta-
blecidas en el artículo 41.

Art. 46.- Los exhortos que tengan por objeto hacer una simple notificación, recibir declaraciones o 
cualesquiera otras diligencias de esta naturaleza, se cumplirán siempre que estuvieren debidamente 
legalizados.

Art. 47.- Lo dispuesto en los artículos 40, 41, 42 y 43 se observará también respecto de las senten-
cias y otros actos judiciales, así como sobre los arbitrales expedidos en países extraños a las Repúbli-
cas contratantes:

1. Si favorecen el derecho de ciudadanos de dichas Repúblicas; y,

2. Si aunque sean expedidos a favor de otras personas se acredita que en el Estado donde se veri-
ficó el juicio o el arbitraje, se observa la reciprocidad.

Art. 48.- No se exigirá la reciprocidad para ejecutar los exhortos relativos a actos de jurisdicción 
voluntaria, o a simples diligencias judiciales.

Art. 49.- Los medios de ejecución para el cumplimiento de los exhortos a que se refieren los artícu-
los anteriores, serán establecidos en la República.

Tratado de Derecho Internacional Privado entre Ecuador y Colombia
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TÍTULO SEPTIMO

De las legalizaciones

Art. 50.- Para que los exhortos y otros instrumentos públicos procedentes del país extranjero pro-
duzcan efectos legales en la República, su autenticidad será comprobada conforme a las reglas si-
guientes: 

1. Los exhortos en que se solicita la ejecución de sentencias y laudos, serán legalizados en la Na-
ción de su procedencia, conforme a la ley o a práctica establecida en ella;

2. Si la última firma de esa legalización fuere la del Agente Diplomático o Consular del país de la 
ejecución, será autenticada por el Ministro de Relaciones Exteriores del mismo;

3. Si la última firma fuere la del Agente Diplomático o Consular de una Nación amiga, el Repre-
sentante o Agente de ésta en el país de la ejecución la autenticará y pasará el exhorto al Ministro de 
Relaciones Exteriores para los efectos indicados en el inciso anterior; y, 

4. Si la Nación de que procede el exhorto tuviere Agente Diplomático o Consular en el país en que 
ha de cumplirse, podrá el Ministro de Relaciones Exteriores de aquella Nación remitirle el exhorto, para 
que, previa la autenticación de su firma, pase al de igual clase de la Nación en que ha de ejecutarse, a 
fin de que le dé el curso respectivo.

Art. 51.- Los demás documentos surtirán efectos si son legalizados por el Agente Diplomático o 
Consular de la República, o de manera que la comprobación pueda hacerse por el Ministro de Relacio-
nes Exteriores del país de la ejecución.

TÍTULO OCTAVO

Disposiciones comunes a los títulos precedentes

Art. 52.- Las disposiciones de los títulos anteriores no alteran las establecidas en los Tratados vi-
gentes con otras naciones.

Art. 53.- Las leyes, sentencias, contratos y demás actos jurídicos que hayan tenido origen en el país 
extranjero, sólo se observarán en la República, en cuanto no sean incompatibles con su Constitución 
política, con las leyes de orden público o con las buenas costumbres.

Art. 54.- Corresponde al que invoca una ley extranjera y pide su aplicación conforme a los títulos 
precedentes, probar la existencia de dicha ley.

Art. 55.- El presente Tratado, aprobado que sea por los Congresos y ratificado por los Gobiernos de 
las Repúblicas contratantes, será canjeado en Quito en el menor tiempo posible.

Art. 56.- Hecho el canje en la forma indicada en el artículo anterior, el Tratado quedará en vigor 
desde ese acto, y por tiempo indefinido.

En fe de lo cual las Partes Contratantes, debidamente autorizadas por sus respectivos Gobiernos, 
firman y sellan dos ejemplares de este Tratado, en Quito, a los diez y ocho días del mes de junio de mil 
novecientos tres.
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Anexo No. 21
CONVENIO DE COOPERACIÓN JUDICIAL Y ASISTENCIA MUTUA EN MATERIA 
PENAL ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA Y LA REPÚBLICA DEL ECUADOR

Registro Oficial 364 de 20-jun-2008

Estado: Vigente

Los gobiernos de la República de Colombia y de la República del Ecuador, en adelante denomina-
das “Las Partes”:

TENIENDO EN CUENTA los lazos de amistad y de cooperación que los unen;

CONSCIENTES del incremento de la actividad delictiva, convienen en presentarse la más amplia 
cooperación, de conformidad con el procedimiento que se describe a continuación;

INSPIRADOS en el deseo de intensificar la asistencia legal y la cooperación mutua en asuntos 
criminales;

RECONOCIENDO que la lucha contra el crimen requiere de la acción conjunta de los Estados;

DESEOSOS de adelantar una acción conjunta para la prevención, control y represión del crimen 
en todas sus manifestaciones, a través de la coordinación de acciones y la implantación de programas 
concretos, y en la activación de mecanismos tradicionales para asistencia legal y judicial; y,

OBSERVANDO las normas constitucionales legales y administrativas de sus estados, así como el 
respeto por los principios de la Ley Internacional, especialmente aquellos relacionados con la sobera-
nía, integridad territorial y no intervención.

CELEBRAN EL PRESENTE ACUERDO

Art. 1.- DEFINICIONES

Para los efectos del presente acuerdo:

a)	 “Carta rogatoria, exhorto o solicitud de asistencia judicial” se entenderán como sinónimos;

b)	 “Decomiso” significa la privación con carácter definitivo de algún bien, sólo por decisión de un 
tribunal o de otra autoridad judicial competente, de conformidad con la legislación de cada Parte;

c)	 “Instrumentos del delito”: significa cualquier bien utilizado o destinado a ser utilizado para la co-
misión de cualquier delito;

d)	 “Producto del Delito”: significa bienes de cualquier índole, derivados u obtenidos directa o indi-
rectamente de la comisión de un delito;

e)	 “Bienes”: significa los activos de cualquier tipo, corporales o incorporales, muebles o inmuebles, 
tangibles o intangibles y los documentos o instrumentos legales que acreditan la propiedad u 
otros derechos sobre dichos activos; y,

f)	 “Embargo Preventivo, Secuestro, Incautación de Bienes u otras medidas cautelares de carácter 
real”: significan la prohibición temporal de transferir, convertir, enajenar o movilizar bienes, así 
como la custodia y el control temporal de bienes por mandamiento expedido por un tribunal o 
autoridad judicial competente.
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Art. 2.- ÁMBITO DE APLICACIÓN

1.	 Las partes se obligan a prestarse asistencia recíproca, de conformidad con las disposiciones del 
presente Convenio y de sus respectivos ordenamientos jurídicos, en la realización de investiga-
ciones y de procedimientos judiciales.

2.	 Este instrumento no deberá interpretarse contrariamente a otras obligaciones de las Partes de-
rivadas de otros tratados, ni impedirá que las Partes se presten asistencia de conformidad con 
otros tratados o acuerdos.

3.	 Este Acuerdo no se aplicará a:

a)	 La detención de personas con el fin de de que sean extraditas, ni a las solicitudes de extradición;

b)	 La transferencia de personas condenadas con el objeto de que cumplan sentencia penal en 
su país de origen, aspecto que está regulado por otro Convenio; y, 

c)	 La asistencia a particulares o terceros estados.

4.	 Este Acuerdo no facultará a las partes para ejecutar, en el territorio del Estado donde se realizan 
las diligencias, funciones reservadas exclusivamente a las autoridades de dicho Estado de con-
formidad con su legislación interna.

Art. 3.- DOBLE INCRIMINACIÓN

1.	 La asistencia se prestará aún cuando el hecho por el cual se procede en la Parte Requirente no 
sea considerado como delito por la ley de la Parte Requerida.

2.	 No obstante, para la ejecución de las inspecciones, registros domiciliarios, y allanamientos la 
asistencia se prestará solamente si la legislación de la Parte Requerida prevé como delito el 
hecho por el cual se procede en la Parte Requirente.

Art. 4.- ALCANCE DE LA ASISTENCIA

1.	 Las Partes de comprometen a presentarse la más amplia cooperación judicial en forma recípro-
ca, en las diferentes etapas de los procedimientos judiciales en materia penal. Dicha asistencia 
comprenderá, entre otras:

a)	 Localización de identificación de personas y bienes;

b)	 Notificación de actos judiciales;

c)	 Remisión de documentos e informaciones judiciales;

d)	 Ejecución de registros domiciliarios e inspecciones judiciales

e)	 Recepción de testimonios; 

f)	 Citación y traslación de personas para los efectos del presente Convenio, en calidad de testi-
gos o peritos;

g)	 Translación voluntaria de personas detenidas con el fin exclusivo de rendir testimonio en el 
territorio de la Parte Requirente;

h)	 Embargo preventivo, secuestro, incautación u otras medidas cautelares de carácter real y 
decomiso de bienes; e,

i)	 Cualquier otra forma de asistencia, siempre que la legislación de la Parte Requerida lo permita. 
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2.	 Los funcionarios de la Parte Requirente conforme a la autorización de las autoridades competen-
tes de la Parte Requerida, podrán presenciar la práctica de las actuaciones solicitadas siempre 
que ello no contravenga lo dispuesto en su legislación interna. Para este efecto, las Partes faci-
litarán el ingreso en el territorio de la Parte Requerida de las autoridades competentes.

3.	 Las Partes podrán celebrar acuerdos complementarios que permitan agilizar la asistencia previs-
ta en este artículo.

Art. 5.- LIMITACIONES EN EL ALCANCE DE LA ASISTENCIA

La Parte Requirente no usará ninguna información o prueba obtenida mediante este Convenio para 
fines distintos a los declarados en la solicitud de asistencia judicial, sin previa autorización de la Parte 
Requerida.

En casos excepcionales, si la Parte Requirente necesitare divulgar y utilizar, total o parcialmente, la 
información o prueba para propósitos diferentes a los especificados, solicitará la autorización corres-
pondiente a la Parte Requerida la que a su juicio podrá acceder o negar, total o parcialmente lo solici-
tado, según su legislación interna.

Art. 6.- AUTORIDADES CENTRALES

1.	 Cada una de las Partes designará una Autoridad Central encargada de presentar, recibir y/o 
tramitar las solicitudes que correspondan en el ámbito de este Convenio. Para este fin, dichas 
autoridades se comunicarán directamente con el objeto de analizar, decidir y/o conceder lo soli-
citado, si no contraviene la legislación interna.

2.	 Son autoridades centrales para la República de Colombia: La Fiscalía General de la Nación y el 
Ministerio de Justicia y del Derecho; y, la Autoridad Central para la República del Ecuador es la 
Corte Suprema de Justicia.

3.	 Cuando el Ecuador formule solicitud a la República de Colombia se dirigirá a la Fiscalía General 
de la Nación, organismo que conferirá la asistencia solicitada con eficacia probatoria acorde con 
su régimen jurídico - constitucional; cuando Colombia formule solicitud de la República del Ecua-
dor lo hará a través de la Fiscalía General de la Nación o el Ministerio de Justicia y del Derecho.

Art. 7.- LEY APLICABLE

1.	 Las solicitudes serán cumplidas de conformidad con la legislación de la Parte Requerida.

2.	 La Parte Requerida prestará la asistencia judicial de acuerdo con las formas y procedimientos 
especiales indicados en la solicitud de la Parte Requirente, salvo cuando estas sean incompati-
bles con su ley interna.

Art. 8.- CONFIDENCIALIDAD

Las Partes Requerida y Requirente mantendrán bajo reserva la solicitud y el otorgamiento de la 
asistencia judicial, salvo que su levantamiento sea necesario para ejecutar el requerimiento, siempre 
de conformidad con su legalización interna y con la autorización de la otra Parte.

Art. 9.- SOLICITUDES DE ASISTENCIA JUDICIAL

1.	 La solicitud de asistencia judicial deberá formularse por escrito y contendrá al menos la siguiente 
información:

a)	 Nombre de la autoridad competente que tiene a su cargo la investigación o el procedimiento 
judicial;

b)	 Propósito de la solicitud y descripción de la asistencia solicitada;
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c)	 Descripción de los hechos que constituyen el delito objeto de la investigación adjuntándose o 
transcribiéndose, en cuanto a los delitos, el texto de las disposiciones legales pertinentes;

d)	 Fundamentos de hecho y de derecho de cualquier procedimiento especial que la Parte Requi-
rente desea que se practique;

e)	 Término dentro del cual por la naturaleza de lo solicitado, la Parte Requirente desea que la 
solicitud sea cumplida; y,

f)	 Identidad, nacionalidad, residencia o domicilio de la persona que deberá ser citada o notifica-
da para los fines de auxilios judiciales previstos en este Convenio.

2.	 Solo bajo circunstancias de urgencia, las solicitudes podrán hacerse a través de una transmisión 
por fax o cualquier otro medio electrónico, sin perjuicio de su confirmación por escrito a la mayor 
brevedad posible.

Art. 10.- MOTIVOS CONDICIONANTES

1.	 Si la Autoridad Competente de la Parte Requerida, determina que la ejecución de una solicitud 
habrá de obstaculizar alguna investigación o procedimiento penal que esté realizando en dicho 
Estado, podrá aplazar o condicionar su cumplimiento, total o parcialmente, señalando expresa-
mente los motivos o causas para ello.

2.	 La autoridad de la Parte Requerida Podrá en conocimiento de la Autoridad de la Parte Requirente 
lo expuesto en el numeral anterior, a fin que esta acepte la asistencia condicionada, en cuyo caso 
tendrá que someterse a las condiciones establecidas.

Art. 11.- RECHAZO DE LA SOLICITUD

1.	 La Parte Requerida podrá negar la asistencia cuando, a su juicio:

a)	 La solicitud de asistencia judicial sea contraria a su ordenamiento jurídico nacional y/o a las 
disposiciones de este Convenio;

b)	 Considérese que el cumplimiento de la solicitud pueda obstaculizar una investigación o proce-
so penal en curso en dicho Estado, salvo lo dispuesto en el artículo 10 del presente Convenio;

c)	 La solicitud de asistencia judicial se refiera a un delito respecto del cual la persona haya sido 
exonerada de responsabilidad penal definitivamente, o habiéndosela condenado, se hubiere 
cumplido o extinguido la pena; 

d)	 La investigación haya sido iniciada con el objeto de procesar o discriminar en cualquier forma 
a una persona o grupo de personas por razones de raza, sexo, condición social, nacionalidad, 
religión, ideología o cualquier otra forma de discriminación;

e)	 El otorgamiento de la asistencia pueda afectar el orden público, la soberanía, la seguridad 
nacional o los intereses públicos fundamentales del Estado Requerido; y,

f)	 La solicitud de la asistencia judicial se refiera a un delito político, militar o conexo con estos.

2.	 La Parte Requerida informará mediatamente escrito motivado a la Parte Requirente la denega-
ción de la asistencia.

Art. 12.- EJECUCIÓN DE LA SOLICITUD DE ASISTENCIA JUDICIAL

1.	 La Parte Requerida fijará la fecha y el lugar de la ejecución de la solicitud de asistencia judicial y 
las comunicará por escrito a la solicitud de la Parte Requirente.
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2.	 Las pruebas que se practiquen por las autoridades competentes de la Parte Requerida se eje-
cutarán de conformidad con su ordenamiento jurídico. La valoración de dichas pruebas se regirá 
por el ordenamiento interno de la Parte Requirente.

Art. 13.- COMPARECENCIA ANTE LAS PARTES

1.	 La solicitud de asistencia judicial enviada a la Parte Requerida, que tenga por objeto la citación 
a un testigo o perito ante las autoridades competentes de la Parte Requirente, deberá ser trans-
mitida por esta al menos con 45 días de anticipación a la fecha fijada para la ejecución de la 
diligencia objeto de la solicitud. No obstante, la Parte Requirente podrá, en casos excepcionales, 
disminuir dicho plazo.

2.	 La Autoridad Competente de la Parte Requerida procederá a efectuar la citación según la solici-
tud formulada, correspondiendo a la persona citada decidir libremente y de manera expresa, su 
voluntad de comparecer personalmente al territorio de la Parte Requirente o rendir sus testimo-
nios por escrito.

3.	 Si la persona citada alega inmunidad o incapacidad según la legislación de la Parte Requerida, 
esta será resuelta por la Autoridad Competente de la Parte Requerida y notificada a la Parte 
Requirente.

4.	 La solicitud de asistencia judicial deberá asegurar la facilitación de transporte, el importante de 
los viáticos, dietas y seguro de vida y/o accidentes a favor de la persona citada, que volunta-
riamente consienta en trasladarse a la Parte Requirente, únicamente por el plazo estrictamente 
necesario a juicio de la Parte Requirente, plazo que no podrá exceder de ocho días entre la fecha 
de su llegada al territorio y su regreso al país de origen.

Art. 14.- PROTECCIÓN PERSONAL

1.	 El testigo o perito que como consecuencia de una citación compareciere ante la Autoridad Com-
petente de la Parte Requirente, no podrá ser perseguido, detenido o sometido a ninguna restric-
ción de su libertad personal en el territorio de dicho Estado, por hechos o condenas anteriores a 
su salida del territorio de la Parte Requerida.

2.	 La garantía prevista en el numeral procedente, cesará en sus efectos cuando evacuada la dili-
gencia para la que comparece el testigo o perito, no regresare a su país de origen en un plazo 
máximo de 5 días posteriores a su cooperación judicial. El plazo podrá prorrogarse en circuns-
tancias de fuerza mayor o caso fortuito debidamente comprobado por la Parte Requirente.

Art. 15.- SOBRE LOS DETENIDOS

1.	 Cuando la citación para declarar ante la Autoridad Competente de la Parte Requirente se refiera 
a una persona detenida en el territorio de la Parte Requerida, para acceder a la solicitud será 
indispensable que el detenido preste su consentimiento por escrito y gozará se las prestaciones 
previstas en el numeral 4 del artículo 13 de este Convenio.

2.	 La Parte Requirente estará obligada a mantener bajo custodia a la persona trasladada y a de-
volverla en las mismas condiciones, tan pronto como hubiere cesado la necesidad que motivó la 
solicitud de su desplazamiento a menos que, la Autoridad Central de la Parte Requerida solicitare 
expresamente y por escrito que tal persona fuera puesta en libertad y gozará de la protección 
prevista en el artículo 14 del presente Convenio.

3.	 En todos los casos, la decisión sobre un desplazamiento personal en virtud del numeral 1 del 
presente artículo, será discrecional de la Parte Requerida, y su negativa deberá fundamentarse 
en razones constitucionales o legales y otras consideraciones de seguridad o conveniencia del 
Estado Requerido.
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Art. 16.- MEDIDAS PROVISIONALES O CAUTELARES

1.	 Las Partes contratantes podrán solicitarse recíprocamente la ejecución de las medidas caute-
lares previstas en el literal f) del artículo 1 del presente Convenio para asegurar que los bienes, 
instrumentos y productos del delito o el valor equivalente, estén disponibles para la eventual 
orden de decomiso o la indemnización de daños o perjuicios ocasionados como consecuencia 
de una condena penal.

2.	 Un requerimiento de medida cautelar efectuado en virtud de este artículo, deberá incluir, además 
de lo previsto en el artículo 9 del presente Convenio, lo siguiente:

a)	 Una copia de la orden judicial en firme que la justifique con la determinación de sus funda-
mentos de hecho y de derecho; y,

b)	 Si fuera posible, la descripción de los bienes, ubicación y valor estimado en el ámbito del 
literal e) del artículo 1 de este Convenio; y, la relación justificativa vinculatoria de la persona 
sobre cuyos bienes recaigan la medida cautelar.

3.	 Las autoridades centrales de cada una de la Partes se informarán con prontitud sobre el ejercicio 
de cualquier impugnación que pueda enervar la medida cautelar solicitada y la decisión adoptada 
sobre ella.

4.	 La Autoridad Central de la Parte Requerida podrá imponer un término que limite la duración de 
la medida cautelar solicitada, el cual será comunicado con prontitud a la Autoridad Central de la 
Parte Requirente, explicando su motivación.

5.	 Cualquier requerimiento deberá ser ejecutado únicamente conforme a la legislación interna de la 
Parte Requerida y en particular, en observancia y garantía de los derechos constitucionales de 
cualquier persona que pudiera ser afectada por la ejecución de la medida.

Art. 17.- DECOMISO Y SU EJECUCIÓN

1.	 Las Partes, de conformidad con su legislación interna, podrán prestarse cooperación para eje-
cutar medidas definitivas sobre bienes vinculados a procesos penales, siempre y cuando medie 
una decisión judicial definitiva debidamente ejecutoriada.

2.	 Para los efectos del presente artículo, se aplicará lo dispuesto en los artículos 9 y 16 numeral 2 
de este Convenio. 

3.	 Para los casos de delitos relacionados con el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psi-
cotrópicas y de conformidad con la “Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito 
de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas” de 1988, las partes acordarán la manera de 
compartir el valor de los bienes decomisados como resultado de la cooperación prevista en este 
instrumento.

Art. 18.- INTERESES DE TERCEROS DE BUENA FE SOBRE LOS BIENES

1.	 Conforme a lo previsto en el presente Convenio, la Parte Requerida adoptará según su Ley Na-
cional las medidas necesarias para proteger los intereses y derechos de terceras personas de 
buena fe sobre los bienes, que pudieren afectarse por la ejecución de las solicitudes de asisten-
cia judicial.

2.	 Cualquier persona afectada por una orden de embargo preventivo, secuestro, incautación o de-
comiso, podrá impugnar y/o recurrir la medida adoptada de conformidad con la legislación inter-
na de la Parte requerida.
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Art. 19.- GASTOS

1.	 Los gastos ordinarios que ocasione la ejecución de una solicitud de asistencia judicial serán 
sufragados por la Parte Requerida. Cuando se requiera gastos extraordinarios, las Partes se 
consultarán para determinar los términos y condiciones en que se dará cumplimiento al requeri-
miento y la manera en que dichos gastos deberán sufragarse.

2.	 Los gastos de viaje, alojamiento y otras expensas previstas en este convenio en favor de las per-
sonas que deban trasladarse en virtud de una solicitud de asistencia judicial, correrán por cuenta 
de la Parte Requirente.

Art. 20.- EXENCIÓN DE LEGALIZACION

Los documentos previstos en el presente acuerdo, suscritos y transmitidos por las autoridades cen-
trales de cada Estado, estarán exentos de toda legalización consular o formalidad análoga.

Art. 21.- CONSULTAS

Las autoridades centrales de las Partes celebrarán consultas, para asegurar el eficaz cumplimiento 
de este Convenio.

Art. 22.- SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS

Cualquier controversia que surja entre las Partes relacionadas con la interpretación o aplicación de 
este Convenio, será resuelta entre las Partes, por vía diplomática.

Art. 23.- ENTRADA EN VIGOR Y DENUNCIA

1.	 El presente Convenio entrará en vigor a los sesenta (60) días contados a partir de la fecha en 
que las Partes, se comuniquen por Notas Diplomáticas el cumplimiento de sus requisitos consti-
tucionales y legales.

2.	 Este Convenio podrá ser denunciado por cualquiera de las Partes en cualquier momento, me-
diante Nota Diplomática la cual surtirá efecto seis (6) meses después de la fecha de recepción 
por la otra Parte. La denuncia no afectará las solicitudes de asistencia judicial en curso.

Suscrito en Santafé de Bogotá, a los diez y ocho días (18) del mes de diciembre de mil novecientos 
noventa y seis (1996), en dos ejemplares, en idioma castellano, siendo ambos texto igualmente válidos 
y auténticos.

f.) Camilo Reyes R., por el Gobierno de la República de Colombia.

f.) Galo Leoro F., por el Gobierno de la República del Ecuador.

Certifico que es fiel copia del documento que se encuentra en los archivos de la Dirección General 
de Tratados del Ministerio de Relaciones Exteriores.

Quito, a 9 de junio del 2008.

REPÚBLICA DEL ECUADOR.- MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES.

f.) Dr. Benjamín Villacís S., Director General de Tratados.
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Anexo No. 22
TRATADO DE COOPERACIÓN JUDICIAL EN MATERIA PENAL

ENTRE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR Y LA CONFEDERACIÓN SUIZA

Registro Oficial 140 de 03-mar-1999 

Estado: Vigente

NOTA GENERAL:

TEXTO:

TRATADO DE COOPERACIÓN JUDICIAL EN MATERIA PENAL ENTRE LA REPÚBLICA DEL 
ECUADOR Y LA CONFEDERACIÓN SUIZA

La República del Ecuador y la Confederación Suiza, denominados en lo sucesivo las Partes, de-
seosos de celebrar un Tratado de Cooperación Judicial en Materia Penal y de colaborar así más eficaz-
mente en la investigación, búsqueda y represión de infracciones, han convenido lo siguiente.

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Art. 1.- OBLIGATORIEDAD DE LA COOPERACIÓN MUTUA

1.	 Las Partes se comprometen a conceder, conforme a lo dispuesto en el presente Tratado, la 
cooperación judicial más amplia posible en cualquier procedimiento relacionado con infracciones 
cuya competencia y represión corresponda a las autoridades judiciales del Estado requirente;

2.	 La cooperación judicial incluye todas las medidas adoptadas en favor de un procedimiento penal 
en el Estado requirente, en especial:

a)	 Recepción de testimonios o de otras declaraciones;

b)	 Presentación de documentos, expedientes o elementos de prueba;

c)	 Intercambio de información;

d)	 Indagación, identificación, y registro domiciliario y de personas;

e)	 Medidas cautelares reales; y,

f)	 Remisión (de documentos) de actos procesales.

Art. 2.- INAPLICABILIDAD

El presente Tratado no se aplica en los siguientes casos:

a)	 Extradición, arresto o búsqueda de personas perseguidas o reconocidas culpables de una 
infracción;

b)	 Ejecución de sentencias penales;

c)	 Procedimientos relacionados con infracciones militares o policiales para el Ecuador y militares 
para Suiza, que no constituyen infracciones de derecho común.
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Art. 3.- MOTIVOS PARA NEGAR O DIFERIR LA EJECUCIÓN DE LA SOLICITUD

1.	 La cooperación judicial podrá ser negada:

a)	 Si la solicitud se relaciona con infracciones consideradas por el Estado requerido como in-
fracciones políticas, infracciones conexas a infracciones políticas o infracciones fiscales; sin 
embargo, el Estado requerido tiene la facultad de dar trámite a una solicitud si la investigación 
o el procedimiento se refiere a un fraude en materia fiscal;

b)	 Si el Estado requerido estima que la ejecución de la solicitud es capaz de perjudicar a la so-
beranía, la seguridad, el orden público u otros intereses esenciales de su país;

c)	 Si el pedido se refiere a hechos que corresponden, en lo fundamental, a un delito del que la 
persona haya sido definitivamente absuelta o condenada en el Estado requerido, siempre que 
la sanción eventualmente dictada se esté cumpliendo o ya haya sido cumplida.

2.	 El Estado requerido puede diferir la cooperación judicial si la ejecución de la solicitud tiene por 
efecto perjudicar a un procedimiento penal en curso en dicho Estado.

3.	 Antes de negar o diferir la cooperación judicial conforme al presente artículo, el Estado requerido:

a)	 Informará rápidamente al Estado requirente el motivo que lo lleva a negar o diferir la coopera-
ción; y,

b)	 Examinará si la cooperación judicial puede prestarse bajo las condiciones que dicho Estado 
juzgue necesarias. Si este es el caso, dichas condiciones serán respetadas en el Estado 
requirente.

TÍTULO II
OBTENCIÓN DE ELEMENTOS DE PRUEBA

Art. 4.- DERECHO APLICABLE

1.	 La solicitud será ejecutada de conformidad con el derecho del Estado requerido.

2.	 Si el Estado requirente desea que se aplique un procedimiento específico en la ejecución de la 
solicitud de cooperación judicial, deberá hacer la solicitud expresa y el Estado requerido le dará 
curso si su legislación no se opone a ello.

Art. 5.- MEDIDAS CAUTELARES

La ejecución de una solicitud que implica medidas cautelares puede ser negada si los hechos des-
critos en la solicitud no corresponden a los elementos objetivos de una infracción sancionada por el 
derecho del Estado requerido, suponiendo que haya sido cometida en el mismo.

Art. 6.- MEDIDAS CAUTELARES DE CARÁCTER PROVISIONAL

A petición expresa del Estado requirente y si la solicitud reúne las condiciones necesarias, según 
el derecho del Estado requerido, la Autoridad competente de dicho Estado, sin otro trámite, ordenará 
medidas cautelares con el fin de mantener una situación existente, proteger intereses jurídicos amena-
zados o preservar elementos de prueba.
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Art. 7.- UTILIZACIÓN RESTRINGIDA

Las informaciones obtenidas por medio de la cooperación no podrán, en el Estado requirente, ser 
utilizadas para fines de indagaciones ni ser presentadas como medios de prueba en ningún procedi-
miento relacionado con una infracción para la cual se excluye la cooperación. Cualquier otro uso será 
subordinado a la aprobación previa de la Autoridad central - nacional del Estado requerido.

Art. 8.- PRESENCIA DE PERSONAS QUE PARTICIPAN EN EL PROCEDIMIENTO

Si el Estado requirente lo exige expresamente, la Autoridad central - nacional del Estado requerido 
le informará la fecha y el lugar de cumplimiento de la solicitud. Las autoridades y las personas encau-
sadas podrán comparecer a dicha diligencia si el Estado requerido lo permite.

Art. 9.- DECLARACIONES DE TESTIGOS EN EL ESTADO REQUERID

1.	 Los testigos serán oídos conforme al derecho del Estado requerido. Los llamados a testificar 
pueden negarse a hacerlo al amparo del derecho del Estado requirente o del derecho del Estado 
requerido.

2.	 Si la negativa a testificar se basa en el derecho del Estado requirente, el Estado requerido de-
volverá el expediente para conocimiento y decisión fundamentada de las autoridades judiciales 
competentes del Estado requirente.

3.	 El testigo que invoca un derecho para negarse a testificar no puede ser objeto de ninguna san-
ción legal por este motivo en el Estado requirente.

Art. 10.- ENTREGA DE DOCUMENTOS, EXPEDIENTES O ELEMENTOS DE PRUEBA

1.	 El Estado requerido transmitirá copias o fotocopias certificadas de los documentos, expedientes 
o elementos de prueba requeridos. Si el Estado requirente exige expresamente la entrega de los 
originales, el Estado requerido dará curso a esa solicitud si su legislación así lo permite. 

2.	 Los derechos invocados por terceros sobre documentos, expedientes o elementos de prueba en 
el Estado requerido no impedirán su entrega al Estado requirente.

3.	 El Estado requirente deberá restituir los originales de estos documentos lo antes posible y a más 
tardar al cierre del procedimiento, a menos que el Estado requerido renuncie a los mismos.

Art. 11.- EXPEDIENTES DE JUZGADOS DE INSTRUCCION Y DE TRIBUNALES

El Estado requerido pondrá a disposición de las autoridades del Estado requirente originales o 
copias certificadas de los expedientes de juzgados de instrucción y de tribunales - incluidas las senten-
cias y decisiones - bajo las mismas condiciones y en la misma medida en que lo hace con sus propias 
autoridades, si estos documentos son importantes para un procedimiento judicial.

Art. 12.- ANTECEDENTES PENALES E INTERCAMBIO DE NOTIFICACION DE CONDENAS

1.	 El Estado requerido comunicará, en la medida en que sus autoridades puedan ellas mismas 
obtenerlas en un caso análogo, los extractos de antecedentes penales o cualquier información 
relacionada con estos que solicite el Estado requirente para fines de un asunto penal.

2.	 En casos distintos de los previstos en el párrafo 1 del presente artículo, se dará curso a tal so-
licitud en las condiciones previstas por la legislación, los reglamentos o la práctica del Estado 
requerido.
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3.	 Por lo menos una vez al año, cada una de las Partes comunicará a la Parte interesada las sen-
tencias penales y las medidas posteriores que se relacionan con nacionales de dicha Parte y que 
han sido objeto de una inscripción en el registro de antecedentes penales.

Art. 13.- DENUNCIA A FINES DE DEMANDA O APREHENSION

1.	 Cualquier denuncia dirigida por una Parte con el fin de iniciar una acción ante los tribunales de la 
otra Parte o de aprehender los bienes provenientes de una infracción será el objeto de comuni-
caciones entre las Autoridades central - nacional.

2.	 La Autoridad central - nacional del Estado requerido hará conocer el curso dado a esta denuncia 
y transmitirá, si ha lugar, una copia de la decisión emitida.

3.	 Lo dispuesto en el artículo 25 se aplicará a las denuncias previstas en el párrafo 1 del presente 
artículo.

TÍTULO III
ENTREGA DE DOCUMENTOS DE ACTOS PROCESALES Y CITACIONES

Art. 14.- NOTIFICACION DE DOCUMENTOS PROCESALES Y RESOLUCIONES JUDICIALES

1.	 El Estado requerido procederá a la notificación de los documentos procesales y de las resolucio-
nes judiciales que le fueren enviadas con ese fin por el Estado requirente.

2.	 Esta notificación podrá efectuarse mediante la simple entrega al destinatario del documento o de 
la resolución. Si el Estado requirente lo solicita expresamente, el Estado requerido efectuará la 
notificación en una de las formas previstas por su legislación para notificaciones análogas o en 
alguna forma especial que sea compatible con dicha legislación.

3.	 Servirá como prueba de la notificación un recibo fechado y firmado por el destinatario o una 
declaración del Estado requerido en la que se haga constar el hecho, la forma, y la fecha de la 
notificación. Cualquiera de estos documentos será enviado inmediatamente al Estado requiren-
te. Si este último lo solicita, el Estado requerido precisará si la notificación se ha efectuado de 
conformidad con su ley. Si no hubiere podido efectuarse la notificación, el Estado requerido dará 
a conocer inmediatamente el motivo al Estado requirente.

4.	 La solicitud del Estado requirente para notificar la comparecencia de un indiciado o de un acusa-
do que se encuentre en el Estado requerido, será transmitida a sus autoridades con una antela-
ción no menor a 30 días.

Art. 15.- COMPARECENCIA DE TESTIGOS O PERITOS EN EL ESTADO REQUIRENTE

1.	 Si el Estado requirente estimase especialmente necesaria la comparecencia personal ante sus 
autoridades judiciales de un testigo o de un perito, lo hará constar así en la solicitud de entrega 
de la citación y el Estado requerido instará a dicho testigo o perito a que comparezca. El Estado 
requerido dará a conocer la respuesta del testigo o perito.

2.	 El Estado requerido, si así se pidiera expresamente, podrá conceder un anticipo al testigo o al 
perito. La cantidad del anticipo se mencionará en la citación y será reembolsada por el Estado 
requirente.

Art. 16.- NO COMPARECENCIA E INDEMNIZACIONES O COMPENSACIONES

1.	 El testigo o el perito que no hubiere obedecido una citación de comparecencia, cuya entrega 
se haya solicitado, no podrá ser objeto de ninguna sanción o medida coercitiva, aunque dicha 
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citación contenga una intimación de sanciones, salvo que en fecha posterior entre voluntaria-
mente en el territorio del Estado requirente y sea citado de nuevo en debida forma.

2.	 Las indemnizaciones o compensaciones, así como los gastos de viaje y de estadía que hayan 
de abonarse al testigo o perito por el Estado requirente se calcularán a partir de su lugar de resi-
dencia y en cuantía por lo menos igual a la que resulte de las escalas y reglamentos vigentes en 
el país donde haya de tener lugar el interrogatorio.

Art. 17.- SALVOCONDUCTO

1.	 Ningún testigo o perito, cualquiera que sea su nacionalidad, que como consecuencia de una 
citación comparezca ante las autoridades judiciales del Estado requirente, podrá ser perseguido, 
detenido o sometido, a ninguna otra restricción de su libertad individual en el territorio de dicho 
Estado por hechos o condenas anteriores a su salida del territorio del Estado requerido.

2.	 Ninguna persona, cualquiera que fuere su nacionalidad, que sea citada por las autoridades ju-
diciales del Estado requirente para responder de hechos por los cuales se le siga en el mismo 
un procedimiento, podrá ser perseguida, detenida o sometida a ninguna otra restricción de su 
libertad individual por hechos o condenas anteriores a su salida del territorio del Estado requerido 
y que no constasen en la citación.

3.	 La inmunidad prevista en el presente artículo cesará cuando el testigo, el perito o la persona 
encausada haya tenido la posibilidad de abandonar el territorio del Estado requirente durante un 
plazo ininterrumpido de quince días, a partir del momento en que su presencia ya no sea reque-
rida por las autoridades judiciales y, no obstante, permanezcan en dicho territorio o regresen a él 
después de haberlo abandonado.

Art. 18.- TESTIMONIO EN EL ESTADO REQUIRENTE

1.	 La persona citada que comparece ante las autoridades judiciales del Estado requirente no puede 
ser obligada a testificar o a presentar medios de prueba, cuando el derecho de uno de los dos 
Estados le permite negarse.

2.	 Los artículos 7 y los párrafos 2 y 3 del 9 se aplicarán por analogía.

Art. 19.- TRASLADO DE PERSONAS DETENIDAS

1.	 Toda persona detenida, cuya comparecencia personal como testigo o para un careo hubiese sido 
solicitada por el Estado requirente será trasladada temporalmente al territorio donde vaya a cele-
brarse el interrogatorio, con la condición de devolver al detenido a su lugar de origen en el plazo 
indicado por el Estado requerido y con sujeción a las disposiciones del artículo 17 en la medida 
en que sean aplicables.

2.	 El traslado podrá ser negado:

a)	 Si la persona detenida no consiente en ello;

b)	 Si su presencia es necesaria en un proceso penal en curso en el territorio del Estado requeri-
do;

c)	 Si su traslado pudiera ser causa para que se prolongara su detención; o,

d)	 Si existiesen otras consideraciones imperiosas que se opongan a su traslado al territorio del 
Estado requirente.
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3.	 La persona trasladada deberá permanecer detenida en el territorio del Estado requirente, a me-
nos que el Estado requerido solicite su liberación.

TÍTULO IV
PROCEDIMIENTO

Art. 20.- AUTORIDAD CENTRAL - NACIONAL

1.	 Para fines del presente Tratado, las Autoridades central - nacional son, para Suiza, la Oficina 
Federal de la Policía del Departamento Federal de Justicia y Policía; y, para el Ecuador, la Corte 
Suprema de Justicia.

2.	 La Autoridad central - nacional del Estado requirente transmitirá las solicitudes de cooperación 
judicial de sus tribunales o de sus autoridades contempladas en el presente Tratado.

3.	 Las Autoridades central - nacional de los dos Estados se comunicarán directamente entre ellas.

Art. 21.- CONTENIDO DE LA SOLICITUD

1.	 Las solicitudes de cooperación judicial deberán contener las siguientes indicaciones:

a)	 Autoridad que formula la solicitud;

b)	 Objeto y motivo de la solicitud;

c)	 En lo posible, identidad y nacionalidad de la persona de que se trate;

d)	 Nombre y dirección del destinatario, cuando proceda;

e)	 Una descripción de los hechos (fecha, lugar y circunstancias en las cuales se cometió la 
infracción) que dan lugar a la investigación en el Estado requirente, salvo si se trata de una 
solicitud de notificación en el sentido del artículo 14.

2.	 Además, la solicitud contendrá:

a)	 En caso de aplicación del derecho extranjero en la ejecución (Art. 4, párrafo 2), el texto de las 
disposiciones legales aplicables en el Estado requirente y la razón de su aplicación;

b)	 En caso de participación de personas en el procedimiento (Art. 8), la designación de la perso-
na que debe asistir a la ejecución de la solicitud y la razón de su presencia;

c)	 En caso de entrega de actos procesales y de citaciones (Arts. 14 y 15), el nombre y la direc-
ción del destinatario de los documentos y citaciones que deben entregarse;

d)	 En caso de citación de testigos o de peritos, el Estado requirente mencionará el importe 
aproximado de las indemnizaciones o compensaciones que hayan de pagarse, así como los 
gastos de viaje y de estadía que tendrán que reembolsarse e indicará que él asume el pago 
de esos gastos y que entregará un anticipo, si este es solicitado; y, e) En caso de entrega de 
personas detenidas (Art. 19), el nombre de estas últimas.

Art. 22.- EJECUCIÓN DE LA SOLICITUD

1.	 Si la solicitud no está conforme con las disposiciones del presente Tratado, la Autoridad central - 
nacional del Estado requerido informará sin demora al respecto a la Autoridad central - nacional 
del Estado requirente, solicitándole que la modifique o la complete. Queda reservada la adopción 
de medidas cautelares en el sentido del artículo 6.
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2.	 Si la solicitud parece conforme al Tratado, la Autoridad central - nacional del Estado requerido la 
transmitirá inmediatamente a la autoridad competente.

3.	 Luego de la ejecución de la solicitud, la autoridad competente transmitirá la misma a la Autori-
dad central - nacional del Estado requerido, así como las informaciones y elementos de prueba 
obtenidos. La Autoridad central - nacional se asegurará que la ejecución sea completa y fiel y 
comunicará los resultados a la Autoridad central - nacional del Estado requirente.

Art. 23.- MOTIVACIÓN DE NEGATIVA

Toda denegación de cooperación judicial será motivada.

Art. 24.- EXONERACIÓN DE LEGALIZACIÓN O AUTENTICACIÓN

1.	 Los documentos, expedientes o elementos de prueba que se transmitan en aplicación del pre-
sente Tratado quedarán exentos de todas las formalidades de legalización o autenticación.

2.	 Los documentos, expedientes o elementos de prueba transmitidos por la Autoridad central - na-
cional del Estado requerido serán aceptados como medio de prueba sin otro justificativo o certi-
ficación de autenticidad.

Art. 25.- IDIOMA

1.	 Una solicitud realizada en los términos del presente Tratado y los documentos que la acompañan 
serán redactados en el idioma oficial de la autoridad encargada de ejecutar la solicitud, salvo en 
los casos de entrega de actos procesales sin formalidades según el artículo 14, párrafo 1.

2.	 La traducción de los documentos establecidos u obtenidos en el marco de la ejecución de la 
solicitud incumbe al Estado requirente.

Art. 26.- GASTOS RELACIONADOS CON LA EJECUCIÓN DE LA SOLICITUD

1.	 El Estado requirente reembolsará, a petición del Estado requerido, únicamente los siguientes 
gastos incurridos para el fin de ejecutar la solicitud:

a)	 Indemnizaciones, compensaciones, gastos de viaje y de estadía o gastos de testigos y de sus 
eventuales representantes;

b)	 Gastos relacionados con la entrega de personas detenidas; y,

c)	 Honorarios, gastos de viaje y gastos de peritos.

2.	 Si resulta aparente que la ejecución de la solicitud va a causar gastos extraordinarios, el Estado 
requerido deberá informar del particular al Estado requirente para fijar las condiciones a las cua-
les se someterá la ejecución de la solicitud.

TÍTULO V
DISPOSICIONES FINALES

Art. 27.- EFECTOS SOBRE OTROS ACUERDOS, ARREGLOS Y LEGISLACIÓN NACIONAL

Las disposiciones del presente Tratado no afectarán una cooperación más extensa que la que se 
haya convenido o pueda convenirse en el futuro entre las Partes en otros acuerdos o arreglos, o que 
resulte de una práctica o de una legislación nacional.
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Art. 28.- CONSULTAS

En los casos que el presente Tratado no pudiere aplicarse, las Autoridades central - nacional se 
consultarán con el fin de buscar una solución común.

Art. 29.- INTERCAMBIOS DE OPINIÓN Y ARREGLO DE DIFERENDOS

1.	 Si lo estiman útil, las Autoridades central - nacional procederán, verbalmente o por escrito, a rea-
lizar intercambios de opinión sobre la aplicación o la ejecución del presente Tratado, de manera 
general o en un caso en particular.

2.	 Si las Autoridades central - nacional no llegan a un arreglo en los doce meses contados desde la 
aparición del diferendo, este será sometido, a solicitud de cualquiera de las Partes, a un tribunal 
arbitral compuesto de tres miembros. Cada Parte designará a un árbitro. Los dos árbitros así 
designados nombrarán a un Presidente que no sea nacional de ninguna de las partes.

3.	 Si una de las Partes no ha designado a su árbitro y no ha dado curso a la invitación dirigida por la 
otra Parte de proceder en el plazo de dos meses a dicha designación, el árbitro será nombrado, 
a solicitud de esta última Parte, por el Presidente de la Corte Internacional de Justicia.

4.	 Si los dos árbitros no pueden ponerse de acuerdo sobre la elección del presidente en los dos 
meses siguientes a su designación, este último será nombrado, a solicitud de cualquiera de las 
Partes, por el Presidente de la Corte Internacional de Justicia.

5.	 Si en los casos previstos en los párrafos 3 y 4 del presente artículo, el Presidente de la Corte 
Internacional de Justicia no puede ejercer su mandato o si es nacional de una de las Partes, las 
designaciones las hará el Vicepresidente y, si este último no puede o si es nacional de una de 
las Partes, las designaciones las hará el miembro de mayor antigüedad de la Corte que no sea 
nacional de ninguna de las Partes.

6.	 A menos que las Partes lo dispongan de otro modo, el Tribunal determinará su propio procedimiento.

7.	 Las decisiones del Tribunal son definitivas y obligatorias para las Partes.

Art. 30.- ENTRADA EN VIGOR Y DENUNCIA

1.	 El presente Tratado entrará en vigor en la fecha del canje de instrumentos de ratificación. 

2.	 Cualquiera de las dos Partes puede denunciar el presente Tratado en todo momento previa notifi-
cación escrita dirigida a la otra Parte. La denuncia tendrá efecto seis meses después de la fecha 
de recepción de esta notificación.

En fe de lo cual, los infrascritos, debidamente autorizados por sus Gobiernos respectivos, han fir-
mado el presente Tratado.
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Anexo No. 23
CONVENIO DE COOPERACIÓN SOBRE ASISTENCIA JURÍDICA MUTUA EN 
MATERIA PENAL ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR 

Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CUBA

Registro Oficial Suplemento 946 de 03-may.-2013 

Estado: Vigente

El Gobierno de la República del Ecuador y el Gobierno de la República de Cuba, en adelante “Las 
Partes”,

DESEOSOS de fortalecer los lazos de cooperación en la asistencia jurídica mutua en materia penal 
entre ambos países;

CONSIDERANDO que este Convenio conjunto, en el marco del pleno respeto a la soberanía nacio-
nal, a las normas de ambos Estados y al apoyo recíproco, a través de la adopción de reglas comunes 
para prestarse asistencia jurídica en materia penal contribuirá a la eficaz investigación y administración 
de justicia penal;

HAN CONVENIDO lo siguiente.

Art. 1.- Objetivo

Las Partes se comprometen a brindarse asistencia jurídica mutua en materia penal de acuerdo con 
las disposiciones del presente Convenio.

Art. 2.- Aplicación y Alcance del Convenio

1.	 Las Partes se prestarán asistencia mutua en investigaciones fiscales, juicios y actuaciones en 
materia penal referentes a delitos cuyo conocimiento sea de competencia del Estado Requirente 
al momento de solicitarse la asistencia, de conformidad y dentro de los límites de la legislación 
interna del Estado Requerido.

2.	 Este Convenio no faculta a las autoridades de una de las Partes a emprender, en jurisdicción 
territorial de la otra, el ejercicio y desempeño de las funciones cuya jurisdicción o competencia 
estén exclusivamente reservadas a las autoridades de esa otra Parte por sus leyes o reglamen-
tos nacionales.

3.	 La cooperación deberá también incluir investigaciones o acciones procesales sobre delitos rela-
tivos a lavado de activos o blanqueo de dinero, transferencias de capital o pagos internacionales 
realizados ilícitamente y otros provenientes de la delincuencia organizada transnacional.

4.	 La asistencia mutua en materia penal incluirá:

a)	 reunir pruebas o evidencias y obtener la declaración de personas;

b)	 proveer de información, documentos y otros archivos, incluyendo resúmenes de archivos 
penales;

c)	 localización de personas y objetos, incluyendo datos de identificación;

d)	 registro y decomiso;

e)	 la emisión de certificación o copias fieles significativas para la acción penal;
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f)	 práctica de determinados actos procesales en forma de interrogatorio de acusados, de con-
formidad con las normas del debido proceso particularmente ajustado a los principios de 
inmediación y contradicción;

g)	 hacer disponibles a personas detenidas y otras para que rindan testimonio o auxilien en inves-
tigaciones;

h)	 notificación de documentos, incluyendo aquellos que soliciten la presencia de personas;

i)	 realización de peritajes u otras acciones de instrucción legalmente establecidas en correspon-
dencia con las investigaciones de que se trate; y,

j)	 otro tipo de asistencia acorde con los objetivos de este Convenio, que no sea incompatible 
con la legislación de la Parte Requerida.

Art. 3.- Definiciones

Para los fines del presente Convenio se considera:

1.	 Estado Requerido: aquel al cual le fue solicitada la Asistencia Jurídica.

2.	 Estado Requirente: aquel que solicita la Asistencia Jurídica.

3.	 Materia Penal: Para los propósitos del Artículo 1, “materia penal” significa, investigaciones y ac-
ciones procesales relativas a cualquier delito tipificado en sus respectivas legislaciones.

Art. 4.- Autoridad Coordinadora

Las Partes contratantes designan como Autoridad Coordinadora, por la República del Ecuador a la 
Fiscalía General del Estado y por la República de Cuba al Ministerio de Justicia. Las Autoridades Coor-
dinadora estarán encargadas de enviar y recibir las solicitudes de asistencia. Las Autoridades Coordi-
nadoras se comunicarán mutuamente en forma directa para todos los efectos del presente Convenio, 
con la excepción de aquello que corresponda a la vía diplomática.

Art. 5.- Denegación o Diferimiento de Asistencia

1.	 La asistencia será denegada si, en la opinión de la Parte Requerida:

a)	 la ejecución de la solicitud afectare su soberanía, seguridad, orden público o intereses públi-
cos esenciales similares, perjudicare la seguridad de terceros o no fuere razonable;

b)	 la ejecución de la solicitud implicara que la Parte requerida exceda los límites de su autoridad 
o contravenga las disposiciones legales vigentes, en cuyo caso las Autoridades Coordinado-
ras a que se refiere el Artículo IV de este Convenio realizaran consultas para identificar los 
medios legales que garanticen la asistencia;

c)	 si la solicitud de asistencia fuere usada con el objeto de juzgar a una persona por un mismo 
cargo por el cual ya fue previamente sancionada o absuelta en un juicio en el Estado Requi-
rente o Requerido;

d)	 que el delito sea sancionable con cadena perpetua o pena de muerte;

e)	 que la solicitud se refiera a un delito político o conexo con un delito político o se trate de un 
delito militar;
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f)	 que se trate de una solicitud originada a petición de un tribunal de excepción o de un tribunal 
ad hoc.

2.	 La asistencia podrá ser diferida por la Parte Requerida si la concesión interfiriera en una investi-
gación o procedimiento que se este llevando a cabo;

3.	 Antes de rehusar, conceder o diferir la asistencia solicitada, la Parte Requerida considerará si 
esta podrá ser otorgada sujeta a aquellas condiciones que juzgue necesario, Si la Parte Requi-
rente acepta la asistencia sujeta a estas condiciones, deberá cumplir con las mismas; y,

4.	 La Parte Requerida informará rápidamente a la Parte Requirente sobre la decisión de no otorgar 
en su totalidad o en parte una solicitud de asistencia, o si su ejecución se difiere, y expondrá las 
razones para dicha decisión.

Art. 6.- Doble Criminalidad

Las solicitudes de asistencia que requieran el uso de medidas de apremio podrán ser rehusadas, si 
los hechos u omisiones alegados que dieron lugar a la solicitud, no constituyen un delito conocido por 
el derecho de la Parte Requerida.

Art. 7.- Entrega de Bienes para Uso en Investigaciones o Procedimientos

1.	 Al atender una solicitud de asistencia, los bienes que sean usados en investigaciones o sirvan 
como pruebas en procedimientos en la Parte Requirente, le serán entregados a dicha Parte, en 
los términos y condiciones que la Parte Requerida estime convenientes.

2.	 La entrega de bienes de conformidad con el párrafo 1 no afectará los derechos de terceros de 
buena fe.

Art. 8.- Devolución de Bienes

Los bienes, incluyendo archivos originales o documentos entregados en la ejecución de una soli-
citud, serán devueltos tan pronto como sea posible, a menos que la Parte Requerida, renuncie a este 
derecho.

Art. 9.- Objetos Derivados del Delito

1.	 La Parte Requerida deberá, a petición, esforzarse por establecer si cualquier objeto, producto 
de un delito, está localizado dentro de su jurisdicción y deberá notificar a la Parte Requirente de 
los resultados de su averiguación. Al hacer la solicitud, la Parte Requirente informará a la Parte 
Requerida, si los objetos han sido localizados en su jurisdicción.

2.	 Cuando, de conformidad con el párrafo 1, sean encontrados bienes u objetos, documentos o 
información producto de delito que se creían existían, la Parte Requirente podrá pedir a la Parte 
Requerida que tome todas las medidas que sean permitidas por la legislación interna para el 
aseguramiento, embargo y decomiso de dichos productos.

3.	 En la aplicación de este Artículo, serán respetados los derechos de terceros de buena fe.

Art. 10.- Comparecencia de Testigos y Expertos/peritos en Territorio de la Parte Requirente

1.	 Podrán formularse solicitudes de asistencia a la Parte Requerida para hacer que una persona en 
calidad de testigo o experto/perito declare o auxilie en investigaciones que se estén efectuando 
en territorio de la Parte Requirente, para lo cual esta brindará las facilidades y garantías necesa-
rias de conformidad con la legislación nacional.
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2.	 De requerirse la declaración de un testigo-víctima que haya consentido hacerlo, en el territorio 
de la Parte Requirente, en un proceso o juicio oral, en la solicitud se garantizará su protección 
y bienestar a la Parte Requerida. No se podrá solicitar la comparecencia de menores de edad, 
salvo y excepcionalmente, si su presencia fuere absolutamente necesaria y sus representantes 
legales han consentido, de conformidad con las normas internas y la Parte Requirente garantiza 
su protección física y psicológica en dicha comparecencia.

La Parte Requirente informará documentadamente a la Parte Requerida, sobre las diligencias reali-
zadas, en virtud de la ejecución de dichas solicitudes.

Art. 11.- Declaración en Territorio de la Parte Requerida

1.	 La declaración que se requiera de una persona será obtenida, de conformidad con la legislación 
nacional vigente en territorio de la Parte Requerida, sea que deba presentar a declarar o entregar 
documentos, archivos y objetos, vinculados con la solicitud de la Parte Requirente.

La Parte Requerida deberá informar, por escrito y remitir la declaración, documentos, archivos o 
información entregada, a la Parte Requirente con la mención del lugar, fecha y hora de la diligencia 
realizada, en virtud de la solicitud de asistencia.

2.	 La Parte Requirente podrá solicitar que, al momento de tomar la declaración de las personas 
especificadas por ella, se encuentren presente otras personas interesadas directamente en el 
asunto. La Parte Requerida podrá decidir al respecto.

Art. 12.- Disponibilidad de Personas Detenidas, para Prestar Declaración o Auxiliar en Investigaciones 
en Territorio de la Parte Requerida

1.	 Una persona bajo custodia en la Parte Requerida podrá, a solicitud de la Parte Requirente, ser 
transferida temporalmente a esta última para auxiliar en investigaciones o procedimientos, siem-
pre que la persona acepte dicho traslado.

2.	 Cuando la Parte Requerida, de conformidad con la legislación interna consienta que una persona 
sea transferida y mantenida bajo custodia, la Parte Requirente deberá mantener a dicha persona 
bajo esta condición y la devolverá al cumplimiento de la solicitud o en cualquier momento previo 
que haya estipulado la Parte Requerida, en las mismas condiciones en que fue transferida.

3.	 De darse el caso de que la sentencia impuesta a la persona se haya cumplido o cuando la Parte 
Requerida informe a la Parte Requirente que ya no es necesario mantener bajo custodia a la per-
sona transferida, esa persona será puesta en libertad y cumplirá con las norma internas si desea 
permanecer en el territorio de la Parte Requirente, de lo cual se comunicará a la Parte Requerida.

Art. 13.- Salvoconducto

Si una persona consiente declarar o dar su testimonio, según lo dispuesto en el presente Convenio, 
su comparecencia y traslado estarán condicionados a que la solicitud sea enviada por el Estado Requi-
rente con un plazo prudencial de tal forma que el Estado Requerido conceda un salvoconducto bajo el 
cual, mientras se encuentre en el Estado Requirente, no podrá:

1.	 ser detenida o enjuiciada por delitos anteriores a su salida del territorio del Estado Requirente; 

2.	 ser requerida para declarar o dar testimonio en procedimientos no especificados en la solicitud; y;

3.	 ser detenida o enjuiciada con base en la declaración que preste, salvo en caso de desacato o 
falso testimonio. La persona que declare en calidad del acusado no podrá ser enjuiciada por falso 
testimonio.
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El salvoconducto otorgado conforme se señala en el primer párrafo cesará treinta (30) días después 
de que oficialmente la Parte Requirente le notifique que su presencia ya no es necesaria en ese Estado, 
o si habiendo partido haya regresado voluntariamente.

Art. 14.- Contenido de la Solicitud

1.	 En todos los casos, la solicitud de asistencia incluirá:

a)	 el nombre de la autoridad competente que lleve a cabo las investigaciones o procedimientos 
a los que se refiere la solicitud y la autoridad que la interesa;

b)	 el propósito por el que se formula la solicitud, la naturaleza de la asistencia interesada y el 
asunto sobre el cual debe versar la declaración en su caso;

c)	 cuando sea posible, la identidad, nacionalidad y localización de la persona o personas que 
estén sujetas a la investigación o procedimiento; y,

d)	 una descripción de las presuntas acciones u omisiones que constituyan el delito, y una decla-
ración sobre el derecho y jurisdicción relevantes; exceptuando los casos de solicitudes para 
notificación de documentos.

2.	 Las solicitudes de asistencia deberán incluir, adicionalmente:

a)	 en el caso de solicitudes para notificación de documentos, el nombre, apellidos y dirección de 
la persona a quien se notificará;

b)	 en el caso de solicitudes para tomar la declaración de una persona, la materia acerca de la 
cual se requerirá, incluyendo en lo posible, una lista de las preguntas señalando expresamen-
te que estas no violentan los derechos del declarante. La autoridad asignada para recibir la 
declaración deberá informarle sobre los derechos que le asisten al declarante para rehusarse 
a dar declaración, de conformidad con la legislación de la Parte Requerida;

c)	 cuando se trate de la presentación de personas detenidas, los nombres de los agentes que 
tendrán la custodia durante el traslado, el sitio al cual deberá será trasladado el detenido y la 
fecha de su regreso, así como la identificación de la institución a que pertenecen;

d)	 en el caso de préstamo de elementos de prueba, la persona o tipo de personas que tendrán 
la custodia de dichos elementos, el sitio al que deberán ser trasladados y la fecha en la que 
deberán debe ser devueltos,

e)	 en el caso de solicitud de peritaje, el tipo del mismo, las razones de su realización, y la iden-
tidad del o de los peritos o expertos;

f)	 detalles de cualquier acción especial que la Parte Requirente tenga interés en que se ejecute 
y las razones para ello; y,

g)	 cualquier requisito de confidencialidad.

3.	 Para la ejecución de la solicitud, deberá proporcionarse información adicional, si la Parte Reque-
rida lo juzga necesario.

Art. 15.- Medios de Comunicación

Las solicitudes y respuestas serán enviadas por o a través de la Fiscalía General del Estado de la 
República del Ecuador y por el Ministerio de Justicia de la República de Cuba, como las Autoridades 
Coordinadoras de las Partes.
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Art. 16.- Ejecución de Solicitudes

1.	 Las solicitudes de asistencia libradas por el Estado Requirente se harán por escrito y se ejecu-
tarán de conformidad con el derecho interno del Estado Requerido, y, en tanto no contravenga 
dicha legislación, en la manera solicitada por la Parte Requirente.

2.	 Si la Parte Requirente desea que los testigos o expertos/peritos presten declaración bajo jura-
mento o protesta de decir verdad, deberá expresamente indicarlo en la solicitud.

3.	 Las personas que acepten prestar declaración en virtud del presente Convenio deberán mani-
festar su consentimiento por escrito. La manifestación del consentimiento se regirá conforme a la 
legislación de la Parte Requerida.

4.	 A menos que se requieran expresamente documentos originales, la entrega de copias certifica-
das de aquellos documentos será suficiente para cumplir con la solicitud.

Art. 17.- Limitaciones en el Uso de Información o Pruebas

1.	 La Parte Requirente no usará la información o pruebas obtenidas bajo este Convenio para pro-
pósitos diferentes a aquellos formulados en la solicitud, sin previo consentimiento de la Autoridad 
Coordinadora de la Parte Requerida.

2.	 Cuando sea necesario la Parte Requerida podrá solicitar que la información o pruebas propor-
cionadas se mantengan confidenciales de conformidad con las condiciones que especifique. Si 
la Parte Requirente no puede cumplir con dichas condiciones, las Autoridades Coordinadoras se 
consultarán para determinar condiciones de confidencialidad mutuamente acordadas.

3.	 El uso de cualquier información o prueba obtenida de conformidad con el presente Convenio, he-
cha pública en la Parte Requirente dentro de un procedimiento resultante de las investigaciones o 
diligencias descritas en la solicitud, no estará sujeto a las restricciones a que se refiere el párrafo 1.

Art. 18.- Legalización

Las pruebas, documentos o información transmitidos, a través de las Autoridades Coordinadoras 
conforme a este Convenio, no requerirán ningún tipo de legalización.

Art. 19.- Idioma

Las solicitudes de notificación y sus respuestas, se presentarán en español, idioma oficial de ambas 
Partes.

Art. 20.- Otra Asistencia

Este Convenio no derogará las obligaciones que subsistan entre las Partes, sea de conformidad con 
otros tratados bilaterales o multilaterales o la reciprocidad, ni impedirá a las Partes proporcionarse o 
proseguir proporcionándose asistencia de conformidad con otros instrumentos internacionales.

Art. 21.- Costos

1.	 La Parte Requerida cubrirá el costo de la ejecución de solicitud de asistencia, mientras que la 
Parte Requirente deberá cubrir:

a)	 los gastos asociados al traslado de cualquier persona hacia y desde la Parte Requirente por 
su propia solicitud y cualquier costo o gasto pagadero a esa persona mientras se encuentre 
en territorio de dicha Parte; y;
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b)	 los costos y honorarios de expertos, sean en la Parte requerida o en la Parte Requirente.

2.	 Si se hiciere evidente que la ejecución de la solicitud requiere costos de naturaleza extraordi-
naria, las Partes se consultarán para determinar los términos y condiciones bajo los cuales la 
asistencia solicitada podrá ser proporcionada.

Art. 22.- Consultas

Las Partes se consultarán inmediatamente, a petición de cualquiera de ellas, sobre la interpretación 
y el cumplimiento de este Convenio.

Art. 23.- Terceros Estados

Las Partes deberán consultarse para determinar la acción procedente cuando un nacional o residen-
te de una de ellas sea instruido por autoridades judiciales de un tercer Estado, para actuar en forma que 
contravenga la legislación interna o interés público de la otra Parte.

Art. 24.- Solución de Controversias

Toda controversia que surgiere de la interpretación o aplicación del presente Convenio se resolverá 
en primera instancia mediante consultas entre las Autoridades Coordinadoras y de no resolverse se 
someterá a las Partes por la vía diplomática.

Art. 25.- Entrada en Vigor, Modificación y Terminación

1.	 Este Convenio entrará en vigor, por una duración indeterminada, treinta (30) días después que 
las Partes hayan intercambiado notificaciones, por la vía diplomática, indicando que han sido 
cumplidos los procedimientos internos para la entrada en vigor.

2.	 Este Convenio se aplicará a cualquier solicitud presentada después de su entrada en vigor, inclu-
so si las actos acciones u omisiones relevantes ocurrieron antes de esa fecha. 

3.	 El Convenio podrá ser modificado por entendimiento mutuo de las Partes mediante un inter-
cambio de notas a través de los canales diplomáticos. Las modificaciones entrarán en vigor de 
conformidad con lo establecido en el Apartado 1 del presente Artículo.

4.	 Cualquiera de las Partes puede denunciar el presente Convenio mediante notificación escrita, 
por la vía diplomática, en cualquier momento. La vigencia del Convenio cesará ciento ochenta 
(180) días después de recibida tal notificación, la misma que no afectará las solicitudes iniciadas 
con anterioridad.

EN FE DE LO CUAL, los abajo firmantes, debidamente autorizados por sus respectivos Gobiernos, 
suscriben el presente Convenio, en dos ejemplares originales, en idioma español, siendo ambos textos 
igualmente auténticos.

Hecho en La Habana, a los 22 días del mes de diciembre del año 2011.

POR EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR

f.) Ricardo Patino Aroca, Ministro de Relaciones Exteriores, Comercio e Integración.

POR EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE CUBA

f.) María Esther Reus González, Ministra de Justicia.
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Anexo No. 24
CONVENIO SOBRE ASISTENCIA JUDICIAL EN MATERIA PENAL

ENTRE ECUADOR Y PARAGUAY

Registro Oficial 371 de 18-jul.-2001 

La República del Ecuador y la República del Paraguay, en adelante “las Partes”,

DESEANDO intensificar su cooperación en el campo de la asistencia judicial en materia penal, con 
el objeto de asegurar la acción de la justicia,

HAN resuelto celebrar un Convenio sobre Asistencia Judicial en Materia Penal, sometido a las esti-
pulaciones siguientes.

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Art. 1.- OBLIGACIONES DE LA ASISTENCIA

1.	 Cada una de las Partes se compromete a prestar a la otra Parte, de conformidad con las dis-
posiciones del presente Convenio, la más amplia asistencia en el desarrollo de Procedimientos 
judiciales penales. Tal asistencia comprende especialmente:

a)	 La notificación de citaciones y resoluciones judiciales;

b)	 El interrogatorio de indiciados, sindicados e imputados de un delito, testigos, o expertos;

c)	 El desenvolvimiento de actividades para la obtención de pruebas;

d)	 El traslado de personas detenidas con fines probatorios con su debida autorización;

e)	 La ejecución de peritaje, decomiso, incautaciones, secuestros, inmovilización de bienes, em-
bargos, identificación o detección del producto de los bienes o los instrumentos de la comisión 
de un delito, inspecciones o reconocimientos judiciales y registros; y, 

f)	 La comunicación de sentencias penales y de los certificados del registro judicial e información 
en relación a las condenas y los beneficios penitenciarios.

2.	 La asistencia no comprende la ejecución de penas o condenas.

Art. 2.- HECHOS QUE DAN LUGAR A LA ASISTENCIA

1.	 La asistencia podrá ser prestada aún cuando el hecho por el que procede la Parte requeriente 
no esté previsto como delito por la Parte requerida. 2. Sin embargo, para la ejecución de inspec-
ciones o reconocimientos judiciales y registros, la asistencia será prestada sólo si el hecho por 
el que se procede en la Parte requirente está previsto como delito también por la ley de la parte 
requerida, o bien si resulta que la persona contra quien se procede, ha expresado libremente su 
consentimiento en forma escrita.

Art. 3.- DENEGACIÓN DE LA ASISTENCIA

1.	 La asistencia será denegada:

a)	 Si las acciones solicitadas se hallan prohibidas para la ley de la Parte requerida, o son con-
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trarias a los principios fundamentales del ordenamiento jurídico de dicha Parte;

b)	 Si el hecho, en relación al que se procede, es considerado por la Parte requerida, delito polí-
tico o delito militar;

c)	 Si la Parte requerida time fundadas razones para suponer, que consideraciones relacionadas 
con la raza, la religión, el sexo, la nacionalidad, el idioma, las opiniones políticas o las condi-
ciones personales o sociales de la persona indiciada, sindicada o imputada del delito pueden 
influir negativamente en el desarrollo del proceso o en el resultado del mismo;

d)	 Si la persona contra quien se procede en la Parte requirente ya ha sido juzgada por el mismo 
hecho en la Parte requerida; y,

e)	 Si la parte requerida considera que la prestación de la asistencia puede ocasionar un perjuicio 
razonable a su soberanía, a su seguridad o a otros intereses esenciales nacionales.

2.	 La asistencia puede ser rechazada si la ejecución de las acciones solicitadas interfiere con el 
procedimiento judicial que se tramita en la Parte requerida; aunque esta última puede proponer 
que la ejecución de las acciones solicitadas sea diferida o sometidas a condiciones, en cuyo caso 
la Parte requerida lo debe informar con prontitud a la Parte requirente, indicando los motivos.

Art. 4.- EJECUCIÓN

1.	 La autoridad central encargada de coordinar, enviar y recibir la tramitación de las solicitudes de 
asistencia por la República del Ecuador es el Ministerio de Gobierno y Justicia y por la República 
del Paraguay es el Ministerio de Justicia y Trabajo.

2.	 Las autoridades competentes deberán tomar todas las medidas necesarias para satisfacer, a 
la brevedad posible, las solicitudes conforme al artículo 1. Las autoridades competentes serás, 
para la República del Ecuador la Corte Suprema de Justicia y el Ministerio Fiscal General y para 
la República del Paraguay las autoridades Judiciales y la Fiscalía General del Estado.

3.	 Para la ejecución de las acciones solicitadas se observarán las disposiciones legales de la Parte 
requerida, excepto la observación de las formas y modalidades expresamente identificadas por 
la Parte requirente que no sean contrarias a los principios fundamentales del ordenamiento jurí-
dico de la Parte requerida.

4.	 La Parte requerida informará a la Parte requirente, la fecha y el lugar de la ejecución de las ac-
ciones requeridas.

TÍTULO II
FORMAS DE ASISTENCIA

Art. 5.- NOTIFICACIÓN DE ACCIONES

1.	 La solicitud que tiene por objeto la notificación de acciones deberá ser debidamente fundamen-
tada y enviada con razonable anticipación respecto a la fecha útil para la misma notificación. 

2.	 La Parte requerida confirmará que se ha efectuado la notificación, mediante el envío de un docu-
mento en el que se señale el lugar, la hora y la fecha de la notificación, precisando además, los 
datos que correspondan a la persona notificada.

Art. 6.- ENVÍO DE AVISOS Y OBJETOS
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1.	 Cuando la solicitud de asistencia tuviera por objeto el envío de avisos o documentos, la Parte 
requerida tendrá facultad de remitir copias certificadas de todos los documentos.

2.	 Los documentos y los avisos originales y los objetos enviados a la Parte requirente serán devuel-
tos a la brevedad posible a la Parte requerida si esta última así lo solicita.

Art. 7.- COMPARECENCIA DE PERSONAS EN LA PARTE REQUERIDA

1.	 Si la Parte requirente solicita la comparecencia de personas para que rindan testimonios en el 
territorio de la parte requerida, ésta puede aplicar las medidas coercitivas previstas en su ley 
para cumplir la diligencia.

2.	 Sin embargo, cuando se trata de la comparecencia de indiciados, sindicados o imputados, la 
Parte requirente debe indicar en la solicitud, las medidas que - serían aplicables según su ley y 
la Parte requerida procederá conforme a su ordenamiento jurídico.

Art. 8.- COMPARECENCIA DE PERSONAS EN LA PARTE REQUIRENTE

1.	 Cuando el Estado requirente solicite la comparecencia de una persona en su territorio para pres-
tar testimonio o rendir informe, el Estado requerido invitará al testigo o perito a comparecer en 
forma voluntaria ante la autoridad competente del Estado requirente y sin utilizar medidas conmi-
natorias o coercitivas. Si se considera necesario, la Autoridad Central del Estado requerido podrá 
registrar por escrito el consentimiento de la persona a comparecer en el Estado requirente. La 
Autoridad Central del Estado requerido informará con prontitud a la Autoridad Central del Estado 
requirente de dicha respuesta.

2.	 La Parte requirente sufragará al testigo y al perito los gastos de viaje y conexos, así como los 
honorarios de este último.

Art. 9.- COMPARECENCIA DE PERSONAS DETENIDAS EN LA PARTE REQUIRENTE

1.	 Una persona detenida en la Parte requerida, citada a comparecer en la Parte requirente con 
fines de testimonio, careo o confrontación, reconocimiento o identificación personal, podrá ser 
transferida provisionalmente al territorio de la Parte requirente bajo las siguientes condiciones:

a)	 Su consentimiento formal;

b)	 Que su detención no sea susceptible de ser prolongada por el traslado; y,

c)	 Que la Parte requirente se comprometa a volverla a trasladar tan pronto como desaparezcan 
las razones de la transferencia y, en todo caso, dentro del plazo fijado por la Parte requerida. 
Tal plazo puede ser prorrogado por una sola vez, por la Parte requerida por justificados moti-
vos, debidamente razonados.

2.	 La comparecencia podrá ser rechazada por la Parte requerida si existieren razones de carácter 
procesal.

3.	 La persona transferida debe permanecer en calidad de detenida en el territorio de la Parte requi-
rente, a menos que la Parte requerida revocare la detención en dicho lapso, en cuyo caso será 
puesta en libertad.

Art. 10.- GARANTÍAS
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1.	 Los comparecientes a diligencias judiciales, tanto en la Parte requirente como en la Parte reque-
rida, gozarán de los derechos y garantías contemplada en sus respectivas legislaciones.

Art. 11.- ENVÍO DE SENTENCIA EJECUTORIADA Y DE ANTECEDENTES PENALES CERTIFICA-
DOS DEL REGISTRO JUDICIAL

1.	 La Parte requerida, cuando envíe una sentencia penal ejecutoriada proporcionará copia íntegra y 
certificada de la misma, en la que conste la autorización de la autoridad judicial correspondiente.

2.	 Los antecedentes penales u otros documentos certificados que consten en el registro judicial, 
necesarios a la autoridad judicial de la Parte requirente para el desarrollo de un procedimiento 
penal serán enviados a dicha Parte si en las mismas circunstancias éstos podrían ser otorgados 
por las autoridades judiciales de la Parte requerida.

Art. 12.- INFORMACIONES SOBRE SENTENCIAS

1.	 Las Partes intercambiarán información anual de las sentencias penales ejecutoriadas pronuncia-
das en contra de sus respectivos nacionales.

TÍTULO III
PROCEDIMIENTOS Y GASTOS

Art. 13.- SOLICITUD DE ASISTENCIA

1.	 La asistencia será prestada a solicitud de la Parte requirente. 2. La solicitud deberá contener las 
siguientes informaciones:

a)	 La autoridad judicial que interviene y los datos identificatorios de la persona a quien se proce-
sa, así como el hecho y la naturaleza del delito, del procedimiento y las normas aplicables al 
caso;

b)	 El objeto y el motivo de la solicitud;

c)	 Cualquier otra información necesaria para la ejecución de las acciones requeridas, especial-
mente la identidad y si es posible, el lugar donde se encuentra la persona contra quien deben 
ser ejecutadas las acciones; y,

d)	 Las formas y modalidades especiales requeridas para la ejecución de las acciones, así como 
los datos identificatorios de las autoridades competentes.

3.	 La solicitud, en el caso que tenga por objeto la búsqueda y la obtención de pruebas, deberá con-
tener, además, la indicación del objeto y de la finalidad de la acción, así como, si es el caso, el 
cuestionario a formular.

Art. 14.- COMUNICACIONES

1.	 Las comunicaciones entre las Partes se efectuarán a través de sus respectivos Ministerios de 
Relaciones Exteriores.

Art. 15.- GASTOS
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1.	 Las Partes asumirán los gastos efectuados en la asistencia solicitada en lo que a cada una le 
corresponde, de acuerdo a lo establecido en este instrumento.

TÍTULO IV
DISPOSICIONES FINALES

Art. 16.- RATIFICACIÓN Y ENTRADA EN VIGOR

1.	 El presente Convenio entrará en vigor en la fecha en que ambas Partes se comuniquen por 
escrito, a través de la vía diplomática, el cumplimiento de los procedimientos exigidos por sus 
respectivos ordenamientos constitucionales.

2.	 El presente Convenio tendrá una duración de cinco años. Su vigencia se prorrogará automática-
mente por períodos de cinco años y podrá ser denunciado en cualquier momento por cualquiera 
de las Partes por comunicación escrita dirigida a la otra Parte. La denuncia tendrá efecto el 
primer día del sexto mes siguiente: a aquel en que la otra Parte haya recibido la respectiva noti-
ficación.

FIRMADO en la ciudad de Asunción, a los veinticinco días de mes de agosto del año un mil nove-
cientos noventa y siete, en dos ejemplares originales, en idioma español, siendo ambos textos igual-
mente auténticos.

Convenio sobre Asistencia Judicial en Materia Penal entre Ecuador y Paraguay
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